


Gustavo Duncan y Adolfo Eslava (Editores académicos)

Jorge Giraldo Ramírez  
SISC - Alcaldía de Medellín  

Luis Felipe Dávila  
Laura Gutiérrez  
Felipe Lopera  

Juan Pablo Mesa 
 Juliana Toro 
 Pablo Zapata

Territorio, crimen, comunidad
Heterogeneidad del homicidio en Medellín



TERRITORIO, CRIMEN, COMUNIDAD

Heterogeneidad del homicidio en Medellín

Primera edición 
Medellín, Noviembre de 2015 

Centro de Análisis Político – Universidad EAFIT

Gustavo Duncan y Adolfo Eslava (Editores académicos)

Jorge Giraldo Ramírez  
SISC - Alcaldía de Medellín  

Luis Felipe Dávila  
Laura Gutiérrez  
Felipe Lopera  

Juan Pablo Mesa 
 Juliana Toro 
 Pablo Zapata

Editan 

Universidad EAFIT 
Open Society Foundations

Fotografía 
Laura Gutiérrez Ardila

ISBN: 978-958-8719-31-3

Diseño e impresión:

Pregón S.A.S.



Contenido

Capítulo 1 

Una mirada panorámica al lugar y a los actores ................ 11 
 Centro de Análisis Político (CAP) Universidad EAFIT

Capítulo 2 
El contexto de los polígonos del homicidio en Medellín ... 35 
 Adolfo Eslava 
 Felipe Lopera 
 Juan Pablo Mesa 
 Juliana Toro

Capítulo 3 

Priorización de medidas para la aplicación 
del plan de Garantías de No Repetición en Medellín ....... 111 
 Sistema de Información para la Seguridad 
 y la Convivencia (SISC) Alcaldía de Medellín.

Capítulo 4 
Una aproximación cuantitativa 
al homicidio en Medellín ................................................. 177 
 Juan Pablo Mesa 
 Juliana Toro 
 Pablo Zapata



Capítulo 5 

Aprendizajes y ejercicios de la violencia homicida ............. 207 
 Felipe Lopera

Capítulo 6 
Más allá de las normas de papel y de sangre: 
Análisis de la incidencia de las reglas formales 
e informales en la variación del homicidio en 
los polígonos de Medellín ................................................ 253 
 Luis Felipe Dávila

Capítulo 7 

Las comunidades conjugan los verbos contener y resistir ..... 309 
 Adolfo Eslava 
 Juan Pablo Mesa 
 Juliana Toro 
 Pablo Zapata

Capítulo 8 

El que no oye consejos, no llega a viejo. 
Recomendaciones de política pública ............................... 363 
 Centro de Análisis Político (CAP) Universidad EAFIT

Anexo 

Método para la definición de polígonos 
de concentración de homicidios en Medellín .................... 377 
 Sistema de Información para la Seguridad 
 y la Convivencia (SISC) Alcaldía de Medellín.

Autores ............................................................................ 391



      5

Aileen Posada, Diseñadora Gráfica

Albeiro Vásquez, Comunidad del barrio La Esperanza

Ana María Jaramillo, Sistema de Información para la 
Seguridad y la Convivencia de Medellín

Andrés Felipe Preciado, Fundación Ideas para la Paz

Ángela María Arango, Escuela de Humanidades - Universidad 
EAFIT

Angélica Zamora, Latin America Program - Open Society 
Foundations

Arturo Arango, Centro Multimedial - Universidad EAFIT

Augusto Restrepo, Fundación Puerta Abierta 

Camila Uribe, Escuela de Economía - Universidad EAFIT

Camilo Aguirre, Escuela de Humanidades - Universidad EAFIT

Agradecimientos



6    Territorio, crimen, comunidad

Carlos Montoya, Consultor Independiente

Caroline Doyle, Universidad de Canberra

Catalina Gómez, Escuela de Economía - Universidad EAFIT

Daniel Tabares, Escuela de Humanidades - Universidad EAFIT

David Álvarez, Escuela de Humanidades - Universidad EAFIT

David Ricardo Murcia, Escuela de Humanidades - 
Universidad EAFIT

David Robledo, Corporación Música Corriente

Diana Lucía Rodríguez, Museo Casa de la Memoria

Diego Sabasqui, Congregación Hermanos Maristas

Edwin Alzate, Corporación Casa Mía

Flor María Hernández, Comunidad del barrio Santa Cecilia 2

Germán Darío Martín, Ministerio Público Fiscal - Provincia 
del Neuquén, Argentina.

Guillermo Giraldo, Comunidad del barrio La Candelaria

Isaac Sandoval, Escuela de Humanidades - Universidad 
EAFIT

Jaime Palacio, Escuela de Economía - Universidad EAFIT

Jenny Pearce, Universidad de Bradford

José David Duque, Escuela de Humanidades - Universidad 
EAFIT

José del Carmen Ortega, Escuela de Derecho - Universidad EAFIT

Jota Samper, MIT Massachusetts Institute of Technology

Juan David Montoya, Escuela de Humanidades - 
Universidad EAFIT



      7

Juan Carlos Corredor, Gestor Territorial, Secretaría de 
Seguridad, Alcaldía de Medellín

Juan José Moncada, Sistema de Información para la Seguridad 
y la Convivencia de Medellín

Juan Manuel Cuartas, Escuela de Humanidades - Universidad 
EAFIT

Juan Pablo Trujillo, Escuela de Humanidades - Universidad 
EAFIT

Katherine Bañol, Gestor Territorial, Secretaría de Seguridad, 
Alcaldía de Medellín

Laura Fernández, Escuela de Humanidades - Universidad EAFIT

Lenis Araque, Fundación Huellas

Lilian Bobea, Bentley University

Luis Miguel Roldán, Medellín Cómo Vamos

Lucas Henquín, U De B Arquitectos

Lukas Jaramillo, Casa de las Estrategias

Maria Helena Franco, Escuela de Humanidades - Universidad 
EAFIT

María José Marín, Escuela de Economía - Universidad EAFIT

Martha Luz Alzate, Comunidad del barrio Los Alcázares

Maryori Escobar, Analista Territorial, Secretaría de Seguridad, 
Alcaldía de Medellín

Mónica Tirado, Profesional universitaria del CI2

Natalia Gaviria, Escuela de Economía - Universidad EAFIT

Nora Patricia Ramírez, Escuela de Humanidades - 
Universidad EAFIT



8    Territorio, crimen, comunidad

Oswaldo Zapata, Sistema de Información para la Seguridad y 
la Convivencia de Medellín

Pablo Emilio Angarita, Observatorio Humano de Medellín

Paul Chambers, Pontificia Universidad Javeriana de Santiago 
de Cali

Paula Andrea Hernández, Medellín Cómo Vamos

Piedad Patricia Restrepo, Medellín Cómo Vamos

Roberto Bernal, Universidad Nacional del Litoral, Santa Fe 
Argentina

Roberto Briceño-León, Wilson Center

Santiago Giraldo, Instituto de Filosofía - Universidad de 
Antioquia

Santiago Silva, Escuela de Humanidades - Universidad EAFIT

Sebastián Londoño, Secretaría de Seguridad Alcaldía de 
Medellín

Sergio Andrés Urán, Sistema de Información para la 
Seguridad y la Convivencia de Medellín

Vicente Jaime Ramírez, Escuela de Derecho - Universidad EAFIT

Ximena Quintero, Corporación Casa Mía

Yeicy Ochoa, Fundación Huellas



      9

El Centro de Análisis Político (CAP) de la Universidad EA-
FIT fue creado en el año 2006 para llevar a cabo investigación 
académica aplicada, consultoría y extensión docente alrededor 
de los asuntos de gobierno, políticas públicas y empresa. Para 
ello, se han consolidado las siguientes áreas: gestión pública terri-
torial; paz, conflicto armado y dinámicas criminales; seguridad, 
convivencia y cultura de la legalidad; y riesgo sociopolítico y 
sostenibilidad empresarial.

El trabajo del CAP combina distintas disciplinas académi-
cas, enfoques teóricos y metodologías de investigación, para la 
comprensión, la explicación y la atención de los asuntos públicos 
con enfoque territorial. Esto bajo el propósito de poner el cono-
cimiento al servicio de los gobiernos y sus procesos de políticas 
públicas y de la toma de decisiones en el sector privado.

Centro De Análisis Político (CAP) - EAFIT
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Colección 
Economía Política de la Periferia

Este libro se enmarca en el programa de investigación alrede-
dor de la economía política de la periferia, que desde hace una 
década viene adelantando el CAP de la Universidad EAFIT. El 
resultado de este esfuerzo ha sido la colección de libros a la que 
pertenece este texto y que da cuenta de la pertinencia de estudios 
académicos en torno a las realidades periféricas de la ciudad y 
la región. Así pues, son seis volúmenes los que hacen parte de 
la colección:

Economía Criminal en Antioquia: Narcotráfico, 2011

Informalidad e ilegalidad en la explotación del ORO y la MA-
DERA en Antioquia, 2012

Economía criminal y poder político, 2013

Oro como fortuna. Instituciones, capital social y gobernanza de 
la minería aurífera colombiana, 2014

Nuevas modalidades de captación de rentas ilegales en Medellín, 
2014

Territorio, crimen, comunidad. Heterogeneidad del homicidio 
en Medellín, 2015

Estos títulos aportan herramientas académicas que permiten 
abordar crítica y constructivamente los fenómenos que perfilan 
la realidad de la ciudad y el país. Además de describir y analizar 
los hechos, estamos convencidos de que la academia tiene la 
responsabilidad de señalar alternativas a los procesos de toma 
de decisiones.



Capítulo 1

Una mirada panorámica 
al lugar y a los actores

Centro de Análisis Político (CAP) Universidad EAFIT1

1  El equipo de trabajo de este proyecto de investigación estuvo integrado por el 
decano Jorge Giraldo Ramírez, los profesores Gustavo Duncan y Adolfo Eslava 
y los investigadores Luis Felipe Dávila, Laura Gutiérrez, Felipe Lopera, Juan 
Pablo Mesa, Juliana Toro y Pablo Zapata.
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El caso de la violencia homicida en Medellín es considerado 
emblemático en el mundo por su reducción, de casi 400 muertes 
por cien mil habitantes en 1991, a menos de veinte por cien mil 
en 2015. Quedan sin embargo, muchas preguntas por resolver 
acerca del fenómeno de la violencia homicida en la ciudad y sus 
trayectorias: una de las más relevantes es ¿por qué persiste el ho-
micidio en niveles altos en ciertos espacios de la ciudad? Resolver 
esta inquietud puede proveer explicaciones acerca de la prevalen-
cia de una tasa de homicidio que es relativamente alta respecto 
al contexto internacional. Indagar las razones estructurales por 
las cuales ocurrieron tantos homicidios en décadas pasadas, así 
como caracterizar las realidades sociales y políticas que pueden 
explicar el descenso de la muerte violenta, ayuda a identificar 
qué puede hacerse en el corto y mediano plazo para disminuir los 
homicidios en algunos territorios de la ciudad. Estos lugares no 
coinciden con la división administrativa de Medellín por barrios 
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comunas o zonas ni tampoco se expresan en el nivel reducido de 
segmentos de calles; aquí se les ha denominado polígonos y su 
delimitación viene dada por la concentración del homicidio que 
se describe en el anexo técnico.

Esta investigación se centra explicar las causas de los homici-
dios en los once polígonos donde ocurre la mayor concentración 
de muertes violentas en Medellín. Es decir: ¿por qué allí se mata 
la gente con mayor frecuencia que en el resto de la ciudad? La 
aproximación metodológica de la investigación evita centrarse 
en una sola ruta, sea cualitativa o cuantitativa. En vez de ello 
parte de reconocer que no existe una causa única que explique 
esta concentración del homicidio. Se trata, por el contrario de 
la combinación de muchas causas (de acuerdo con los tipos de 
polígonos que se explican el siguiente apartado) que puede con-
tribuir a entender los mecanismos causales de la concentración 
de la violencia homicida. Las razones y motivos que hay detrás 
de los asesinatos en El Centro, no son las mismas que hay en 
barrios planificados y dotados de servicios públicos. Del mismo 
modo, los asesinatos responden a lógicas muy distintas cuando 
se trata de localidades situadas en zonas de reciente asentamiento 
donde además de la crítica situación material de sus pobladores 
persisten graves problemas de asimilación a la vida social de la 
ciudad.

Estas causas a su vez, deben comprenderse dentro de una 
perspectiva histórica para identificar en qué momento incidieron, 
de qué manera y cuándo, eventualmente, dejaron de incidir. Por 
ejemplo, la pobreza pudo en un principio influir en la decisión 
de un grupo de jóvenes de ingresar a una banda delincuencial, 
pero luego de que se organizaron y controlaron enormes flujos 
de recursos provenientes de economías criminales, la razón para 
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persistir en el uso de la violencia homicida fue más la ambición 
económica que las reivindicaciones de exclusión social. Más aún, 
la propia disponibilidad de unos conocimientos, unas habili-
dades y unos contactos con organizaciones criminales capaces 
de generar enormes ganancias, se ha convertido de por sí en 
una causa para que generaciones de jóvenes adopten subculturas 
criminales violentas en muchas localidades de Medellín. Ya no 
se trata de organizar una pandilla como último recurso de ado-
lescentes marginados para aliviar una sensación de impotencia 
y de frustración ante las pocas perspectivas de ocupar un lugar 
de éxito en las jerarquías sociales. Se trata de seguir una carrera 
criminal para ocupar una posición importante dentro de mafias 
y bandas que proveen riqueza, poder y prestigio en magnitudes 
considerables. Pese a los evidentes esfuerzos del Estado por neu-
tralizar el legado del crimen organizado en la ciudad a través 
del despliegue de más fuerza pública y de inversiones sociales 
que han recibido un reconocimiento internacional, el asunto 
de las bandas y los combos que aspiran a regular la vida de 
muchas comunidades continúa en el eje de la problemática de 
los homicidios.

Por eso los retos de la investigación obligan a seguir un 
camino que identifica cómo la suma de muchas causas y su 
interacción en ciertos momentos y espacios llevaron a que, a lo 
largo de la última década, los asesinatos se concentran en ciertos 
lugares de Medellín que aquí se denominan polígonos. Para ello, 
tuvo lugar una sana tensión académica entre las hipótesis de la 
presencia o debilidad del Estado, de la realidad criminal y de la 
resistencia comunitaria.

Asimismo, desde el Centro de Análisis Político de la Univer-
sidad EAFIT, se ha contribuido a la comprensión de la impor-
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tancia de la dimensión criminal en el homicidio pero también se 
han dado pasos para incorporar la dimensión comunitaria como 
mecanismo de resolución de dilemas colectivos. Justamente esta 
línea de trabajo también se abordó en el marco de este proyecto 
que recibió la confianza y el apoyo incondicional de Open So-
ciety Foundations para su realización en sintonía con uno de sus 
propósitos relacionado con la indagación por las causas de la 
reducción del homicidio en ciudades latinoamericanas.

 El título del libro sintetiza el punto de partida y las dos 
dimensiones que el aborda estudio. La palabra territorio hace 
referencia a la necesidad de focalizar espacialmente la política 
pública de seguridad y convivencia de la ciudad; allí, los datos 
objetivos y el análisis técnico son los insumos para orientar 
decisiones políticas bien informadas. La palabra crimen alude 
a la evidente realidad de presencia de organizaciones criminales 
con capacidad para fijar reglas en esos territorios focalizados. 
Por último, la palabra comunidad es una invitación a valorar un 
activo que se suele desperdiciar al momento de pensar y hacer 
políticas para resolver las problemáticas sociales: las formas en 
que las personas resuelven sus dilemas colectivos.

Territorio

 El primer asunto que llama la atención es el asociado a las 
diferencias en la conformación social y económica entre los once 
polígonos. No todos son distintos entre sí pero es evidente que 
en algunos casos deben tener causas y trayectorias muy diferen-
tes en el comportamiento homicida. La decisión, luego de un 
análisis inicial de las variables socioeconómicas, de charlas con 
conocedores de los lugares y de la revisión de la literatura, es 
agrupar los polígonos en cinco categorías: 
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i)  Barrios legales. Abarcan aquellas comunidades que aunque 
compuestas por sectores de bajos ingresos han experimen-
tado procesos de inclusión social de la mano de inversiones 
públicas y de un proceso de asimilación de larga duración. 
Sus habitantes no son recién llegados, llevan ya varias gene-
raciones haciendo parte de la ciudad. Allí están concentradas 
principalmente las organizaciones criminales que además 
de controlar un territorio específico tienen la capacidad de 
ejecutar acciones por fuera de su propia territorialidad.

 ii) Barrios de invasión. Abarcan no solo comunidades con pro-
blemas críticos de ingresos, atención social y condiciones de 
vida, sino que también son parte de un proceso de reciente 
asimilación a la vida en la ciudad. Muchos de sus habitantes 
provienen de pequeños municipios y áreas rurales donde 
estuvieron expuestos a la violencia del conflicto armado. Allí 
ejercen un férreo control territorial los combos, organizacio-
nes criminales que explotan solo rentas locales y establecen 
unos parámetros de vigilancia de la población que pueden 
llegar a la imposición de fronteras a personas que no sean 
del lugar.

iii) Mixtos. Polígonos compuestos por comunidades pertenecien-
tes a barrios legales y barrios de invasión, con su consecuente 
mezcla de realidades criminales y comunitarias.

iv) Tierra de nadie. En concreto el centro de la ciudad, que es 
un lugar donde tienen asiento pequeños criminales y per-
sonas en situación de calle que fueron expulsados de otros 
lugares de la ciudad. Allí también está El Hueco, lugar en el 
que están presentes algunos comerciantes que se hicieron a 
través del contrabando y el lavado del dinero de las drogas; 
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además existen prostíbulos y plazas de vicio. En medio de 
todo aquello, mafias conocidas como ‘convivir’ compiten 
por regular algún tipo de orden en la zona.

v) Súper plaza de drogas. En concreto el Barrio Antioquia, que 
eventualmente podría ser un típico barrio legal pero que por 
su historia y especialización en el comercio de drogas merece 
un tratamiento particular. Allí el control lo ejercen distintas 
bandas que cuidan que ningún competidor incursione en 
sus puntos de venta de drogas.

 A partir de la distinción de estas cinco categorías, la investi-
gación se centra en una estrategia de descarte, comenzando con 
las explicaciones más obvias de los homicidios y luego exploran-
do causalidades más sofisticadas. No se trata sin embargo de 
rechazar de manera absoluta las variables que a priori se utilizan 
para explicar estos fenómenos, sino más bien de reconocer y 
evaluar el verdadero impacto de estos factores explicativos recu-
rrentes, como causas necesarias pero no suficientes. Por ejemplo, 
al analizar los niveles de ingresos se encuentra que los polígonos 
de los homicidios están ubicados en zonas relativamente pobres. 
Es necesario entonces la pobreza relativa, pero al mismo tiempo 
se encuentra que en otras zonas pobres los niveles de homicidios 
son reducidos.

Las primeras variables analizadas son las socioeconómicas por 
ser más evidentes cuales podrían ser sus efectos en la concentra-
ción de los homicidios en determinadas zonas. Se analizaron los 
niveles de ingresos, condiciones de vida y situación de pobreza de 
la población. Posteriormente se analiza la cobertura en atención 
social (básicamente educación y salud) y las inversiones en el 
hábitat y urbanismo realizadas por las últimas administraciones. 
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Finalmente se toman en cuenta variables relacionadas con la 
conformación y composición social de las comunidades como 
el grado de recepción de desplazados y el año de formación de 
los barrios. El supuesto obvio es que entre mayores ingresos, 
menores déficits de atención social, mayores inversiones y menor 
antigüedad en los procesos de conformación de las comunida-
des, mejores serán las condiciones de socialización y el apego a 
las reglas formales, por consiguiente menores los motivos para 
que ocurran asesinatos.

Como era de esperar los resultados mostraron que efecti-
vamente las variables socioeconómicas tienen relación con el 
homicidio ya que en los barrios de clase alta y media-alta el 
homicidio tiene menor incidencia, pero se quedan cortas para 
explicar las variaciones en el resto de la ciudad: contrario a lo 
que indican las estigmatizaciones respecto a barrios enteros, las 
variables socioeconómicas no son determinantes de la violencia 
homicida. En breve, es necesario indagar con mayor profundi-
dad las causas por las cuales los habitantes de la ciudad acuden 
a la violencia homicida.

Crimen

En este punto, el análisis se centra en las circunstancias con-
cretas en que ocurren los homicidios. ¿Hasta qué punto el uso 
de la violencia letal en situaciones de riñas y disputas personales 
explica las variaciones de las tasas de homicidios? ¿Hasta qué 
punto los asesinatos son producto de actividades criminales 
organizadas, es decir en circunstancias en que el homicidio es 
premeditado con el objeto de obtener una ganancia económica 
o el control de un negocio ilegal? Y ¿cómo influye el hecho que 
las organizaciones criminales –sean bandas o combos- ejerzan 
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un control territorial en la regulación de las prácticas homicidas, 
en otras palabras que monopolicen el uso de la violencia letal en 
un espacio dado de la ciudad? Al respecto, la disponibilidad de 
datos precisos de riñas, hora y día de la muerte, tipo de víctima 
y arma usada, entre otras tantas variables, permite hacer un 
trabajo cuantitativo de comparación por polígonos.

Los resultados muestran cómo las circunstancias de los homi-
cidios se diferencian entre el polígono de La Candelaria, el centro 
de la ciudad, respecto al resto. El uso más frecuente de armas 
blancas en los asesinatos de este sector, supone que las muertes 
se deben más a enfrentamientos espontáneos entre ciudadanos 
comunes o entre pequeños delincuentes que al resultado de ope-
raciones criminales deliberadas. Es decir los asesinatos en este 
lugar responden a una lógica de menor organización que en los 
otros polígonos. También es probable que las organizaciones que 
regulan el polígono acudan a la práctica de castigar población 
residente que no acata las reglas criminales, ya sea mediante el 
uso de la violencia letal o por medio de la expulsión a otras zonas 
de la ciudad y de la región.

En los demás polígonos, sin embargo, las riñas y motivos 
espontáneos no parecen explicar la alta concentración de los 
homicidios. El trabajo de campo demuestra, por el contrario, 
que los asesinatos son cometidos de manera premeditada y son 
fuertemente regulados por los miembros de organizaciones 
criminales que ejercen control territorial. Si alguien quiere ase-
sinar a una persona en el polígono debe pedir autorización a las 
bandas o combos. Muy probablemente deberá pagar para que el 
asesinato se cometa o para comprar el perdón. Incluso podrían 
darse circunstancias en que los combos y las bandas no autoricen 
el asesinato y ajusticien a quien viole la ley impuesta por ellos 
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en la práctica. Pero si las organizaciones criminales ejercen un 
fuerte control sobre la violencia que se comete en el territorio, 
¿por qué tantos homicidios en los polígonos? Parece ser que la 
competencia entre los jóvenes de la comunidad que aspiran a 
ocupar un lugar superior en la jerarquía de los combos y bandas, 
así como las disputas entre distintas organizaciones y sus apoyos 
entre la población, producen suficientes muertes para concentrar 
la violencia homicida de la ciudad en estos polígonos. El control 
a la violencia desordenada no es pacífico, se ejerce mediante una 
violencia igual o aún más feroz.

Lo que diferencia las tendencias homicidas al interior de las 
zonas con desventajas estructurales en el orden socioeconómi-
co, es entonces la proliferación de formas de regulación alternas 
que moldean los comportamientos violentos de la población. 
Son lugares donde se establecen sistemas normativos alternos 
y diferentes parámetros de socialización que explican por qué 
desde el interior de las propias comunidades se acepta con mayor 
naturalidad la violencia homicida entre sus miembros y el uso 
de la violencia como un recurso privado para imponer orden y 
reclamar una posición superior en la jerarquía social. Estas ten-
dencias no son originales de ciertas comunidades en Medellín. 
Son, de hecho, fenómenos bastante frecuentes en ciudades que 
experimentan rápidos procesos de modernización y crecimiento 
demográfico sin que se asimile a una porción significativa de 
la población a los servicios del Estado o se ofrezca alivio a sus 
demandas materiales más apremiantes. La criminología ha de-
dicado gran parte de sus desarrollos teóricos a estas subculturas 
criminales que surgieron como resultado de la frustración de 
las nuevas generaciones de excluidos que ven cómo sus oportu-
nidades de realización son mínimas de acuerdo con las normas 
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establecidas y a los contactos sociales que disponen. En el fondo 
se trata del viejo problema de unas instituciones inadecuadas 
para los problemas de un grupo de la población que al mismo 
tiempo dispone de capital social pero restringido por el accionar 
criminal.

Por eso, uno de los ejercicios cuantitativos que se lleva a cabo 
es averiguar si la violencia homicida en los polígonos responde 
a una tendencia constante en el tiempo o a picos de asesina-
tos inusitados que cada tanto se presentan como resultado de 
competencia entre y en el interior de organizaciones criminales. 
Es decir, si se trata de una tasa de homicidios superior o si es 
solo el resultado, por alguna razón, de una propensión en los 
polígonos a una mayor frecuencia de enfrentamientos. Si resulta 
ser esto último la respuesta hay que buscarla en las razones por 
las que allí las organizaciones criminales tienen que enfrentarse 
más que en otros lugares. Los resultados del análisis cuantitativo 
muestran varios hallazgos:

·	 El número de asesinatos por armas corto-punzantes, más 
asociado a riñas callejeras y enfrentamientos espontáneos 
sin mucha organización, permanece estable a lo largo del 
período 2003 – 2013, a diferencia del número total de ho-
micidios que desciende vertiginosamente de 2007 casos en 
2003 a 771 casos en 2007; luego asciende en 2008 y vuelve 
a decaer a partir de 2010 hasta 2013, año en el que presentan 
niveles similares a los de 2007.

·	 El pico de violencia de 2009 estuvo asociado a los enfrenta-
mientos entre Valenciano y Sebastián. Es, por consiguiente, 
plausible afirmar que la criminalidad organizada tiene có-
mo incidir en el comportamiento homicida de las bandas 
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y combos de la ciudad. Sin embargo, el llamado ‘pacto del 
fusil’ funciona a medias. En escala temporal más amplia, 
es posible advertir que la intervención del Estado ha dado 
resultados, veamos: los enfrentamientos entre criminales 
producen picos, cada vez, menos agudos de violencia homi-
cida; así mismo cuando no hay enfrentamientos las tasas de 
homicidios son menores a los períodos de paz de años ante-
riores. Esto también se corrobora al comparar la situación 
de control territorial protagonizada por las organizaciones 
criminales de mediados de los ochenta y noventa frente a las 
limitaciones que establecen las organizaciones criminales al 
día de hoy. Antes existían lugares vetados pero actualmente 
las fuerzas de seguridad del Estado pueden ingresar a cual-
quier lugar de la ciudad.

·	 Los homicidios se concentraron aún más en los polígonos a 
medida que ocurrió el descenso de los homicidios del 2003 
al 2007. De una relación de un homicidio en los polígonos 
por cada tres que ocurrían en la ciudad se pasó a una rela-
ción de uno por cada dos. Cuando estalló la guerra entre 
criminales se mantuvo esta última tendencia. Más diciente 
fue que luego del pico de 2009, se incrementa la concentra-
ción de homicidios en los polígonos. Mientras en la ciudad 
decaen, en los polígonos aumentan. Lo que advierte que a lo 
largo del tiempo se han establecido zonas de enfrentamiento 
estratégico en ciertos lugares de la ciudad que coinciden con 
los polígonos.

Al sobreponer estos resultados con las tasas de homicidio his-
tóricas en la ciudad se hace evidente una tendencia persistente. 
En el largo plazo la caída en la violencia homicida responde a la 
progresiva intervención del Estado en todas sus manifestaciones, 
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desde la ampliación y la cualificación de su aparato de seguridad 
hasta las inversiones en las condiciones de vida y en el hábitat de 
las comunidades excluidas. La línea recta continua del gráfico 
describe esta tendencia de largo plazo. Sin embargo, en el corto 
plazo las variaciones alrededor de la tendencia homicida descen-
dente, es decir los picos y los valles en su comportamiento, son 
explicados por la competencia entre las organizaciones crimina-
les por el derecho de regular comunidades y explotar economías 
criminales. De esta forma, se puede afirmar que debido a los 
avances del Estado, los enfrentamientos entre las organizaciones 
criminales cada vez causan menos muertes violentas. El capítulo 
cuarto, dedicado al análisis de tendencias, da cuenta de esta 
aseveración.

Homicidios

Tiempo

Por otro lado, la regulación de los homicidios por organi-
zaciones criminales no opera igual en todos los polígonos. El 
desarrollo del trabajo investigativo en terreno muestra que, en 
aquellos polígonos donde hay una mayor integración con el resto 
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de la ciudad en cuanto a formalización y dinámica económica, 
las organizaciones criminales se interesan en menor medida en 
intervenir sobre aspectos cotidianos y propios de la convivencia 
de las comunidades. Aquello que no genera una ganancia o una 
renta no es sujeto de regulación o, al menos, no experimenta la 
presión de las bandas delincuenciales por dirimir la diferencias 
entre los miembros de la comunidad o por atender las demandas 
de protección de la comunidad. El control social es importante 
mientras permita extraer ganancias. En El Centro es donde es 
más evidente la naturaleza puramente extractiva de la regula-
ción por parte de las organizaciones criminales. Por ser un lugar 
donde la población es mayormente transitoria, es más complejo 
establecer vínculos entre quienes dominan y son dominados, con 
excepción de residentes y comerciantes. Las expectativas de las 
organizaciones criminales se centran entonces en lo que puedan 
extraer en el corto plazo.

Por su parte, en los polígonos donde las condiciones de inte-
gración con el resto de la ciudad son más restringidas y donde 
la riqueza material es menor, las organizaciones criminales se 
preocupan por intervenir en los aspectos cotidianos de la comu-
nidad. Así no produzcan una renta apreciable, administran las 
diferencias entre vecinos, imponen normas de convivencia en la 
comunidad, vigilan que otros delincuentes no roben a la gente y, 
en general, prestan una serie de servicios públicos en asuntos de 
justicia y seguridad que de otra manera no estarían disponibles. 
Allí la función de las organizaciones criminales no solo es la de 
pandillas que extraen rentas del crimen sino la de grupos de 
vigilantes, provenientes de la propia comunidad, que en oca-
siones suplen las funciones básicas del Estado. Por supuesto, las 
principales fuentes de riqueza disponibles en los polígonos son 
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monopolizadas por los combos que detentan el poder armado 
en la comunidad. Las ventas de huevos, arepas, pollos y demás 
alimentos son extorsionadas cuando no obligan a comprar a un 
mismo proveedor o son ellos mismos el único que surten las 
tiendas del lugar, eso sin mencionar el resto de actividades que 
explotan de manera exclusiva como el microtráfico, la extorsión 
al transporte y las inversiones públicas en la zona. No obstante, 
como se enuncia en el siguiente apartado y en el séptimo ca-
pítulo del libro, la informalidad exige una mejor comprensión 
con el fin de lograr distinguir entre las prácticas criminales y 
los arreglos informales que tienen lugar en el territorio, esto es, 
la informalidad no solo aloja problemáticas sino que también 
exhibe criterios de solución.

Pero más allá de la naturaleza extractiva de las organizaciones 
criminales y del grado de involucramiento en la regulación de 
los asuntos cotidianos de las comunidades, lo que queda claro 
es que los polígonos son espacios en los que se disputa el or-
den que promueven las instituciones del Estado. Entonces la 
pregunta es ¿por qué precisamente es en estos polígonos donde 
las organizaciones criminales acuden con mayor intensidad a 
la violencia homicida si su control y regulación está extendido 
también en muchos otros lugares? Así las tecnologías de control 
social por criminales sean extendidas, existen lugares como 
los polígonos donde por diversas circunstancias –geográficas 
históricas, culturales, etc.- su control implica una ventaja en la 
competencia entre las organizaciones criminales. Quien contro-
le estos espacios obtiene una ventaja estratégica para someter a 
otras organizaciones criminales menos sofisticadas y poderosas. 
También obtiene un reconocimiento simbólico por imponerse 
en lugares donde tienen su asiento bandas criminales históricas. 
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En otras palabras, cuando hay enfrentamientos estos son los 
lugares que los criminales necesitan controlar para definir quién 
gana y quién pierde en los pulsos de fuerza.

En conclusión, no puede hablarse en Medellín de una sola 
explicación cuando se pretenda dar cuenta de las variaciones 
en la violencia homicida a lo largo del tiempo y a lo largo de 
la ciudad. La pobreza, la exclusión, las condiciones de margi-
nalidad influyen pero no son suficientes para explicarlo todo. 
Algunos habitantes de los barrios excluidos son violentos. Otros, 
la inmensa mayoría, no lo son. Más bien hay que argumentar que 
estas condiciones estructurales pueden dar lugar a subculturas 
criminales y sistemas normativos alternos en los que la violencia 
homicida es una herramienta a la que se apela. La historia del 
narcotráfico fue definitiva para configurar estas subculturas y 
organizar un sistema de bandas y combos a cargo de numerosos 
espacios sociales en la ciudad. Sobre todo en ciertas áreas donde 
se definen los resultados de la competencia por la monopoliza-
ción de las rentas criminales y el ejercicio de la dominación social 
al margen del Estado.

Comunidad

La cuestión por la violencia homicida ha recibido mucha 
atención por parte de académicos, medios de comunicación y 
gobernantes. El componente criminal suele ser objeto preferido 
de estudio, de titulares y de intervenciones estatales. Esta investi-
gación también incorpora la dimensión criminal y sus condicio-
nes estructurales para remarcar la magnitud del fenómeno, pero 
desde el comienzo tuvo claro su norte en el sentido de contribuir 
a la discusión de pensar y hacer políticas públicas volcadas a los 
ciudadanos en lugar de seguir volcándose a los bandidos.
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El propósito de fondo es contribuir a la comprensión de la 
violencia homicida en la ciudad así como plantear guías orien-
tadoras para entender por qué nos matamos cada vez menos. En 
ese sentido, es importante comenzar a darle mayor importancia a 
los arreglos y acuerdos que surgen en el seno de las comunidades 
para hacer frente a la dinámica criminal. En breve, la pregunta 
de investigación que en términos crudos se puede resumir alrede-
dor del ¿por qué nos matamos?, está acompañada de ¿por qué nos 
matamos menos? Las implicaciones en términos metodológicos 
también se resumen en la necesaria apuesta por la combinación 
de lineamientos cualitativos y cuantitativos. En particular, este 
componente comunitario de la indagación, descansa sobre los 
postulados y lineamientos del método experimental que permite 
identificar microfundamentos en las comunidades de la macro-
hipótesis acerca de la violencia en la ciudad.

Los hallazgos realizados en el marco de la investigación, 
llaman la atención acerca del rol de las comunidades de cara 
a la construcción de la seguridad. En particular, sugieren la 
viabilidad de avanzar en esquemas de gobernanza comunita-
ria, a propósito de algunos problemas asociados a la seguridad 
ciudadana. Además de la investigación cualitativa realizada, 
los resultados de la aplicación de los experimentos económicos 
utilizados (Juego de la Confianza y Mecanismo de Contribución 
Voluntaria) sugieren que en los polígonos, a pesar de la adver-
sidad que representa la concentración de la violencia homicida, 
existen niveles de capital social que son insumo indispensable 
para la gobernanza comunitaria.

• La confianza interpersonal promedio de los participantes 
del Juego de la Confianza, fue del 44%. Dicho valor es 
menor que el promedio mundial y que el correspondiendo 
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a la confianza de los participantes de experimentos llevados 
a cabo en Medellín, el Oriente de Antioquia, Antioquia y 
Colombia. De otro lado, es mayor que el promedio de Amé-
rica Latina y que el valor de la confianza de participantes de 
experimentos llevados a cabo en Bogotá y entre las víctimas 
de la masacre de El Salado en el departamento de Bolívar.

·	 La reciprocidad promedio de los participantes del mismo juego 
fue del 28%. La reciprocidad promedio de los participantes de 
los polígonos fue inferior (aunque muy cercana) a la de partici-
pantes de experimentos realizados en Medellín y en Antioquia.

·	 La disposición a la acción colectiva promedio de los partici-
pantes del Mecanismo de Contribución Voluntaria, fue del 
33%. La disposición a la acción colectiva promedio de los 
participantes fue inferior al promedio nacional de Colombia, 
al promedio mundial y a la de participantes de experimentos 
realizados en Medellín, Antioquia y el oriente antioqueño. 
De otro lado, fue mayor a la del promedio de América Latina 
y a la de participantes de experimentos realizados en Bogotá.

Aquí también se destaca la organización como factor deter-
minante de la violencia homicida, pero mientras la organización 
criminal aporta las muertes, la organización comunitaria conjuga 
los verbos contener y resistir. De allí, la convicción de consolidar 
un programa de investigación que permita descifrar los arreglos 
microinstitucionales que tienen lugar en los territorios.

Estructura del libro

Este primer capítulo ofrece el panorama de la ruta metodoló-
gica trazada, ajustada y recorrida para obtener las descripciones, 
resultados analíticos y hallazgos que se presentan en los capítulos 
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siguientes. Como el lector ha podido advertir, de manera deli-
berada, no se ha hecho referencia a las fuentes bibliográficas 
que soportan cada una de las afirmaciones; esto con el fin de 
facilitar la lectura de estas ideas generalísimas pero también con 
la ilusión de provocar el interés de profundizar en los detalles que 
contienen cada uno de los siguientes apartados. Aunque cada 
capítulo posee un título explicativo de su contenido, también se 
propone una palabra síntesis del argumento, a saber: panorama, 
contexto, garantías, tendencias, aprendizajes, reglas, comunida-
des y recomendaciones.

Contexto. El segundo capítulo ofrece una lectura de antece-
dentes que enmarca la investigación desde las perspectivas cua-
litativa y cuantitativa. Su elaboración fue colectiva porque está 
basado en un diálogo disciplinar y metodológico cuyo propósito 
es dar cuenta de las generalidades que caracterizan el entorno 
que aloja a los polígonos. Allí, se pueden encontrar elementos del 
contexto social, atributos comunitarios y reglas de uso cotidiano 
en la ciudad así como cifras de violencia en los polígonos en 
perspectiva comparada frente a los hechos violentos de la ciudad.

Garantías. Este capítulo dedicado a Garantías de No Repe-
tición es autoría del equipo del Sistema de Información para la 
Seguridad y la Convivencia - SISC, de la Alcaldía de Medellín. 
Allí, se aborda la conceptualización del tema, el reconocimiento 
de la violencia, los daños ocasionados a la población en Me-
dellín y se proponen lineamientos y acciones sobre seguridad 
ciudadana. Para ello se identifican las prácticas criminales más 
recurrentes en la ciudad y se verifica su ocurrencia durante el 
periodo comprendido entre julio de 2014 y junio de 2015, luego 
se determina qué Derechos Humanos son vulnerados con esas 
prácticas y se definen unas medidas que deben priorizarse para 
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prevenir sus vulneraciones. De igual modo, haciendo uso del 
proceso analítico jerárquico, se busca conocer cuál es la impor-
tancia de cada medida.

Tendencias. El capítulo cuatro presenta un análisis cuantita-
tivo del comportamiento del homicidio en Medellín durante el 
periodo 2003-2013. Para lo cual, se examina su concentración 
en once polígonos y se compara con las cifras del resto de la 
ciudad. Así mismo, se describen las variaciones espacio - tempo-
rales del fenómeno, la composición etaria de las víctimas, y las 
modalidades del homicidio en los diferentes tipos de polígono. 
Posteriormente, se propone una validación empírica de las hipó-
tesis que asocian la pobreza y la teoría ecológica del delito con 
el homicidio, señalando su alcance como marco explicativo del 
fenómeno en los polígonos.

Aprendizajes. Este capítulo se enfoca en analizar los apren-
dizajes de los actores primarios del conflicto en la ciudad de 
Medellín, no solo alrededor de las prácticas de la violencia ho-
micida, sino también como estos –las bandas- en sus diferentes 
ciclos históricos de aprendizajes han ampliado sus repertorios 
de violencia por medio del ejercicio de justicias, todo esto a la 
luz, tanto de sus confrontaciones internas y espacializadas, en 
las expresiones del control territorial y socialización con las co-
munidades (ofertas de justicias), como en torno a los diferentes 
ciclos de absorción, atomización y conjunción de ellas por medio 
de redes criminales.

Reglas. El sexto capítulo afirma que el Estado local ha ganado 
un espacio importante en los territorios, lo cual se puede eviden-
ciar en la disminución sostenida del homicidio en la ciudad, y en 
la reducción de la regulación hegemónica criminal en algunos 
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puntos del territorio. En muchos lugares, la regulación legal es el 
elemento nuevo en la mezcla normativa que está en procura de 
ganar espacio dentro de los órdenes amalgamados. Con relación 
a las diferencias entre tipos de polígonos, se evidenció que existe 
una relación política de centro-periferia, donde el centro no ne-
cesariamente es el centro de la ciudad, sino que son los lugares 
de extracción de grandes rentas ilegales, y la periferia los lugares 
de extracción de rentas menores.

Comunidades. El capítulo siete ofrece una mirada al fenó-
meno de la violencia homicida en los polígonos, desde una 
perspectiva que resalta la informalidad de la vida comunitaria. 
Ésta tiene el objetivo de plantear la importancia de considerar 
las comunidades, de cara a la respuesta a la pregunta por las 
formas de contención del homicidio. Luego de abrir algunas 
vetas teóricas para comprender la informalidad de la violencia 
urbana, el capítulo plantea la viabilidad de pensar en esquemas 
de gobernanza comunitaria a propósito de algunos problemas 
asociados a la seguridad. Después de esto el capítulo presenta 
los resultados de la aplicación de dos experimentos económicos 
orientados a la medición de capital social y finaliza con algunas 
conclusiones que exhortan a considerar la informalidad en el 
marco de los procesos de políticas públicas.

Por último, con acento propositivo, las recomendaciones ex-
presan los resultados de este libro en forma sencilla y clara. En 
el Centro de Análisis Político (CAP) existe plena convicción 
respecto a que los hallazgos investigativos no están destinados a 
un grupo específico de interlocutores, por el contrario, deben ser 
libres, democráticos y en procura de transformar la sociedad. La 
ilusión es que estas recomendaciones puedan llegar a la sociedad 
civil, a la comunidad académica y a los decisores políticos, como 
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pretextos y medios para la discusión y el análisis. En particular, 
se espera que puedan servir al próximo Alcalde de la ciudad 
como herramienta para la toma de decisiones informadas y así 
hacer realidad el propósito de contribuir a la consolidación de 
una academia comprometida con la comprensión, explicación y 
transformación de los problemas sociales de su territorio.
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1. Introducción: variables exógenas de los 
polígonos del homicidio en Medellín

Los planteamientos de Ostrom parten de un presupuesto 
fundamental: la presencia y relevancia de las instituciones en los 
múltiples ámbitos donde interactúan los individuos. Así, pues, la 
autora define las instituciones como prescripciones intencionales 
que los individuos usan para organizar sus interacciones (Ostrom, 
2003), dirá que si bien estas estructuras son abstractas y en muchos 
casos invisibles, pueden ser comprendidas como normas o estrate-
gias que van a crear incentivos respecto a cierto comportamiento 
(Polski & Ostrom, 1999). Teniendo en cuenta lo anterior, podría 
afirmarse que las instituciones limitan el actuar social, lo que lleva 
a su vez a entender que las interacciones entre los individuos —y 
los resultados fruto de dichas interacciones— se encuentran deter-
minadas por estructuras normativas o instituciones. Sin embargo, 
dirá Ostrom, estas estructuras normativas o instituciones no son 
restrictivas en todos los casos, por el contrario, pueden también 
ser comprendidas como oportunidades.
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En este punto, es relevante añadir una nueva discusión, 
la referente a las diferencias entre lo que es una institución 
y una organización. Según lo explican Polski & Ostrom, las 
organizaciones constituyen uno de los múltiples retos para la 
definición de las instituciones, esto en gran medida porque 
ambos conceptos son ampliamente confundidos y en muchos 
casos usados como sinónimos. Y agregan que las organizaciones 
pueden ser comprendidas como una multiplicidad de arreglos 
institucionales e individuos que interactúan en torno a ciertos 
objetivos o fines comunes, por lo cual —dicen— se da una 
interacción en múltiples situaciones de acción (Polski & Ostrom, 
1999). Ahora bien, aunque las organizaciones se diferencian de 
las instituciones, ambos conceptos comparten ciertas caracterís-
ticas. Las organizaciones, al igual que las instituciones, pueden 
ser de carácter formal o informal. Así mismo, ambas son un 
producto del constante deseo de reducir la incertidumbre fruto 
de las interacciones sociales.

Por su parte, para Douglas North la distinción entre 
organizaciones e instituciones se refiere principalmente a la 
diferencia entre las reglas y los jugadores. De ese modo, para 
el autor las reglas estarían representadas por las instituciones, 
mientras que los jugadores serían las organizaciones. Así pues, 
las organizaciones serían “los grupos de individuos enlazados 
por una identidad común hacia ciertos objetivos” (North, 
1993), definición que concuerda con la elaborada por Polski 
& Ostrom. Sin embargo, North va un poco más allá y da 
cuenta de la relación que tienen ambas nociones y de cómo 
una logra complementar a la otra; en palabras del autor, los 
organismos cobran vida y evolucionan ante ciertas situacio-
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nes, dado un marco institucional, lo que a su vez lleva a que 
estos organismos inf luyan en el desarrollo o cambio de dicho 
marco. Esto, trayendo de nuevo a colación los planteamientos 
de Ostrom, da cuenta de cómo la relación entre ambas no-
ciones es sistémica —del mismo modo que el IAD—, puesto 
que estas se inf luencian mutuamente.

Ahora bien, la comprensión de las instituciones es compleja 
por otras dos cuestiones: la primera, por su misma definición, y 
la segunda, por la diversidad de situaciones en las que interac-
túan los individuos. Pueden, según Ostrom, identificarse dos 
tipos de instituciones: las formales y las informales. Las ins-
tituciones formales serían las formuladas constitucionalmente, 
como las reglas, normas, políticas o procedimientos legales. Por 
su parte, las instituciones informales serían aquellos procesos, 
procedimientos, hábitos, prácticas, entre otros, que surgen de 
un acuerdo social (Ostrom, 2013).

Para Ostrom, no necesariamente las reglas formales o cons-
titucionales son las más relevantes o las que mayor peso tienen; 
de hecho, dichas reglas, formales e informales, no se excluyen 
entre sí, ya que en gran medida las reglas de “elección colectiva” 
van a determinar las normas constitucionales (Ostrom, 2011). 
La pregunta para Ostrom, más allá de identificar todas las 
instituciones —independientemente que estas sean formales o 
informales— tiene que ver con cuáles de estas son reglas en uso. 
Concluirá la autora que para poder hablar de reglas en uso son 
necesarias tres condiciones: su conocimiento, su supervisión y 
su aplicación (Polski & Ostrom, 1999).

Es a partir de la complejidad y diversidad de los entornos 
institucionales —donde tienen lugar las interacciones entre 
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individuos— que Ostrom propone un marco a partir del cual 
se puedan analizar sistemas complejos compuestos por un gran 
número de variables: Institutional Analysis Development o marco 
IAD.

Según Polski & Ostrom (1999), el IAD es un marco siste-
mático que permite el análisis de las instituciones. Dirán ambas 
autoras que una de las fortalezas de este marco es que facilita la 
comprensión de las situaciones sociales; esto es, el IAD evita la 
simplificación, lo anterior por medio de la división en bloques de 
análisis u holones que permiten mantener la complejidad propia 
de la situación.

En gran medida, lo que busca este análisis institucional rigu-
roso es precisamente evitar la omisión de elementos relevantes 
en el análisis, lo que podría llegar a constituir una falencia en las 
políticas. La existencia de dichos holones va a permitir diferente 
profundidad de análisis, así pues, el marco permite un análisis 
profundo y riguroso, pero también posibilita un análisis general 
de la situación.

El marco IAD de Ostrom trae a discusión un asunto meto-
dológico sumamente importante y es la necesidad y pertinencia 
de un análisis multimétodo. Explican Polski & Ostrom (1999) 
que ninguna disciplina logra abordar la cantidad de situaciones 
en las que los individuos interactúan, lo anterior en gran medi-
da por la complejidad propia de cada interacción. Es entonces, 
dada dicha complejidad social, que se requieren incorporar 
diversas disciplinas al análisis institucional de modo que no se 
pasen por alto asuntos relevantes, así la complejidad social se 
presenta más que como un mero reto, como una oportunidad 
para un análisis desde diversas perspectivas. El marco IAD, 
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teniendo en cuenta esta necesidad de confluencia de diver-
sas disciplinas, se presenta como una base común que logra 
integrar diversos elementos que permiten realizar el análisis 
institucional (Polski & Ostrom).

Para Ostrom, el holón más importante en el marco del IAD 
es el de la Arena de Acción, a su vez compuesta por los holones 
participantes o situación de acción1, los cuales se encuentran en 
constante interacción y se ven influenciados por las variables 
exógenas, entendidas como determinantes de la situación de 
acción, a saber:

· Condiciones biofísicas: recursos físicos y materiales rela-
cionados con acceso a bienes y servicios. Dichos recursos 
permiten realizar un mapeo de las condiciones generales en 
un determinado territorio, las cuales lo particularizan y son 
punto de partida para el análisis institucional. Como ya se 
dijo, dichos recursos necesarios para el análisis de territo-
rios complejos podrían materializarse en la proporción del 
territorio, condiciones relativas de seguridad, condiciones 
subjetivas de seguridad, victimización, condiciones econó-
micas, entre otros.

· Atributos de comunidad: incluyen características de-
mográficas de la comunidad, normas aceptadas, valores, 
creencias y preferencias homogéneas. Estos atributos de 
comunidad son complejos de encontrar, sin embargo, un 
análisis institucional completo requiere de un esfuerzo para 
poder entender el contexto cultural propio de un territorio 

1  Para Polski & Ostrom, la situación de acción se refiere al espacio social en el 
cual los individuos interactúan. 
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del mismo modo que lo entienden los individuos. Así pues, 
para el caso del estudio de atributos de comunidad en un 
determinado territorio, es relevante tener en cuenta el capital 
social, siendo algunos de sus elementos fundamentales la 
confianza y la acción colectiva.

· Reglas en uso: aquellas que limitan el actuar de los indi-
viduos en la arena de acción a partir de un entendimiento 
común del deber, esto es un comportamiento esperado. 
Estas hacen referencia a las que tienen lugar en la arena 
de acción entre las interacciones de los individuos. Dichas 
reglas pueden hacer referencia, tanto a aquellas proferidas 
desde un ordenamiento constitucional, como a aquellas que 
surgen dentro de la comunidad, informales.

El impacto de dichas variables exógenas sobre la situación 
de acción va a generar patrones, interacciones y resultados que 
van a retroalimentar todo el sistema (Ostrom, 2013), tanto las 
variables exógenas, como la situación de acción.

Si bien anteriormente se presentó el IAD como un marco 
apropiado y completo para un análisis institucional, en torno 
a él se han presentado, más que críticas, ciertos cuestionamien-
tos. Como ya se dijo, el IAD es un marco que posibilita un 
análisis micro bastante preciso, la complejidad del sistema per-
mite tener una gran cantidad de variables y una vasta cantidad 
de información para cada una de ellas. A pesar de que esto 
puede ser una ventaja en el análisis, a su vez puede ser visto 
como un contratiempo, de nuevo dada la cantidad de variables 
e información recolectada que puede contribuir a relentizar el 
análisis. Es por lo anterior, entonces, que uno de los cuestiona-
mientos más fuertes que se realiza al IAD radica en que dada la 
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complejidad y completitud que propone el mismo, en muchos 
casos se piensa que es parsimonioso, que puede dificultar la 
celeridad del análisis.

Con lo anterior en mente, este capítulo busca dar cuenta de 
las variables exógenas de los polígonos del homicidio en Me-
dellín. Para cumplir dicho propósito, el texto se divide en tres 
partes fundamentales: en primer lugar se presenta la descripción 
del contexto seguridad en los polígonos, que da cuenta de la 
relevancia que tienen las particularidades de estos territorios y 
de cómo estas pueden propiciar el homicidio, lo anterior princi-
palmente a partir de dos tipos de datos: la seguridad objetiva y la 
subjetiva. Posteriormente se presentará el apartado de atributos 
de comunidad, que, como se verá, se enmarca en los atributos 
comunitarios de confianza y acción colectiva, estos en clave de 
las nociones eficacia colectiva y control social informal. En el 
tercer apartado se introduce una reflexión sobre las reglas en uso, 
haciendo énfasis en las particularidades de la informalidad dado 
su arraigo comunitario.

2. El contexto de seguridad de los polígonos

2.1. Introducción

Como en muchas otras ciudades colombianas y latinoame-
ricanas, en Medellín convergen múltiples y diversos fenómenos 
que afectan la seguridad ciudadana. Entre estos se incluyen 
desde comportamientos contrarios a la cultura ciudadana (tra-
dicionalmente entendidos como de convivencia), hasta fenóme-
nos que afectan los valores fundamentales de la ciudadanía y la 
estatalidad.
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Las dinámicas de estos fenómenos a lo largo de la ciudad no 
son ni mucho menos homogéneas. La desigualdad de Medellín 
no es solo social y económica; también hay en la ciudad una pro-
funda desigualdad en relación con las condiciones de seguridad. 
A lo largo de sus 111.6 km2 de suelo urbano, la distribución, las 
características y las dinámicas de los diferentes fenómenos de 
inseguridad existentes varían de forma profunda. Así mismo, 
lo hacen la distribución, las características y las dinámicas de 
los medios dispuestos para tratar con dichos fenómenos. Puede 
sostenerse, pues, que la desigualdad de la seguridad en Medellín 
tiene múltiples caras: es desigual el modo como las amenazas se 
presentan a lo largo del territorio y es desigual el modo como 
se disponen a lo largo de este los medios para luchar contra 
aquellas.

Considerando exclusivamente el homicidio (concreción 
de una de las principales amenazas del paradigma de la 
seguridad ciudadana: la amenaza a la vida, quizá el valor de 
los valores), un análisis de su distribución en la ciudad revela 
inmediatamente grandes desigualdades. En el 2013, la tasa 
de homicidios de la comuna céntrica de la ciudad fue de 166 
homicidios por cada cien mil habitantes y la de San Javier, 
de 83,4; la de la comuna El Poblado, de 5,6 homicidios 
por cada cien mil habitantes y la de la comuna Popular, 
de 16,3. Como muestran estos datos, las dos comunas con 
más homicidios durante el año señalado superan por mucho 
los niveles de homicidio de las dos comunas con el menor 
número de estos eventos. Al comparar se hace evidente, 
por ejemplo, que la tasa de homicidios de San Javier fue 
equivalente en el año señalado, a casi 15 veces la tasa de El 
Poblado.
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A esta desigualdad en la distribución del homicidio en Me-
dellín se asocia un aspecto correlativo que es la concentración 
de los sucesos en determinados espacios. A lo largo del periodo 
comprendido entre los años 2003 y 2013, los homicidios se 
concentraron de forma notablemente mayor en once lugares 
de Medellín, al comparar con el resto de la ciudad. En estos 
lugares (que se denominaron polígonos por su forma irregular 
y por no corresponder su territorio con la división político-ad-
ministrativa de la ciudad) la proximidad entre los homicidios 
en relación con la cantidad de los mismos fue mucho mayor 
que en el resto de Medellín. A lo largo del señalado periodo, 
estos lugares aportaron el 32% de los homicidios de la ciudad, 
lo cual, junto con lo anteriormente señalado, sugiere patrones 
aún más diferenciados en relación con lo desigual de las con-
diciones de seguridad de Medellín. Los 11 polígonos (cuya 
superficie equivale a 11,78 km2, es decir, al 10.6% del suelo 
urbano de Medellín y al 3,1% del suelo total) dan cuenta de 
una violencia particularmente arraigada y sugieren la existencia 
de importantes vínculos entre el espacio físico comprendido 
dentro de ellos y las características de la violencia homicida 
en la ciudad.

A pesar de todo lo anterior (cuyo abordaje es objeto de 
capítulos posteriores), la existencia de altos niveles de concen-
tración del homicidio en los 11 polígonos identificados no sig-
nifica que haya una ruptura entre las características de la vida 
dentro de estos espacios y las características de la vida en los 
espacios subyacentes. Lo que pasa en el día a día de cada uno 
de los once polígonos del homicidio está inscrito en realidades 
cuya amplitud desborda la estrechez de ese 10.6% del suelo 
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urbano de la ciudad. La realidad de los polígonos, salvadas las 
particularidades mencionadas, es también la realidad de los 
barrios y las comunas que los alojan.

Con el objetivo de abordar este aspecto y siguiendo la estra-
tegia del trabajo de ir de lo más general a lo más particular, este 
apartado del capítulo ofrece una mirada al contexto de seguridad 
de los polígonos. Para esto se utilizan aquí principalmente datos 
estadísticos correspondientes a las comunas. Estas, que se pue-
den entender como un nivel contextual de los polígonos, tienen 
la virtud de ser intermedias: menos generales que Medellín como 
un todo y menos particulares que cada uno de los barrios donde 
están los polígonos. Además, es para las comunas que existen 
más y mejores datos estadísticos levantados para la ciudad de 
Medellín.

Hecha esta aclaración, se puede comenzar considerando 
que las comunas dentro de cuyo territorio se encuentra algu-
na porción del espacio físico delimitado por los polígonos, 
equivalen a 14 de las 16 que existen en la ciudad. Solo las 
comunas de Laureles-Estadio (11) y El Poblado (14), no 
tienen dentro de su territorio porción alguna del espacio 
físico de los polígonos. A pesar de lo anterior, las comunas 
Robledo (7), Buenos Aires (9) y La América (12) participan 
con muy poco territorio dentro de alguno de los polígonos. 
Solo a unas pocas cuadras de Robledo entra el polígono 
11, a unas pocas de La América el polígono 6 y a unas 
pocas de Buenos Aires el polígono 3. Por otro lado, de los 
5 corregimientos que tiene Medellín, solo 2 tienen parte 
de su territorio dentro de alguno de los 11 polígonos del 
homicidio. En concreto, a Altavista se extiende una parte 
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de los polígonos 1 y 4, y a San Cristóbal una porción de los 
polígonos 4 y 6. Sin embargo, como ocurre con algunas co-
munas, el área delimitada por los polígonos que se encuentra 
dentro de estos corregimientos es mínima.

Lo anterior permite abordar el contexto de los polígonos a 
partir de la consideración de 11 comunas de Medellín. Este 
contexto, dadas las limitaciones de información mencionadas, 
resulta en este escenario como el más inmediato. El cuadro 1 
muestra las comunas consideradas en la descripción del contexto 
que se ofrece a continuación.

Cuadro 1. Las comunas contexto de los polígonos.

Belén

Guayabal

Villa Hermosa

San Javier

La Candelaria

Manrique

Aranjuez

Popular

Santa Cruz

Castilla

Doce de Octubre

Fuente: elaboración propia.

2.2. La seguridad objetiva

La tasa de homicidios anual promedio de cada una de las 
16 comunas de la ciudad correspondiente al periodo 2005-
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20132 muestra que entre las 5 comunas con menores valores 
en dicha tasa, se encuentran 4 de las 5 que no son contexto de 
los polígonos (ver gráfico 1). Esto sugiere que las comunas en 
donde no hay polígonos, son las que tienen los más bajos nive-
les de violencia homicida en la ciudad. Es importante anotar 
que Santa Cruz, a pesar de tener dentro de su territorio parte 
de los polígonos 9 y 10, se ubica entre las 5 menos violentas, 
y Robledo, a pesar de no tener dentro de su territorio sino 
una pequeña porción del polígono 11, tiene una tasa superior 
a comunas que tienen una participación espacial importante 
dentro de los polígonos.

El gráfico 1 muestra para cada comuna de la ciudad, el pro-
medio de sus tasas de homicidio anuales correspondientes al 
periodo 2005-2013. Asimismo muestra el promedio de los ante-
riores promedios, agrupando por un lado las comunas contexto 
y por otro las comunas no contexto. Como se puede observar, 
el promedio de promedios es mucho mayor para las comunas 
contexto que para las comunas no contexto. Para las primeras 
es de 66,1 homicidios por cada cien mil habitantes, mientras 
que para las segundas es de 32,6 homicidios por cada cien mil 
habitantes (casi la mitad).

2  Para los años 2003 y 2004 no fue posible encontrar la tasa de homicidios por 
comunas.
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Gráfico 1. Promedio de las tasas de homicidio anuales, 2005-20133
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Fuente: elaboración propia con base en SISC (2015).

Al considerar el número total de hurtos a personas ocurridos 
en cada comuna de Medellín durante el periodo 2003-2013 
(ver gráfico 2), se observa algo un poco distinto a lo anotado 
a propósito del homicidio. Mientras que en relación con este 
algunas comunas que no son contexto de los polígonos están 
entre las comunas con menos homicidios (4 comunas están entre 
las 5 con menos homicidios), en relación con el hurto a personas, 
algunas comunas que no son contexto de los polígonos están 
entre las comunas con más hurtos a personas (2 comunas están 
entre las 3 con más hurtos).

3  El promedio de los promedios de las tasas de homicidio 2005-2013 de las comu-
nas contexto, es el resultado del siguiente procedimiento: 1.) Hallar el promedio 
de las tasas de homicidio anuales de cada comuna contexto correspondientes 
a los 11 años comprendidos entre el 2003 y el 2013. 2.) Hallar el promedio de 
los promedios así obtenidos. Por otro lado, el promedio de los promedios de 
las tasas de homicidio 2005-2013 de las comunas no contexto, es el resultado 
del anterior procedimiento aplicado a las comunas no contexto.
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Como se muestra en el gráfico 2, durante el periodo 2003-
2013 considerado de forma agregada, en cada una de las comunas 
contexto se cometieron en promedio 1.307,8 hurtos, mientras que 
en cada una de las comunas no contexto, ocurrieron en promedio, 
1.731,6. Se hace evidente que en cada una de las 5 comunas que 
no son contexto de los polígonos del homicidio, se cometieron en 
promedio 423,8 hurtos más durante el periodo señalado.

Finalmente, es importante mencionar que Laureles-Estadio 
y El Poblado, las dos comunas en cuyo territorio no hay ni una 
sola porción del espacio físico de los 11 polígonos, son dos de las 
tres comunas con mayor número de hurtos. En estas comunas, 
pese a que no hay muchos homicidios ni mucha concentración 
de los mismos, el hurto a personas es más frecuente que en todas 
las demás comunas, con excepción de La Candelaria.

Gráfico 2. Hurtos a personas, 2003-2013 (agregados)
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Fuente: elaboración propia con base en SISC (2015).
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Pasando ahora al análisis de los hurtos de automotores (ca-
rros y motos), el gráfico 3 muestra la cantidad de estos sucesos 
ocurridos en cada comuna de la ciudad, durante los 11 años del 
periodo de estudio (2003-2013) considerados de forma agregada. 
Asimismo muestra el promedio de los hurtos ocurridos en cada 
una de las comunas contexto durante el periodo, y el promedio 
de los hurtos ocurridos en cada una de las comunas no contexto 
durante el mismo periodo. Los datos muestran que en cada una 
de las comunas contexto se cometieron durante los 11 años, un 
promedio de 2.455,2 hurtos de automotores, mientras que en 
las comunas no contexto, ocurrieron un promedio de 3.024,6. 
Esto significa que en cada una de las comunas contexto, hubo 
un promedio de 569,4 hurtos menos que en cada una de las 
comunas no contexto.

Gráfico 3. Hurtos de automotores, 2003-2013 (agregados)

380 407 650 899 1148 1426 1696 2214 2627 2739 3348 3369 
4383 4456 4962 

7426 

2455,2 

3024,6 

Sa
nt

a 
Cr

uz
 

Po
pu

la
r 

Sa
n 

Ja
vi

er
 

Do
ce

 d
e 

Oc
tu

br
e 

 M
an

riq
ue

 

El
 P

ob
la

do
 

Vi
lla

 H
er

m
os

a 

Gu
ay

ab
al

 

Bu
en

os
 A

ire
s 

La
 A

m
ér

ic
a 

Ca
st

ill
a 

Ro
bl

ed
o 

Ar
an

ju
ez

 

Be
lé

n 

La
ur

el
es

 -
  E

st
ad

io
 

La
 C

an
de

la
ria

 

Hurtos de automotores, 2003-2013 agregados 

Promedio de hurtos de automotores, 2003-2013 agregados (comunas contexto) 

Promedio de hurtos de automotores, 2003-2013 agregados (comunas no contexto) 

Fuente: elaboración propia con base en SISC (2015).
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2.3. La seguridad subjetiva

Como la seguridad no solo se trata de la consideración de 
hechos objetivos relacionados con la violencia y el delito, sino 
que también incorpora una dimensión subjetiva relacionada 
con el modo como las personas tramitan dichos hechos, algu-
nas mediciones relacionadas con la percepción de seguridad 
de los habitantes de Medellín, son también útiles en el marco 
del planteamiento de este contexto de los polígonos del ho-
micidio.

El gráfico 4 presenta la percepción de seguridad en Medellín. 
Muestra el porcentaje de personas que en cada una de las 16 
comunas se sienten seguras o relativamente seguras4, inseguras 
y muy inseguras en el barrio en el que viven en el año 2014. 
Entre las comunas con los 5 porcentajes más altos de personas 
que respondieron sentirse seguras o relativamente seguras, se 
encuentran 2 de las 5 comunas que no son contexto de los polí-
gonos (Robledo y Buenos Aires). De otro lado, entre las comunas 
con los 3 porcentajes más bajos de personas que respondieron 
sentirse seguras o relativamente seguras en el barrio en el que 
viven, se encuentran 2 de las 5 comunas no contexto (El Poblado 
y Laureles Estadio).

Al considerar el porcentaje de personas que respondieron 
sentirse inseguras y muy inseguras en su barrio, las comunas 
contexto de los polígonos del homicidio se pueden agrupar en 

4  Siguiendo la forma como la encuesta de la cual se toman estos datos presenta 
la información (CAP-EAFIT, 2015), el porcentaje de personas que a la pregunta 
acerca de la percepción de seguridad en el barrio (“En general, en su barrio usted 
se siente:”) respondió con la opción “seguro”, fue agrupado con el porcentaje de 
personas que a la misma pregunta respondió con la opción “relativamente seguro”. 
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tres grupos. En un primer grupo se encuentran las comunas 
Manrique, Santa Cruz, Popular, Aranjuez, Villahermosa y 
Doce de Octubre (todas, a excepción de esta última, situadas 
en las zonas nororiental y noroccidental de la ciudad). En 
ellas, el porcentaje de personas que se sienten inseguras y muy 
inseguras en su barrio oscila entre el 5 y el 8% del total de la 
población. En un segundo conjunto se encuentran las comunas 
Guayabal, Belén, San Javier y Castilla, en donde el porcentaje 
de personas que se sienten inseguras o muy inseguras en su 
barrio fluctúa entre el 13 y el 16%. Un tercer grupo lo com-
pone la comuna de La Candelaria, en donde el porcentaje de 
personas que se sienten inseguras y muy inseguras equivale al 
31% de la población.

Gráfico 4. Percepción de seguridad en el barrio
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Fuente: elaboración propia con base en CAP-EAFIT (2015).
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Al considerar únicamente el porcentaje de personas que en cada 
comuna respondieron sentirse seguras o relativamente seguras en el 
barrio en el que viven, se observa que no hay una diferencia grande 
entre la media de las comunas contexto y la de las comunas no 
contexto (ver gráfico 5). En promedio, el porcentaje de personas 
que se sienten seguras o relativamente seguras en las comunas no 
contexto es del 86%, mientras en las comunas contexto es del 88%. 
Esto supone una diferencia de apenas 2 puntos porcentuales. En 
resumen, la percepción de seguridad no varía de forma importante 
entre las comunas que tienen polígonos y las comunas que no tienen.

Gráfico 5. Percepción de seguridad en el barrio por 
comunas, 2014 (seguras y relativamente seguras)
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Fuente: elaboración propia con base en CAP-EAFIT (2015).

Tanto en las comunas contexto como en las comunas no 
contexto, los aspectos más señalados por la gente como aquellos 
por los cuales no se siente segura, fueron –en orden del más 
señalado al menos señalado-, la poca policía, la existencia de 
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grupos delincuenciales, los comentarios de la gente y las noticias 
de los medios de comunicación. Solo algunas comunas se ale-
jaron del anterior orden. Entre estas es importante mencionar a 
Castilla (en donde la necesidad de transitar por sitios peligrosos 
fue señalada por más gente que las noticias vistas o escuchadas 
en los medios de comunicación), a Laureles-Estadio (en donde 
el hecho de que familiares o amigos hubieran sido víctimas 
de distintas agresiones, fue señalado por más personas que las 
noticias vistas o escuchadas en los medios de comunicación) y 
a San Javier (en donde las noticias vistas o escuchadas en los 
medios de comunicación, fueron señaladas por más personas 
que los comentarios de la gente). Como ocurre en relación con 
la percepción de seguridad, no existen diferencias importantes 
entre comunas contexto y comunas no contexto, a propósito de 
los aspectos determinantes de la percepción de seguridad.

Por otro lado, a la pregunta “¿Usted cómo cree que mejora-
ría la seguridad de su barrio?”, el aumento de la vigilancia y el 
patrullaje de la policía apareció como la solución más referida 
por las personas en todas las comunas contexto de los polígonos, 
seguida del aumento del pie de fuerza de la policía. Estos resulta-
dos no se diferencian de manera importante de los obtenidos en 
el resto de las comunas de la ciudad. Es importante agregar que 
entre las comunas contexto, hubo diferencias en los porcentajes 
de personas que respondieron que la seguridad de sus barrios 
mejoraría con el aumento de la vigilancia y el patrullaje de la 
policía. En la comuna Popular solo el 22% de la gente considera 
que dicho aumento mejoraría la seguridad de su barrio. Por 
otro lado, en Santa Cruz, Manrique, Doce de Octubre, Villa 
Hermosa y San Javier, entre el 27 y el 36% de los encuestados 
lo considera. Finalmente, en Belén, Guayabal, La Candelaria, 
Castilla y Aranjuez, el porcentaje de personas que ven en el 
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aumento de la vigilancia o el patrullaje de la policía una forma 
de mejorar la seguridad del barrio, oscila entre el 40 y el 49%5.

Otro asunto importante en relación con la percepción de 
seguridad es algo que puede entenderse en parte como la espa-
cialización que la gente hace de su sentimiento de inseguridad. 
Como se muestra en el gráfico 6, al preguntarles a los habitantes 
de la ciudad “¿Qué lugares considera usted más inseguros en 
Medellín?”, el lugar más señalado fue el centro de la ciudad, 
mencionado por el 45% de los encuestados. A este le siguieron 
Castilla, lugar mencionado por el 22% de los encuestados; la 
comuna 13, señalada por el 15%; el Parque Berrío, señalado por 
el 14%; San Javier, señalado por el 14%; Manrique, señalado por 
el 8%; Prado Centro, señalado por el 7%; y Popular, señalado 
por el 6%. En resumen, “(…) de los 8 lugares que más personas 
señalaron como los más inseguros, tres se encuentran en la co-
muna La Candelaria (Centro de la ciudad, Parque de Berrío y 
Prado Centro) y dos en la comuna 13 (comuna 13 y San Javier)” 
(CAP-EAFIT, 2015, p. 76), otro lugar se corresponde con la 
comuna Castilla, otro con la comuna Manrique y otro con la 
comuna Popular. Así las cosas, los lugares que la gente considera 
más inseguros de la ciudad se ubican en 5 comunas: en la 10 
(el 66% de los encuestados señaló como más inseguros, lugares 
ubicados aquí), en la 13, en la 5, en la 3 y en la 1.

5  Teniendo en cuenta la centralidad que tienen las actividades policivas dentro 
del concepto o paradigma de la seguridad pública (CAP-EAFIT, 2014), y te-
niendo en cuenta que las formas de mejorar la seguridad en el barrio en las que 
más cree la gente tienen que ver con dichas actividades, puede decirse que en 
Medellín una parte importante de la población tiene creencias semejantes a las 
del mencionado paradigma, a propósito de cómo mejorar la seguridad en los 
barrios. Esto tiene diferencias de grado: en el Popular, Santa Cruz, Manrique, 
Doce de Octubre, Villahermosa y San Javier, menos personas tienen dicho tipo 
de creencias que en Belén, Guayabal, La Candelaria, Castilla y Aranjuez.
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La anterior espacialización de la inseguridad es importante 
porque muestra que todos los lugares señalados como los más 
inseguros de la ciudad se encuentran en comunas en las que exis-
ten polígonos del homicidio en Medellín. Esto plantea preguntas 
acerca de la importancia de la concentración del homicidio, en la 
espacialización de la inseguridad que hace la gente. Finalmente, 
resulta trascendental mencionar que aunque en cada una de las 
16 comunas de la ciudad el lugar que más personas señalaron co-
mo más inseguro fue el centro de la ciudad, en Castilla y el Doce 
de Octubre el lugar más señalado fue Castilla. Curiosamente, el 
polígono ubicado entre estas dos comunas fue el polígono que 
más homicidios aportó a la ciudad en el periodo 2003-2013.

Gráfico 6. Los lugares más inseguros de Medellín según los 
habitantes de la ciudad
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Fuente: elaboración propia con base en CAP-EAFIT (2015).

Un último aspecto importante a señalar, relacionado con la 
percepción de seguridad, tiene que ver con la distribución de la 
presencia de combos en Medellín, de acuerdo con la percepción de 
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la gente (gráfico 7). Al comparar los resultados de la encuesta de vic-
timización y percepción de seguridad señalada antes (CAP-EAFIT, 
2015), distinguiendo de un lado los resultados correspondientes a 
las comunas contexto y de otro, los correspondientes a las comunas 
no contexto, se observa una diferencia importante. Mientras que 
en cada comuna contexto, en promedio el 18,5% de los habitantes 
identifica a los combos como organizaciones que prestan seguri-
dad en su barrio, entre las comunas no contexto dicho porcentaje 
desciende hasta el 6%, lo que significa una diferencia de aproxima-
damente 13 puntos porcentuales. Esto muestra que en las comunas 
contexto de los polígonos del homicidio, la percepción de que los 
combos delincuenciales prestan seguridad en el barrio, es compar-
tida por más personas que en las comunas no contexto. Si bien esto 
no permite afirmar que en las comunas contexto dichas estructuras 
tienen mayor presencia o están más directamente relacionadas con 
la gestión de la seguridad, sí sugiere que ello podría estar ocurriendo.

Gráfico 7. Personas que respondieron que los combos 
prestan seguridad en su barrio
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Fuente: elaboración propia con base en CAP-EAFIT (2015).
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Pasando ahora al análisis de la victimización6, se observa en 
el gráfico 8 que entre las comunas con los mayores y los menores 
niveles en dicho aspecto, se encuentran tanto comunas contexto 
de los polígonos del homicidio como comunas no contexto. Por 
ejemplo, Laureles-Estadio (una de las dos comunas en donde no 
hay ninguna porción del espacio delimitado por los polígonos) 
y Aranjuez (en donde se encuentra el polígono 9), tienen los ma-
yores niveles de victimización, con un 27 y un 24% de personas 
victimizadas respectivamente (CAP-EAFIT, 2015). En resumen, 
los datos muestran claramente que los niveles de victimización 
de las comunas en las que hay polígonos no se diferencian sig-
nificativamente de los niveles de victimización de las comunas 
en las que no hay. La victimización promedio de las comunas 
contexto es del 15% y la de las comunas no contexto del 17%, 
es decir, esta última es solo un 2% mayor.

Gráfico 8. Victimización
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Fuente: elaboración propia con base en CAP-EAFIT (2015).

6  Siguiendo la “Encuesta de percepción sobre seguridad, la victimización y la 
convivencia en Medellín” (CAP-EAFIT, 2015), la victimización por comuna es 
igual al total de los encuestados de la respectiva comuna, menos aquellos que allí, 
dijeron que en los últimos 12 meses no se les había presentado ninguno de los 
problemas de inseguridad, convivencia y violencia por los que se les preguntó.
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De otro lado, los datos muestran que en todas las comunas de 
Medellín (tanto en las comunas contexto de los polígonos como 
en las no contexto), los problemas de seguridad y convivencia 
de los que más gente dice haber sido víctima son el consumo de 
drogas en los lugares que frecuenta y el hurto a personas7. Es 
importante agregar que entre las comunas contexto, en Santa 
Cruz, Manrique, Aranjuez y Doce de Octubre fue mayor el 
porcentaje de personas que dijeron haber sido afectadas por el 
consumo de drogas en los lugares que frecuentan, que el que 
dijo haber sido afectada por el hurto a personas. En las demás 
comunas contexto (con excepción de Guayabal en donde los 
porcentajes fueron iguales) fue mayor el porcentaje de personas 
que dijo haber sido afectado por el hurto a personas.

Conclusiones

Como se deriva de lo anteriormente planteado, el contexto de 
los polígonos del homicidio se puede caracterizar -en lo relativo 
a la seguridad- en los siguientes términos:

• Durante los 11 años del periodo de estudio considerados de 
forma agregada, en cada comuna se cometieron en prome-
dio: 66.1 homicidios por cada 100 mil habitantes8, 1.308 
hurtos a personas y 2.455 hurtos de automotores.

7  Solo en Aranjuez un problema distinto apareció en el segundo lugar: el “expendio 
o distribución de drogas en los lugares que frecuenta”. Este apareció un punto 
porcentual por encima del hurto a personas. Por otro lado, en Villahermosa, 
el porcentaje de personas afectadas por el consumo de drogas en lugares que 
frecuentan (1%) fue igual al porcentaje de personas que dijo haber sido víctima 
de hurto de vehículos o alguna de sus partes (1%) y de hurto a residencias (1%).

8 Como se señaló antes, esta cifra es el resultado del siguiente procedimiento: 1.) 
Hallar el promedio de las tasas de homicidio anuales de cada comuna contexto 
correspondientes a los 11 años comprendidos entre el 2003 y el 2013. 2.) Hallar 
el promedio de los promedios así obtenidos.
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• En promedio, la percepción positiva (sentirse seguro y relati-
vamente seguro) de seguridad (en el barrio) correspondiente a 
cada comuna, fue del 88,2% en el año 2014. La poca policía, la 
existencia de grupos delincuenciales, los comentarios de la gente 
y las noticias de los medios de comunicación, son, en orden de 
mayor a menor importancia, los principales aspectos por los 
cuales la gente no se siente segura en sus barrios. De otro lado, 
el aumento de la vigilancia o el patrullaje de la policía, seguido 
del aumento del pie de fuerza de esta misma organización, son 
las dos respuestas más referidas ante la pregunta sobre cómo 
mejorar la seguridad en los respectivos barrios.

• En promedio, en cada comuna un 18,5% de los encuestados 
respondió que los combos prestan seguridad en su barrio.

• En promedio, la victimización en cada comuna es del 15%. 
El consumo de drogas en los lugares que la gente frecuen-
ta y el hurto a personas, son los problemas de seguridad y 
convivencia por los que más personas señalan haber sido 
afectadas.

Al comparar los anteriores resultados con los de las comunas 
que no hacen parte del contexto de los polígonos, se observa lo 
siguiente:

·	 Durante los 11 años del periodo de estudio, considerados de 
forma agregada, el promedio de los promedios de las tasas 
de homicidio anuales de cada comuna, correspondientes al 
periodo 2003-2013, es casi el doble del mismo promedio 
para el caso de las comunas no contexto.

·	 Durante los 11 años comprendidos entre 2003 y 2013 con-
siderados de forma agregada, en cada comuna contexto se 
cometieron en promedio 423,8 hurtos a personas menos que 
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en las comunas no contexto y 569,4 hurtos de automotores 
menos que en estas últimas.

·	 La percepción positiva (de seguridad) promedio de cada 
una de las comunas contexto, es un 2,6% más alta que la 
percepción positiva (de seguridad) promedio de cada una de 
las comunas no contexto.

·	 Los aspectos por los cuales más personas dicen no sentirse se-
guras en sus barrios, son los mismos en las comunas contexto 
y en las comunas no contexto: La poca policía, la existencia 
de grupos delincuenciales, los comentarios de la gente y las 
noticias de los medios de comunicación.

·	 Tanto en las comunas contexto como en las comunas no con-
texto, el aumento de la vigilancia o el patrullaje de la policía, 
así como el aumento del pie de fuerza de esta misma organi-
zación, son las dos respuestas más referidas ante la pregunta 
sobre cómo mejorar la seguridad en los respectivos barrios.

·	 El promedio de personas que en cada comuna contexto 
identifica a los combos como organizaciones que prestan 
seguridad en su barrio, es mayor por 12.5 puntos porcen-
tuales, que el promedio de personas que en cada comuna no 
contexto los identifica como tales.

·	 La victimización promedio de cada comuna contexto, es 
menor en un 2% que la victimización promedio de cada 
comuna no contexto.

·	 Los problemas de seguridad y convivencia por los que más 
personas se han visto afectadas (el consumo de drogas en los 
lugares que la gente frecuenta y el hurto a personas), son los 
mismos en las comunas contexto y en las comunas no contexto.
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Cuadro 2. Resumen de características de las comunas 
contexto y no contexto

Comunas contexto Comunas no contexto

Promedio de los 
promedios de las 
tasas de homicidio 
anuales, 2005-2013

66,1 homicidios por 
cada 100 mil habitantes

32,6 homicidios por 
cada 100 mil habitantes

Promedio de hurtos a 
personas, 2003-2013 
agregados

1.307,8 1.731,6

Promedio de hurtos de 
automotores, 2003-
2013 agregados

2.455,2 3.024,6

Promedio de personas 
que se sienten seguras 
y relativamente 
seguras en su barrio

88,2% 85,6%

Aspectos por los 
cuales más personas 
dicen no sentirse 
seguras en sus barrios

• Poca policía

• Existencia de grupos 
delincuenciales

• Comentarios de la 
gente

• Noticias de 
los medios de 
comunicación

• Poca policía

• Existencia de grupos 
delincuenciales

• Comentarios de la 
gente

• Noticias de 
los medios de 
comunicación

Respuestas más 
referidas ante la 
pregunta sobre cómo 
mejorar la seguridad 
en los respectivos 
barrios

• Aumentando la 
vigilancia o el 
patrullaje de la 
policía

• Aumentando el 
pie de fuerza de la 
policía

• Aumentando la 
vigilancia o el 
patrullaje de la 
policía

• Aumentando el 
pie de fuerza de la 
policía

Promedio de personas 
que respondieron que 
los combos prestan 
seguridad en su barrio

18,5% 6%
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Comunas contexto Comunas no contexto

Victimización 
promedio 

15% 17%

Problemas de 
seguridad y 
convivencia por los 
que más personas se 
han visto afectadas

• Consumo de drogas 
en los lugares que 
frecuenta

• Hurto a personas

• Consumo de drogas 
en los lugares que 
frecuenta

• Hurto a personas

Fuente: Elaboración propia con base en CAP-EAFIT (2015) y SISC (2015).

3. Aproximación a la caracterización comunitaria 

en términos de confianza y acción colectiva

3.1. Introducción

El presente apartado tiene la intención de analizar los atribu-
tos comunitarios de confianza y disposición a la acción colectiva 
en 11 de las 16 comunas9 de la ciudad de Medellín, todo en 
términos de eficacia colectiva y control social informal. Sin 
embargo, debe realizarse una aclaración referente a la unidad 
de análisis empleada.

La unidad que esta investigación aborda es en principio los 
polígonos de homicidios en la ciudad de Medellín. Sin embargo, 
estos no pueden ser aislados y segregados espacialmente como si 
existiese una realidad paralela de la violencia en la ciudad. Más 
bien, los abordamos en este apartado dentro de una unidad mucho 
más extensa y si se quiere arbitraria, que es la comuna, pues tanto 
el polígono como la comuna comparten elementos relacionales 
básicos, como sujetos, interacciones y conflictividades.

9  Es importante mencionar que las 11 comunas seleccionadas son producto de la 
aplicación de los criterios señalados en la primera sección de este capítulo.
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Ahora bien, este apartado se enfoca en el análisis de estos 
elementos por medio de dos encuestas de percepción, que serán 
nuestra materialidad de estudio, a saber:

• Encuesta de Calidad de Vida para Medellín 2013 (MCV, 2013).

• Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victi-
mización para Medellín 2014, (EPSCM, 2014).

Finalmente, el análisis de estos datos se divide. La razón de 
esta decisión es que la primera de estas, Encuesta de Calidad de 
Vida para Medellín 2013 (MCV, 2013), se basa en un análisis de 
grupos familiares y es representativa por comuna, lo que genera, 
por tanto, datos agregados de grupos y no de individuos, mien-
tras que la Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y 
Victimización para Medellín 2014 (EPSCM, 2014) nos permite 
reconocer las percepciones individuales en las comunas de estu-
dio, lo que no solo provee mayor robustez estadística, sino tam-
bién mayor confiabilidad sobre la agregación de percepciones en 
torno a la seguridad, la convivencia, la confianza y la disposición 
a la acción colectiva.

3.2. Confianza y acción colectiva

Entrando en materia, como se mencionó en la introducción 
del presente texto, para abordar el análisis sobre capital social 
será fundamental reconocerlo por medio de la eficacia colectiva 
y el control social informal, pues como bien lo sostienen Samp-
son et al. (1997, 1999) y Morenoff et al. (2001), la violencia y la 
criminalidad reducen y erosionan el capital social, así como la 
eficacia colectiva, teniéndose en cuenta que este se fomenta con 
la confianza y la solidaridad entre los residentes, mientras que la 
eficacia colectiva se refiere a la creencia de que los residentes pue-



66    Territorio, crimen, comunidad

den controlar eficazmente la probabilidad de un comportamiento 
no deseado dentro de su vecindad. Por tanto, la eficacia y control 
social informal se dividen en dos aristas, individual y barrial.

[…] los barrios ejercen diferencialmente el control social infor-
mal. Es por esta razón por la que vemos una analogía entre la 
eficacia individual y eficacia barrial: ambas son acciones que 
tratan de lograr un efecto deseado. A nivel de barrio, sin em-
bargo, la disposición de los residentes locales a intervenir por 
el bien común depende en gran medida de las condiciones de 
confianza mutua y la solidaridad entre los vecinos. De hecho, 
es improbable que alguien intervenga en un contexto barrial 
en el que las reglas no son claras y la gente desconfía o teme 
una de la otra. De ello se desprende que los barrios socialmente 
cohesionados probarán ser los contextos más fértiles para la 
realización del control social informal. En suma, es el vínculo 
de confianza mutua y la disposición de intervenir por el bien 
común lo que define en el contexto barrial la eficacia colectiva. 
(Sampson, et al., 1997, p. 919)

Ahora bien, aquí comprenderemos la eficacia colectiva como 
la construcción de tareas específicas que ponen en primer plano 
las expectativas compartidas y el compromiso mutuo de los 
residentes para ejercer el control social local por medio de la 
eficacia individual (Sampson, Raudenbush & Earls, 1999), lo 
cual significa un énfasis en la creencia compartida de que los 
vecinos cuentan con las capacidades para actuar y lograr los 
efectos deseados, y por lo tanto generan un sentido activo de 
participación a nivel barrial (Morenoff et al., 2001, p. 3).

Reconociéndose pues la eficacia colectiva (individual / barrial) 
como expresión y acción de las creencias de las comunidades, emer-
ge el capital social como el espacio de interacción de estos elementos 
del control social informal, en otras palabras, este funge (capital 



El contexto de los polígonos del homicidio en Medellín     67

social) la función de hilo conductor y a la misma vez de materialidad 
constitutiva de las expresiones de eficacia a nivel local.

Sumado a lo anterior, uno de los elementos fundamentales 
de análisis para el reconocimiento del capital social y la acción 
colectiva, como hilos conductores, radica en elementos tales 
como la condición económica del hogar, la calidad de vida, la 
confianza frente a las instituciones y la libertad de movilidad y 
de expresión. En otras palabras, los dos primeros elementos antes 
mencionados hacen referencia (en términos de capital social) a 
la percepción de los sujetos frente a la disponibilidad de recursos 
derivados de las interacciones interpersonales que en este caso 
se fijan en el capital físico y el trabajo (Woolcock & Narayan, 
2000), mientras que la confianza en las instituciones se relaciona 
con lo mencionado por Petersen (2002), quien sostiene que la 
confianza solo se revela en comunidades fuertes con un conjunto 
común de creencias y valores, fuertes normas de reciprocidad e 
igualdad relativa de condiciones materiales. Finalmente, la li-
bertad de movilidad y de expresión se presenta como una doble 
vía, pues es en parte fruto del capital social en clave de redes 
duraderas de relaciones de reconocimiento mutuo (Bourdieu, 
1985), y por otra parte, son estas potencialidades y acciones un 
componente fundamental de la acción colectiva, ya que esta se 
nutre de elementos comunicativos que permiten que emerjan 
sociabilidades, discursos, conflictos latentes y manifiestos en 
territorialidades específicas.

A continuación se presentan algunos datos que retoman los 
elementos presentados anteriormente frente a la calidad de vida, 
confianza en las instituciones y la movilidad de los ciudadanos, 
como elementos que posibilitan en parte el capital social. Los 
datos se presentarán de manera desagregada por comuna.



Cuadro 3. Síntesis Encuesta de Calidad de Vida.

Hogares

Cree que en 
los últimos 

12 meses las 

condiciones 
económicas 

del hogar han:

Calificación de la 
calidad de vida de los 

miembros del hogar

Calificación del grado 
de confianza en las 

Instituciones

Calificación sobre la 
posibilidad de moverse 

libremente

Calificación de la 

libertad de expresar 
los pensamientos u 

opiniones políticas en 

el barrio

Comuna Total % Predominante Promedio Calificación Promedio Calificación Promedio Calificación Promedio Calificación 

1. Popular 38,203 5.1 Igual 3.7 Aceptable 3.1 Aceptable 4.0 Hay libertad 3.7 Aceptable

2. Santa Cruz 31,291 4.2 Igual 3.6 Aceptable 3.0 Aceptable 3.9 Aceptable 3.8 Aceptable

3. Manrique 48,934 6.5 Igual 3.6 Aceptable 3.1 Aceptable 4.0 Hay libertad 3.8 Aceptable

4. Aranjuez 43,317 5.8 Igual 3.6 Aceptable 3.2 Aceptable 3.8 Aceptable 3.9 Aceptable

5. Castilla 37,802 5.0 Igual 3.9 Aceptable 3.0 Aceptable 3.8 Aceptable 3.7 Aceptable

6. Doce de Octubre 49,113 6.5 Igual 3.6 Aceptable 3.3 Aceptable 3.7 Aceptable 3.7 Aceptable

7. Robledo 52,943 7.0 Igual 3.8 Aceptable 3.0 Aceptable 3.8 Aceptable 3.6 Aceptable

8. Villa Hermosa 46,702 6.2 Igual 3.7 Aceptable 3.0 Aceptable 3.7 Aceptable 3.7 Aceptable

9. Buenos Aires 47,046 6.3 Igual 3.8 Aceptable 3.0 Aceptable 3.9 Aceptable 3.8 Aceptable

10. La Candelaria 30,488 4.1 Igual 3.9 Aceptable 2.8 Mala 3.5 Aceptable 3.7 Aceptable

11. Laureles Estadio 41,376 5.5 Igual 4.2 Buena 2.8 Mala 3.8 Aceptable 3.8 Aceptable

12. La América 35,016 4.7 Igual 4.0 Buena 2.9 Mala 3.8 Aceptable 3.7 Aceptable

13. San Javier 50,124 6.7 Igual 3.8 Aceptable 3.0 Aceptable 3.6 Aceptable 3.4 Aceptable

14. El Poblado 42,900 5.7 Igual 4.3 Buena 2.7 Mala 3.7 Aceptable 3.8 Aceptable

15. Guayabal 20,782 2.8 Igual 3.8 Aceptable 3.0 Aceptable 3.9 Aceptable 3.8 Aceptable

16. Belén 70,902 9.4 Igual 3.9 Aceptable 3.1 Aceptable 3.7 Aceptable 3.7 Aceptable

Fuente: modificado de Encuesta de Calidad de Vida. Medellín 2013 Expandida.
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Como se puede inferir de la tabla, estos elementos pueden 
ser considerados intervinientes en el capital social y la acción 
colectiva. Sin embargo, el resultado principal no refiere cambios 
o rupturas significativas en las comunas referidas a los polígo-
nos, sino que por el contrario presenta una continuidad en estos 
elementos. Esto permite concluir que estas variables, si bien son 
necesarias, no son suficientes para caracterizar una dinámica 
diferencial de la violencia homicida en la ciudad.

Lo anterior permite plantear un hallazgo parcial en torno a 
la poca utilidad de este tipo de estadísticas con nivel agregado 
de familia para reconocer las dinámicas constitutivas del capital 
social y su relación con el homicidio, pues tienden a producir 
lugares comunes que obstaculizan la elaboración de respuestas 
que tengan en cuenta la multiplicidad y multicausalidad de estos 
fenómenos a nivel barrial (polígonos).

Ahora pasaremos a realizar los análisis de confianza a nivel 
individual y la disposición a la acción colectiva de los ciudada-
nos, por medio de los resultados de la Encuesta de Percepción 
de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín 2014, 
con lo cual se pretende dar mayor detalle y profundidad a este 
análisis, intentando detectar cómo se comportan estos elementos 
en las diferentes comunas citadas.

El componente relativo a la confianza se desagregará en dis-
tintos niveles, pues la intencionalidad aquí radica en reconocer 
cómo se desenvuelve este fenómeno en la instancia interperso-
nal, familiar, comunitaria y frente a actores coercitivos legales 
e ilegales. En primer lugar se explorarán los atributos relativos 
a las sociabilidades básicas, que refieren a las relaciones cara 
a cara.
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Gráfico 9. En términos generales, ¿diría usted que se puede 
confiar en la mayoría de las personas o que es necesario ser 

muy cuidadoso al tratar con la gente?
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Fuente: Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín, 2014.

Como se puede evidenciar en el gráfico 9, predomina la postura 
para todas las comunas relativa a ser cuidadosos al tratar con la 
gente, lo que desde una perspectiva inferencial puede indicar que las 
personas que residen en estos territorios, al igual que en el resto de la 
ciudad, no solo son cautelosas en el relacionamiento con el otro, sino 
que también dan muestra del erosionamiento de las relaciones cara a 
cara, al modo de las grandes concentraciones humanas en las urbes. 
Sumado a lo anterior, Morenoff et al. (2001, p. 2) afirman que:

La noción tradicional o quizás idílica de las comunidades 
locales como “aldeas urbanas” que se caracterizan por densas 
redes de vínculos sociales personales continúa permeando 
muchas perspectivas teóricas sobre la delincuencia barrial. Sin 
embargo, esos barrios ideales parecen tener poca semejanza 
con las ciudades contemporáneas, donde los lazos débiles pre-
valecen sobre los vínculos fuertes y la interacción social entre 
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los residentes se caracteriza por el aumento de la instrumenta-
lidad de estas. El modelo de aldea urbana también se basa en la 
idea de que las redes de vínculos y asociaciones personales son 
mapas perfectamente trazados en los límites geográficos de los 
barrios, de tal manera que estos pueden ser analizados como 
entidades sociales independientes. Por el contrario, los barrios 
modernos son a menudo menos definidos y con fronteras 
permeables. Las redes sociales en este contexto tienen más 
probabilidades de atravesar fronteras ecológicas tradicionales, 
lo que implica que los procesos sociales no se encuentran de 
forma ordenada en enclaves geográficos.

Por tanto, este posicionamiento conceptual nos muestra que 
no solo la dinámica espacial deja de estar proyectada en territorios 
perfectamente delimitados, sino que se traslada hacia fronteras 
permeables marcadas por otras subjetividades, y para el tema que 
nos compete, por sentidos y comprensiones de la violencia que 
dilatan y transforman el tejido social y sus mecanismos de socia-
lización, dejando de ser así esa aldea urbana en términos ideales.

Continuando con esta propuesta de análisis, surge un se-
gundo aspecto. Este es el concerniente a las redes de confianza 
(familia, vecinos, amigos, etc.), que tanto para Bordieu (1985) 
como para Putnam (2002), Ostrom et al. (2003) y Sampson 
et al. (1997, 1999) son fundamentales, ya sea para el aumento 
de las capacidades de socialización y cognitivas, como para 
el incremento de capitales. Como se puede inferir de la tabla 
presentada en el gráfico 10, aunque los ciudadanos residentes 
en las comunas de interés refieren que son bastante cuidadosos 
al tratar con otros, sus niveles de confianza con la familia son 
bastante altos (92%), mientras que frente a redes más amplias 
pero de proximidad como los vecinos (59%), los amigos (56%) 
y la comunidad (51%), estos niveles de confianza se reducen casi 
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a la mitad. Esto muestra un fuerte volcamiento hacia el mundo 
privado, donde las redes de socialización y ampliación del capital 
social son reducidas y circunscritas al relacionamiento cara a 
cara, es decir, como se alude con Morenoff et al. en los párrafos 
anteriores, la ciudad contemporánea genera una ecología diferen-
ciada entre los núcleos de socialización bien definidos y cerrados 
(entornos internos-privados) y el relacionamiento en lo público, 
donde en gran parte tiene su escenario la violencia homicida, es 
decir, donde emerge esta manifestación de la violencia, las redes 
de confianza se encuentran diezmadas o son demasiado ubicuas 
para contener de manera efectiva dicho fenómeno.

Gráfico 10. ¿Cuánto confía en los siguientes grupos?

92% 

59% 
56% 

51% 

8% 

41% 
44% 

49% 

Familia Vecinos Amigos Comunidad 

Top Two Boxes (“Confía mucho” – “Confía algo”) 

Bottom Two Boxes (“Confía poco” – “No confía nada”) 

Fuente: Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín, 2014.

Un aspecto fundamental al que queremos referirnos con este 
punto es el relativo a las redes parroquiales o de confianza, de 
las cuales no solo hacen análisis los autores antes mencionados. 
También, Sampson, Raudenbush y Earls (1999) proponen que 
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la capacidad diferencial de los barrios y los núcleos familiares 
para ejercer los valores comunes de los residentes y mantener 
controles sociales eficaces es una importante fuente de variación 
de la violencia barrial. En palabras de estos:

Aunque el control social es a menudo una respuesta a un 
comportamiento desviado, no se debe equiparar con una 
regulación formal o acuerdos forzados por instituciones co-
mo la policía y los tribunales. Más bien, el control social se 
refiere generalmente a la capacidad de un grupo para regular 
a sus miembros de acuerdo con los principios que desean 
ejercer de manera colectiva, en oposición a aquellos que son 
forzados. Un objetivo central es el deseo de los residentes de 
la comunidad a vivir en entornos seguros y ordenados que 
estén libres de la delincuencia depredadora, especialmente la 
interpersonal. (Sampson et al., 1997, p. 918)

Lo que se propone entonces es un contraste no solo con las 
acciones inducidas de manera formal o externa (por ejemplo, 
la represión policial), sino también con los mecanismos de 
regulación del grupo familiar (interno-privada) y los externos, 
referentes a la interacción social-barrial (los mecanismos infor-
males por los cuales los propios residentes logran cierto orden). 
Ejemplos de control social informal incluyen el seguimiento de 
los grupos de niños, la disposición de intervenir para evitar actos 
lesivos o violentos, los grupos de adolescentes en las esquinas de 
las calles, etc.

Sin embargo, para un contexto complejo como Medellín, 
no se debe descartar dentro del análisis de la confianza frente a 
las prácticas de control social informal y eficacia colectiva, a los 
actores que ejercen regulaciones formales e informales. La ra-
zón de realizar este comparativo (gráfico 11) de confianza entre 
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redes personales (familia), parroquiales (amigos y comunidad) 
y actores enfocados en la coerción (ejército, policía y combos) 
responde a las dinámicas de las conflictividades urbanas (Blair 
et al., 2009) propias de estos territorios, donde los ejercicios de 
control social y la confianza dispuesta para la realización de 
estos han permanecido cruzados e intervenidos por tales actores. 
Sumado a esto, se incluye la confianza en la iglesia como un actor 
interviniente históricamente, no solo en las expresiones de so-
ciabilidad y afiliación religiosa de la ciudad, sino también como 
intermediario clave en los momentos más álgidos de la violencia 
a nivel local. La razón de abarcar entonces redes horizontales 
(personales-parroquiales) y verticales diferenciadas entre coerci-
tivas (ejército, policía y combos) y no coercitivas (iglesia) radica 
en mostrar cómo la disposición a la confianza ha transitado, 
por una parte, al mundo privado, y por otra, a los actores de 
articulación vertical.

Gráfico 11. Confía mucho en
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Fuente: Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín, 2014.
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Como se puede observar, los actores articulados de manera 
vertical y de carácter formal cuentan con altos niveles de con-
fianza (iglesia, ejército y policía), a veces mayores que las redes 
parroquiales relativas a la comunidad, lo cual puede conducir a 
considerar que las sociabilidades a nivel barrial han sido marca-
das con fuerza por actores intervinientes en el conflicto social y 
armado que ofrecen de manera formal el servicio de seguridad, 
lo que en un primer momento podría considerarse positivo si se 
observa de manera global. Sin embargo, al enfocarnos en cada 
uno de los actores, encontramos que siendo la policía la entidad 
coercitiva del Estado que debe hacer presencia efectiva en las 
comunas de referencia, cuenta con bajos niveles de confianza, 
mientras que el ejército, el cual cuenta con funciones de seguri-
dad a nivel rural, mantiene altos niveles de confianza (solo sien-
do superado por la confianza en la familia). Por tanto, este dato 
podría reflejar, en primer lugar, el desgaste de la percepción de 
confianza en la policía a nivel local (posiblemente por fenómeno 
de cercanía con el actor) y en segundo lugar, la alta valoración 
del ejército puede provenir de la percepción de este actor como 
eficiente y con mayor capacidad coercitiva para responder a 
fenómenos de inseguridad, aunque no le correspondan a nivel 
urbano. En otras palaras, se percibe mejor al actor que cuenta, 
posiblemente, con mayor capacidad reactiva y violenta. Además, 
la iglesia, como otra de las redes de articulación vertical, cuenta 
con altos niveles de confianza, lo que denota, por una parte, 
cómo se mantiene un buen porcentaje de afiliación a este tipo de 
organización, y por otro, cómo se mantiene una alta confianza 
en una organización que provee soluciones a dilemas sociales 
de manera vertical, es decir, la confianza aquí reside en una 
organización que más que proveer elementos de construcción 
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colectiva, se asienta en procesos de arriba hacia abajo, como bien 
lo menciona Sudarsky (2007, p. 29):

Si bien la confianza en la Iglesia es de lejos la más alta, la 
sorpresa que apareció aquí se refiere a que la pertenencia a 
las organizaciones religiosas no generaba capital social. Ya 
Putnam en Italia (1993) había encontrado que mientras 
más se iba a misa, menos se participaba cívicamente, es 
decir, encontró una relación inversa entre ir a misa y la 
participación cívica. En Colombia se encontró que la perte-
nencia a organizaciones voluntarias religiosas no generaba 
capital social.

Por otra parte, al pensarse la confianza como un elemento 
fundamental de la reciprocidad y la disposición a la acción co-
lectiva en el marco de las relaciones comunitarias, la policía y 
el ejército han desplazado en parte el espacio de resolución de 
conflictos comunitarios propio de los mismos habitantes, lo cual 
puede obedecer, como se vio en gráficas anteriores, a la erosión 
de las relaciones entre estos y su volcamiento hacia el mundo 
privado, lo que amplía los espacios de intermediación de los 
actores armados.

Empero, no se debe desestimar la confianza hacia otro actor 
de la coerción, en este caso informal: el combo, pues en las 
comunas Santa Cruz (14%), Popular (12%), Aranjuez (11%), La 
Candelaria y San Javier (10%) hay porcentajes considerables de 
confianza hacia él. Esto, más que sugerir la aceptación tácita, 
muestra cómo los ejercicios de eficacia colectiva y control so-
cial informal por parte de las comunidades se trasladan hacia 
terceros inmersos en el tejido social. En suma, este comparativo 
permite observar que la regulación, si se piensa en términos 
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de confianza, ha sido permeada por actores armados legales e 
ilegales en el territorio que relegan las funciones regulatorias en 
clave de autoeficacia de los ciudadanos, a un mero instrumento 
transaccional entre múltiples agentes.

Luego de reconocer a los actores reguladores legales e ilegales 
y la profundización de las redes privadas de socialización por 
parte de los habitantes de estas comunas, las cuales debilitan 
las redes parroquiales extensas, pasaremos a analizar cómo se 
conjugan dos categorías: eficacia individual (que analíticamente 
se puede volcar al control y ejecución de tareas a nivel comunal) 
y eficacia barrial. Al respecto, Sampson et al. señalan que:

Es por esta razón por la que vemos una analogía entre la 
eficacia individual y eficacia barrial: ambas son acciones 
que tratan de lograr un efecto deseado. A nivel de barrio, 
sin embargo, la disposición de los residentes locales a in-
tervenir por el bien común depende en gran medida de las 
condiciones de confianza mutua y la solidaridad entre los 
vecinos. De hecho, es improbable que alguien intervenga 
en un contexto barrial en el que las reglas no son claras y la 
gente desconfía o teme una de la otra. De ello se desprende 
que los barrios socialmente cohesionados probarán ser los 
contextos más fértiles para la realización del control social 
informal. En suma, es el vínculo de confianza mutua y la 
disposición de intervenir por el bien común lo que define 
en el contexto barrial la eficacia colectiva. Así como los 
individuos varían en su capacidad para la acción eficaz, 
también lo hacen los barrios al variar su capacidad para 
alcanzar objetivos comunes. (1997, p. 919)

Lo que se deduce es que tanto la autoeficacia como la eficacia 
barrial se sitúan en el contexto, alguien cuenta con la autoefica-
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cia en relación con una tarea o tipo de tareas en particular, que 
para este caso en clave de confianza se expresa en la familia con 
un alto porcentaje, y la eficacia barrial, que se enuncia como 
la posibilidad de ejercer tareas conjuntas de los residentes en 
la supervisión de niños, el mantenimiento del orden público, 
entre otras. De esta conjunción de funciones se desprende que la 
eficacia colectiva de los residentes sea un medio fundamental por 
el cual los barrios urbanos inhiban la aparición de la violencia 
homicida, sin tener en cuenta la composición demográfica de la 
población.

Ahora bien, al introducirnos desde la mirada de la eficacia 
colectiva (autoeficacia y eficacia barrial), que se encuentra pro-
fundamente relacionada con el capital social y la acción colecti-
va, observamos que, como lo propone el gráfico 12, surge una 
respuesta a los postulados de Sampson et al. (1997) en torno a 
la confianza y la capacidad de acción de los individuos, esto en 
dos vías.

Gráfico 12. En el último año ha contribuido a solucionar 
algún problema de su familia, parientes o su comunidad
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Fuente: Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín, 2014.
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En primer lugar, al relacionarse confianza y la solución de 
problemas a nivel familiar (autoeficacia) se presenta un dato que 
llama la atención, pues aunque los ciudadanos arguyen confiar 
en su familia en un 96%, estos a su vez no expresan esta filia-
ción en términos de eficacia de carácter resolutivo, al superar 
en todos los casos (tanto polígonos como nivel ciudad) el 65% 
de no contribución a la solución de los problemas familiares. 
Es decir, a pesar de reconocerse una robusta confianza, esta no 
logra materializarse claramente, lo que muestra que la tendencia 
a la acción colectiva es coyuntural y no sostenida en el tiempo. 
(Véase el caso de Popular y Manrique).

Por otra parte, se refuerza lo propuesto por Morenoff, Samp-
son & Raudenbush, al referirse el primero a las formas de rela-
cionamiento ubicuo de la comunidad y el segundo a la eficacia 
individual y colectiva para llevar a cabo funciones específicas 
en la comunidad. En otras palabras, entre el nivel familiar y 
comunitario se encuentran bajos niveles de eficacia (aunque con 
buenos niveles de confianza, paradójicamente), lo cual conlleva 
a que las prácticas resolutivas de conflictos sociales por parte de 
las comunidades sean menos frecuentes y eficaces, abriéndose 
así ventanas de oportunidad para que estas sean agenciadas por 
medios coercitivos ejercidos por terceros.

Sumado a lo anterior, al indagarse en el gráfico 13 por lo que 
hacen las personas para solucionar los problemas de la comu-
nidad, se genera un nuevo correlato, relacionado con acciones 
inducidas de manera formal o externa (represión policial), lo 
que fundamenta el argumento antes desarrollado sobre la baja 
capacidad de ejercicio de eficacia colectiva (autoeficacia y efica-
cia barrial).
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Gráfico 13. En general, ¿qué hace la gente de este barrio 
para resolver los problemas de esta comunidad?
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Fuente: Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín, 2014.

Aquí, aunque para todas las comunas donde se localizan los 
polígonos se encuentra o supera el 50% acudir a las autoridades 
públicas, también surge con fuerza (aunque pareciera mínima) 
la opción de que cada uno se defienda como pueda y acudir a los 
combos. Esto puede dar un indicio relacionado con que a medi-
da que no se ejerce la eficacia colectiva, estas formas de control 
pasan, ya sea a desregularizarse o a ser reguladas por un actor 
ilegal en el territorio, y cabría presumirse que se ejercen sanciones 
coercitivas, siendo una de ellas el homicidio. Esta mirada se ve 
refrendada en el gráfico 14, que muestra el comportamiento de 
las personas frente a presenciar un acto de amenaza o violencia.
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Gráfico 14. ¿Qué haría frente a las siguientes situaciones? 
Una persona amenaza o usa violencia para resolver un 

problema con un vecino
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Fuente: Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín, 2014.

Como en los casos anteriores, se puede evidenciar que la res-
puesta más amplia y que se desagrega de los niveles de confianza 
y eficacia colectiva es no hacer nada por miedo a la reacción, 
seguida de buscar un tercero para intervenir. Por tanto, lo que 
se puede inferir de estos resultados es no solo la erosión de las 
relaciones entre habitantes, sino también un vuelco al mundo 
privado que permite en parte que el litigio de los conflictos y el 
control social informal pasen a manos de terceros.

Conclusiones

1. Una dificultad, propia de contraponer polígonos de 
homicidio como unidad de referencia espacial frente a las 
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comunas analizadas para el estudio, es la relativa a que estas 
(comunas) son un punto de agregación extenso y determinado 
políticamente, mientras que los polígonos obedecen a dinámi-
cas de violencia situadas no solo por el espacio, sino también 
por actores armados que a lo largo de los 10 años, tiempo de 
referencia de esta investigación, han enconado en estos sus con-
flictos armados. Por lo anterior, aproximarnos en este capítulo 
a discutir y presentar datos agregados para tal delimitación 
política, debe comprenderse como un intento descriptivo de 
dinámicas sociales más amplias como la confianza y la acción 
colectiva. Por otra parte, también debe resaltarse un punto 
de conexión entre ambas unidades de análisis, el relativo a la 
socialización, pues sería un error considerar que el polígono se 
encuentra fuera de las comunas de estudio como una suerte de 
enclave donde nada entra ni sale, es decir, comuna y polígono 
se interconectan en la socialización y construcción de la vida 
cotidiana de sus habitantes, pero se diferencian esencialmente 
en el ejercicio de la violencia homicida, como bien se demuestra 
a lo largo de este estudio.

2. Para el análisis de condiciones de confianza en contextos 
conflictivos se propuso en este apartado relacionar este atributo 
del capital social con la eficacia colectiva y el control social infor-
mal, pues se consideró que dejar la confianza como un elemento 
descriptivo neutro resta la capacidad analítica con la que puede 
contar. Es decir, agregar estos dos elementos a la confianza per-
mite que esta se considere como un agenciamiento efectivo de 
las personas y no como un elemento accesorio de las relaciones 
sociales.

Sumado a lo anterior, al analizar la confianza desde esta 
perspectiva, se pudo hallar que esta se encuentra solidificada 
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hacia adentro, hacia el mundo de lo privado y de las rela-
ciones cara a cara del ámbito familiar, y se reduce conside-
rablemente hacia lo público, a las redes parroquiales. Estas, 
para el caso de la tramitación de conf lictos sociales y de la 
violencia homicida, se encuentran reducidas (se considera 
conceptualmente que las redes parroquiales sólidas y dura-
deras en el tiempo cumplen una función de inhibidor del 
crimen y subsecuentemente del homicidio) según los datos 
expuestos, lo cual a su vez puede ser un indicio de la baja 
eficacia colectiva y el control social informal ejercido por 
las mismas comunidades (disposición a la acción colectiva). 
Esta circunstancia abre una ventana de oportunidad para 
el ingreso de actores coercitivos, legales o ilegales, a mediar 
y litigar conf lictos sociales, administrar justicia e impartir 
castigos.

3. Finalmente, en la lectura en torno a la disposición a la 
acción colectiva, se demuestra nuevamente que en las comu-
nas de estudio es poco frecuente que se realicen acciones ten-
dientes a la resolución de conflictos, ya sea porque se recurre 
a terceros para mediar o porque no se hace nada por temor 
a la reacción de otros. Estos elementos permiten considerar 
que tanto la autoeficacia como la eficacia colectiva no solo 
cuentan con bajos niveles de agenciamiento, sino que también 
las conflictividades barriales que han marcado el contexto de 
estas comunas han convertido esta manifestación de la acción 
colectiva en secundaria, en parte porque estos conflictos so-
ciales, propios de la interacción social, han sido apropiados 
por actores armados que insertan en las reglas informales de 
las comunidades la impartición de justicia privada inmediata 
y coactiva.
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Cuadro 4. Síntesis de conclusiones.

Unidades de análisis dispares, comuna como delimitación política vs 
polígonos como unidades agregadas en torno a conflictividades situadas.

La comuna o comunas son funcionales para presentar una ecología más 
amplia del capital social, la confianza y la disposición a la acción colectiva.

Comuna y polígono se interconectan en la socialización y construcción 
de la vida cotidiana de sus habitantes, pero se diferencian esencialmente 
en el ejercicio de la violencia homicida.

El capital social es funcional analíticamente si se problematiza desde la 
eficacia colectiva y el control social informal.

La confianza se solidifica hacia el mundo de lo privado y de las relaciones 
cara a cara del ámbito familiar, y se reduce hacia lo público, donde se 
tramitan los conflictos sociales.

Al estar limitadas las redes parroquiales y ser poco sólidas y duraderas 
en el tiempo, se pierde la función de estas como inhibidoras del crimen 
y subsecuentemente del homicidio.

La reducción de las redes parroquiales son un indicio de la baja eficacia 
colectiva y el control social informal ejercido por las mismas comunidades, 
lo cual abre una ventana de oportunidad para el ingreso de actores coer-
citivos, legales o ilegales, a mediar y litigar conflictos sociales, administrar 
justicia e impartir castigos.

Los conflictos sociales, propios de la interacción social, han sido apro-
piados por actores armados que insertan en las reglas informales de 
las comunidades la impartición de justicia privada inmediata y coactiva.

Fuente: elaboración propia.

4. Reglas formales e informales: introducción al 

fenómeno regulatorio desde el institucionalismo

4.1. Introducción

En las últimas dos décadas la violencia homicida en Medellín 
ha disminuido sustancialmente. Si bien en diversos escenarios 
la ciudad ha sido catalogada como una de las más violentas del 
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mundo, es relevante resaltar aquellas acciones, tanto estatales 
como comunitarias, que han tenido lugar en el territorio y a 
su vez, un impacto positivo en el descenso de la violencia en 
general.

Intervenciones estatales relacionadas con el nuevo lideraz-
go político, la estabilidad local y la inversión han fortalecido 
el imaginario social de presencia estatal en los territorios, cuya 
consecuencia ha sido la evidente disminución de las prácti-
cas de violencia en general. Ahora bien, aunque se reconoce 
al Estado como un actor fundamental en dicha reducción, 
es menester traer a la luz aquellas instituciones informales 
protagonizadas por las comunidades, que han tenido reper-
cusión directa en la disminución del homicidio a partir las 
transformaciones que han impulsado. De ese modo puede 
afirmarse que el reconocimiento de las acciones informales 
en las transformaciones de la ciudad es no solo pertinente, 
sino obligatorio.

Históricamente, el tema del homicidio en la ciudad adqui-
rió su auge en la década de los años ochenta del siglo pasado 
durante el sangriento y devastador enfrentamiento del Estado 
colombiano con el cartel de Medellín. Aún después del fin 
del cartel, el homicidio siguió posicionando a la ciudad como 
una de las más violentas del mundo, consecuencia de la gue-
rra entre milicias urbanas con la policía, y posteriormente, del 
enfrentamiento entre bandas. Medellín alcanzó a tener una 
tasa de 381 homicidios por cada cien mil habitantes, además 
se calcula que durante estas tres décadas murieron más de 
ochenta mil personas, la mayoría en el periodo 1989-1995 

 (Franco, S., Mercedes, C., Rozo, P., García, G., Gallo, G., Vera, 
C., 2012).
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Conforme lo explica Jorge Giraldo Ramírez (2008), los in-
crementos de la tasa de homicidios en Medellín se encuentran 
vinculados a ciclos del conflicto armado, que determinan la si-
tuación de seguridad en la ciudad. Así, desde el año 2000 hasta el 
2005 es relevante la presencia y constante disputa entre guerrillas 
y autodefensas en algunos barrios de la ciudad, que trajo como 
consecuencia un alza en los homicidios.

Según Giraldo (2008), en el 2002, “Medellín [aportó] el 81% 
de los homicidios; 93% de las masacres, y 70% de los secuestros 
del departamento de Antioquia”. Resalta el autor que el escala-
miento del conflicto desde el 2000 se debe en gran medida al 
desentendimiento del Estado —y sus instituciones— en relación 
con la violencia en determinados territorios. Así mismo, mencio-
na que es en dicha época cuando el Estado renuncia a su deber 
de brindar seguridad. A raíz de esto, gran parte de la ciudad 
empieza a ser controlada por actores armados que generaron 
órdenes alternos al estatal, lo que llevó, primero, a una descon-
fianza generalizada frente a un Estado que no se hacía presente, 
y segundo, a la búsqueda en los actores armados ilegales de una 
fuente de autoridad que regulara diversos tipos de acciones en 
el territorio.

Esto da cuenta de un asunto claro y es que la violencia se en-
cuentra ligada a instituciones, tanto formales como informales. 
Ahora bien, en este punto es relevante hacer un matiz, y es que 
si bien existen diversos grupos criminales que logran agudizar la 
violencia en determinadas zonas de la ciudad, también existen 
actores comunitarios o instituciones comunitarias que, si se 
quiere, logran resistir a dichas situaciones de violencia. Estos 
actores, en paralelo con las acciones estatales, consiguen hacer 
frente en los territorios a la violencia y sus múltiples expresiones.
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Este texto se propone presentar una reflexión alrededor de las 
reglas en uso. Concretamente, hace énfasis en la informalidad 
—diferenciándola de la criminalidad e ilegalidad— como un 
pilar determinante en aquellas instituciones que cuentan con 
arraigo comunitario y que constituyen un insumo fundamental 
a la hora de comprender las relaciones entre individuos.

Con esto en mente, en primer lugar el texto se propone 
presentar algunas definiciones relacionadas con los diferentes 
niveles de las instituciones, en este punto se incluyen las visiones 
de Bowles, North y Ostrom, además, de la mano de Mantza-
vinos, se introduce la comprensión de las instituciones como 
modelos mentales. Posteriormente, se complementa el análisis de 
violencia urbana en la ciudad a partir de datos de las encuestas 
de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para 
Medellín 2014, Corpovisionarios, Medellín Cómo Vamos y el 
trabajo experimental del proyecto. A modo de conclusión se 
propone reinterpretar la informalidad y su pertinencia en los 
análisis institucionales.

4.2. Instituciones y cambio institucional

La primera tarea para emprender un análisis institucionalista 
consiste en definir el término institución. Con base en Douglass 
North (1993), existe un punto de partida común que equipara 
institución a regla. ¿Por qué no llamarle simplemente regla? 
Porque la institución remite a un proceso que da cuenta de la 
consolidación del arreglo; además, la regla tiene una connota-
ción restrictiva, mientras que la institución también involucra 
una faceta potencial. La regla indica y limita, mientras que la 
institución, además, posibilita y permite.
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De esta forma, se habla de instituciones porque remiten a un 
proceso que da cuenta de etapas previas de diseño, supervisión 
y ajuste de los arreglos colectivos que permiten dar estabilidad 
a la interacción entre las personas de una comunidad; de allí se 
desprenden criterios acerca de estrategias, incentivos y resultados 
previsibles de las decisiones y actuaciones que rigen la vida cotidia-
na de una colectividad. En este sentido, el análisis institucionalista 
representa una oportunidad para enriquecer el estudio de políticas, 
en tanto que no está apegado al predominio del egoísmo en las 
interacciones sociales y les da cabida a otros móviles de conducta 
individual y colectiva. Aquí vale la pena traer a colación a Samuel 
Bowles cuando asegura que “la efectividad de las políticas y leyes 
puede depender no solamente de su capacidad para reclutar fines 
egoístas para propósitos sociales sino también de las preferencias 
que inducen o invocan” (2010, p. XIV.32).

Por su parte, North incursiona en una cuestión importante al 
análisis institucional o de reglas en uso: la presencia de ordena-
mientos más allá de los formales que van a ser determinantes en las 
interacciones de los individuos. En palabras del autor, en el mundo 
moderno se evidencian limitaciones formales que moldean y deter-
minan las interacciones, ahora bien, estas “constituyen una parte 
pequeña del conjunto de limitaciones que dan forma a las elecciones; 
una reflexión rápida sugiere la abundancia de [limitaciones o reglas]  
informales” (1993, p.54). Así pues, en la interacción ordinaria entre 
los individuos se evidencian estructuras, convenciones o normas 
de comportamiento que logran ordenar desde relaciones sociales 
y familiares, hasta actividades de negocios. Según North (1993), 
las reglas formales no son, en la cotidianidad, fuente inmediata de 
interacción. Con esto en mente, se puede reconocer que lo informal 
no necesariamente va en contravía de lo estatal, así mismo, no es 
sinónimo de lo criminal e ilegal.
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Muy de la mano de la línea de North, Margareth Polski y Elinor 
Ostrom (1999) definen las instituciones como reglas determinantes 
del comportamiento de los individuos; así mismo, mencionan que 
las instituciones en tanto estructuras, son invisibles, y sin embargo, 
se encuentran permeando las interacciones entre los individuos de 
diversas formas. Es a partir de esto que puede afirmarse que las ins-
tituciones se encuentran ligadas a conceptos compartidos y rutinas 
propias de los participantes en cierta situación. En conclusión, según 
las autoras, puede afirmarse que las instituciones son fundamentales 
a la hora de comprender el cambio social, en tanto estas en sí mis-
mas son una construcción social que responde a las demandas de 
agentes, espacios y tiempos determinados.

Teniendo en cuenta lo anteriormente mencionado, es menester 
afirmar que la posibilidad del análisis institucionalista consiste 
entonces en incorporar criterios adicionales para comprender 
las conexiones entre motivaciones y conductas. Justamente allí 
se encuentra una ocasión para avanzar en la comprensión de lo 
social: en las preferencias motivadas por el interés propio y por 
el interés en los demás, en la intencionalidad que se le puede 
adscribir a la acción de un grupo, en los arreglos que hacen po-
sible la acción colectiva. Así, los estudios enfocados en entender 
mejor las motivaciones y actuaciones colectivas pueden hacer 
contribuciones sustantivas a los procesos de diseño institucional.

Con estas consideraciones es posible emprender un análisis 
institucionalista que haga posible una mirada renovada a los 
arreglos informales que constituyen el sustrato de la vida en 
comunidad. En breve, las instituciones no solo representan 
restricciones, también posibilidades, y el cambio institucional 
primero tiene lugar en la mente de las personas, como se plantea 
desde el institucionalismo cognitivo.
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4.3. El institucionalismo cognitivo

Las instituciones escapan a lo físico y cumplen un papel 
fundamental en el aprendizaje individual. Siguiendo a Mant-
zavinos, North y Shariq (2004), es posible asegurar que las 
ciencias sociales en general, y el análisis de políticas públicas en 
particular, desconocen el papel que cumplen los procesos cog-
nitivos subyacentes al trayecto que técnicos y políticos asumen 
entre promulgación de reglas y su cumplimiento. De allí que el 
aprendizaje humano —el ambiente en el que está inserto, así 
como sus mecanismos y conductas— se convierte en categoría 
analítica central para estudiar el cambio institucional, político, 
económico y social.

El institucionalismo cognitivo se inscribe en el paradig-
ma según el cual “las instituciones importan”, pero antes de 
indagar por impactos sociales de las reglas se adentra en los 
procesos de aprendizaje individual y colectivo que subyacen 
al diseño e implementación de los arreglos institucionales. 
A la importancia de las reglas del juego se le antepone la 
preponderancia de los procesos cognitivos, toda vez que las 
instituciones existen en la mente de las personas antes de su 
aparición en la interacción social. El entramado de reglas 
está precedido por otras racionalidades que toman en cuenta 
imaginarios, interpretaciones y clasificaciones que tienen 
lugar en la mente de las personas. El ambiente biofísico y las 
condiciones culturales arrojan señales que la mente captura 
para motivar los comportamientos que las circunstancias de 
la interacción social esperan de, o le exigen a, las personas. 
Así como el mercado no opera en el vacío ni basado en la 
racionalidad pura, las reglas e instituciones sociales también 
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cuentan con condiciones preexistentes que orientan la con-
ducta humana por sendas de ensayo y error, racionales a veces, 
pero sobre todo falibles. Esta combinación de racionalidad y 
contexto para la toma de decisiones se explica en el siguiente 
argumento que enlaza modelo mental, conducta e institu-
ciones:

Los miembros de una sociedad construyen las mismas 
estructuras cognitivas y adoptan las respectivas regula-
ridades de comportamiento durante un largo proceso 
evolutivo de socialización. Así, un individuo que hace 
intercambios en el mercado también comparte reglas 
sociales con los otros participantes. Él no es un ser ahistó-
rico equipado solamente con preferencias que maximizan 
la utilidad bajo las restricciones de, por ejemplo, precios 
dados e ingreso disponible. Durante el proceso de so-
cialización los individuos han aprendido convenciones, 
reglas morales y normas sociales. (Mantzavinos, North 
& Shariq, 2004, p. 79).

En lugar de procesos de decisión apegados a razones imba-
tibles de los individuos, se abre la puerta a la revisión, refina-
miento y rechazo de las configuraciones que arrojan los mode-
los mentales. Así pues, la decisión colectiva deja de concebirse 
como el agregado de conductas individuales eficientes para que 
múltiples razones entren en el juego del diseño, implementa-
ción y eficacia de las reglas. En resumen, el institucionalismo 
cognitivo con su énfasis en la evolución de modelos mentales 
permite un acercamiento a la decisión pública como proceso de 
ensayo y error que —en presencia de tomadores de decisiones 
conscientes, tanto de su papel secundario como de la prepon-
derancia del público— puede capitalizar las fallas en clave de 
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reformulación de otras soluciones. Por tanto, se constituye 
una posibilidad para hacer realidad el esquivo propósito del 
aprendizaje colectivo, de equivocarse para acertar, de construir 
sobre lo construido.

El artículo “Learning, Institutions and Economic Performan-
ce” (Mantzavinos et al., 2004) expone un argumento central 
para esta mirada. La evolución de un modelo mental permite 
obtener representaciones estables a partir de la evidencia prác-
tica: ciertas soluciones para ciertas problemáticas (en muchos 
casos, en especial en asuntos públicos, también se configuran 
modelos mentales con la habilidad de advertir problemáticas 
para cada solución). A su vez, la representación estable configura 
una creencia que indica que para lidiar con situaciones proble-
máticas existe una solución que la mayoría de las veces es exitosa, 
ese conjunto de soluciones le da forma al sistema de creencias 
que también está conectado con el sistema de motivaciones de las 
personas. De este modo, los modelos mentales devienen sistemas 
de creencias que determinan la conducta individual y colectiva 
en un ambiente específico.

La ilustración 1 recoge los puntos principales del plan-
teamiento de Mantzavinos. Partiendo de la idea de que las 
instituciones importan, el autor afirma que estas en primer 
lugar se encuentran en la mente de los individuos. Así pues, 
los modelos mentales del individuo son un punto de partida 
y funcionan como piso para las instituciones que tienen lugar 
en el territorio.
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Ilustración 1. Institucionalismo cognitivo

Las instituciones importan

↓

Las instituciones primero existen en la mente de las personas

↓

Los modelos mentales se retroalimentan con la vivencia y el contexto

↓

Los modelos mentales estables devienen sistemas de creencias y 
motivaciones

↓

Los procesos de diseño institucional identifican y reconocen los mode-
los mentales

↓

Las políticas públicas se conciben como procesos de aprendizaje 
compartido

↓

Función pública y academia promueven aprendizaje sintético para lograr 
aprendizaje compartido

↓

Las intervenciones e investigaciones se implementan en armonía 
con el arreglo microinstitucional apegado a la legalidad, legítimo y no 

legislado

Fuente: elaboración propia con base en Mantzavinos y otros, (2004).

Ahora bien, es importante resaltar que los modelos mentales 
de los individuos se alimentan constantemente del contexto, lo 
que permite concluir que lo individual se nutre de lo colectivo. 
Mantzavinos resalta la pertinencia del análisis de estos modelos 
a la hora de pensar las políticas públicas, puesto que estas a su 
vez se conciben como un proceso de aprendizaje efectivo, que 
ha de propender por reducir la distancia entre los interventores 
y sus intervenidos.
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Lo anterior recalca la necesidad de pensar políticas públicas 
de acuerdo con los procesos cognitivos del territorio, recono-
ciendo la relevancia y valor que tiene en las comunidades la 
informalidad como respuesta práctica a diversas problemáticas.

4.4. Reglas en el territorio

Para el caso de Medellín, la Encuesta de Percepción de Segu-
ridad, Convivencia y Victimización del 2014 permite conocer 
datos respecto a la percepción frente a las reglas, tanto formales 
como informales. En lo que concierne al cumplimiento de las re-
glas del Estado, la encuesta da cuenta de un primer hecho funda-
mental, y es que solo el 49% de los encuestados afirmó cumplir la 
normatividad estatal. Lo anterior no implica necesariamente que 
en el 51% del territorio se encuentre bajo normatividad ilegal, 
pues, como ya se mencionó, hay acuerdos más allá de lo legal 
y lo ilegal, como son por ejemplo, los acuerdos informales que 
moldean las interacciones dentro de los territorios. Esto puede 
sugerir dos cuestiones: la primera, que dada la ausencia estatal 
en la ciudad existen vacíos normativos, y la segunda, que dicha 
ausencia, por el contrario, puede llevar a que se presenten or-
denamientos híbridos en los que confluyen normas formales, 
informales y en algunos casos, ilegales.

Como ya se ha mencionado a lo largo de la investigación, las 
comunas El Poblado y Laureles son las únicas que no cuentan 
dentro de su territorio con polígonos de concentración del ho-
micidio. Lo anterior podría llevar a plantear la hipótesis de que 
precisamente no se da este tipo de concentración en la medida que 
en dichas comunas hay presencia estatal y respeto por la misma. 
Como se presenta en el gráfico 15, para El Poblado y Laureles el 
58% y el 56% de los habitantes, respectivamente, considera que se 
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cumplen las reglas del Estado. A pesar de que estos valores son más 
altos que los registrados por los habitantes del resto de comunas 
con polígono, no es una percepción alta, lo que da cuenta de que 
incluso en estas dos comunas se pasa por alto el cumplimiento 
de las normas estatales se desconoce la falta de cumplimiento de 
las normas estatales. Por otro lado, el gráfico muestra que existen 
comunas como Popular, Aranjuez y Doce de Octubre (con 51% 
cada una) donde la percepción de incumplimiento de las normas 
del Estado es considerablemente mayor que la percepción de cum-
plimiento. Es preciso también llamar la atención sobre Castilla, 
ya que si bien esta comuna cuenta con polígono, reporta un alto 
cumplimiento de las reglas (53%).

Gráfico 15. ¿En este barrio se cumplen la mayoría de reglas 
que ordena el Estado?
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Fuente: Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín, 2014.

Como se plantea en el capítulo “Aprendizajes y ejercicios de 
la violencia homicida”, contrario al caso de los polígonos, en 
las comunas de El Poblado y Laureles no se ha registrado10 aún 

10  El no registro no descarta totalmente la idea de que haya una banda o un combo 
que realice actividades delictivas en el territorio. 
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la presencia de un combo o banda que controle el territorio, 
lo que puede llevar a justificar que en estos lugares una gran 
parte de los encuestados afirmaron no cumplir la regla del 
combo. Como puede verse en el gráfico 16, para la totalidad de 
las dieciséis comunas, los encuestados afirmaron —con leves 
diferencias— que en el territorio no se cumplen las reglas del 
combo. Se resaltan los casos de Santa Cruz, la comuna donde 
se percibe en mayor medida el cumplimiento de las reglas del 
combo, un 31%.

Lo anterior no contradice el hecho de que en las comunas, 
y concretamente en los polígonos, haya presencia de com-
bos. El desacuerdo respecto al cumplimiento de las reglas 
del combo puede explicarse en la medida que la mayoría de 
encuestados afirmaron que su principal función era de vigi-
lancia y patrullaje11. En este punto es pertinente mencionar 
que el hecho de que el gráfico muestre que en su mayoría las 
comunas no cumplen las reglas del combo, no es contradic-
torio con el hecho de que en la unidad territorial estudiada, 
los polígonos, sí se dé este hecho, como se mencionará en 
capítulos siguientes. Esto da cuenta precisamente de que 
el homicidio, al igual que algunas dinámicas de violencia 
concretas, se encuentran concentradas en ciertos territorios 
de la ciudad.

11  Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Me-
dellín, 2014.
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Gráfico 16. ¿En este barrio se cumplen las reglas que dice el 
combo?
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Fuente: Encuesta de Percepción de Seguridad, Convivencia y Victimización para Medellín, 2014.

Conforme se explicó a partir del institucionalismo cogniti-
vo, la cultura es parte esencial de las reglas que efectivamente 
tienen lugar al interior de cierta sociedad. A partir de esto, y 
de datos del informe de “Indicadores de cultura ciudadana en 
Medellín 2013” presentados por Corpovisionarios, se puede 
tener un mayor entendimiento de la normatividad, tanto for-
mal e informal, que determina las relaciones en determinados 
territorios.

Retomando el informe adelantado por Corpovisionarios, 
“la cultura es una dimensión central en la vida de toda socie-
dad” (2013, p. 6), puede afirmarse que una ciudad tan diversa 
como Medellín presenta una multiplicidad de retos culturales 
que merecen ser afrontados, esto en gran medida a partir de 
la consolidación de valores que logren comprometer, tanto a 
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la ciudadanía como a la administración pública. La encuesta 
de “Cultura Ciudadana 2013” realizada por dicha organiza-
ción da cuenta de avances, retrocesos y retos en lo que tiene 
que ver con la cultura ciudadana en la ciudad, así mismo 
pretende llamar la atención sobre la necesidad de consolidar 
valores, como motores de transformación multidimensional 
en la ciudad.

A continuación se presentan algunos resultados de la encuesta 
realizada por Corpovisionarios, con el objetivo de ofrecer un 
panorama respecto del cumplimiento y la percepción de reglas 
en la ciudad, intentando hacer un análisis pertinente frente a la 
unidad territorial de la investigación: los polígonos.

En ciertos territorios de la ciudad como por ejemplo La Can-
delaria, comuna donde se halla buena parte del polígono 5, existe 
una gran cantidad de riñas al año (2.551 del 2011 al 2013)12. Al 
preguntarles a los encuestados cuál fue su reacción frente a las 
riñas en el barrio, 80% de los encuestados afirmaron no hacer 
nada y un 9% afirmó haber acudido a la autoridad. Lo anterior es 
clave en el análisis de reglas en el territorio, en la medida en que 
llama la atención que el promedio nacional de quienes afirmaron 
haber acudido a la autoridad fue de 26%, un 18% más que en la 
ciudad. Lo anterior da cuenta de una característica atribuida a la 
ciudad de Medellín, y es que muchos problemas (en este caso las 
riñas o enfrentamientos entre personas) son considerados como 
algo de naturaleza privada, que por más que en ciertos casos 
pueda llegar a afectar a la comunidad, no implican la necesidad 
de acudir a una autoridad.

12  Fuente: SISC, 2015.
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Si bien la encuesta adelantada permite tener conocimiento de 
cómo actúan los individuos frente a delitos que presencian, tam-
bién permite conocer cómo reaccionan frente al incumplimiento 
de conductas establecidas, como es el caso de saltarse el turno 
en la fila y arrojar basuras en la calle. Según la encuesta, en am-
bos escenarios, frente al llamado de atención de otro individuo 
habría aceptación (mayor al 95% para el 2013). Lo anterior es 
relevante en este contexto en la medida que permite reconocer 
la importancia que tienen los acuerdos cotidianos, en el modo 
como se dan las relaciones entre los individuos.

A partir de los dos casos mencionados puede afirmarse que 
hay una relación de reconocimiento entre los individuos. Ahora 
bien, la encuesta también indaga por la relación entre indivi-
duo-Estado, que da cuenta de la desconfianza de las personas 
frente a las instituciones formales. A la pregunta “¿Qué hace si 
se entera que un conocido le ofrece dinero a un funcionario pú-
blico?”, los resultados señalan que solo 3 de cada 10 encuestados 
informarían dicho delito, lo cual muestra indiferencia frente al 
Estado y sus funcionarios.

Complementando la percepción de confianza de los encues-
tados frente a los funcionarios públicos, la pregunta “¿Cree que 
más de la mitad de los funcionarios son corruptos?” muestra 
un mensaje claro, y es que 8 de cada 10 encuestados consideran 
corruptos a gran parte de los funcionarios públicos, lo que de 
nuevo da cuenta de la incertidumbre que sienten los ciudadanos 
respecto a la labor del Estado. Por el contrario, la pregunta por 
la corrupción de los ciudadanos da cuenta de que existe mayor 
confianza respecto a los individuos del común que frente a fun-
cionarios públicos. En la respuesta a esta última pregunta, casi 
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7 de cada 10 ciudadanos afirmaron que los ciudadanos eran 
corruptos. Ahora bien, en este punto es relevante una precisión, 
y es que si bien los encuestados desconfían menos de los ciudada-
nos que de los servidores, dicha desconfianza ha ido aumentando 
en el tiempo, del 2009 al 2013 ha aumentado un 15%. Otra 
pregunta en la que se puede evidenciar la desconfianza que existe 
frente al Estado es la que indaga si el encuestado haría acuerdos 
con ciertas personas o instituciones (gráfico 17). Para este caso 
puede verse un sólido tejido de confianza con los parientes en 
primer lugar, pero también con los vecinos; casi 9 de cada 10 
encuestados dijo hacer acuerdos con ellos. Por otra parte, se 
destaca que solo 5 de cada 10 personas harían acuerdos con el 
Estado, esto de nuevo da cuenta de la desconfianza que tiene la 
ciudadanía frente al Estado y sus instituciones.

Gráfico 17. ¿Haría acuerdos con las siguientes personas o 
instituciones?
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Fuente: Corpovisionarios, 2013.

El gráfico anterior muestra que un 13% de los encuestados 
afirmó confiar en desconocidos. En un primer momento esta 
cifra puede parecer pequeña, sin embargo, comparada con los re-
sultados para Latinoamérica de la Encuesta Mundial de Valores 
(2010-2014), se encuentra que este dato triplica al de Colombia 
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(4,1% de personas dicen que se puede confiar en la mayoría de 
personas) y casi duplica al de Brasil (7,1%). El 13% de confianza 
en desconocidos que reportaron los encuestados en Medellín se 
asemeja a la confianza de los chilenos (12,4) y está por debajo 
del valor de Argentina (19,2%).

Otro dato diciente del impacto que tienen las normas en 
la ciudad es el que se obtiene de la pregunta por aquello que 
influye en el comportamiento del individuo, es decir, los meca-
nismos de refuerzo, tanto positivos como negativos, que están 
en la base del cumplimiento de las normas legales, morales y 
culturales. La respuesta que presentó una mayor frecuencia en 
Medellín fue el placer por cumplir con la propia conciencia. 
Ahora bien, lo que llama la atención son precisamente las dos 
opciones menos reiteradas: la admiración por la ley (10%, 2% 
menos que el promedio nacional) y el temor a la multa o la 
cárcel (14%, 1% más que el promedio nacional). La primera de 
las opciones resulta importante en tanto permite reconocer una 
falta de reconocimiento al valor de la ley; por su parte, la segunda 
evidencia que las sanciones no son una fuente que movilice el 
buen comportamiento de los ciudadanos.

Como se muestra en el capítulo “Análisis de las reglas en uso en 
Medellín”, en territorios como Medellín donde hay tantos focos 
de violencia, estos logran permanecer en el tiempo en la medida 
que el uso de medios violentos se encuentra legitimado por los 
mismos habitantes. Ahora bien, como lo muestra la gráfica 18, 4 
de cada 10 encuestados justificaron el uso de la violencia como 
respuesta a una agresión contra ellos. En esta misma línea, otros 
datos muestran que 15 de cada 100 encuestados consideraron 
que la mejor opción para protegerse es tener un arma.
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Gráfico 18. En su opinión ¿se justifica o no usar la violencia?
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Fuente: Corpovisionarios, 2013.

Finalmente, en lo que tiene que ver con la confianza en las 
instituciones, según Giraldo (2008) el retiro del Estado de los 
territorios violentos de la ciudad marcó un hito fundamental 
en los modelos cognitivos de los ciudadanos de diversas zonas 
de la ciudad; esto en otras palabras no es más que la pérdida 
del vínculo de mando y obediencia entre el Estado, sus reglas y 
las comunidades abandonadas —si se quiere—. Dicha ausencia 
estatal, posteriormente, por sucesos como las operaciones Otoño 
I, Contrafuego, Otoño II, Marfil, Águila, Horizonte II, Maris-
cal, Potestad, Antorcha, Satumo y finalmente Orión (Samper, 
2014), implicó que las comunidades afectadas sintieran cada 
vez más ajeno el Estado, sus instituciones e intervenciones, lo 
que permitió que los entramados institucionales informales y en 
algunos casos también ilegales fueran cada vez más aceptados, 
solicitados y legitimados socialmente.
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Gráfico 19. Confianza en organizaciones.

48% 

51% 

52% 

46% 

50% 
59% 

58% 

8% 

18% 

ICBF 

Fiscalía 

Comisaría de familia 

Inspección de policías 

Policía Nacional 
Alcaldía 

Ejército 

Guerrilla 

Combo 

Fuente: CAP Eafit (2015). Elaboración propia a partir de datos de ejercicios experimentales.

Según el gráfico 19, puede afirmarse entonces que la ausencia 
del Estado en el territorio, sin desconocer sus posteriores intentos 
de reingresar, reconfiguró entendimientos individuales, sociales y 
comunitarios respecto a su accionar, que pueden ser evidenciados 
en la confianza (y en algunos casos, desconfianza) frente a ciertas 
instituciones estatales. Esto es, la idea generalizada de que el Estado 
no estuvo y en este momento no se hace presente apropiadamente, 
permanece y se evidencia en la desconfianza en instituciones, ex-
ceptuando a la Alcaldía que cuenta con un alto reconocimiento de 
su labor. Cabe resaltar que aunque respecto a muchas instituciones 
formales existe poca confianza, esto no implica que se confíe gene-
ralizadamente en un actor informal —o en el caso de los combos, 
un actor criminal—. Como se ve en el gráfico 19, un 18% de los 
encuestados afirmaron confiar en este actor.
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La Encuesta de Percepción Ciudadana de Medellín Cómo 
Vamos (2015) concuerda con algunos resultados presentados 
por Corpovisionarios. Así, pues, puede verse cómo de quienes 
declararon haber sido víctimas de algún delito, un 38% afirmó 
haber denunciado. A la pregunta “¿Por qué no denunciaron?”, 
un 33% afirmó no confiar en las autoridades. Así mismo, un 
18% de los encuestados considera que los delitos en la ciudad 
tienen posibilidad de ser sancionados, un 3% menos que en el 
2014. Por su parte, las respuestas a la pregunta “¿Considera que 
la justicia en Medellín está ayudando a reducir la criminalidad?” 
evidencian apatía frente a la justicia y la reducción del crimen en 
la ciudad. Una acción estatal que resalta es el Plan Cuadrantes, 
pues a la pregunta por la satisfacción con dicho programa, un 
52% de los ciudadanos afirmó estar satisfecho, lo que da cuenta 
del reconocimiento de la efectividad de acciones estatales en los 
territorios.

Como se mencionará a lo largo del libro, la percepción entre 
ciudad y barrio varía. Así, frente a la pregunta por la inseguridad 
en el barrio, un 8% de los encuestados afirmó sentirse en riesgo, 
un 2% más que el año anterior. En esta misma vía, la acción que 
podría mejorar la seguridad en el barrio, según los encuestados, 
sería el aumento del número de policías (20%).

Dada la coyuntura de elecciones locales, Medellín Cómo 
Vamos presentó su módulo “Agenda de Ciudad”, en el que se 
destacan los temas que los medellinenses consideran prioritarios 
en la ciudad: empleo, seguridad, educación y salud. Es de resaltar 
que en general el primer tema en la agenda ciudadana ha sido 
el empleo. Ahora bien, dada la naturaleza del presente texto, 
se presentarán algunos hallazgos en materia de seguridad. Con 
lo anterior en mente, se resaltan dos activos que mencionaron 
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los encuestados para mejorar la seguridad en la ciudad: incen-
tivar la denuncia y la solidaridad ciudadana (19%) y fortalecer 
programas sociales para jóvenes y promover alianzas entre los 
gobiernos local, departamental y nacional para la lucha contra 
la delincuencia (41%).

A partir de los activos mencionados anteriormente, pueden 
sacarse algunas conclusiones, esto también siguiendo lo ya re-
iterado a lo largo del capítulo. Una primera radica en mostrar 
que la acción estatal es necesaria, pero no suficiente en los te-
rritorios complejos, para lo cual se requiere activar y fortalecer 
instituciones informales como la solidaridad y en general los 
lazos comunitarios. En este punto es relevante resaltar que dar 
importancia a las instituciones informales no es formalizarlas; 
se trata entonces de reconocerlas y enaltecerlas como una fuente 
importante a la hora de comprender las reglas en un territorio. 
La segunda conclusión da cuenta de la necesidad de fortalecer los 
diversos niveles de gobiernos para que trabajen conjuntamente y 
fortalecer los vínculos entre la administración y las comunidades.

4.5 Consideraciones finales: comprendiendo la 
informalidad

Como se mostró anteriormente, existen diversos niveles 
de reglas o en este caso instituciones. Dichas instituciones 
van más allá de actores como el Estado, la comunidad y los 
combos, y están íntimamente relacionadas, en palabras de 
Mantzavinos, con los modelos mentales fruto del aprendizaje 
individual y colectivo dentro del territorio. Teniendo en cuenta 
la presencia, tanto de los niveles de las instituciones como de 
los orígenes de las mismas, es que puede afirmarse, siguiendo 
a Vélez & Alonso (1998), que los polígonos con concentración 
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de homicidio son territorios con órdenes simultáneos, lo que 
quiere decir que coexisten reglas de diversa naturaleza, todas 
determinantes dentro de los territorios. Según esto, cada actor 
o agente en el territorio cumple un papel, así la presencia del 
Estado y sus instituciones implica pensar en la existencia de 
una normatividad más allá de lo formal; a su vez, los combos, 
bandas y diversos actores sociales reconfiguran los entendidos 
del orden, imprimiendo su propia institucionalidad a partir de 
reglas informales y en algunos casos ilegales, o quizá, un poco 
de ambas. Dicha lucha por imprimir soberanía en un territorio 
no es más que un “proceso de gestación de autoridades políti-
cas” (Vélez & Alonso, 1998).

En general, se parte del presupuesto de que el Estado tiene 
un monopolio normativo dentro del territorio, sin embargo, la 
historia pasada y reciente sugiere el hecho de que este monopolio 
normativo coexiste con “nuevas formas de autoridad y sobera-
nías”. El surgimiento de las nuevas formas de autoridad, dirán 
los autores, parte del constante cuestionamiento de la autoridad 
del Estado en ciertos territorios. Esto es dispersión de la norma-
tividad del Estado nacional respecto a las necesidades propias de 
cada territorio, donde órdenes alternos, informales y o ilegales 
interactúan y forman una nueva institucionalidad: “Son órdenes 
volátiles en los cuales las relaciones sociales no descansan en 
una forma particular de poder y de ley, sino más bien en el 
poder agregado que resulta de las variadas constelaciones que 
producen los actores institucionales, sociales y armados en sus 
confrontaciones y negociaciones” (Vélez & Alonso, 1998, p.71).

Del reconocimiento de dichos órdenes múltiples surge la 
importancia de darle un nuevo sentido, y así mismo la impor-
tancia que merece, a la informalidad. Y mucho más, si dicha 
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multiplicidad se presenta de forma coetánea, y si además puede 
llegar a presentar ciertas connivencias, complementariedades o 
fricciones.

Usualmente, la informalidad ha sido comprendida de dos 
formas, ambas incompletas: la primera, en oposición a la for-
malidad, y la segunda de ellas como un estado caótico (Eslava, 
2015). Además, la informalidad constantemente se vincula con 
la ilegalidad e incluso la criminalidad, por lo que esta noción ha 
adquirido una connotación negativa que desdibuja su verdadera 
capacidad. Precisamente, reivindicar la informalidad, de forma 
similar a las instituciones, requiere comprenderla como una 
oportunidad que se fortalece a sí misma en escenarios comple-
jos y en este caso violentos. Como explica Hernando de Soto 
(citado por Eslava 2015), la informalidad no solo da cuenta de 
acciones ilegales o antisociales que van en detrimento de la vida 
en comunidad, por el contrario, la evidencia (como fue el caso de 
resistencia, unión y solidaridad de las comunidades para hacerle 
frente a Sendero Luminoso en Perú) permite reconocer que en 
territorios con problemas sociales y de violencia pueden surgir 
sistemas extralegales que dan respuesta a demandas sociales y 
situaciones complejas, lo anterior mostrando que a partir de este 
tipo de acuerdos informales, las comunidades logran resistir y 
hacerle frente a la adversidad.

Llamar la atención sobre la reivindicación sobre la informali-
dad y su importancia no implica la propuesta de la formalización. 
Es decir, la informalidad es relevante en sí misma y por ende ha 
de permanecer. El punto radica en precisamente comprender 
las múltiples vertientes de la informalidad y darle el lugar y la 
importancia que tiene en el tejido comunitario de los territorios.
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Introducción

Las violencias en Medellín son fenómenos complejos y multi-
causales que deben observarse y abordarse desde una pluralidad 
de perspectivas. A lo largo de varias décadas de conflicto y 
criminalidad se han producido múltiples formas de afectación, 
los actores participantes han sido diversos y los daños a la pobla-
ción permanecen, aunque con grados variables. A pesar de este 
panorama sombrío, los esfuerzos por contener y superar esos 
daños no se han hecho esperar, y tanto la sociedad civil como 
las instituciones oficiales continúan —desde sus posibilidades— 
empeñadas en enfrentarlos y superarlos. Para ello, las Garantías 
de No Repetición (GNR) son una estrategia que se enfoca en las 
causas y la reparación en los daños, y busca erradicar las causas 
de las violaciones para prevenir que vuelvan a ocurrir.

Bajo esas premisas, en este capítulo se aborda el contexto de 
las Garantías, el reconocimiento de la violencia y los daños oca-
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sionados, y se arrojan luces para establecer unos lineamientos y 
acciones en seguridad ciudadana para la estrategia de las GNR. 
Para ello, se identifican las prácticas criminales más recurrentes 
en la ciudad y se verifica su ocurrencia durante el periodo julio 
del 2014 a junio del 2015 en barrios y veredas de la ciudad, 
con base en la experiencia en campo del equipo territorial de la 
Secretaría de Seguridad de Medellín, y luego se determina qué 
Derechos Humanos son vulnerados con esas prácticas, para 
finalmente definir unas medidas que deben priorizarse para 
prevenir sus vulneraciones. De igual modo, haciendo uso del 
proceso analítico jerárquico —AHP, por sus siglas en inglés— 
(Saaty, 1977), se busca conocer cuál es la importancia de cada 
medida (según una consulta a personas expertas) y se prioriza 
su aplicación por derecho vulnerado. Con ello, el resultado 
servirá de insumo para el Plan de Garantías de No Repetición 
para Medellín.

¿Por qué la priorización de medidas para Garantías 
de No Repetición en un estudio sobre el homicidio en 
Medellín?

La comisión del homicidio ha representado para Medellín 
su ubicación en el panorama global como una de las ciudades 
más peligrosas del mundo a comienzos de la década del noventa 
del siglo pasado, cuando alcanzó un máximo histórico de 395,5 
homicidios por cada cien mil habitantes (pccmh) en 1991. Pero 
por otro lado, se evidencia como una ciudad que ha superado 
sustancialmente esa situación, logrando reducir los indicadores 
de violencia homicida de forma tal que el año 2014 cerró con 
una tasa de 27 homicidios pccmh y, durante el tiempo en que 
se ha elaborado este estudio, su pronóstico lineal simple para el 
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2015 no supera los 20 homicidios pccmh, que sería la tasa más 
baja durante los últimos 40 años. Sin embargo, en los múltiples 
análisis del homicidio se devela la permanencia del delito en 
áreas muy específicas del territorio, sin importar las variaciones 
que año a año se puedan verificar.

Esos homicidios en la ciudad, con mayores o menores tasas, 
significan la vulneración del derecho humano por excelencia, 
que es el derecho a la vida, así como la persistencia de la percep-
ción de inseguridad en la ciudadanía. Tratando de comprender 
mejor esas afectaciones, surgen diversos estudios para explicar 
los fenómenos en torno a ellas, como es la indagación sobre la 
heterogeneidad de los homicidios en el contexto urbano. Así 
mismo, se proyectan distintos esfuerzos para establecer acciones 
y medidas que eviten la vulneración del derecho a la vida y se 
garantice la no repetición de los hechos.

Este es un punto de confluencia entre el estudio de los ho-
micidios y la priorización de medidas para limitar la ocurrencia 
no solo de ellos, sino también de otros hechos asociados, dado 
que garantizar la no repetición de ese delito, o limitarlo al máxi-
mo, no se logra de manera aislada, sino con la confluencia de 
esfuerzos sociales e institucionales. De este modo, las Garantías 
de No Repetición albergan dentro de sus propósitos fundamen-
tales la prevención del homicidio en los contextos de violaciones 
graves, masivas y sistemáticas a los Derechos Humanos, que 
han caracterizado la vida en Medellín en los últimos años. Por 
consiguiente, en este capítulo se hace un acercamiento a las 
medidas que en conjunto pueden contribuir en el mediano y 
largo plazo para que los homicidios no tengan la prevalencia y 
las concentraciones que se observan actualmente.
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Marco conceptual

Un contexto para las Garantías de No Repetición

Es bien conocido que las causas de las violencias en Colombia 
tienen orígenes profundos, los daños a la población son cuantio-
sos, las víctimas del conflicto son numerosas y las vulneraciones 
a los Derechos Humanos están vigentes. Todo ello se produce 
mediante una serie de prácticas criminales, que lejos de desapa-
recer, se configuran y adaptan al compás de las transformaciones 
sociales, económicas, políticas y militares propias de cada región.

No obstante, la ciudad de Medellín le apuesta a la superación 
del conflicto político, de la violencia y de la criminalidad. Para 
ello cuenta con una clave en la transición hacia este propósito, 
que son las Garantías de No Repetición, que hacen referencia 
a un conjunto de medidas, acciones y procesos adoptados para 
prevenir y reparar las violaciones individuales y colectivas a los 
Derechos Humanos desde un enfoque transformador. En esen-
cia, las Garantías tienen su sustento en las responsabilidades 
(en plural) que tiene el Estado en cesar y prevenir violaciones 
de Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, lo que sin duda aplica para esta ciudad.

En este orden de ideas, no se trata de acciones de contención, 
sino del desarrollo de medidas encausadas hacia la no repetición 
de los hechos, la respectiva prevención de la violencia, la repara-
ción de los daños ocasionados y la construcción de la paz en las 
regiones. Las Garantías de No Repetición se orientan entonces 
al cese de

Las condiciones de tipo económico,  político, social y cul-
tural (…) Si determinados imaginarios arraigados en cier-
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tos segmentos sociales  generan  la  violación  continuada  y  
masiva  de  algunos derechos,  estas  garantías  se  dirigen  a  
modificarlos  y  alterarlos; si determinada organización y 
funcionamiento institucional estimulan la transgresión, las 
medidas de no repetición apuntan a una nueva institucio-
nalidad y sus reformas; si el contenido de ciertos preceptos 
constitucionales o legales riñen o resultan incompatibles 
con estos estándares, a través de las medidas se pretende su 
modificación  o eliminación del sistema jurídico. (Suárez, 
2013, p. A3).

Las Garantías no son puntuales o limitadas y no hay una guía 
exclusiva para tal fin ni tampoco están claras las maneras exac-
tas como deben ser aplicadas. Del mismo modo, son medidas 
contextuales como las demás medidas de la justicia transicional. 
Se puede advertir, entonces, que su enfoque es bastante amplio, 
toda vez que son un marco de referencia con el que se procura 
motivar transformaciones en el funcionamiento institucional, 
invertir los factores y causas estructurales que han dado origen 
a las violencias, alcanzar una incidencia efectiva en la cultura 
política e igualmente intervenir en las esferas individuales y 
culturales. En suma, estas son una manera de facilitar caminos 
para construir la paz.

En la construcción de esos senderos de la paz es notable la 
apreciación del relator especial de la ONU respecto a la promo-
ción de la verdad, la justicia, la reparación y las Garantías de 
No Repetición, quien describe que además de las intervenciones 
en los campos institucionales y de la sociedad civil, las inter-
venciones que están en el dominio de lo individual y cultural 
también son necesarias para lograr transformaciones de larga 
duración, precisamente a lo que hace alusión la No Repetición. 
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Así, las estructuras individuales y culturales son, en términos 
generales, fuente de estabilidad y continuidad en las relaciones 
sociales; sin embargo, ninguna de las dos estructuras es propensa 
a recibir mandatos de orden legal, pero aun así no implica que 
estén exentas de ellas1 (De Greiff, 2015, p. 21).

En el ámbito internacional, el concepto de las GNR hace 
parte de la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia 
(CIJ), órgano judicial de las Naciones Unidas. A este efecto, 
Suárez (2013, p. A7) menciona: “Aunque las Garantías de No 
Repetición nacieron en el contexto del derecho internacional pa-
ra solventar y canalizar los conflictos entre Estados, esta primera 
aproximación se ha extrapolado a otros escenarios, particular-
mente de violación de Derechos Humanos, o en el marco del 
derecho interno, de derechos fundamentales”.

Entre tanto, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) ha sido nodal en el desarrollo del 
concepto de las GNR, “otorgando mayor alcance a estas medidas 
e incluyéndolas como parte de las medidas de reparación” (Suárez 
2013, p. A8). El autor también añade que en primera instancia 
“la Corte ordenó únicamente indemnizaciones pecuniarias 
como medidas de reparación para las víctimas. No obstante, a 
partir de 1991 (…) cambió su posición ordenando medidas de 
reparación de tipo no pecuniario (traducidas en obligaciones 
positivas u obligaciones ‘de hacer’” (Suárez, 2013, p. A8).

La CIDH trascendió la caracterización de las GNR desde lo 
global a lo particular, de tal modo que “ha incorporado medidas 
que apuntan hacia la prevención de nuevas violaciones y, pese a 
su carácter en principio subsidiario, las garantías de no repeti-

1  Traducción propia.
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ción se convirtieron en un referente de obligatoria inclusión en 
las sentencias de reparaciones” (Suárez, 2013, p. A8).

Las GNR nacen de la obligación del Estado de prevenir las 
violaciones graves, masivas y sistemáticas de Derechos Humanos 
y tienen su base normativa en el marco de justicia transicional. 
De acuerdo con la Corte Constitucional colombiana (Sentencia 
C-579 de 2013), esa clase de justicia es “un conjunto de procesos 
de transformación social y política profunda en los cuales es 
necesario utilizar gran variedad de mecanismos para resolver 
los problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala” 
(Corte Constitucional de Colombia, 2013, p. 197). Sin embargo, 
las Garantías no culminan con la resolución de esos problemas, y 
por el contrario, deben tener un carácter permanente y conviene 
convertirlas en medidas eficaces que se acoplen a las realidades 
de cada territorio, como en este caso para la ciudad de Medellín.

Estas Garantías no deben ser acciones desarticuladas en el 
nivel territorial, sino ligadas al ámbito nacional. En este mismo 
aspecto es pertinente aclarar que las Garantías son un deber del 
Estado, por eso el reto que enfrenta Medellín es implementar la 
estrategia de las GNR en su jurisdicción, articulándola al nivel 
nacional. Esto es importante, puesto que el conflicto y las violen-
cias no cesan en las divisiones político-administrativas, que son 
construcciones institucionales, sino que se expanden a distintos 
territorios, entendiendo que un territorio no es un polígono 
geográfico, sino una suerte de sistema complejo conformado 
por todos los elementos físicos y humanos en una región. Al ser 
el territorio un espacio de dominio y poder, tanto material como 
inmaterial, en consecuencia es donde tienen cabida los derechos 
de las personas y comunidades afectadas por las violencias y el 
conflicto.
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Para construir escenarios generales de paz, en los objetivos de 
las Garantías de No Repetición se señalan tres propósitos especí-
ficos: el fortalecimiento del Estado Social de Derecho —con el 
cual se ejerce efectivamente la soberanía territorial—, el fortale-
cimiento de la democracia y la reconciliación social —que es una 
cultura de paz en el orden local—. Con estas consideraciones 
en mente, es preciso insistir en que las Garantías deben contar 
con un carácter de permanencia y largo aliento, dado que el 
restablecimiento del Estado Social de Derecho requiere medidas 
que lo sustenten a largo plazo, se fortalezcan la democracia y 
las instituciones oficiales, y equivalentemente se articulen las 
medidas de no repetición a las políticas públicas de los gobiernos 
en los niveles local, regional y nacional (Méndez, 2011).

En el plano local, los objetivos de las Garantías radican en 
fomentar el respeto por la vida y la transformación sociocultural 
mediante una cultura de paz que facilite la resolución pacífica 
de conflictos. Por lo tanto, las Garantías buscan cambios so-
cioculturales y plantean erradicar las causas (tanto primarias 
como secundarias) de las violaciones, debido a que esos cambios 
son generacionales, de allí que las Garantías deben ser medidas 
de largo esfuerzo. De otra parte, es menester subrayar que esta 
estrategia hace parte de la política pública de seguridad y con-
vivencia de Medellín.

Conviene indicar también que las Garantías de No Repe-
tición se enmarcan en un contexto amplio sobre la prevención 
y reparación de las violaciones de Derechos Humanos. En el 
acercamiento investigativo de Gómez et al. se señala el derecho 
a la reparación como el contexto global en el que se desarrollan 
las Garantías de No Repetición, pues allí operan el “carácter ad-
ministrativo, legislativo o judicial, tendientes a que las víctimas 
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no vuelvan a ser objeto de violaciones de su dignidad” (2009, 
p. 74). En general, las Garantías se refieren a un conjunto de 
transformaciones legislativas, administrativas e institucionales 
donde se “requieren cambios estructurales o de forma en el 
funcionamiento del Estado e implican, la mayoría de las veces, 
a los poderes ejecutivo, judicial o legislativo” (Beristain, 2009, 
p. 373).

De acuerdo con el marco normativo nacional, la Ley 975 de 
2005 (Ley de Justicia y Paz) instituyó en el país las Garantías de 
No Repetición. El Artículo 8 de esta norma define el derecho 
de las víctimas a la reparación, el cual “comprende las acciones 
que propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y las garantías de no repetición de las conductas”, y 
según la Ley, esas garantías llegan incluso hasta “la desmovili-
zación y el desmantelamiento de los grupos armados al margen 
de la ley”.

En un contexto normativo más reciente, las Garantías están 
contempladas en la Ley 1448 de 2011 (Ley de víctimas y restitu-
ción de tierras), donde se hace una mayor desagregación respecto 
a las medidas que debe adoptar el Estado para contrarrestar 
acciones violentas y se resalta su carácter de prevención. Así lo 
refleja su Artículo 149, el cual indica:

El Gobierno Nacional, a través del Plan Nacional de Aten-
ción y Reparación Integral a las Víctimas, reglamentará las 
Garantías de No Repetición que correspondan mediante 
el fortalecimiento de los diferentes planes y programas que 
conforman la política pública de prevención y protección 
de las violaciones contempladas en el artículo 3º de la 
presente ley. (Ley 1448 de 2011).
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Entre otras Garantías —y recalcando lo dicho por la Ley 975 
de 2005—, establece las siguientes:

La desmovilización y el desmantelamiento de los grupos 
armados al margen de la Ley (…) La verificación de los 
hechos y la difusión pública y completa de la verdad, en 
la medida en que no provoque más daños innecesarios a 
la víctima, los testigos u otras personas, ni cree un peligro 
para su seguridad (…) Ofrecerá medidas especiales de 
prevención a los grupos expuestos a mayor riesgo como 
mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores, 
líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, 
defensores de Derechos Humanos y víctimas de desplaza-
miento forzado, que propendan superar estereotipos que 
favorecen la discriminación, en especial contra la mujer y 
la violencia contra ella en el marco del conflicto armado 
(…) La creación de una pedagogía social que promueva 
los valores constitucionales que fundan la reconciliación, 
en relación con los hechos acaecidos en la verdad histórica 
(…) Y el fortalecimiento de la participación efectiva de las 
poblaciones vulneradas y/o vulnerables, en sus escenarios 
comunitarios, sociales y políticos, para contribuir al ejer-
cicio y goce efectivo de sus derechos culturales; el ejercicio 
de un control efectivo por las autoridades civiles sobre la 
Fuerza Púbica. (Ley 1448 de 2011).

Por su parte, Suárez (2013) advierte sobre el variado contenido 
de las Garantías de No Repetición, y subraya que estas Garantías 
prescritas en los ámbitos jurisprudenciales apuntan hacia temas 
como Educación en Derechos Humanos, los cambios institucio-
nales, los procesos de desarme, desmovilización y reintegración 
(DDR) y la construcción y difusión de la memoria histórica. 
Para este autor, las Garantías son medidas de diverso alcance 
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que trascienden desde lo individual a lo colectivo y lo general. 
Los carácteres individual y colectivo se producen de manera muy 
cercana, como es el marco de procesos de justicia que dictan 
sanciones específicas para reparar particularmente a ciertas víc-
timas y revertir su condición de vulnerabilidad, y también de 
un modo amplio para reparar la dignidad y el reconocimiento a 
colectivos o comunidades, por lo cual el carácter general enfatiza 
en la transformación positiva de prácticas sociales, culturales y 
políticas.

Recogiendo lo anterior, con las Garantías de No Repetición 
se busca abordar las causas que dieron origen a las vulneraciones 
de Derechos Humanos, reparar los daños ocasionados y actuar 
contra ellas directamente para contribuir a la construcción de 
nuestra sociedad en paz, comprendiendo que esa apacibilidad 
no es un estado inerte, sino una manera de tramitar la vida 
cotidiana en todas sus dimensiones, donde prime el respeto hacia 
los demás antes que las diferencias sociales y políticas. En este 
sentido, este es un escenario idóneo para que la sociedad civil y 
las instituciones públicas amplíen su credibilidad y legitimidad.

Causas de la violencia y los daños ocasionados

Respecto a la comprensión de las violencias que vive la 
ciudad desde hace varias décadas, es frecuente la afirmación 
respecto a su multicausalidad, y en este sentido, se señala la 
confluencia de una serie de factores que han dado origen a 
los fenómenos violentos que se vienen presentando desde la 
segunda mitad del siglo XX. Según la Corporación Región, esa 
multicausalidad tiene un vínculo fuerte con “procesos econó-
micos, políticos y culturales asociados a las maneras en que se 
relacionan sociedad y Estado, y a las formas de concebir la vida 
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socioeconómica en Medellín, lo cual se liga, principalmente, a 
los efectos del narcotráfico en las raíces culturales de la ciudad” 
(2015, p. 21).

Otro asunto aún más profundo sobre la violencia es que esta 
no es exclusiva de la ciudad y en buena medida comparte causas 
con la región metropolitana al vincularse a los contextos regional 
y nacional. Así, en el plano nacional hay un aspecto relevante que 
vale la pena mencionar porque impacta en los territorios, el cual 
ha permitido la proliferación de acciones violentas en diversas 
zonas, tanto rurales como urbanas, y se trata del ejercicio de la 
soberanía.

Históricamente, la soberanía de nuestro Estado ha sido débil, 
por ello el poder y los “órdenes sociales” han estado en sus már-
genes en manos de quienes acuden a la ilegalidad y a diversas 
prácticas criminales, dando como resultado unas soberanías en 
disputa (Uribe, 1998), donde el Estado no garantiza el amparo 
suficiente para todos ciudadanos/as, resultado de un proceso 
social, político y económico profundamente complejo. Esto ha 
sido posible precisamente en un escenario de guerra: “Cuando 
la soberanía es frágil o de carácter informal, persistirá el estado 
de guerra (…) Cuando prevalece el estado de guerra, cuando la 
soberanía está en vilo, todos tienen el poder que da la violencia” 
(Uribe, 1998, pp. 13-14).

Aún con estas realidades, ningún actor diferente al Estado ha 
logrado ejercer completa y continuamente por las vías violentas 
su soberanía sobre un territorio específico, ya que en última 
instancia el Estado logra ejercerla cuando se lo propone. A partir 
de aquí, las Garantías de No Repetición son una responsabilidad 
del Estado para evitar que continúen las violencias.
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A ese escenario de soberanía débil también se articulan pro-
blemáticas de talante estructural que se viven de acuerdo con 
las particularidades locales, y que para el caso de Medellín están

la pobreza, la inequidad social y la falta de oportunidades 
para mejorar las condiciones de vida de las poblaciones, 
pero también con aspectos culturales y políticos, como la 
pérdida de valores, la ilegitimidad del Estado en el control 
de los territorios y en el ejercicio de monopolizar la violen-
cia, las múltiples crisis de las instituciones sociales, entre 
otros. (Corporación Región, 2015, p. 32).

En esta investigación, las causas del conflicto que vive la ciu-
dad se manifiestan mediante determinadas prácticas criminales 
que son una manifestación de los problemas estructurales y las 
disputas por la soberanía. En este estudio definimos la práctica 
como la costumbre o el uso continuado de determinada acción 
que ejerce una persona o un grupo sobre otra o una colectividad. 
En un apartado posterior de este capítulo se exponen dichas 
prácticas y cuáles son las más recurrentes en la ciudad.

De otra parte, los actores participantes en el conflicto ocasio-
nan daños a la población, que al igual que las causas, son múltiples, 
complejos y con muy variadas repercusiones en las personas. Para 
la denominación general de esos daños se toma el marco de re-
ferencia del Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH, 
2014), que los compila en siete categorías: daños morales; daños 
psíquicos y emocionales; afectaciones físicas o sobre el cuerpo; 
daños socioculturales; daños materiales y ambientales y su di-
mensión simbólica; daños políticos y daños al proyecto de vida.

Ante todo, están los daños morales, que aluden al dolor, sufri-
miento y menoscabo de valores significativos para las personas 
y las comunidades, así como la indignación que producen las 



126    Territorio, crimen, comunidad

actuaciones de los poderes armados, ya que “promueven la burla, 
el desprecio, la estigmatización y subvaloración de sus prácticas 
religiosas y culturales, así como de sus características fenotípicas 
y afiliaciones políticas. Estas acciones lesionan las identidades 
individuales y colectivas, refuerzan las discriminaciones de gé-
nero y etnia, y favorecen la desintegración y pérdida de legados 
y prácticas culturales de gran valor” (CNMH, 2014, p. 31).

Los daños psíquicos y emocionales son las “lesiones y modifica-
ciones que sufren las víctimas en sus emociones, pensamientos 
y conductas ante hechos extremos o de carácter traumático” 
(CNMH, 2014, p. 33); también hacen referencia a la “imposi-
bilidad de afrontar el evento violento y sus efectos, así como a la 
dificultad de generar procesos que podrían dar continuidad a sus 
vidas” (CNMH, 2014, p. 33). En esta misma línea de ideas están 
las afectaciones físicas o sobre el cuerpo, que derivan en dos tipos de 
daños: uno indica “amputaciones, heridas y lesiones corporales 
que resultan del despliegue de modalidades de violencia como la 
tortura, el secuestro y la violencia sexual; como consecuencias de 
acciones bélicas se pueden mencionar la pérdida de miembros in-
feriores y superiores” (CNMH, 2014, p. 36); el otro tipo de daño 
describe las enfermedades psicosomáticas a causa del “miedo, la 
zozobra, la angustia y la tristeza, que originan graves alteraciones 
del sueño, adicciones y consumo excesivo de medicamentos” 
(CNMH, 2014, p. 36).

En un plano colectivo están los daños socioculturales, que 
en suma se refieren a la afectación de los tejidos sociales, que 
representa “la vulneración de las creencias, prácticas sociales 
y modos de vivir de las comunidades. Estos daños, que afec-
tan colectivamente a las comunidades, son consecuencia de 
la prohibición explícita o del impedimento y las dificultades 
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que experimentaron éstas y sus miembros” (CNMH, 2014, p. 
36); de esta forma, la identidad colectiva y la solidaridad se ven 
profundamente deterioradas, con lo que se disminuyen la con-
fianza en los otros/as y la acción colectiva. De otro lado, están 
los daños materiales y ambientales y su dimensión simbólica. Los 
daños materiales involucran “el deterioro de ciclos y dinámicas 
productivas, en ocasiones debido al abandono que provoca el 
desplazamiento forzado” (CNMH, 2014, p. 41); y los daños 
ambientales indican “prácticas como la voladura de oleoductos, 
la contaminación de acueductos, la tala indiscriminada, la ex-
tracción de minerales, la alteración del cauce de los ríos”; todo 
esto conlleva una afectación de elementos simbólicos para las 
comunidades, que trascienden el valor material de las mismos.

Las relaciones de poder también cambian con el conflicto, 
y por eso existen los daños políticos, que aluden a “los impactos 
que causan los grupos armados, en asocio con las élites locales 
o regionales, para impedir, silenciar o exterminar prácticas, me-
canismos, organizaciones, movimientos, partidos, liderazgos e 
idearios políticos calificados como opuestos y percibidos como 
peligrosos o contrarios a sus propósitos e intereses” (CNMH, 
2014, p. 43). En último lugar están los daños al proyecto de vida, 
que es una afectación transversal a las anteriores, donde personas 
y comunidades se ven forzadas a cambiar de territorio, modificar 
su economía (la mayoría de las veces hacia condiciones desfavo-
rables), sus relaciones sociales se rompen y deben reconstruirlas 
en ambientes que pocas veces son los más adecuados, y sus 
hábitos y costumbres se alteran bruscamente; se trata de “un 
daño que incide sobre la libertad del sujeto a realizarse según su 
propia y libre decisión, con garantías de autonomía y dignidad” 
(CNMH, 2014, p. 44).
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Todos esos daños podrían considerarse como afectaciones 
disgregadas que padecen algunas personas y comunidades, pero 
en el fondo generan un daño social integral y una violación con-
tinua de Derechos Humanos, que limitan las transformaciones 
personales y comunitarias positivas y son los que, sumados a las 
causas del conflicto sin resolver, agudizan y sostienen los contex-
tos de guerra y violencia generalizada. Por ello, las Garantías de 
No Repetición son una herramienta para prevenir las violaciones 
de Derechos Humanos y superar las condiciones adversas en las 
que se vulneran esos derechos.

Propuesta metodológica para la identificación 
de prácticas criminales, derechos vulnerados y 

priorización de medidas

Las prácticas criminales

Las complejidades y dimensiones de las violencias criminales 
en Medellín discurren entre acciones criminales y las afectacio-
nes a Derechos Humanos. En este apartado se revisan e identi-
fican las prácticas llevadas a cabo por organizaciones criminales, 
agrupándolas por tipologías y relacionando qué clase de derechos 
vulneran.

A partir de una revisión de literatura y estados del arte2 sobre 
violencias, se conoce que son pocos los estudios que catalogan 
y contextualizan de manera sistemática las prácticas criminales 

2  Ver Jaramillo (2011), Zabaleta (2015), Zapata (2012), CNRR (2011), Corpora-
ción Región e IEPRI (2014), Cetré (2013), OSHM (2011), CAP EAFIT (2014), 
entre otros.
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más recurrentes en Medellín. No obstante, se puede resaltar el 
trabajo del Observatorio de Seguridad Humana de Medellín 
(OSHM, 2012), que conjuntamente con comunidades de las 
comunas Popular, Santa Cruz, Doce de Octubre, San Javier y el 
corregimiento de San Cristóbal, establecen las distintas formas 
de control territorial desplegadas por grupos armados ilegales y 
describe las prácticas criminales que ejercen contra individuos 
y las comunidades.

De acuerdo con el OSHM (2012), esos grupos desarrollan 
prácticas que menoscaban la seguridad personal de diversas 
maneras y se traducen en vulneraciones directas e indirectas 
de Derechos Humanos. Se descubren así acciones generales de 
dominio territorial ilegal, tomando como base la coerción del 
ciudadano/a que deriva en formas particulares de control de lo 
social y lo político, pasando por el control económico y transi-
tando hacia el control del espacio físico. En cuanto al control 
social y político, el OSHM argumenta que:

Este control puede ser alcanzado a través de medios coacti-
vos y violentos para generar miedo, tales como los castigos 
ejemplarizantes, tratos crueles e inhumanos o ataques 
indiscriminados, o a través de medios no violentos, como 
la realización de acciones lúdicas, el cubrir las necesidades 
básicas de personas de la comunidad, para legitimarse 
a través de intermediación social y política, entre otras. 
Tienen como objetivo asegurar la dominación, obediencia, 
orden social y su reconocimiento como actor de poder en 
una comunidad. (OSHM, 2012, p. 50).

Continuando con el OSHM (2012, pp. 50-51), las principales 
acciones que los grupos armados ilegales realizan para ejercer 
control social son tan amplias como:
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·	 Generación de miedo a través de ataques indiscriminados.

·	 Castigos ejemplarizantes.

·	 Oferta de seguridad mediante vigilancia formal e informal.

·	 Subvención de necesidades sociales, económicas y de vivien-
da a núcleos familiares y a jóvenes.

·	 Prohibición de hablar (ley del silencio).

·	 Imposición de horarios para la libre locomoción de la comu-
nidad.

·	 Panfletos amenazantes para generar miedo colectivo, se-
ñalando como objetivos a trabajadoras sexuales, ladrones, 
drogadictos, homosexuales, personas en situación de calle y 
jóvenes reunidos en las esquinas.

·	 Prácticas de “limpieza social”.

·	 Control de la disciplina en instituciones educativas. Ejem-
plo: prohibición del pelo largo y uso del piercing.

Y en el orden del control político le siguen estas acciones (OS-
HM, 2012, pp. 50-51):

·	 Persecución de liderazgos sociales para su reemplazo o cooptación.

·	 Cooptación y participación en espacios de participación 
local (Juntas Administradoras Locales –JAL– y Asambleas 
de Presupuesto Participativo).

·	 Oferta de justicia para la tramitación de conflictos intraco-
munitarios e intrafamiliares (por ejemplo, violencia contra 
niños, niñas y mujeres).

·	 Restricciones o direccionamiento a la participación política 
y social.
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De forma seguida, el control económico, principal soporte 
para la captación de rentas criminales, es llevado a cabo por 
medio de “actividades económicas legales, ilegales, formales e 
informales, tanto de carácter privado como público (…) se ejerce 
a través de acciones violentas e intimidatorias y con el fin del 
fortalecimiento militar y en beneficio de los integrantes del gru-
po armado ilegal” (OSHM, 2012, pp. 51-52), y lo materializan 
con estas prácticas:

·	 Extorsiones (o “vacunas”) a transportadores y comerciantes.

·	 Extorsión a los habitantes en general a cambio de oferta de vigi-
lancia (práctica transversal a los controles) y servicios de aseo.

·	 Extorsiones a trabajadores según su actividad económica e 
ingreso.

·	 Extorsión a contratistas que realizan obras públicas de 
infraestructura e intervención urbana para disponer de ma-
teriales de obra y para la prestación de vigilancia ilegal de 
manera forzada de las máquinas e instalaciones de las obras.

·	 Manejo de centros de distribución de drogas ilícitas.

·	 Incentivar el consumo y compra de drogas que expenden en 
niños, niñas y adolescentes.

·	 Control de negocios de prostitución y constitución de redes 
de explotación sexual de niños, niñas, adolescentes y mujeres.

·	 Explotación económica ilegal de bienes inmuebles y lotes en 
predios urbanos y semirrurales.

·	 Despojos de viviendas estratégicas para distribución de dro-
gas, suministro de habitación a sus familias o para constituir 
sitios de vigilancia.
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· Decisión de permitir o no que habitantes trabajen en el 
territorio.

· Participación en programas gubernamentales para coopta-
ción de recursos públicos: Fuerza Joven, participación en 
Juntas de Acción Comunal y presupuesto participativo.

· Control de préstamos de dinero con tasas de interés elevadas 
o “pagadiarios”.

De manera semejante, el control del espacio físico donde los 
grupos armados ilegales actúan se materializa por medio de 
prácticas para garantizar la protección y perpetuación del grupo 
ilegal (OSHM, 2012, pp. 52-53), tales como:

·	 Establecimiento de fronteras territoriales ilegales: delimi-
tación y demarcación de lugares que indican espacios de 
confrontación violenta, de control no disputado y de prohi-
bición de la libre circulación. Operan para la comunidad y 
las autoridades civiles y de policía.

·	 Vigilancia para el control del ingreso y salida de personas: 
vigilancia de calles para controlar el uso del transporte pú-
blico, movilidad peatonal y vehicular.

·	 Enfrentamientos armados en medio de la población civil por 
el control territorial.

·	 Reclutamiento y vinculación de niños, niñas, adolescentes y 
jóvenes para la vigilancia y protección violenta del barrio, y su 
utilización sistemática y masiva para tareas de información, 
transporte de armas y drogas, sicariato, vigilancia, vinculación 
a redes de explotación sexual y pactos de no agresión.

·	 Incidencia en instituciones educativas para diversos fines como 
impedir el ingreso de estudiantes de otros barrios, la venta y 
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consumo de drogas ilícitas, la explotación sexual, la vinculación 
de estudiantes a los grupos ilegales y la utilización de sus sedes 
como “trincheras” durante enfrentamientos armados.

·	 Regular procesos de urbanización: permitir o no que nuevas 
personas y familias se establezcan en determinados barrios.

·	 Constreñimiento a los habitantes para la colaboración en 
actividades del grupo armado: guardar armas, drogas, bienes 
hurtados, permitir el ingreso a sus viviendas (obligación de 
dejar puertas y ventanas abiertas) para el uso de balcones y 
terrazas como puntos de vigilancia y evadir la persecución 
de la Fuerza Pública o de miembros de grupos contrarios, y 
suministro de víveres, labores domésticas.

·	 Connivencia y cooptación de integrantes de la Fuerza Pública 
para ejercer un control del territorio con mayor eficacia e impuni-
dad, así como realizar acciones criminales de manera articulada.

·	 Actuaciones ilegales y violentas para evitar la judicialización 
de integrantes, mediante la amenaza, homicidio y desplaza-
miento forzado de víctimas, testigos y denunciantes.

·	 Restricciones y condicionamiento al uso de espacios públi-
cos, deportivos y recreativos.

·	 Uso sistemático del desplazamiento forzado masivo como 
estrategia para la expansión y conservación del poder sobre 
el territorio.

Como se acaba de exponer, indiscutiblemente el control 
territorial de los actores armados ilegales es amplio, se efectúa 
por medio de numerosas modalidades y se vulneran derechos 
esenciales para la población; el homicidio es una acción para 
ejercer todas las formas de control sobre la población. Si bien 
estas prácticas son identificadas en el año 2012, en la actualidad 
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siguen presentándose con distinto grado para sortear los ritmos 
de transformación de la ciudad, las resistencias de las comuni-
dades, las acciones institucionales y las políticas de seguridad.

Los Derechos Humanos vulnerados

Como ya se ha mencionado, las prácticas criminales que ocu-
rren con mayor regularidad en la ciudad vulneran reiteradamente 
los Derechos Humanos de sus ciudadanos. Para la definición de 
conductas violatorias de esos derechos se toma el Diseño de planes 
de prevención de violaciones de DDHH y DIH, del Ministerio del 
Interior de Colombia (2012), el cual presenta seis derechos hu-
manos, que son el derecho a la vida, a la integridad personal, a la 
libertad personal, a la seguridad personal, la libertad de residencia 
y circulación, y la libertad de asociación, reunión y expresión.

En cuanto al derecho a la vida, “esta expresión se utiliza en el 
sentido restringido al que se refieren los tratados internacionales y la 
Constitución Política de Colombia como la protección frente a actos 
arbitrarios o criminales que puedan privar de la vida a una persona y 
que sean resultado de la confrontación armada y la violencia política” 
(Mininterior, 2012, p. 151). De ahí que se hace una alusión amplia a 
prácticas violatorias de este derecho, como muerte por fuego cruzado, 
homicidio intencional, masacres, amenazas de muerte, muerte por 
minas antipersona y muerte por ataque a poblaciones.

El derecho a la integridad personal es, sobre todo, “la protección 
de la persona frente a actos arbitrarios o criminales que afecten 
su integridad física o psicológica” (Mininterior, 2012, p. 153) y su 
vulneración está dada por la tortura, el maltrato físico, la violencia 
sexual, el maltrato sicológico, heridas por minas antipersona y 
heridas durante ataques. El derecho a la libertad personal es la 
expresión “referida a la protección frente a actos arbitrarios o 
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criminales de privación de la libertad física” (Mininterior, 2012, 
p. 154), bajo las prácticas de abuso de autoridad en captura, se-
cuestro, desaparición forzada y reclutamiento forzado.

La seguridad personal, que trata sobre “la protección frente a 
actos de violencia que pueden poner en riesgo la vida, la integri-
dad, la libertad y la supervivencia de las personas civiles” (Minin-
terior, 2012, p. 156), está denotada por el ataque a la población, 
la destrucción de bienes de la población civil y de bienes públicos, 
y la apropiación ilegal de bienes civiles. Por su parte, el derecho 
a la libertad de residencia y circulación se refiere “al derecho de 
las personas a fijar libremente su lugar de residencia y a circular 
o movilizarse sin restricciones arbitrarias dentro del territorio 
de su país” (Mininterior, 2012, p. 158) y como prácticas que lo 
vulneran están el desplazamiento forzado, el confinamiento, los 
retenes ilegales y la prohibición de circulación.

El último derecho referido, la libertad de asociación, reunión 
y expresión, consiste en “la capacidad de las personas de una 
comunidad para ejercer, libres de presiones indebidas, su derecho 
a la autodeterminación personal y colectiva” (Mininterior, 2012, 
p. 159), el cual es vulnerado a partir de la estigmatización, la 
amenaza a líderes, la prohibición de reuniones, la imposición de 
acciones y la restricción a la libertad de elegir.

Con el fin de delimitar este estudio se seleccionan y resumen 
26 prácticas (retomadas del apartado anterior) consideradas 
como las más influyentes sobre la población en Medellín y se 
agrupan de acuerdo con los derechos que vulneran (tabla 1). Es 
necesario considerar que no es completamente identificable la 
línea divisoria entre un derecho y otro, ya que estos son inter-
dependientes y por eso una determinada acción violenta podría 
estar vulnerando más de un derecho.
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Tabla 1. Relación entre prácticas criminales y derechos 
vulnerados

Prácticas criminales
Derecho 
vulnerado

• Tratos crueles e inhumanos / tortura.

• Violencia psicológica.

• Violencia sexual.

• Violencia física.

• Castigos ejemplarizantes.

Derecho a la 
integridad personal

• Explotación sexual.

• Trata de personas.

• Extorsiones a habitantes, comerciantes, 
transportadores, etc.

• Uso de niños, niñas, adolescentes y jóve-
nes por parte de grupos delincuenciales 
para la comisión de delitos.

• Reclutamiento ilícito.

• Desaparición forzada.

Derecho a la 
libertad personal

• Despojo de viviendas y otros inmuebles / 
loteo ilegal.

• Connivencia y cooptación de integrantes 
de la Fuerza Pública.

• Cooptación de las autoridades locales.

• Constreñimiento a la labor del Estado: con-
tratistas de obras públicas, funcionarios 
públicos, proyectos oficiales, etc.

• Regulación y uso de espacios públicos por 
parte de grupos armados ilegales.

• Oferta de justicia para la tramitación de 
conflictos intracomunitarios e intrafamiliares.

• Oferta de seguridad mediante vigilancia 
formal e informal.

Derecho a la 
seguridad personal

• Homicidios.

• Amenazas.
Derecho a la vida
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Prácticas criminales
Derecho 
vulnerado

• Persecución de liderazgos sociales para 
su reemplazo o cooptación.

• Discriminación a la población LGBTI.

• Debilitamiento/limitación/cooptación de 
procesos organizativos: Juntas de Ac-
ción Comunal, clubes deportivos, Juntas 
Administradoras Locales, presupuesto 
participativo, etc.

• Prohibición de hablar (ley del silencio).

Derecho a la 
libertad de 
asociación, reunión 
y expresión

• Desplazamiento forzado.

• Imposición de horarios para la libre loco-
moción de la comunidad.

Derecho a la 
libertad de 
residencia y de 
circulación

Fuente: elaborada por el SISC.

A partir de esta selección de prácticas y derechos se avanzará 
hacia una definición de las medidas que garanticen la no repeti-
ción de esos hechos, y es lo que veremos en las líneas siguientes.

Priorización de medidas para prevenir la 

vulneración de Derechos Humanos en Medellín

Para limitar la vulneración de Derechos Humanos no es fre-
cuente encontrar medidas con carácter específico y de acuerdo 
con las particularidades territoriales, en esta ocasión de la ciudad 
de Medellín. Lo más usual es hallarlas con denominaciones am-
plias y generales, y en este orden de ideas, las medidas consiste en 
impulsar programas educativos y culturales en Derechos Huma-
nos, fortalecer organizaciones sociales y de víctimas, promover 
prácticas de solidaridad y organización en la sociedad, adelantar 
campañas en medios de comunicación contra la estigmatización, 
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impulsar programas de atención psicosocial a víctimas, fortale-
cer las oficinas de control interno disciplinario en instituciones 
oficiales —principalmente la Policía Nacional y el Ejército—, 
desarticular las estructuras criminales y garantizar el trabajo 
decente para las personas más vulnerables a las violencias (Cor-
poración Región, 2015), solo por nombrar algunas.

Bajo esas consideraciones, en este estudio se indaga por me-
didas con una perspectiva aproximada al enfoque de seguridad 
y convivencia3. Es por ello que se revisan los planes, programas 
y proyectos que adelantan actualmente distintas secretarías de 
la Alcaldía de Medellín y se explora en investigaciones recientes 
sobre conflictividades en la ciudad, para buscar acciones de pre-
vención de la violencia o de superación de contextos de conflic-
tividad, ya sea a nivel poblacional, etario, de género, territorial 
y demás. Como resultado, emergen ofertas institucionales que 
sirven de marco de referencia para delimitar un panorama de 
medidas de no repetición cada vez más acordes con las necesidades 
de la ciudad.

En efecto, se observan acciones con propósitos que abordan 
o señalan diferentes problemáticas, que son agrupadas y con-
densadas en cinco temas amplios (con un soporte específico en 
cada uno) y se sugieren como medidas para limitar la violación 
de Derechos referidos anteriormente. A razón de ello, tenemos 
como resultado la cualificación efectiva de la administración de 
justicia y la policía, las estrategias de prevención de violencias a nivel 
poblacional y barrial, el fortalecimiento de procesos de planeación 

3  Ver Acuerdo Municipal 021 de 2015 por medio del cual se adopta la Política 
Pública de Seguridad y Convivencia del municipio de Medellín.
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local de seguridad, el fortalecimiento del programa de cuadrantes 
en comunas y corregimientos, y la prohibición del porte de armas y 
programas de desarme.

Ahora veremos cada medida con los elementos generales que 
las componen:

Medida 1: Cualificación efectiva de la administración de jus-
ticia y la policía.

Elementos generales:

• Transformar la imagen de la Policía Nacional: de una insti-
tución represora y poco amigable, a una institución cercana, 
respetuosa y amiga de la comunidad. Además, mejorar sus 
técnicas, estrategias, procedimientos y depurar los funciona-
rios corruptos; además mejorando su imagen institucional.

• Convertir los organismos de justicia en entidades altamente 
efectivas, veraces y transparentes en sus actuaciones, con lo 
cual los sistemas de atención de denuncias de los ciudada-
nos podrán ser amigables y confiables para la población. 
La administración de justicia deberá ser monitoreada por 
distintas entidades, tanto institucionales como externas, 
para que garanticen su transparencia.

Medida 2: Estrategias de prevención de violencias a nivel po-
blacional y barrial.

Elementos generales:

• Adecuación y fortalecimiento de los sistemas de información, 
con amplio desarrollo del enfoque de género, mujeres y pobla-
ción LGBTI. La administración municipal debe conocer inte-
gralmente los problemas de fondo que se viven en los barrios y 
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veredas, que inciden en las dinámicas y las transformaciones 
de las problemáticas de seguridad y convivencia.

• Creación de una estrategia intersectorial dirigida a población 
joven, con doble enfoque de prevención de la violencia y 
generación de oportunidades socioeconómicas para contri-
buir a eliminar el estigma sobre los jóvenes como sujetos 
“naturalmente” delictivos.

• Dar continuidad en el tiempo al proyecto de Mediadores 
Escolares, que hace parte del programa Escuelas para la Vida 
de la Secretaría de Educación de Medellín, por medio del 
cual se establece la mediación escolar como una estrategia 
alternativa para la solución de conflictos en las Instituciones 
Educativas Oficiales del Municipio de Medellín.

• Implementación de programas de prevención del homicidio 
de acuerdo con las particularidades demográficas, económi-
cas y sociales de cada comuna, con énfasis en los polígonos 
de mayor concentración histórica de homicidios en la ciudad.

• Impulsar acciones y estrategias que generen nuevas oportu-
nidades económicas para la población más vulnerable en el 
ámbito socioeconómico en la ciudad, de manera que perso-
nas vinculadas o atraídas por actividades ilegales tengan la 
oportunidad ciertas de vincularse a las economías legales.

• Realización de intervenciones contra la criminalidad, 
acordes con las particularidades territoriales, agrupando 
potencialidades de manera permanente en sectores donde 
las problemáticas criminales persisten en el tiempo.

• Activación de circuitos de advertencia de riesgos de violencia 
contra las mujeres en cada comuna y corregimiento de la ciudad.
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Medida 3: Fortalecimiento de procesos de planeación local de 
seguridad.

Elementos generales:

• Fortalecimiento de la coordinación entre las diferentes 
secretarías de la Alcaldía y entidades gubernamentales del 
nivel nacional y territorial para desarticular la criminalidad 
organizada. Las sinergias institucionales generan mayor 
articulación y efectividad en las intervenciones. Los mejores 
resultados en seguridad involucran altos niveles de coordi-
nación interinstitucional.

• Fortalecimiento de los procesos de planeación local de se-
guridad y convivencia a nivel de barrios y comunas, con el 
fin de identificar problemáticas y acciones particulares en 
terreno que ayuden a la gestión de la seguridad y la convi-
vencia.

• Fortalecimiento del trabajo articulado al interior de la Policía 
y de su planeación orientada a la solución de problemas, con 
el fin de cualificar el análisis y los parámetros de atención 
de fenómenos y problemáticas delictivas que se presentan en 
los puntos críticos de la ciudad.

Medida 4: Fortalecimiento del programa de cuadrantes en 
comunas y corregimientos.

Elementos generales:

• Fortalecer el programa de cuadrantes en cada comuna y 
corregimiento, ya que aún hay sectores de la ciudad con 
cuadrantes demasiado amplios que dificultan la rápida ac-
ción de la policía, y mejorar permanentemente los canales de 
comunicación entre la policía y la comunidad para facilitar 
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la denuncia ciudadana de los delitos y reducir la percepción 
de inseguridad.

Medida 5: Prohibición del porte de armas y programas de desarme.

Elementos generales:

• Fortalecimiento de los programas de desarme, desmoviliza-
ción y reintegración, y el papel más activo de la policía en el 
control y decomiso de armas.

• Implementación de la prohibición del porte de armas en los 
sectores de mayor concentración histórica de homicidios en 
la ciudad.

Luego, estas medidas se llevan a una consulta a personas 
expertas para ponderar la importancia relativa de cada una. El 
producto final de la consulta muestra el porcentaje de importan-
cia de cada medida para cada derecho humano vulnerado. En el 
apartado de resultados se puede observar los distintos datos que 
acompañan estas afirmaciones.

Resultados

Verificación de prácticas criminales durante el último 
año a nivel de barrio y vereda de Medellín

La verificación de las prácticas criminales en la ciudad pue-
de realizarse desde distintos enfoques. El más recurrente es el 
cuantitativo, que recauda datos a través de varios modos, por 
ejemplo, verificando la ocurrencia de cada hecho violento por 
las denuncias y procedimientos de parte de organismos como la 
Seccional de Investigación Criminal (SIJIN) de la Policía Na-
cional, el Cuerpo Técnico de Investigación (CTI) de la Fiscalía, 
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el Instituto Nacional de Medicina Legal y el Departamento Ad-
ministrativo Nacional de Estadística (DANE). Así acontece con 
los homicidios en la ciudad, a los que se les hace un seguimiento 
profundo, lo que permite tener información detallada, al punto 
de posibilitar una cartografía completa de este delito e identificar 
unos polígonos donde tiene mayor concentración histórica; entre 
otros elementos de caracterización del evento, la víctima y el 
presunto victimario.

Por tanto, cuando se presenta un homicidio, los organismos 
de justicia emprenden, de oficio, una investigación para escla-
recer los hechos. Inician con la noticia criminal, despliegan una 
serie de actividades por parte de la Policía Judicial y la Fiscalía, 
tratando de dar respuesta a los hechos, y finalmente sancionan 
al/los responsable/es del crimen. Pero es distinto con otros de-
litos que no tienen el impacto del homicidio, como puede ser 
reclutamiento ilícito, el despojo de viviendas, la extorsión y la 
violencia sexual —por nombrar solo algunos—, para los cuales 
no se inician procedimientos de oficio y en su lugar se han creado 
grupos élite para su persecución y control, o programas y cam-
pañas que permitan brindar más conocimiento a los ciudadanos 
para no ser víctimas de esos delitos.

Para que los organismos de justicia actúen contra estas prác-
ticas, es preciso que cuenten, en la mayoría de los casos, con una 
denuncia penal. Bien lo ha expresado la Corte Constitucional, 
en la Sentencia C-1177 de 2005, al definir que la denuncia en 
materia penal es una manifestación de conocimiento mediante 
la cual una persona, ofendida o no con la infracción, pone en 
conocimiento del órgano de investigación un hecho delictivo 
con expresión detallada de las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar que le consten.
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Para presentarla, puede hacerlo en las dependencias de la Fiscalía 
General de la Nación, Policía Nacional o, como sucede en nuestra 
ciudad, mediante acceso a Internet en la plataforma de Seguridad 
en línea. No obstante, las denuncias de la ciudadanía en Medellín, 
y en general en Colombia, respecto a prácticas criminales no son 
un modelo de referencia debido a la creciente y desafortunada con-
vicción de que no se logra nada, dejando sin actuar al Estado y sus 
instituciones, y en muchos casos, ejerciendo la justicia por manos 
propias. Por consiguiente, hay hechos de los que se conoce sobre su 
ocurrencia principalmente de manera cualitativa, por ese motivo 
las cifras de denuncias no son suficientemente representativas de la 
dimensión y de otros elementos informativos del delito en cuestión.

Teniendo en cuenta esas circunstancias, la verificación de las 
prácticas criminales se realiza desde lo cualitativo. Así las cosas, 
nos dimos a la tarea de elaborar un ejercicio de verificación de 
ocurrencia de ellas a nivel de barrio y vereda —en un marco 
temporal de julio del 2014 a junio del 2015— con el apoyo del 
equipo de seis analistas y veintiún gestores territoriales de la 
Secretaría de Seguridad de Medellín; se toma este periodo como 
una manera de contrastar si las prácticas criminales identificadas 
en la literatura y en los estados del arte persisten en la ciudad y 
en qué medida se vienen presentando.

Los/as analistas4 hacen seguimiento y evaluación a los indi-
cadores de seguridad y convivencia de la Secretaría de Seguridad 
en cada zona de la ciudad, que son agrupaciones de comunas, 

4  Los/as analistas también recopilan información cualitativa en campo mediante 
su articulación con los comandantes de estación de policía, los encargados 
de sala CIEPS de la policía, corregidores, comisarios, promotores locales de 
gobierno, comunidad, entre otros; de igual manera, generan informes men-
suales sobre el comportamiento de los indicadores de seguridad y convivencia 
propuestos en el Plan Integral de Seguridad y Convivencia de Medellín.
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así: zona 1: Popular, Santa Cruz, Manrique y Aranjuez; zona 2: 
Castilla, Doce de Octubre y Robledo; zona 3: Villa Hermosa, 
Buenos Aires y La Candelaria; zona 4: Laureles-Estadio, La 
América y San Javier; zona 5: El Poblado y el corregimiento de 
Santa Elena; y zona 6: Guayabal, Belén y los corregimientos de 
San Cristóbal, San Antonio de Prado, Palmitas y Altavista. A su 
turno, cada comuna (dieciséis entidades) y cada corregimiento 
(cinco entidades) cuenta con un gestor/a5 territorial.

El ejercicio consiste en que el gestor/a, acompañado del/la 
analista de su zona, registra en un instrumento si cada práctica 
(descrita más atrás) ocurrió o no en los barrios o veredas de su 
jurisdicción durante el marco temporal de julio del 2014 a junio 
del 2015. En total son 247 barrios y 61 veredas, para una suma 
de 308 unidades de análisis.

El resultado obtenido es de doble dimensión. Una es cualitativa 
en el sentido que se verifica si determinados hechos violentos suce-
dieron en cierta zona, en cierto lapso y desde la perspectiva que tiene 
una persona en campo, pero no se indaga por la cantidad de veces 
que ocurrieron; la otra es cuantitativa y permite conocer en cuántos 
barrios y veredas ocurrieron esos hechos, pero no se verifican las 
cualidades de los acontecimientos ni se indaga por sus causas.

De manera ilustrativa en la tabla 2, se presenta la síntesis de resulta-
dos del ejercicio, ordenados de mayor a menor cantidad de ocurrencia, 
primero en toda la ciudad, luego en la zona urbana y en la rural:

5  Los gestores/as territoriales son el enlace entre la Secretaría de Seguridad y 
las comunidades. Integran los Comités Locales de Gobierno, instancias de 
coordinación encargadas de articular los planes de seguridad y convivencia, 
así como programas y proyectos trazados por la Administración Municipal en 
materia de orden público, Derechos Humanos y convivencia; además conocen 
los acontecimientos y contextos en materia de seguridad en todos los sectores 
y puntos críticos de su comuna o corregimiento.
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Tabla 2. Prácticas criminales en los 308 barrios y veredas 
de Medellín, julio del 2014 a junio del 2015, con cantidad y 

porcentaje de barrios y veredas donde ocurren

Práctica criminal

Toda la 
ciudad: 308 

barrios y 
veredas

Zona 
urbana:

247 barrios

Zona rural:

61 veredas

Cantidad % Cantidad % Cantidad %

Extorsiones a habitantes, 
comerciantes, transporta-
dores, etc.

247 80,2 207 83,8 28 45,9

Oferta de seguridad a 
través de vigilancia formal 
e informal

219 71,1 191 77,3 22 36,1

Uso de niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes 
por parte de grupos 
delincuenciales para la 
comisión de delitos

217 70,5 177 71,7 40 65,6

Violencia sicológica 207 67,2 163 66,0 40 65,6

Violencia física 193 62,7 156 63,2 39 63,9

Amenazas 192 62,3 153 61,9 44 72,1

Homicidios 182 59,1 153 61,9 30 49,2

Regulación y uso de espa-
cios públicos por parte de 
grupos armados ilegales

176 57,1 138 55,9 37 60,7

Oferta de justicia para la 
tramitación de conflictos 
intracomunitarios e intra-
familiares

165 53,6 134 54,3 38 62,3

Connivencia y cooptación 
de integrantes de la Fuer-
za Pública 

146 47,4 115 46,6 31 50,8

Violencia sexual 123 39,9 94 38,1 31 50,8

Reclutamiento ilícito 116 37,7 93 37,7 22 36,1
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Práctica criminal

Toda la 
ciudad: 308 

barrios y 
veredas

Zona 
urbana:

247 barrios

Zona rural:

61 veredas

Cantidad % Cantidad % Cantidad %

Debilitamiento/limitación/
cooptación de procesos 
organizativos: JAC, clubes 
deportivos, JAL, PP, etc.

110 35,7 93 37,7 14 23,0

Prohibición de hablar (ley 
del silencio)

100 32,5 78 31,6 26 42,6

Explotación sexual 99 32,1 78 31,6 17 27,9

Constreñimiento a la labor 
del Estado: contratistas de 
obras públicas, funciona-
rios públicos, proyectos 
oficiales, etc.

94 30,5 73 29,6 6 9,8

Despojo de viviendas y 
otros inmuebles / loteo 
ilegal

87 28,2 73 29,6 12 19,7

Discriminación a la pobla-
ción LGBTI

75 24,4 69 27,9 13 21,3

Castigos ejemplarizantes 73 23,7 37 15,0 1 1,6

Cooptación de las autori-
dades locales

71 23,1 45 18,2 29 47,5

Persecución de lideraz-
gos sociales para su 
reemplazo o cooptación

68 22,1 61 24,7 18 29,5

Desplazamiento forzado 55 17,9 42 17,0 34 55,7

Trata de personas 46 14,9 67 27,1 2 3,3

Tratos crueles e inhuma-
nos / Tortura

38 12,3 32 13,0 1 1,6

Imposición de horarios 
para la libre locomoción 
de la comunidad

24 7,8 22 8,9 16 26,2

Desaparición forzada 24 7,8 6 2,4 6 9,8

Fuente: elaborada por el SISC.
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Ahora bien, los datos anteriores manifiestan la distribución 
geográfica de la ocurrencia de esas prácticas. En términos globa-
les, la totalidad de la ciudad muestra las extorsiones a habitantes, 
comerciantes, transportadores, y la oferta de seguridad a través de 
vigilancia formal e informal como los flagelos más comunes en 
los barrios y veredas de la ciudad; y de otro lado, la imposición de 
horarios para la libre locomoción de la comunidad y la desaparición 
forzada como las prácticas que menos ocurren, por decirlo de 
alguna manera. Seguidamente, se contextualizan la cantidad y 
porcentaje de ocurrencia de algunas prácticas.

En primer lugar, salta a la vista la extorsión como la práctica 
más extendida y la principal manifestación del control territorial 
de las organizaciones criminales, vulnerando así el derecho a la 
libertad personal. Se puede observar que en el 80,2% del territo-
rio se padece este flagelo; solo en los corregimientos de Palmitas 
y Santa Elena no se reporta. Luego, la oferta de seguridad a través 
de vigilancia formal e informal, que generalmente acompaña a 
la extorsión y que representa una vulneración del derecho a la 
seguridad personal, es la segunda problemática en ocurrencia por 
sectores, en un 71,1% de la ciudad; el corregimiento de Palmitas 
es el único lugar donde no se registra.

La utilización de niños, niñas, adolescentes y jóvenes por parte de 
grupos delincuenciales para la comisión de delitos tiene historia en 
Medellín y se registra en el 70,5% de barrios y veredas. Es una 
práctica bastante recurrente que se configura como una violación 
reiterada del derecho a la libertad personal, dado que muchos niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes son forzados a cumplir diversos roles 
para las organizaciones criminales, como distribución de drogas 
ilícitas, informantes, vigilancia, transporte de armas, cobros de 
extorsiones, explotación sexual, trata de personas, entre otros; ade-
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más, por la edad en que algunos/as se encuentran les resulta más 
fácil evadir controles de la Fuerza Pública y otras instituciones. En 
Palmitas no se reporta esta práctica.

Por otra parte, las violencias psicológica y física, así como las 
amenazas están al orden del día en vastos sectores, restringiendo 
el derecho humano a la integridad personal. Estas prácticas se 
presentan, respectivamente, en el 67,2%, 62,7% y 62,3% de 
los barrios y veredas de la ciudad y son una expresión de los 
dominios y controles territoriales ilegales. Los únicos sectores 
exentos de amenazas y violencia física son las comunas El Po-
blado, Laureles-Estadio y el corregimiento Palmitas; así mismo, 
Laureles-Estadio no presenta violencia psicológica.

Entre tanto, la connivencia y cooptación de integrantes de la 
Fuerza Pública (en el 47,4%) y la cooptación de autoridades locales 
(23,1%) se suman a la complejidad de la seguridad en Medellín y 
dejan en entredicho el derecho a la seguridad personal. Infortuna-
damente, estas prácticas no son nuevas ni excepcionales, poniendo 
en evidencia el alto poder de corrupción que alcanzan las organi-
zaciones o empresas criminales que detentan poder ilegal no solo 
en Medellín, sino también en los municipios vecinos y en regiones 
del departamento, con el resultado final de un debilitamiento 
notable de la credibilidad y legitimidad de las entidades oficiales.

Prácticas como el despojo de viviendas (28,2%), el constre-
ñimiento a la labor del Estado (30,5%), la regulación y uso de 
espacios públicos (57,1%) y la oferta de justicia para la tramita-
ción de conflictos intracomunitarios e intrafamiliares (53,6%) 
ponen al crimen organizado como referentes de ordenamiento 
territorial y emblemas de una justicia cercana y eficaz para la 
población, aumentando el riesgo a la vulneración del derecho a 
la seguridad personal.
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A su vez, el derecho a la libertad de asociación, reunión y ex-
presión se encuentra en riesgo para las comunidades en distintos 
sectores. Este derecho se ve vulnerado a partir de prácticas como 
persecución de liderazgos sociales (22,1%) y el debilitamiento 
y cooptación de procesos organizativos comunitarios (35,7%), 
entre otros, pero también deriva en otras formas de violencia 
como amenazas, desplazamiento forzado y homicidios. Y el 
derecho a la libertad de residencia y de circulación se observa vul-
nerado mediante prácticas como el desplazamiento forzado (en 
el 17,9%) y la imposición de horarios para la libre circulación de 
la comunidad (7,8%).

Desde una mirada comparativa de la generalidad de ciudad 
con respecto a la zona rural y a la urbana, la zona urbana es un 
reflejo de las prácticas criminales que ocurren en Medellín, puesto 
que las cantidades y porcentajes son cercanos y conservan casi el 
mismo orden en cantidad de acontecimientos, lo cual es deducible 
en el sentido de que lo urbano contiene el 80,2% de las unidades 
de análisis, por lo tanto marca la tendencia en la totalidad de la 
ciudad, mientras que la zona rural tiene el porcentaje restante.

Así las cosas, el área rural de Medellín muestra un orden 
distinto en cantidad de hechos violentos (gráfico 1), de modo 
que las amenazas ascienden al primer lugar —con el 72,1%— y 
le siguen, solo por nombrar algunas prácticas, la violencia psi-
cológica (65,6%); el uso de niños, niñas, adolescentes y jóvenes por 
parte de grupos delincuenciales para la comisión de delitos (65,6%); 
la violencia física (63,9%); la oferta de justicia para la tramitación 
de conflictos intracomunitarios e intrafamiliares (62,3%). Una 
práctica violenta como la extorsión, que en la zona urbana es 
altamente significativa, en estas áreas rurales es la novena, y 
ocurre en el 45,9% de las veredas.
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Gráfico 1. Prácticas criminales en barrios y veredas, julio del 
2014 a junio del 2015

0 50 100 150 200 250 300 

Extorsiones a habitantes, comerciantes, transportadores, etc. 

Oferta de seguridad a través de vigilancia formal e informal 

Uso de NNAJ por parte de grupos delincuenciales para la comisión de delitos 

Violencia psicológica 

Violencia física 

Amenazas 

Homicidios 

Regulación y uso de espacios públicos por parte de grupos armados ilegales 

Oferta de justicia para la tramitación de conflictos intracomunitarios e intrafamiliares 

Connivencia y cooptación de integrantes de la Fuerza Pública  

Violencia sexual 

Reclutamiento ilícito 

Debilitamiento/limitación/cooptación de procesos organizativos: 
JAC, clubes deportivos, JAL; PP, etc. 

Prohibición de hablar - Ley del silencio 

Explotación sexual 

Constreñimiento a la labor del Estado: contratistas de obras 
públicas, funcionarios públicos, proyectos oficiales, etc. 

Despojo de viviendas y otros inmuebles / loteo ilegal 

Discriminación a la población LGBTI 

Castigos ejemplarizantes 

Cooptación de las autoridades locales 

Persecución de liderazgos sociales para su reemplazo o cooptación 

Desplazamiento forzado 

Trata de personas 

Tratos crueles e inhumanos / Tortura 

Imposición de horarios para la libre locomoción de la comunidad 

Desaparición forzada 

247 

219 

217 

207 

193 

192 

182 

176 

165 

146 

123 

116 

110 

100 

99 

94 

87 

75 

73 

71 

68 

55 

46 

38 

24 

24 

Fuente: elaborado por el SISC.

En términos particulares, de las 21 comunas y corregimientos 
de Medellín, fue en el corregimiento de Palmitas donde se repor-
tó la menor ocurrencia de estas prácticas durante el periodo de 
referencia, ya que en sus veredas solo se registró la práctica del 
homicidio6. En orden de menor a mayor ocurrencia se mencio-

6  En este corregimiento, entre enero del 2014 y septiembre del 2015 solo se 
presentó un homicidio.
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nan otros tres sectores: El Poblado (9 prácticas), Laureles-Estadio 
(13) y Santa Elena (14). En sentido contrario, donde se presentó 
la mayor cantidad de prácticas fue en Aranjuez (25), seguido de 
Villa Hermosa con 24, luego Castilla, Doce de Octubre, Ro-
bledo, La Candelaria y San Antonio de Prado con 23 cada uno.

Gráfico 2. Cantidad de prácticas ocurridas por comuna y 
corregimiento, julio del 2014 a junio del 2015
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Fuente: elaborado por el SISC.

A nivel microterritorial, de barrios y veredas, los principales 
lugares donde ocurren prácticas criminales son el barrio Moravia 
en la comuna Aranjuez, donde se reportan 24 de las 26 prácticas; 
los barrios La Esperanza y San Martín de Porres (comuna Doce 
de Octubre) y el área urbana del corregimiento San Antonio 
de Prado con 22 prácticas cada lugar; los barrios Bello Oriente 
(comuna Manrique), El Rincón (comuna Belén) y el Área de 
expansión del corregimiento San Antonio de Prado con 21 prác-
ticas; y con 20 prácticas, los barrios Versalles # 1, Versalles # 2, 
La Cruz y María Cano-Carambolas (comuna Manrique), Villa 
Tina y La Sierra (comuna Villa Hermosa), Corazón de Jesús 
(comuna La Candelaria), La Hondonada (comuna Belén) y la 
vereda Pajarito (corregimiento San Cristóbal).
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En los siguientes mapas temáticos (1 a 6) se muestra la dis-
tribución geográfica de la violación de cada Derecho Humano 
considerado en este estudio, según el número de prácticas crimi-
nales verificadas en los barrios y veredas (ver tabla 1).

Mapa 1. Violación del derecho a la integridad personal
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Prácticas criminales que violan el derecho a la integridad personal

Julio 2014 - Junio 2015
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Comuna Barrio

La violación de este derecho comprende 5 prácticas criminales.

SECRETARÍA DE SEGURIDAD
2015

Fuente: elaborado por el SISC.
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Estas prácticas de violación del derecho a la integridad perso-
nal se presentan frecuentemente en la ciudad, sin embargo en 
la comuna 14 (El Poblado) y el corregimiento de Palmitas no se 
observan en el periodo julio del 2014 a junio del 2015.

Mapa 2. Violación del derecho a la libertad personal
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La violación de este derecho comprende 6 prácticas criminales.
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2015

Fuente: elaborado por el SISC.
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La violación del derecho a la libertad personal, que ocurre prin-
cipalmente a partir de prácticas criminales como la extorsión y el 
uso de niños, niñas, adolescentes y jóvenes por parte de grupos delin-
cuenciales para la comisión de delitos, es una amplia problemática 
en la ciudad, solo en el corregimiento de Palmitas no se reporta.

Mapa 3. Violación del derecho a la seguridad personal
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El derecho a la seguridad personal, transgredido con mayor 
frecuencia con prácticas como la oferta de seguridad a través de 
vigilancia formal e informal y la regulación y uso de espacios públicos 
por parte de grupos armados ilegales, refleja mayor afectación en las 
zonas occidental y noroccidental de la ciudad. En el corregimiento 
de Palmitas tampoco se reporta la vulneración de este derecho.

Mapa 4. Violación del derecho a la vida
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Prácticas criminales que violan el derecho a la vida
Julio 2014 - Junio 2015
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La violación de este derecho comprende 2 prácticas criminales.
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Fuente: elaborado por el SISC.
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Con prácticas como los homicidios y las amenazas, la violacion 
del derecho a la vida ocurre en todas las comunas y corregimien-
tos de Medellín. De manera general se aprecia que las zonas 
occidental, noroccindental y central de la ciudad son las más 
aefctadas por esos flagelos.

Mapa 5. Violación del derecho a la libertad de asociación, 
reunión y expresión
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Prácticas criminales que violan el derecho a la libertad de 

asociación, reunión y expresión Julio 2014 - Junio 2015
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Fuente: elaborado por el SISC.
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El debilitamiento de procesos organizativos, así como la prohibi-
ción de hablar, entre otras prácticas, le significan a la población la 
violación del derecho a la libertad de asociación, reunión y expresión. 
En la comuna 14 (El Poblado) se observa poca ocurrencia de esas 
prácticas, mientras que en el corregimiento de Palmitas no ocurren.

Mapa 6. Violación del derecho a la libertad de residencia y de 
circulación
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Entre los seis derechos estudiados, la violación del derecho a la 
libertad de residencia y de circulación es el de menor afectación. 
Este no se registra en las comunas 1 (Popular), 3 (Manrique), 9 
(Buenos Aires) y en el corregimiento de Palmitas.

Priorización de aplicación de medidas por 
derecho humano vulnerado usando el método 

de proceso analítico jerárquico, AHP, con 

consulta a expertos/as

El proceso analítico jerárquico (analytic hierarchy process, 
AHP) es una metodología para abordar la toma de decisiones 
con apoyo cuantitativo. Está diseñado para estructurar, medir 
y sintetizar cuando se tienen que evaluar alternativas, que a su 
vez tienen en consideración múltiples criterios, tomando como 
insumo la experiencia y el conocimiento de personas expertas.

Para hacer más asertiva la toma de decisiones, este instrumento 
busca “eliminar las conjeturas improvisadas, el pensamiento no 
explicado, injustificado e intuitivo que en ocasiones acompaña a la 
mayoría de las decisiones que se toman con respecto a problemas 
complejos” (Martínez, 2007, p. 525). Se implementa en campos 
tan variados como la economía, la administración, la política, las 
ingenierías, así como en distintos niveles operativos, tácticos y 
estratégicos para apoyar elecciones ante situaciones con múltiples 
opciones que compiten fuertemente en importancia entre sí, lo que 
acrecienta su relevancia y complejidad (Besciu, 2014; Evi, 2013; 
Lee y Walsh, 2011; Saaty y Shang, 2011; Dolan, 2008).

Del mismo modo, el método AHP “permite mediante un 
modelo jerárquico, organizar la información de un problema de 
manera eficiente, descomponerla y analizarla por partes, para 
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finalmente visualizar los efectos de cambios en los niveles de 
decisión con base en los criterios elegidos por el investigador” 
(Fernández, 2011, p. 46).

Las principales ventajas de esta metodología son una fuerte 
base matemática, el desglose y análisis de un problema por par-
tes, permite criterios, tanto cualitativos como cuantitativos bajo 
la misma escala, genera consenso cuando se tienen en conside-
ración diferentes grupos de interés y, además, se puede validar 
la consistencia de las respuestas, entre otras (Saaty, 1986; De 
Montis et al, 2004). A este respecto es pertinente señalar que 
quien toma las decisiones, proporciona evaluaciones subjetivas 
sobre las que se realizan análisis objetivos, que equivale a poner 
en diálogo las perspectivas cualitativas y cuantitativas en la toma 
de decisiones o en la investigación.

En el apartado anterior se identificaron unas prácticas cri-
minales que ocurren con mayor regularidad en la ciudad; se 
mencionan en presente, toda vez que continúan dándose, unas 
en mayor grado que otras y en lugares heterogéneos del territorio; 
de manera similar, se reconocieron unos derechos fundamentales 
vulnerados, y, por otra parte, unas medidas para aplicar, con el 
propósito de reducir la ocurrencia de esas prácticas. Con base en 
el modelo AHP se encontró el peso de importancia relativa de las 
medidas para afrontar las vulneraciones para cada uno de los de-
rechos. Conforme al objetivo planteado en esta investigación, el 
mapa jerárquico solo tiene un nivel en el cual el objetivo general 
consiste en identificar cuáles son las medidas más pertinentes pa-
ra evitar la vulneración de los Derechos Humanos considerados.

En cuanto a la aplicación de la metodología, se diseñó un 
instrumento tipo encuesta con preguntas de opción múltiple, 
en la cual los expertos ingresaron, uno a uno, sus juicios sobre la 
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importancia relativa de cada medida con respecto a otra asociada 
al mismo derecho. Este instrumento tiene en consideración los 
seis derechos que se evalúan por separado. El objetivo de este 
es construir la matriz propuesta por Saaty (1977) a partir de 
comparaciones pareadas. Estas comparaciones se expresan en 
forma numérica según una escala de equivalencia propuesta 
por Saaty (ver tabla 3) y reflejan la importancia relativa de una 
medida frente a otra.

Para comprender mejor, las preguntas que responden los 
expertos/as siguen un diseño estándar, con un enunciado del 
tipo: “A es respecto a B”, donde A y B son dos medidas puestas 
a consideración de las personas para evitar la vulneración de 
un derecho dado. Luego, a renglón seguido se compara cada 
pareja de medidas en función de su importancia relativa, dando 
como resultado diez parejas a cotejar en cada uno de los derechos 
vulnerados, como lo ilustra este ejemplo: “Cualificación de la 
administración de  justicia y  policía ES RESPECTO A Fortale-
cimiento de  procesos de  planeación local de  la  seguridad”, y se 
elige una de las opciones según la tabla 3:

Tabla 3. Escala de comparaciones entre parejas de criterios 
del AHP

Escala numérica Escala verbal

1 Ambos criterios son de igual importancia

3 Débil o moderada importancia de uno sobre el otro

5 Importancia esencial o fuerte de un criterio sobre otro

7 Importancia demostrada de un criterio sobre otro

9 Importancia absoluta de un criterio sobre otro

2, 4, 6, 8 Valores intermedios entre dos juicios adyacentes

Fuente: elaborada por el SISC.



162    Territorio, crimen, comunidad

En este ejercicio, los expertos/as son dieciséis personas con 
amplio conocimiento y estudio de temas asociados al conflicto 
armado y a la situación de Derechos Humanos en Medellín. 
Entre ellos/as hay asesores/as de instituciones oficiales en materia 
de seguridad, funcionarios/as y exfuncionarios/as del Ministerio 
Público, periodistas, investigadores/as de Derechos Humanos 
de instituciones públicas y de ONG, exintegrantes de la Fuerza 
Pública, asesores/as de organismos internacionales con asien-
to en Medellín, funcionarios/as de la Alcaldía de Medellín y 
académicos/as de universidades locales e internacionales, tanto 
públicas como privadas.

Una vez los expertos diligencian el instrumento, se procede 
a construir la matriz de comparaciones pareadas. Sea la matriz 
de comparaciones pareadas de alternativas, donde representa la 
preferencia en valor numérico de la medida con respecto a la 
medida. Cuando el valor de sería igual a pues se estaría com-
parando la importancia de la medida con respecto a sí misma. 
Dicha matriz se fundamenta en los axiomas de comparación 
recíproca, homogeneidad, dependencia y consistencia7.

Una vez se tiene la matriz de comparaciones pareadas, se 
procede a calcular la prioridad de cada una de las medidas. A este 
proceso se lo denomina sintetización y, en este caso, se usa una 
aproximación de o vector propio (eigenvector). El procedimiento 
para calcular este vector propio se lleva a cabo en dos etapas: 

7  Si se quiere ampliar información, remítase a Saaty (1977).
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primero se calcula la raíz enésima de la productoria de cada 
una de las filas de la matriz (ver ecuación 1) y por último se 
normalizan los resultados del vector propio (ver ecuación 2), lo 
que equivale a decir que la suma de todos los componentes del 
vector propio debe ser igual a.

Ecuación 1

Ecuación 2

Dado que el instrumento se aplicó a un conjunto amplio de 
expertos, para la sintetización de la importancia relativa de las 
medidas para cada uno de los derechos se procedió a calcular 
la media geométrica entre los elementos de cada fila de los vec-
tores propios resultantes por expertos y por último normalizar 
de nuevo los resultados. En síntesis, mientras más grande sea el 
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valor de una medida dentro de un derecho, mayor relevancia 
tiene como medida sugerida para limitar la vulneración de un 
derecho dado, como se aprecia en la tabla 4:

Tabla 4. Ponderación de medidas por consulta a expertos.

Integridad personal

Derecho a la…
Prio-

ridad 
prome-

dio

Libertad 

perso-
nal

Seguri-

dad per-
sonal

Vida

Libertad 

de aso-

ciación, 
reunión y 

expresión

Libertad 

de resi-

dencia y 
de circu-

lación

M
ed

id
as

Cualificación 
efectiva de la 
administración 
de justicia y la 
policía

33,70% 35,10% 37,80% 31,40% 23,90% 33,70% 32,60%

Estrategias de 
prevención de 
violencias a 
nivel poblacio-
nal y barrial

30,10% 24,30% 18,80% 27,10% 32,50% 30,10% 27,20%

Fortalecimiento 
de procesos de 
planeación local 
de seguridad

17,20% 18,60% 20,00% 15,90% 23,90% 17,20% 18,90%

Fortalecimiento 
del programa 
de cuadrantes 
en comunas y 
corregimientos

8,60% 11,00% 10,20% 10,90% 9,30% 8,60% 9,80%

Prohibición del 
porte de armas 
y programas de 
desarme 

10,10% 10,70% 12,90% 14,40% 10,20% 10,10% 11,50%

Totales 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100%

Fuente: elaborada por el SISC.

Como resultado global, la Cualificación efectiva de la 

administración de justicia y la policía es la medida que los 
expertos señalan con mayor fuerza para evitar la vulneración de 
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los Derechos Humanos descritos, alcanzando un porcentaje de 
participación del 32,6%. En ese orden de prioridades, continúa 
la medida de las Estrategias de prevención de violencias a 

nivel poblacional y barrial, con el 27,2%; le sigue el For-

talecimiento de procesos de planeación local de seguridad, 
con el 18,9%; a continuación está la Prohibición del porte de 

armas y programas de desarme, con el 11,5%; y en último en 
grado de importancia está el Fortalecimiento del programa 

de cuadrantes en comunas y corregimientos, con el 9,8% de 
participación.

De manera específica, hay tres derechos que cuentan con el 
mismo orden de priorización de medidas para prevenir su vul-
neración, ellos son el Derecho a la integridad personal, el Derecho 
a la vida y el Derecho a la libertad de residencia y de circulación. 
Las medidas se sugieren en el siguiente orden:

• Cualificación efectiva de la administración de justicia y la 
policía.

• Estrategias de prevención de violencias a nivel poblacional y 
barrial.

• Fortalecimiento de procesos de planeación local de seguridad.

• Prohibición del porte de armas y programas de desarme.

• Fortalecimiento del programa de cuadrantes en comunas y 
corregimientos.

Para evitar que continúe la vulneración del Derecho a la li-
bertad personal, la priorización de medidas se presenta de modo 
bastante similar a los derechos anteriores, pero con la salvedad 
de que se invierten las dos últimas medidas. Esta es la serie 
resultante:
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• Cualificación efectiva de la administración de justicia y la 
policía.

• Estrategias de prevención de violencias a nivel poblacional y 
barrial.

• Fortalecimiento de procesos de planeación local de seguridad.

• Fortalecimiento del programa de cuadrantes en comunas y 
corregimientos.

• Prohibición del porte de armas y programas de desarme.

En lo referente a la vulneración del Derecho a la seguridad 
personal, los expertos/as recomiendan la priorización de las me-
didas de esta manera:

• Cualificación efectiva de la administración de justicia y la 
policía.

• Fortalecimiento de procesos de planeación local de seguridad.

• Estrategias de prevención de violencias a nivel poblacional y 
barrial.

• Prohibición del porte de armas y programas de desarme.

• Fortalecimiento del programa de cuadrantes en comunas y 
corregimientos.

Por último, para prevenir la violación del Derecho a la libertad 
de asociación, reunión y expresión, los expertos/as notifican que 
las medidas se deben priorizar como se lista a continuación:

• Estrategias de prevención de violencias a nivel poblacional y 
barrial.

• Fortalecimiento de procesos de planeación local de seguridad.

• Cualificación efectiva de la administración de justicia y la 
policía.
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• Prohibición del porte de armas y programas de desarme.

• Fortalecimiento del programa de cuadrantes en comunas y 
corregimientos.

La ponderación de las medidas por consulta a expertos permite 
observar cierta importancia relativa en su priorización. En con-
secuencia, la Cualificación efectiva de la administración de justicia 
y la policía es tan importante para los expertos, que se configura 
como la primera medida a implementar en cinco de seis derechos 
(Integridad personal, Libertad personal, Seguridad personal, Vida 
y Libertad de residencia y de circulación), y en el derecho restan-
te —Libertad de asociación, reunión y expresión— es la segunda 
medida en importancia, de manera que cuando esta medida es 
menos importante, se ubica en un segundo lugar de preferencia.

Ahora, Estrategias de prevención de violencias a nivel poblacio-
nal y barrial es la primera medida en prelación para el derecho 
a la Libertad de asociación, reunión y expresión; es la segunda en 
importancia para los derechos a la Integridad personal, Libertad 
personal, Vida y Libertad de residencia y de circulación, y es la 
tercera en la escala de consideración para el derecho a la Segu-
ridad personal.

El Fortalecimiento de procesos de planeación local de seguri-
dad tiene una importancia entre mediana y alta, dado que es 
la segunda medida en representatividad para los derechos a la 
Seguridad personal y la Libertad de asociación, reunión y expresión. 
Así mismo, es la tercera medida que se elige para los derechos 
a la Integridad personal, Libertad personal, Vida y Libertad de 
residencia y de circulación.

Por otra parte, la Prohibición del porte de armas y programas 
de desarme es la cuarta medida en importancia para los dere-
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chos a la Integridad personal, Seguridad personal, Vida, Libertad 
de asociación, reunión y expresión y Libertad de residencia y de 
circulación; y es la última medida en valor para el derecho a la 
Libertad personal.

La medida del Fortalecimiento del programa de cuadrantes en 
comunas y corregimientos es la menos importante de todas, ya que 
aplica en la última posición para los derechos a la Libertad personal, 
Seguridad personal, Vida, Libertad de asociación, reunión y expre-
sión y Libertad de residencia y de circulación. Además, es la cuarta 
medida en ponderación para el derecho a la Libertad personal.

Es claro e indiscutible que evitar la continua violación de 
Derechos Humanos en Medellín es una necesidad apremiante, 
la priorización de medidas nos enseña un camino para orientar 
esta labor.

¿Qué correlación podría existir entre la 

concentración de los homicidios y el número 
de prácticas criminales por Derecho violado?

La literatura sugiere que la práctica del homicidio gene-
ralmente coincide con un conjunto amplio de otras prácticas 
criminales que vulneran diversos Derechos Humanos (OSHM, 
2012). Es posible abordar esta hipótesis para Medellín usando 
la información disponible sobre áreas de concentración histórica 
de homicidios y verificación de prácticas criminales. Para ello, 
se propone el cálculo de la correlación entre dos variables: una, 
la pertenencia a los once polígonos donde se concentran los 
homicidios, identificados desde el comienzo de este libro; y, la 
otra, el número de prácticas criminales por Derecho Humano 
violado. Se estiman, entonces, seis índices de correlación, uno 
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por cada Derecho, y se construyen variables cuya unidad básica 
de observación es el barrio o vereda.

El método de correlación biserial puntual es el más indicado 
en este caso por las características de los datos que se consideran 
(Agresti, 2010)8. En efecto, aquí se pretende relacionar una va-
riable de puntuaciones regulares numéricas, la suma de prácticas 
criminales por Derecho y una variable dicotómica que indica la 
pertenencia, o no, del barrio a los polígonos de concentración 
de homicidios.

Estos cálculos permiten determinar la dirección y fuerza del 
vínculo entre parejas de variables que se consideran teóricamente 
relevantes y relacionadas. Los coeficientes oscilan entre -1 y 1, 
de tal modo que el signo indica la dirección, mientras el valor 
absoluto es más alto en la medida en que la relación es más 
estrecha. A su vez, esta relación se puede validar estadísticamente 
mediante un test de hipótesis t.

Los resultados empíricos coinciden con la teoría y, en con-
secuencia, el plan de medidas para evitar la recurrencia de la 
violación de los Derechos Humanos considerados aquí debería 
establecer algún esquema de tratamiento diferenciado para los 
once polígonos. La tabla 5 presenta los resultados de las corre-

8  El coeficiente biserial puntual de correlación entre una variable dicotómica di y 
otra categórica ordinal xi está definido como:

 donde n es el tamaño muestral total, la desviación estándar viene dada por 

 y son los tamaños de las submuestras 
cuando y di = 0 y di = 1, respectivamente, y M0 y M1 y los promedios de xi 

cuando y di = 0 y di = 1, cada uno
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laciones para cada uno de los Derechos. Precisamente, existe 
una relación positiva entre la concentración de los homicidios 
y el número de prácticas criminales por Derecho violado. Con 
excepción del Derecho a la libertad de residencia y circulación, 
todos los resultados son estadísticamente significativos con un 
99% de confianza.

Tabla 5. Coeficiente de correlación biserial puntual entre 
el número de prácticas criminales y la pertenencia a los 
polígonos de concentración de homicidios por Derecho 

Humano violado.

Derechos humanos violados

Integridad 
personal

Libertad 
personal

Seguridad 
personal

Vida

Libertad de 
asociación, 
reunión y 
expresión

Libertad de 
residencia 

y de 
circulación

0.2755*** 0.3141*** 0.2873*** 0.1973*** 0.2233*** 0.0851

Nota: Ho: Coeficiente de correlación=0. *p-valor<0.10, **p-valor<0.05, ***p-valor<0.01.

Fuente: SISC, 2015

Discusión

En Medellín persisten violencias que son multicausales y que 
en su trasegar histórico se han potenciado por distintos motivos, 
principalmente con la urbanización del conflicto armado, la 
pobreza económica, la exclusión social y el narcotráfico, que en 
conjunto hacen parte de un caldo de cultivo para la mutación 
permanente de las formas de violencia y transgresión de los 
Derechos Humanos.

Es por ello que la comisión de homicidios alcanza una po-
sicion nodal en estos escenarios. En este sentido, las Garantías 
de No Repetición, sobre todo en un ambiente tan complejo y 
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fragmentado como Medellín, y con una tradición histórica de 
conflicto y violencias, requieren de un trabajo permanente que 
logre implementar las medidas sugeridas con el objetivo de ha-
cerlas sostenibles en el tiempo.

Para acercarnos a un contexto de No Repetición, las medi-
das aludidas en este estudio son solo algunas entre tantas que 
actualmente requiere la ciudad. Por consiguiente, es necesario 
operativizarlas mediante ejercicios de planeación estratégica en 
los que se tomen decisiones de disposición de recursos a partir de 
las prioridades encontradas, así como identificar planes, progra-
mas y proyectos que articulen estas medidas a los niveles locales 
de la ciudad. Con ello se propicia una sinergia para avanzar 
en la prevención de las violencias, la reparación de los daños 
ocasionados y la construcción de la paz en el territorio.

Como un resultado de este ejercicio, la verificación de las 
prácticas criminales en la ciudad a partir de un equipo de trabajo 
en territorio muestra una zonificación de las violencias que desde 
otras perspectivas y con otros recursos generan distintos resul-
tados, resaltando que cada enfoque, método y herramienta para 
este tipo de análisis contienen fortalezas y aciertos que deben 
potenciarse.

En particular, este ejercicio permite obtener una información 
que por otros métodos no es posible o presenta limitaciones. 
Así, a manera de ejemplo, si bien la extorsión presenta pocas 
denuncias formales y es sabido que ocurre ampliamente en la 
ciudad, al indagar por los sitios concretos donde sucede, con 
esta investigación es posible rastrear claramente en qué barrios 
y veredas se vive bajo el asedio de la extorsión, un delito que 
impacta amplios territorios de la ciudad.
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A lo anterior se puede agregar que la oferta de seguridad por 
parte de actores ilegales da cuenta del fuerte dominio territorial 
y sirve de sustento para la extorsión. De manera conjunta, la uti-
lización de niños, niñas y adolescentes por parte de estos actores 
para cometer delitos hace aún más espinoso el panorama de esas 
prácticas. A todo ello, se suma otra problemática que conlleva 
a la violencia sicológica, la violencia física y las amenazas que 
recurrentemente se reflejan en los homicidios, que en general 
ocasionan el mayor daño para las personas y para la ciudad.

En esa misma línea, las prácticas como la connivencia y coop-
tación de integrantes de la Fuerza Pública y la cooptación de auto-
ridades locales no solo erosionan la confianza de las comunidades 
hacia estas entidades, sino también laceran la credibilidad y la 
legitimidad del Estado. Es por eso que eliminar esas prácticas 
resultará esencial para que la comunidad denuncie hechos de-
lictivos, coopere con el Estado, y los cuerpos de seguridad y 
justicia actúen con mayor certeza, ya que en la ponderación de 
las medidas planteadas, el fortalecimiento de la administración 
de justicia y la policía es el más prioritario.

En las prácticas criminales se distingue un hilo conductor en 
las formas de control social y político, el económico y el territo-
rial, que se evidencia en las estrategias de los actores ilegales en la 
ciudad para la obtención de rentas criminales, la utilización o la 
manipulación de la población más vulnerable, el ejercicio de la in-
timidación a la población y a procesos organizativos comunitarios, 
la limitación de la acción estatal y la prestación de una seguridad 
basada en la violencia, es decir, una protección violenta.

De manera particular, la identificación de las 26 prácticas 
criminales y la zonificación de los hechos violentos a nivel de 
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comunas y corregimientos señalan que solo en tres sectores se 
presenta menos de la mitad de las prácticas: Palmitas, El Pobla-
do y Laureles-Estadio, mientras que en el resto de la ciudad se 
coexiste en un contexto de numerosas formas de vulneración de 
Derechos Humanos.

La puesta en marcha de un Plan de Garantías de No Re-
petición aporta otros puntos de vista, métodos y técnicas para 
comprender, interpretar y actuar sobre las prácticas criminales, 
y uno de sus retos es la implementación de medidas de manera 
decidida y perdurable.

Por otra parte, las medidas ponderadas en este estudio apun-
tan a las causas y problemas estructurales de las victimizaciones 
y, en general, de la violencia que padecen las comunidades más 
vulnerables. Para ello, la jerarquización de esas medidas muestra 
tres grados de importancia.

En primer grado, está el fortalecimiento y cualificación de la 
justicia y la policía, de manera que sean más efectivas, prácticas 
y expeditas en sus actuaciones, pues en el contexto de Garantías 
de No Repetición, estos son actores cardinales para la prevención 
de violaciones de Derechos Humanos. En segundo grado, está 
la prevención de las violencias desde los niveles poblacionales y 
barriales, así como la planeación de la seguridad en la ciudad 
desde las particularidades de cada territorio, considerando las 
problemáticas y acciones propias para cada territorio. Y en el ter-
cer grado, están las estrategias de contención de la criminalidad 
que se basan en planes de desarme y vigilancia policial.

Finalmente, como producto de la consulta a expertos/as, 
emerge una línea conductora de medidas priorizadas para pre-
venir las violaciones a los Derechos Humanos en la ciudad, la 
cual es justicia, vigilancia y sociedad civil.
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Según las cifras oficiales, entre los años 2003 y 2013 se come-
tieron un total de 14.629 homicidios en Medellín (SISC, 2015), 
con una tasa máxima de 94,33 en el 2009 y una mínima de 
34,04 en el 2007 (Giraldo & Preciado, 2015), lo cual denota 
un fenómeno de grandes proporciones y, sobre todo, de grandes 
variaciones. Sin embargo, las tasas máxima y mínima no dan 
cuenta del cambio intertemporal, es decir, no son suficientes 
para conocer las especificidades del homicidio ni para responder 
preguntas sobre su dimensión espacial o su comportamiento en 
el tiempo. Es necesario, por tanto, cuantificar, describir y medir 
el fenómeno del homicidio para establecer su magnitud, alcance 
e impacto en los niveles de seguridad de la ciudad.

En el presente capítulo se realiza un análisis cuantitativo del 
comportamiento del homicidio en Medellín durante el periodo 
2003-2013. Para ello, se examina su concentración en 11 polígo-
nos y se compara con las cifras del resto de la ciudad. Así mismo, 
se describen las variaciones espacio-temporales del fenómeno, sus 
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modalidades en los diferentes tipos de polígono y la composición 
etaria de las víctimas. Posteriormente, se propone una validación 
empírica de las hipótesis que asocian la pobreza y la teoría ecológi-
ca del delito con el homicidio, señalando su alcance como marco 
explicativo en los polígonos. En última instancia se enuncian las 
conclusiones y recomendaciones del capítulo.

1) Los polígonos del homicidio

El término polígono hace referencia a 11 zonas de la ciudad 
en donde el homicidio tiende a concentrarse. En efecto, en el 
equivalente al 10,6% del suelo urbano de la ciudad (11,78 km2) 
se concentra en promedio el 32% (4.743) del total de homicidios 
registrados en Medellín durante el periodo 2003-2013. Como 
evidencia la tabla 1, no todos los polígonos tienen un área simi-
lar; algunos son más grandes que otros, pero todos muestran una 
alta densidad en el homicidio.

Tabla 1. Área de los polígonos.

Área del Polígono

Polígono Km2

1 0,23

2 0,21

3 0,68

4 0,94

5 1,98

6 1,23

7 0,54

8 0,15

9 1,93

10 1,04

11 2,84
Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).
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Además de las diferencias en cuanto a la extensión de los 
11 polígonos, existen grandes disparidades en relación con la 
participación de cada uno en el total de homicidios de la ciudad y 
en el total de homicidios reportados al interior del área agregada 
de todos los polígonos. En cuanto al primer aspecto (gráfico 1), 
el polígono 11 concentra el 7,3% (1.073) de los asesinatos de la 
ciudad; seguido del polígono 5 con el 7,1% (1.033); mientras que 
los polígonos 8 y 2 son los que menos contribuyen, con el 0,4% 
y 0,5%, respectivamente. En lo relacionado con el agregado de 
polígonos, el 11 y el 5 concentran el 23% y el 22%, mientras que 
el 8 y el 2 registran solo el 1% y el 2% del total.

Gráfico 1. Participación de los polígonos en el total de 
homicidios de Medellín, 2003-2013.
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

Como se muestra en el gráfico 2, en relación con el compor-
tamiento del homicidio en Medellín durante el periodo 2003-
2013, se identifican cuatro momentos:

1. Entre el 2003 y 2005 se observa un descenso en la curva de 
homicidios, expresado en una reducción del 61%.
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2. Para el periodo 2005-2007, la variable presenta un compor-
tamiento con pocas variaciones.

3. Del 2007 al 2009, los homicidios se incrementan en un 
183%.

4. Entre el 2009 y 2013, los homicidios decrecen en un 58%.

El tercer momento obedece al periodo de confrontación entre 
las bandas de alias Valenciano y alias Sebastián, situación que 
intensifica la violencia homicida en la ciudad y en los polígonos. 
Sin embargo, en estos últimos la coyuntura perdura hasta el 
2010, un año más que en el resto de la ciudad, debido a que los 
enfrentamientos se producen principalmente al interior de los 
polígonos.

Gráfico 2. Comportamiento de los homicidios en Medellín, 
Medellín sin polígonos y polígonos agregados, 2003 a 2013.
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

De igual manera, el análisis de los polígonos muestra un 
incremento en la concentración del homicidio entre el 2003 y 
2013, lo que representa una mayor participación de estos en el 
total de Medellín. El gráfico 3 lo ilustra con claridad: pasa de un 
25,3% del total de homicidios de la ciudad en el 2003 a 38,7% 
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en el 2010, año de mayor concentración, para luego descender 
a 32,2% en el 2013. Lo anterior señala que si bien el compor-
tamiento del homicidio en los polígonos sigue la tendencia de 
la ciudad, existen ciertas variables que inciden en el grado de 
concentración del fenómeno dentro de estos territorios.

Gráfico 3. Participación de los 11 polígonos agregados en 
los homicidios totales de la ciudad, 2003 - 2013.
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

1.1 Las modalidades del homicidio en Medellín y el área 

de polígonos

En Medellín, el uso del arma de fuego prevalece como la 
modalidad del homicidio más recurrente (81%), seguida por la 
corto-punzante (14%), la contundente (2%), el ahorcamiento 
o estrangulamiento (1%) y la asfixia mecánica (1%)1. Para los 
polígonos, las modalidades se distribuyen de manera semejante 
a lo observado en la ciudad.

1  El uso de explosivos, tóxicos o agentes químicos y lanzamientos al vacío regis-
tran el 0,2%, 0,1% y 0,1%, respectivamente. Para el 1% de los homicidios no 
fue establecida la modalidad.
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Al analizar el número de homicidios cometidos anualmente 
en Medellín bajo las distintas modalidades, se advierte que los 
relativos al arma de fuego muestran mayores variaciones que los 
perpetrados con arma corto-punzante, modalidad que tiende a 
permanecer constante.

De hecho, el homicidio por arma corto-punzante no parece 
asociarse con el incremento de la violencia homicida en la ciudad, 
dado que en los periodos de intensos enfrentamientos entre las 
organizaciones criminales (2009-2012) no varía de manera consi-
derable, lo que sugiere un comportamiento independiente de los 
fenómenos externos, es decir, los asesinatos con arma corto-pun-
zante tienen los mismos niveles, tanto en tiempos de guerra como 
en tiempos de paz. Caso contrario al arma de fuego, que sí fluctúa 
de acuerdo con la intensidad de los enfrentamientos.

1.2 Los meses, los días y las horas del homicidio en 

Medellín y el área de polígonos

En la ciudad, los homicidios se cometen con mayor frecuencia 
en el mes de mayo (1.327) y en menor medida durante febrero 
(1.095). Por su parte, en el área de los polígonos, julio presenta 
la mayor cantidad de homicidios (459), mientras que septiembre, 
la menor (334).

En cuanto a los días, el domingo registra el mayor número 
de homicidios, tanto en Medellín (2.614) como en los polígonos 
(912). Por el contrario, el lunes (1.869) y el miércoles (582), 
son los días que reportan el menor número para la ciudad y los 
polígonos, respectivamente.

De otro lado, la hora del homicidio en Medellín presenta una 
distribución más o menos homogénea, en la que predomina la 
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noche (35% del total), seguida de la tarde (24%), la madrugada 
(21%) y la mañana (20%). En el área de los polígonos se registra 
una distribución similar: el 36% durante la noche, el 24% en la 
tarde, el 23% en la madrugada y el 16% en la mañana.

1.3 La edad de las víctimas del homicidio

En la tabla 2 se aprecia que los jóvenes son el grupo etario 
que aporta el mayor número de víctimas por homicidio en 
Medellín, seguido de los adultos, los adultos mayores y los 
niños. Esta distribución se repite en el área de los polígonos, 
pero con un incremento del 6% respecto de las víctimas jóvenes 
de la ciudad.

Tabla 2. Porcentaje de víctimas de homicidio según grupo 
etario

Infancia 
(0-13)

Juventud 
(14-28)

Adultez 
(29-59)

Personas 
mayores 
(> 60)

Medellín 1% 53% 43% 3%

Medellín sin polígonos 1% 51% 45% 3%

Polígonos agregados 1% 57% 39% 2%

Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

No obstante, al examinar el comportamiento del homicidio 
año a año en los polígonos, se observa que la participación de 
jóvenes y adultos varía considerablemente a lo largo del tiempo. 
Como se ilustra en el gráfico 4, entre el 2004 y 2008, las víctimas 
se distribuyen más o menos de manera uniforme entre los dos 
grupos etarios, a diferencia del año 2003 y del periodo 2009-
2012, en los que los jóvenes participan en mayor proporción de 
la población de víctimas.
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Gráfico 4. Edades de las víctimas de homicidio según grupo 
etario. Polígonos agregados, 2003-2013.
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

En ese sentido para los años 2003, 2009, 2010, 2011 y 2012, 
por cada muerto adulto se registran 1,5 o más víctimas jóvenes 
(tabla 3). En los demás años, la proporción fue menor a 1,5, 
aunque siempre indicó una mayoría de víctimas jóvenes.

Tabla 3. Número de víctimas jóvenes de homicidio dentro de 
los polígonos, por cada víctima adulta, 2003 - 2013.

Año
Víctimas jóvenes/
Víctimas adultas 

polígono

Víctimas jóvenes/ 
Víctima adulta 

Medellín

2003 1,6 1,6

2004 1,2 1,1

2005 1,2 1,0

2006 1,1 0,8

2007 1,3 1,0

2008 1,2 0,9

2009 1,8 1,4

2010 1,5 1,3

2011 1,7 1,4

2012 1,5 1,2

2013 1,3 1,2

Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).
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De lo anterior se advierte que el incremento de la participa-
ción de víctimas juveniles se relaciona con la agudización de los 
enfrentamientos entre los grupos del crimen organizado en Me-
dellín. Esto es, en ausencia de confrontaciones extraordinarias, 
en las que el homicidio es producto principalmente de la violen-
cia expresiva (crímenes pasionales, riñas, delincuencia común), 
las víctimas del homicidio tienden a distribuirse uniformemente 
en los dos grupos etarios; mientras que en periodos de disputa 
armada los jóvenes son la población más vulnerable, dado que 
al integrar las filas de las bandas criminales son los que hacen y 
sufren la guerra.

Respecto a la ciudad, se repite el patrón observado en los po-
lígonos, pero con proporciones mucho más ajustadas en relación 
con los grupos etarios. Claramente, esto se asocia con la mayor 
intensidad que adquieren las confrontaciones en los territorios 
al interior de los polígonos.

2) Tipos de polígonos

La propuesta de agrupar los polígonos en diferentes tipos 
surge del estudio de Naranjo (1992) sobre las características de 
los barrios en Medellín, a partir de las cuales la autora establece 
cuatro categorías para la distinción de los barrios, a saber: Lega-
les, Invasión, Mixtos y Centro.

Teniendo en cuenta lo anterior, es posible clasificar los polí-
gonos del homicidio de la misma manera, esto es, al identificar 
el tipo de barrio que predomina en el polígono se establece, 
a su vez, el tipo de polígono. Así pues (tabla 4), los polígonos 
tipo 1 están conformados por barrios legales; los del tipo 2, 
por barrios donde prevalecen los asentamientos informales y de 
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invasión; los del tipo 3, por barrios mixtos (legales y de invasión); 
y por último, los del tipo 4, que aluden específicamente a barrios 
ubicados en el centro de Medellín (La Candelaria).

Tabla 4. Tipos de polígonos.

Tipo Barrio Descripción
Polígonos 

que lo 
componen

Tipo 1 Legales
Propietarios legales con títulos 
sobre el territorio.

1, 9 y 11

Tipo 2 Invasión

Caracte r izac ión de bar r ios 
construidos de manera gradual 
e informal, donde se conjuntan 
iniciativas de grupos de ciudada-
nos por encontrar un lugar donde 
urbanizar e iniciativas desde la 
criminalidad en el loteo de terre-
nos sin urbanizar.

3, 7, 8 y 
10

Tipo 3 Mixtos

Barrios que conjuntan las ca-
racterísticas de los polígonos 
anteriores, pues son una mezcla 
de asentamientos formales plani-
ficados, invasiones y loteo pirata.

4 y 6

Tipo 4 Centro

Espacio de tránsito y concentración 
de actividades económicas legales 
e ilegales, se erige como un botín 
fuertemente disputado por los di-
versos actores.

5

Fuente: elaboración propia con base en lo expuesto por Naranjo (1992) en el capítulo 
“Aprendizajes y Ejercicios de la Violencia Homicida”.

De lo anterior, resulta pertinente examinar el comportamien-
to de variables tales como riñas, homicidios y modalidades del 
homicidio, no solo para cada polígono, sino para los diferentes 
tipos.
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2.1) Riñas

En el tipo 1 el número de riñas aumenta entre el 2011 y 
2012, y disminuye entre el 2012 y 2013, a excepción del polígo-
no 2, donde se incrementa levemente2. En el tipo 2 se presenta 
una pequeña alza en el polígono 7 y descensos suaves en el 8 y 
10; mientras que en el tipo 3 las riñas no muestran variaciones 
destacables. Llama la atención la fluctuación de las riñas en el 
polígono 5 (tipo 4), donde pasan de 1.940 en el 2011 a 2.847 en 
el 2012, es decir, experimentan un incremento del 46%.

2.2) Homicidios

En los polígonos del tipo 1 (gráfico 5), la variable homicidios 
se comporta de la misma manera que en el resto de la ciudad (a 
excepción del polígono 2, donde decrece entre el 2008 y 2010), 
dado que descienden entre el 2003 y 2005, se estabilizan entre 
el 2005 y 2008, se incrementan en el 2009, año en el cual 
alcanzan el mayor número (344), y vuelven a descender entre 
el 2010 y 2013.

Gráfico 5. Homicidios en polígonos tipo 1 (2003-2013).
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

2  Los datos para la variable Riñas abarcan los años 2011, 2012 y 2013. 
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De otro lado, los polígonos tipo 2 (gráfico 6) muestran un 
comportamiento homogéneo durante todo el periodo, con pocas 
variaciones hasta el 2008 y un incremento en el 2009. Al igual 
que los demás tipos, el 2 experimenta las mayores fluctuaciones 
durante el enfrentamiento de alias Sebastián y alias Valenciano. 
Posterior al 2009, desciende el número de homicidios en todos 
los polígonos de este tipo, menos en el 3, que continúa creciendo 
hasta el 2012.

Gráfico 6. Homicidios en polígonos tipo 2 (2003-2013).
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

Así como en los demás polígonos, en los del tipo 3 los homi-
cidios crecen a partir de 2008, aunque alcanzan su máximo en 
el 2010 y no en el 2009 (gráfico 7).

Gráfico 7. Homicidios en polígonos tipo 3 (2003-2013).
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Fuente: elaboración propia con datos del SISC (2015).
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Por su parte, el tipo 4 es un caso extraordinario, dado que en 
ausencia de confrontación entre actores del crimen organizado 
(2003-2008) presenta la mayor cantidad de homicidios de todos 
los polígonos. Sin embargo, cuando se intensifican los enfren-
tamientos (2009 hasta el 2012), los homicidios aumentan, pero 
en proporción menor a la de los demás polígonos. En efecto, a 
partir del 2012, año en que comienza a bajar la intensidad de la 
confrontación, el polígono 5 vuelve a concentrar la mayoría de 
homicidios.

2.3) Modalidades del homicidio

Para los polígonos del tipo 1, el homicidio por arma de fue-
go varía según la intensidad del enfrentamiento de los actores 
del crimen organizado, mientras que el homicidio por arma 
corto-punzante tiende a permanecer constante durante todo el 
periodo (gráfico 8). Esto indica que al igual que en la ciudad, 
en los polígonos tipo 1 el arma de fuego se asocia con los fe-
nómenos de violencia complejos, tales como el enfrentamiento 
entre bandas.

Gráfico 8. Homicidios por arma de fuego en polígonos tipo 1 
(2003-2013).
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).
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Así mismo, en los polígonos del tipo 2 y 3 (gráficos 9 y 10), los 
homicidios son producto de arma de fuego. Vale la pena destacar 
el comportamiento en el polígono 3, donde el homicidio no 
desciende sino hasta el 2012.

Gráfico 9. Homicidios por arma de fuego en polígonos tipo 2 
(2003-2013).
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

Gráfico 10. Homicidios por arma de fuego en polígonos tipo 
3 (2003-2013).
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

Por su parte, en el tipo 4 se observa que si bien los homicidios 
por arma de fuego aumentan en los momentos de confrontación 
entre bandas (2009-2011), en tiempos de “estabilidad” o de baja 
intensidad de las confrontaciones muestran cifras inferiores a 
los cometidos con arma corto-punzante. Lo anterior sugiere un 
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escenario con altos niveles de violencia expresiva, pero que, al 
igual que en los demás tipos, tienden a variar poco en el tiempo.

Gráfico 11. Arma de fuego vs. corto-punzante en polígonos 
tipo 5 (2003-2013).
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Fuente: elaboración propia con base en datos del SISC (2015).

3) Hipótesis sobre las causas del homicidio

3.1 La pobreza y el homicidio

No son pocos los políticos, académicos, líderes de opinión, 
empresarios y personas del común que asocian el incremento 
de la violencia, en particular de la violencia homicida, con el 
aumento en los niveles de pobreza. Esta hipótesis se fundamenta 
en la creencia de que los escenarios de pobreza limitan el acceso 
a las oportunidades y restringen la capacidad de adquirir bienes. 
Por esta razón, los individuos que viven en condición de pobreza 
terminan encontrando en esta situación un incentivo para el 
uso de la violencia con el fin de facilitar la satisfacción de sus 
necesidades. De la misma manera, se argumenta que la violencia 
es producto de la frustración de los individuos pobres, quienes 
tienden a agredir a los que disfrutan de un mayor bienestar 
(Briceño, 2012).
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No existe, sin embargo, un consenso en la comunidad aca-
démica que valide la relación entre pobreza y homicidio. Por el 
contrario, la literatura ha documentado numerosos casos en los 
que no se confirma empíricamente, o en los que dicho vínculo 
resulta no ser estadísticamente significativo. Roberto Briceño 
analiza el comportamiento del homicidio en los países de Amé-
rica Latina y concluye que no hay correspondencia entre el grado 
de pobreza del país y su tasa de homicidios; ejemplo de ello 
son Perú y Bolivia, países que cuentan con tasas de homicidio 
similares a las de Uruguay y Chile (menos de 10 por cada 100 
habitantes en el 2008) e inferiores a las de Colombia, Brasil, 
México y Costa Rica (Briceño, 2012). Del mismo modo, el autor 
señala que las zonas de pobreza dentro de los países no coinciden, 
necesariamente, con las zonas de mayor homicidio.

Para el caso de Colombia, existe un gran disenso al respecto. El 
estudio de Valderrama (2014) evidencia una relación inversa entre 
el ingreso y el homicidio, dado que el incremento del primero se 
asocia con el descenso del segundo. Otros estudios como los de 
Sarmiento (1999) y Sánchez y Núñez (2001) establecen que dicha 
asociación no es significativa desde el punto de vista estadístico.

Claramente, la pobreza es una variable que incide en el au-
mento de los homicidios, pero no es la variable determinante. Si 
lo fuera, debería cumplirse lo siguiente (Arriagada, 2001, p. 6):

• Habría más delincuencia en los países menos desarrollados 
y los países más desarrollados y ricos serían necesariamente 
los más seguros.

• Las peores crisis de seguridad deberían producirse durante 
las crisis económicas más devastadoras, situación que no 
necesariamente ha sido así.
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• Las zonas con mayores índices delictivos en un país serían 
las más deprimidas, lo que no siempre se presenta.

• Entre los delincuentes deberían haber muchos obreros que 
perciben un salario mínimo, cesantes o personas que llevan 
tiempo buscando un empleo.

• Los índices delictivos tendrían que bajar a medida que la 
economía presentara niveles de crecimiento.

• La solución a la delincuencia sería sólo una cuestión de la 
política económica y del patrón de la distribución de la ri-
queza.

• Todos los pobres serían potenciales delincuentes.

3.2) La pobreza y el homicidio en los polígonos de 

Medellín

Si la hipótesis fuera cierta para Medellín, las zonas más vio-
lentas de la ciudad serían, a su vez, las más pobres; pero, como 
ya se ha dicho, no existe evidencia que pueda sustentar esta 
hipótesis. Sin embargo, tampoco se puede afirmar lo contra-
rio, dado que los estudios mencionados analizan la relación en 
ciudades, países y regiones, unidades de análisis muy diferentes 
a los polígonos, por lo que la validez de los resultados de estos 
estudios no puede extenderse a los polígonos. De este modo, 
para saber si la hipótesis se valida o se desmiente, debe probarse 
en estas unidades.

3.2.1) Validación de la hipótesis

Para establecer si en los polígonos la pobreza se aso-
cia con el homicidio, es pertinente realizar un ejercicio 
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descriptivo que permita contrastar el grado de pobreza al 
interior y por fuera de ellos. En ese sentido, se propone 
separar los barrios de Medellín en dos grupos para poder 
compararlos, a saber:

1) Grupo 1: Barrios que conforman los polígonos.

2) Grupo 2: Barrios por fuera de los polígonos.

Esta división facilita la medición de la pobreza y permite 
probar la hipótesis enunciada, dado que si los barrios del grupo 
1 presentan niveles de pobreza mayores a los barrios del grupo 
2, se podrá concluir que los polígonos del homicidio coinciden 
con los polígonos de la pobreza.

Para medir la pobreza en los barrios se emplea la variable 
proxy estrato socioeconómico predominante en las viviendas para 
el año 2012, expresada en una escala de 1 a 6, en la que 1 es muy 
pobre y 6 es muy rico (mapa 1).

Ahora bien, al emparejar los barrios de cada comuna con su 
estrato socioeconómico predominante, se obtienen los siguientes 
resultados:

En la comuna 1, los barrios del grupo 1 que integran el 
polígono 10 comprenden en su mayoría viviendas estrato 2, 
mientras que en los del grupo 2 predominan las viviendas de 
estrato 1 (a excepción de La Isla, donde el estrato 2 se repite 
más). Por su parte, en la comuna 2 el estrato 2 predomina, tan-
to en los barrios que conforman el polígono, como en aquellos 
que no.

En 3 de los 7 barrios del polígono 7, circunscrito en la comuna 
3, prevalece el estrato 3 y en los 4 restantes el 2, mientras que en 
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los 6 barrios fuera de polígono el estrato 1 es el que más veces se 
repite. Para la comuna 4, tanto en los barrios que componen el 
polígono 9 (el estrato 3 en 7 barrios y el estrato 2 en 4 de ellos) 
como en aquellos que no, predomina el estrato 3. En lo referente 
a la comuna 5, la mayoría de las viviendas de los 5 barrios del 
polígono son estrato 3. Contrario a lo que se presenta en los 
barrios fuera de este, donde 4 de los 10 son esencialmente estrato 
2 y los 6 restantes son 3.

Así mismo, de los 6 barrios de la comuna 6 que componen 
parte del polígono 11, en 3 predomina el estrato 2, en 2 el 3 y en 
1 el 1, mientras que en los barrios del grupo 2, 4 son predomi-
nantemente estrato 1 y 2. La parte del polígono 11 circunscrita 
en la comuna 7 se compone de 4 barrios donde el estrato 2 
predomina en 2 de ellos y el 3 en los otros 2.

De los 7 barrios de la comuna 8 que hacen parte del polígono 
3, en 4 de ellos predomina el estrato 2 y en 3 el 1. Por fuera del 
polígono 7 prevalece el estrato 3. En la comuna 10, los barrios 
que integran el polígono 5 son en esencia estratos 3 y 4. En 
cuanto a la comuna 12, solo Santa Lucía hace parte del polígono 
6, barrio donde se impone el estrato 3.

Del mismo modo, en la comuna 13 conf luyen los polí-
gonos 4 y 6. Al interior de estos, en 3 barrios prepondera el 
estrato 3, en 6 el estrato 2 y en 3 el estrato 1. En la comuna 
15, los barrios de Trinidad y Santa Fe, que integran el polí-
gono 2, son en su mayoría estrato 3 y 4. En la comuna 16, 
los barrios El Rincón, La Mota y La Loma de los Bernal 
conforman el polígono 1, donde prevalece los estratos 3, 4 y 
5 respectivamente.
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Mapa 1. Relación estrato de comuna con los polígonos de 
concentración del homicidio.
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Alcaldía de Medellín (2015).

Claramente, los barrios que integran los polígonos no son 
los más pobres de Medellín. De hecho, en varias comunas pre-
valece el mismo estrato socioeconómico, tanto en los barrios 
que integran el polígono del homicidio, como en aquellos que 
se encuentran por fuera; en otros casos, los primeros son menos 
pobres que los segundos, por lo que no puede concluirse que 
mayores niveles de pobreza se relacionen con un mayor número 
de homicidios. Lo anterior sugiere la existencia de otras variables 
que afectan a uno de los dos grupos y se asocian con la concen-
tración del homicidio en unas zonas y en otras no.
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3.3) La teoría ecológica del delito como explicación del 

homicidio en los polígonos de Medellín.

Una de las explicaciones más aceptadas sobre las causas de la vio-
lencia es la que alude a la ecología del delito. Esta teoría plantea que 
las características físicas de los espacios geográficos tales como el tipo 
de uso del suelo, la vegetación, la iluminación pública, la formalidad 
de los asentamientos urbanos inciden en el número de delitos y de 
homicidios cometidos (Patiño, Duque, Pardo-Pascual & Ruiz, 2014).

En particular, el desorden físico es el elemento explicativo cen-
tral de una de las más famosas teorías ecológicas del delito: Las 
ventanas rotas. Esta teoría señala que los asentamientos desordena-
dos, sucios y poco iluminados incentivan la inseguridad objetiva y 
subjetiva (Keizer, Lindenberg & Steg, 2008). En consecuencia, los 
lugares con casas abandonadas o deterioradas, carros sin reparar, 
acumulación de basura en las esquinas y muros pintados de grafiti 
son condiciones ambientales que favorecen las conductas crimina-
les (Patiño, Duque, Pardo-Pascual & Ruiz, 2014).

Lo anterior ha generado numerosos estudios y recomendaciones 
de política pública que incluyen formas de intervenir los espacios 
mediante la prevención situacional del delito (ONU-Hábitat) o la 
prevención del crimen mediante el diseño ambiental y el Nuevo 
Urbanismo (Patiño, Duque, Pardo-Pascual & Ruiz, 2014).

De igual manera, existen estudios sobre Medellín que aportan 
evidencia en favor de estas teorías. Ejemplo de ello es el trabajo 
de Cerdá, et al. (2012), que analiza una serie de intervenciones 
urbanísticas del gobierno local entre el 2003 y 2008 en algu-
nos barrios pobres de la ciudad. Los autores concluyen que el 
mejoramiento del espacio público de estos barrios incidió en la 
reducción de la violencia; de hecho, esta fue un 66% menor en 
los barrios intervenidos que en aquellos que no (Cerdá et al., 
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2012). En ese sentido, es posible pensar que las teorías ecológicas 
del delito son una buena hipótesis para explicar las causas del 
homicidio en Medellín. De este modo, se espera que las comunas 
con peor calidad urbanística de la ciudad tengan las más altas 
tasas de homicidio.

3.3.1) Validación de la hipótesis

Para saber si las teorías ecológicas del delito explican la 
concentración del homicidio en los 11 polígonos, se selecciona 
el indicador Espacio público efectivo por área, empleado por la 
Secretaría de Planeación Municipal de Medellín para medir la 
infraestructura pública en la ciudad para el año 2011. En este 
caso, el indicador seleccionado es un buen instrumento para me-
dir la variable Espacio Público, dado que permite “determinar el 
porcentaje de espacio público efectivo que está ocupando el suelo 
urbano del municipio de Medellín. Entre más alto el valor del 
indicador, mejor es la calidad de vida de la población”3.

A diferencia del procedimiento empleado para probar la hi-
pótesis que asocia el incremento de la pobreza con el incremento 
del homicidio, en este caso se toma como unidad de análisis la 
comuna, y no el barrio4. Por lo que para probar la hipótesis, 
se debe considerar si los polígonos corresponden o no con las 
comunas de menor espacio público.

El mapa 2 muestra el porcentaje de espacio público de ca-
da comuna y la ubicación de los 11 polígonos del homicidio. 
Los polígonos no se circunscriben en las comunas con menor 

3  La información general del indicador está disponible en http://servicios.me-
dellin.gov.co/sistemadeindicadores/GestionIndicadores/consultarHojaMeto-
dologica.jsp?graficaDisponible=1&mapaDisponible=1 . Consultado el 08 de 
septiembre de 2015. 

4  No se dispone de datos sobre espacio público por barrio. 
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espacio público, ejemplo de ello es la comuna 14 (El Poblado), 
que tiene muy poco espacio público (3,77%) y no concentra el 
homicidio. Así mismo, el polígono 11 comprende parte de las 
comunas 6 (12 de Octubre) y 5 (Castilla), las cuales presentan el 
mayor porcentaje de espacio público en la ciudad (9,92% y 9,7% 
respectivamente). También se ilustra el caso de las comunas 8 
y 9, con alto porcentaje de espacio público (8,22% y 9,34%, 
respectivamente), pero que tienen en su interior el polígono 3.

Mapa 2. Relación porcentaje de espacio público por comuna 
con los polígonos de concentración del homicidio.
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4) Conclusiones

- El homicidio no se distribuye de manera homogénea en toda 
la ciudad. Por el contrario, es un fenómeno heterogéneo que 
se concentra principalmente en 11 polígonos.

- Aunque el número de homicidios en la ciudad ha disminui-
do considerablemente, su concentración en los 11 polígonos 
tiende a ser mayor con el paso del tiempo. Ejemplo de ello 
es el incremento observado entre el 2003 y 2010, periodo en 
el que se pasa de una participación del 25,3% al 38,7% del 
total de homicidios en Medellín.

- En ausencia de confrontación entre los grupos del crimen orga-
nizado, las víctimas del homicidio se distribuyen más o menos de 
manera homogénea entre los jóvenes y los adultos. Sin embargo, 
durante los periodos de intensos enfrentamientos entre grupos del 
crimen organizado, los jóvenes son la población más vulnerable 
porque son, en su mayoría, quienes matan y quienes mueren.

- En los polígonos de tipo 1, 2 y 3, el arma de fuego es la mo-
dalidad empleada en la mayoría de los homicidios y se puede 
asociar con la violencia organizada, es decir, su relación con 
el homicidio se intensifica en periodos de confrontación 
entre los diversos grupos del crimen organizado. Por su 
parte, el arma corto-punzante presenta un comportamiento 
que tiende a ser constante durante todo el periodo, lo que 
permite inferir que esta modalidad se asocia con la violen-
cia expresiva propia de escenarios con autoridades débiles e 
incapaces de impartir sanciones.

- El polígono 5, ubicado en el corazón de La Candelaria, 
muestra un comportamiento atípico respecto a los demás, 
puesto que el homicidio por arma corto-punzante sobrepasa, 
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en los periodos de relativa paz, el número reportado por 
arma de fuego. De este modo, el arma corto-punzante con-
tribuye en gran medida al total de homicidios del polígono, 
lo que indica un entorno favorable para el surgimiento de la 
violencia expresiva. Sin embargo, en “tiempos de guerra”, en 
los cuales se intensifican los enfrentamientos entre bandas, 
se incrementan los homicidios por arma de fuego, lo que 
sugiere que en este polígono esta confrontación se da casi 
exclusivamente mediante esta última modalidad.

- Decir que el homicidio en Medellín es producto de la po-
breza o de las condiciones físicas del territorio es descono-
cer el conjunto de condiciones complejas que inciden en 
el fenómeno. Es por esto que formular políticas públicas 
de seguridad fundamentadas en estas hipótesis conduce a 
interpretaciones parciales que no contribuyen a mitigar el 
problema. Por el contrario, el análisis empírico presentado 
en este capítulo da pistas sobre el papel del entorno insti-
tucional, de los referentes culturales (principalmente para 
los jóvenes) y de las relaciones de poder entre los diferentes 
actores que hacen presencia en un territorio.
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“Todavía hay, sin embargo, quien opina que la pena de 
muerte no solo no es una pena inhumana y cruel, sino que es 

necesaria para castigar los delitos más graves, sobre todo el 
asesinato.” (Hassemer & Muñoz, 2012, p. 163)

Introducción

Este capítulo se enfoca en analizar los aprendizajes de los 
actores primarios del conflicto1 en la ciudad de Medellín, no solo 
alrededor de las prácticas de la violencia homicida, sino también 
cómo ellos —las bandas— en sus diferentes ciclos históricos 
de aprendizajes2 han ampliado sus repertorios de violencia por 
medio del ejercicio de justicias, todo esto a la luz, tanto de sus 
confrontaciones internas y espacializadas, en las expresiones del 
control territorial y socialización con las comunidades (ofertas 
de justicias), como en torno a los diferentes ciclos de absorción, 
atomización y conjunción de ellas por medio de redes criminales.

1  Según Alonso y Valencia (2008, p. 29), los actores primarios del conflicto 
armado son las bandas, “combos” y milicias, y núcleos refinados del crimen 
organizado como las grandes bandas y “oficinas”.

2  Según de León Beltrán (2014, p. 35): “El aprendizaje criminal se refiere a los cambios 
en el comportamiento que permiten cometer delitos con una mayor probabilidad de 
éxito. Desde el punto de vista, las organizaciones criminales aprendieron a capacitar 
y explotar mejor la mano de obra especializada en la infracción de la ley”.
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El primer apartado de este capítulo se enfoca en la discusión 
sobre las expresiones de justicia en este plano territorial, preten-
diendo así contextualizar al lector. El segundo busca analizar los 
actores primarios del conflicto en la ciudad de Medellín desde 
la década del 80. La intención tras esta breve aproximación es 
plantear que la violencia homicida en la ciudad, por una parte, 
no ha sido un fenómeno netamente coyuntural, y por otra, que 
esta expresión de la violencia ha pasado por ciclos de “pillaje”, 
politización y diversificación, pero que sin embargo, los actores 
primarios, enconados en los barrios ya sea como combatientes, 
justicieros o simples residentes, han aprendido, reelaborado y 
mejorado los repertorios de la violencia homicida e ingentes y 
diversas expresiones de justicia que se mantienen —transforma-
das— a lo largo de estas décadas.

En términos de estructura, este segundo apartado se compone 
de tres momentos específicos. El primero en torno al narcotráfico 
y su afán aglutinador, seguido de la diáspora de los actores pri-
marios del conflicto posterior a la caída del cartel de Medellín, 
y en tercer lugar se discutirá la urbanización del conflicto por 
parte de actores nacionales, en la que observamos expresiones 
de alianzas, cooptaciones, exterminios y redes con las bandas 
de la ciudad.

El último apartado, retomando los tres periodos anteriores, 
permite entrever la cuarta etapa —designada aquí desde el 
2003—, en la que la dinámica armada y la violencia homicida en 
la ciudad nuevamente se transforma, al calor de los aprendizajes 
propios, tanto de los otrora paramilitares, como de estructuras 
amplias del narcotráfico, lo cual vuelve no solo a abrir un nuevo 
episodio de agudización de la violencia y el homicidio, sino que 
imprime nuevas dinámicas de los controles territoriales en la 



Aprendizajes y ejercicios de la violencia homicida      211

ciudad y el mantenimiento de las ofertas de justicias. En palabras 
de Alonso et al. (2012, pp. 100-101):

[…] la oferta de justicia formal en Medellín no ha sido 
tan atractiva-legítima, expedita, fácil, promisoria —con 
mayor fuerza en los sectores marginados— y que puede 
verificarse niveles de aplicación de justicia no institucional 
que, así desde la necesidad inmediata de los involucrados 
en el conflicto presenta una solución, han generado o con-
trarrespuestas permanentes de las mismas características 
que finalmente incrementan el índice de homicidios o la 
consolidación de esas justicias territoriales paralelas. Desde 
luego, esas soluciones ilegales, comunitariamente acepta-
das o no y las correlativas contrarrespuestas igualmente 
ilegales, tampoco son conocidas por la justicia formal.

Finalmente, la tercera sección, nutrida con los análisis an-
teriores y enfocada ya en los polígonos —denominados en la 
introducción del texto general como Barrios legales, Barrios de 
invasión, Barrios mixtos, Centro de la ciudad, y Superplaza de 
vicio—, pretende plantear cómo estos actores primarios inmer-
sos en la vida cotidiana de los barrios reabren un nuevo episodio 
de violencia homicida.

Por qué intentar asociar violencia homicida y 

justicias

Esta pregunta, de entrada sinuosa y excluyente, no es nueva 
en el ámbito académico local, y aunque se ha planteado a lo largo 
de décadas, no ha resultado una respuesta acabada y unívoca al 
respecto, lo cual, antes que generar descontentos, muestra que 
el fenómeno de estudio es difuso, por lo que permite que se 
complemente y discuta, pues este se ha visto cruzado entre las 
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tramas del crimen organizado transnacional, hasta conflictivi-
dades urbanas, propias de la vida cotidiana de los barrios de la 
Medellín. Con respecto a esto, así se refiere Pérez (2012, p. 109):

Esa intrincada red de actores, intereses y escenarios im-
plica una movilidad del fenómeno homicida de imposible 
aprehensión, pero de la cual, especulativamente, puede 
decirse que resulta de la intersección o de la relación no 
solo entre bandas, milicias y sicarios, sino también de la 
relación de estos con ámbitos que tienen el poder o la dispo-
sición puntual de activarlos en la búsqueda de un objetivo 
—homicida— que no necesariamente se identifica con la 
actividad de ese elemento dinamizador ni con el interés 
esencial del ejecutor.

Por tanto, en esta trama de actores primarios y redes nos 
aproximamos a las justicias como una forma de analizar, en parte 
y solo en parte, la violencia homicida como un elemento anterior 
a éstas, como una forma —fallida si se quiere— de tramitar los 
conflictos, regular a otros actores y comunidades, y prevenir, 
paradójicamente, la ocurrencia del delito en los territorios de 
estudio. Para esto, iniciaremos, de manera sucinta con una idea 
básica y procesual de justicia que provee David Matza (2014, p. 
166), quien asume a esta substanciada en la equidad.

[…] es equitativo dar algunos pasos para saber si realmente 
él cometió el delito (el tomar conocimiento); es equitativo 
que me traten de acuerdo con los mismos principios con 
que tratan a otros de mi mismo estatus (la coherencia); es 
equitativo que quienes van a juzgarme puedan justificar 
su derecho a hacerlo (la competencia); es equitativo que 
exista alguna relación entre la magnitud de lo que hice y 
lo que ustedes proponen hacerme (la conmensurabilidad); 
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es equitativo que las diferencias entre el tratamiento de mi 
estatus y otros sea razonable y sostenible (la comparación). 
Cada uno de estos enunciados propone un componente 
elemental de la justicia.

Sin embargo, esta cara procesual y formalista no es de gran 
utilidad para el caso de estudio, sumado a esto, no es el propósito 
dirimir la pregunta sobre qué es la justicia. Para nuestro propósito 
será más funcional reconocer, como bien lo menciona Aguilera, 
que el derecho y las expresiones de la justicia son múltiples y 
heterogéneas y “es perfectamente probable que en un mismo 
espacio y temporalidad puedan coexistir varios sistemas inde-
pendientes, e incluso algunos rivales del derecho estatal” (2014, 
p. 110), o como bien se puede referenciar desde Bobbio (1987), 
una expresión de ordenamientos anti-estatales con normas y 
valores apartados de los tradicionales, pero que sin embargo “no 
puede ser sintetizada, de manera rotunda y terminante, con la 
palabra oposición” (Matza, 2014, p. 82).

Por tales razones, lo que se propone en primer lugar es que 
en estos territorios (polígonos), como en las comunas que los 
incluyen, no se da una ruptura de ordenamientos y poderes, 
sino más bien una yuxtaposición de estos, donde se hallan 
diversas justicias —socialmente construidas o impuestas— y 
oferentes dispuestos a ejercerlas, pero siempre a contrapelo de 
su diversidad, poniendo como símil (de las justicias) el castigo 
como método ejemplarizante, preventivo o disuasivo contra el 
delito, la desviación o confrontación, ya sea por sus adversarios 
o por la misma comunidad donde cohabitan. Es decir, siguiendo 
a Barrington Moore Jr. (1996), se generan construcciones de 
las nociones de justicia que hacen parte de contratos o pactos 
sociales en constante construcción, que sin embargo para este 
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caso, son expresadas por medio del ejercicio de poder y coerción 
de los actores primarios del conflicto.

Continuando, Aguilera (2014, p. 120) provee luces sobre las 
manifestaciones del ejercicio de la justicia desde las guerrillas3 
en Colombia, que aunque no son traducibles directamente para 
el caso, sí dan importantes pistas teóricas sobre la aplicación 
del derecho y la justicia —implantado por el Estado— como 
procedimientos abreviados y arbitrarios que no combaten en sí 
el orden, sino que son parte constitutiva de él. Esta “justicia” 
podría encontrarse en su sentido extenso en dos elementos: (1) 
Se trata de un derecho básicamente punitivo, pues ha usado 
profusamente el trabajo forzado, el destierro y la pena de muerte 
para castigar diversos tipos de conducta o de conflictos; en varios 
momentos, la pena de muerte se ha convertido en un castigo 
principal e inconmutable. (2) Se trata de un derecho funcional 
a la guerra porque es un instrumento para ampliar sus bases 
sociales, mostrando que la justicia que proveen es más barata, 
rápida y eficaz que la justicia estatal.

Este sentido extenso de la justicia abre para nuestro análi-
sis un nuevo punto, la aproximación al retribucionismo, que 
desde la mirada criminológica alude a “afirma[r] que la pena 
no tiene otra función que hacer justicia, retribuyendo el acto 
injusto culpablemente cometido por un sujeto, de acuerdo con su 
magnitud y gravedad. La teoría retributiva admite que la pena en 

3  Se debe aclarar que aunque los actores armados analizados en este estudio no 
pueden ser comparables con las guerrillas, tanto en estructura como en intereses 
y operatividad, sí es posible reconocer en ambos el ejercicio de la justicia de 
carácter punitivo frente a las comunidades donde se emplazan para ejercer sus 
actividades, por lo cual retomamos elementos teóricos y analíticos de Aguilera 
(2014) para analizar el caso de los actores primarios del conflicto en la ciudad. 
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algún caso concreto puede ser inútil, pero lo importante es que 
sea justa” (Hassemer & Muñoz, 2012, p. 232). Es decir, lo que 
deseamos plantear aquí es que las expresiones de la justicia y la 
violencia homicida en los polígonos de estudio son en parte una 
reacción punitiva, en la que los actores primarios del conflicto 
responden a posibles agravios contra las comunidades o contra 
sí mismos por medio del castigo como forma de desagravio y 
retribución.

Ya en sentido limitado, podríamos considerar que esta mira-
da retributiva cuenta con dos elementos básicos. Por una parte, 
desde lo vindicativo, lo cual se puede explicar con la Ley del 
Talión (“ojo por ojo, diente por diente”), en la que la gravedad 
del daño determina la gravedad de la pena; y por otra parte, 
el merecimiento empírico, en el que “la gravedad de la pena se 
determina con base en las “intuiciones” de justicia vigentes en 
la población” (Hassemer & Muñoz, 2012, p. 235). Estas ver-
tientes pueden observarse desde Aguilera (2014, pp. 125-126), 
en la justicia ejemplarizante y expedicionaria. En la primera, 
las penas buscan intimidar o ejemplarizar para disuadir a 
otros infractores o para evitar que los que hayan cometido un 
delito vuelvan a delinquir, mientras que la segunda “recuerda 
al colonizador que entra a ocupar un territorio realizando ofer-
tas de bienes, pero a la vez intimidando. Subrayamos en este 
enfoque el ejercicio de una justicia dirigida contra pequeños 
delincuentes, que casi siempre termina con el ajusticiamiento 
o el destierro de los acusados”.

En síntesis, consideramos que existe una profunda relación 
entre las expresiones de justicia local, y el castigo y la violencia 
homicida ejercidos por los actores primarios del conflicto —en 
la ciudad y en los polígonos de análisis—, por la funcionalidad 
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que estos procedimientos punitivos, abreviados y arbitrarios 
generan, tanto para la realización de prácticas de control social 
sobre las comunidades, como para mantener estos territorios 
libres para la acción criminal. En otras palabras, los ejercicios 
de las justicias son a veces funcionales —de manera reactiva y 
retributiva— en cuanto a cómo administrar justicia y los réditos 
que esto debe generar, en órdenes sociales alternos en los que los 
actores armados irrumpen o transforman la vida cotidiana y las 
construcciones sociales.

Dinámicas generales de los actores

Si se marcara con una cruz, como acostumbran aún en 
los campos y pueblos del país, el sitio donde “tumban” 
a alguien, muchos barrios de Medellín parecerían viejos 
cementerios. (Lotero, 1991, p. 4)

Como se mencionó anteriormente, este apartado busca, de 
manera breve, caracterizar los aprendizajes y prácticas de los 
actores primarios del conflicto en la ciudad de Medellín desde 
la década del 80. Sin embargo, habrá que aclarar que no podrá 
desconocerse que la presencia de actores primarios del conflicto 
en la ciudad asociados al contrabando de electrodomésticos, li-
cores y cigarrillos antecede esta década. En palabras de Duncan 
(2014, p. 266):

En los barrios populares y en los vecindarios recién forma-
dos por invasiones en las laderas había emergido un sub-
cultura delincuencial desde antes del narcotráfico. Quien 
quisiera alcanzar estatus, respeto y poder, debía pertenecer 
a alguna pandilla o banda que además de cometer diversos 
delitos imponía su autoridad territorial.
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Primer momento (1980). Aglutinación desde el 
narcotráfico

Este periodo se encuentra fuertemente marcado por el in-
cremento constante de la tasa de homicidios, que se relaciona, 
directamente, con la consolidación del cartel de Medellín —y la 
figura visible y aglutinante de Pablo Escobar—, quien aprovecha 
las subculturas delincuenciales ya presentes en el territorio y su 
disposición a la acción (Matza, 2014, p. 101). Por tanto, estas 
prácticas de absorción de los actores primarios del conflicto 
permiten que cobren preeminencia las transformaciones en la 
composición y forma de operar, no solo de estos actores, sino 
en general del crimen organizado de la ciudad, por medio de la 
instrumentalización de las bandas como oferentes principales de 
la violencia homicida.

Sumado a esta dinámica, se podría considerar que la limi-
tada presencia del Estado local en las comunas de la ciudad da 
vía a la organización de actores armados mucho más refinados 
y especializados. En palabras de Alonso et al. (2012, p. 104), 
“Dicho desdibujamiento está determinado por la incapacidad 
mostrada por el Estado para ejercer el monopolio de la fuerza 
legítima y, como consecuencia, por la irrupción indiscriminada 
de fuerzas privadas que se han constituido en detentoras del 
poder coercitivo”. A este respecto, Alonso Salazar y Ana Ma-
ría Jaramillo (1992) señalan que entre 1985 y 1990 existían 
alrededor de 122 bandas en Medellín, es decir, en este primer 
momento (no queriéndose referir germinal de la criminalidad y 
la violencia homicida para la ciudad) se comienzan a mostrar la 
capacidad operativa y el poder coercitivo de estas agrupaciones 
para agenciar el homicidio en la ciudad, todo ello gracias a los 



218    Territorio, crimen, comunidad

cambios dados por el aglutinamiento de estos actores por parte 
del cartel de Medellín. En este sentido, de León Beltrán expresa:

Las capacidades criminales en Colombia se ampliaron como 
consecuencia de una mayor demanda y una mayor capaci-
tación de la mano de obra criminal. Estos aumentos en la 
demanda de servicios criminales generaron una expansión de 
actividades criminales más allá de la demanda de bienes y 
servicios asociados directamente al narcotráfico. (2014, p. 47)

Segundo momento (1993). La atomización de 

los actores primarios del conflicto

Luego del momento aglutinante de gran parte de los actores 
armados de la ciudad, se presenta la desarticulación del cartel de 
Medellín, que dejó el panorama criminal sin una cabeza visible 
que lograra conjuntar a la mayoría de las bandas. De esta manera, 
el número de ellas empezó a crecer descontroladamente, haciendo 
énfasis en los controles territoriales y el ejercicio de actividades 
delictivas dentro de sus propios barrios (Ceballos, 2000), es decir, 
se advierte un cambio de la violencia homicida dispersa (pero en 
parte subordinada a un mando superior) a lo largo de la ciudad, a 
una de carácter situado, marcada por la proliferación de pequeñas 
bandas, la aparición de los grupos de autodefensa barrial o milicias 
y una nueva conflictividad guiada por la necesidad de seguridad 
que tenían las comunidades ante los constantes ataques y extor-
ciones de las bandas y los delincuentes.

Lo que sí parece evidenciarse es la presencia de múltiples 
bandas y grupos organizados de manera espontánea —ca-
so de las bandas— o calculada —caso de las milicias—, 
con intereses sumamente diversos y referidos desde luego 
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a actividades marginales a la legalidad institucional cuyo 
desarrollo implica, eventualmente, la eliminación de per-
sonas opuestas a ese interés. (Alonso y otros, 2012, p. 108)

Sumado a esto, se marcó el fin de los grandes carteles (con 
el ingreso de los PEPES), lo que permitió el surgimiento de 
estructuras mafiosas más ágiles y estructuradas operativamente 
mediante la configuración de redes, y esto a su vez posibilitó la 
consolidación de las oficinas que operaban, desde una lógica que 
mezcla las dinámicas mafiosas y empresariales, como estruc-
turas de criminalidad organizada con una alta capacidad para 
controlar y regular los negocios ilegales y eliminar o absorber a 
los competidores armados existentes. Finalmente, aparecieron 
las grandes estructuras del crimen organizado con capacidad 
para operar como intermediarias entre el mundo de las oficinas 
y el mundo de las bandas. La terraza, La cañada, la banda de 
los Triana y la banda de Frank constituyen el ejemplo más sig-
nificativo de este tipo de estructuras armadas (Giraldo, 2006).

En suma, este periodo muestra, en primer lugar, un aprendizaje 
en torno a la espacialización, tanto de las actividades criminales 
como de las violentas, las cuales aunque se sitúan y demarcan por 
barrios y comunas, generan espacios de asociación y alianza para 
la empresa criminal. En segundo lugar, este retorno al territorio 
vuelve a poner a los actores primarios en un ejercicio de control 
más cotidiano o, como diría Matza: “Veremos que concomitante-
mente con su involucramiento ilegal participa en forma activa en 
una amplia variedad de actividades convencionales” (2014, p. 73). 
Por último, en este periodo empiezan a aparecer prácticas relativas 
a la oferta de seguridad y justicia por parte de esos actores, en las 
que el castigo ejemplarizante comienza a tener mayor fuerza.
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Tercer momento (1997). Urbanización del 
conflicto por actores nacionales

Este momento está marcado por la irrupción de la contra-
insurgencia en la ciudad, en sus dos variantes: la originada 
en la autodefensa campesina y la originada en la estrategia 
propiamente paramilitar. En otras palabras, se da una com-
binación de la urbanización del conflicto armado de carácter 
nacional, con las conflictividades urbanas ejercidas por los 
actores primarios de los barrios de la ciudad de Medellín. En 
esta conjunción de actores y lógicas urbanas y rurales se dan 
nuevos cambios del ejercicio de la justicia y del justiciero, y 
este último debe justificar nuevamente sus acciones punitivas. 
Aquí, Becker señala, hablando en su caso de la policía, que 
estos actores encargados de ejercer la coerción enfrentan un 
doble problema:

Por un lado, debe demostrar a los otros que el problema 
sigue existiendo: la regla que debe hacer cumplir tiene sen-
tido, porque las infracciones ocurren. Por otro lado, debe 
demostrar que sus intentos de hacerla cumplir son efectivos 
y valiosos, que enfrentan adecuadamente el mal que debe 
combatir (2012, p. 176).

Ejemplo de estas dinámicas del conflicto en la ciudad es el 
caso del Bloque Metro, que desarrolló ampliamente una moda-
lidad de subcontratación, especialmente con organizaciones de 
alta capacidad operativa como la banda de La terraza, que para 
la época tenía la capacidad armada para operar como centro 
de coordinación de una parte importante de la delincuencia en 
la ciudad. En esta combinación de lógicas de acción inscritas 
en el marco del proyecto contrainsurgente y lógicas de acción 
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propias del mundo de la delincuencia organizada, el Bloque 
Metro se encontró con la realidad impuesta por las oficinas4 y 
sus redes mafiosas, y no tuvo más opción que establecer cierto 
equilibrio inestable sustentado en la intermediación ejercida, 
mediante lógicas mafiosas y delincuenciales, por la banda de 
La terraza, por lo cual su proyecto político y de control social 
se vio menguado.

Sin embargo, en el contexto general del desarrollo de esta 
guerra contrainsurgente de las Autodefensas Unidas de Co-
lombia a nivel nacional, la opción para invertir este fracaso fue 
la apelación, mediante la concesión de franquicias, a aquellas 
estructuras que tenían una verdadera capacidad de establecer 
un proyecto más o menos hegemónico de control social en la 
ciudad, esto es, las oficinas y los sectores armados del narco-
tráfico articulados a ellas, consolidando así una estructura de 
carácter reticular (Giraldo, 2006). En este contexto surge el 
denominado Bloque Cacique Nutibara5 en el año 2001, que 
apela a las redes mafiosas de las oficinas y el narcotráfico para 
desplegar una estrategia de dominio territorial que le permi-
tiera lograr el monopolio de la coerción en aquellos espacios 
donde operan milicias o bandas. La adquisición de este mono-
polio se convierte en una herramienta central para copar los 

4  Entre ellas sobresalen la oficina de Envigado y la oficina de la Floresta. 

5  El Bloque Cacique Nutibara fue una estructura reticular que articulaba actores 
tradicionales del conflicto armado, como unidades guerrilleras rurales pro-
venientes de los paramilitares y las guerrillas, actores primarios del conflicto 
armado (como bandas, combos y milicias) y núcleos refinados del crimen 
organizado (como las grandes bandas y oficinas). La inscripción estratégica y 
política de carácter contrainsurgente del Bloque Cacique Nutibara fue aportada 
por las Autodefensas Unidas de Colombia, mientras que la identidad estructu-
ral la aportó la mafia (Giraldo, 2006).
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mercados de seguridad, proteger las actividades relacionadas 
con la economía ilegal, invertir en actividades legales que son 
susceptibles al control del crimen organizado e insertarse en la 
vida cotidiana de las comunidades como un agente de regula-
ción y contención política.

Este momento es fundamental para nuestro análisis de la 
violencia homicida en la ciudad, pues dentro de las lógicas 
de urbanización del paramilitarismo se profundizan los actos 
represivos y punitivos contra las comunidades por parte de 
ellos, ingresando así las justicias en sentido limitado a las cuales 
nos referimos anteriormente, donde el aspecto retributivo y 
preventivo del delito y la desviación se rutinizan por medio 
de la justicia ejemplarizante frente a pequeños delincuentes o 
personas contrarias a este proyecto armado y por medio de la 
justicia expedicionaria con el fin de expandir territorialmente 
su control territorial por medio de la oferta de seguridad y 
regulación social.

Como se ha podido observar hasta el momento, se ha transi-
tado desde el cartel como aglomerador de las actividades delin-
cuenciales ejercidas por las bandas, pasando por la atomización 
y espacialización de estas en sus territorios —aunque interco-
nectados por redes—, a una nueva fase, en la que a la sazón del 
ingreso de actores armados de carácter nacional, estas mismas 
bandas adquieren relevancia por su capacidad operativa y a la vez 
se les “cambia el cuño, ahora a paramilitares”, con un nutrido 
repertorio de violencia, justicias y control territorial, propio del 
accionar de sus contratantes. Pero, sin embargo, ellas no dejan 
de ser actores primarios del conflicto y de sus territorios, es decir, 
son los actores que ya desde la década de los ochenta permane-
cían —de manera inestable— en estos territorios.
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Diáspora y reorganización de los actores primarios

[…] el delito suele ser percibido “más elementalmente” 
por aquellos que apenas “habitan” la ciudad. Puede ser 
visto, así, como la “consabida” actividad de la que se valen 
ilegalmente algunas personas para resolver sus propias 
carencias o para alcanzar sus propias ambiciones, pero 
también como una actividad de la que se valen algunos 
agentes o grupos legales e ilegales en Medellín para evitar 
—irónicamente— que otros delincan. Así, el crimen no 
necesariamente expresa “lo otro” del orden, sino que es 
también parte constitutiva de él. (Pérez, 2012, p. 143)

Esta sección, nutrida con los análisis anteriores y enfocada ya 
en los polígonos —denominados en la introducción del texto ge-
neral como Barrios legales, Barrios de invasión, Barrios mixtos, 
Centro de la ciudad y Superplaza de vicio—, pretende plantear 
cómo estos actores primarios inmersos en la vida cotidiana de 
los barrios reabren un nuevo episodio de violencia homicida y 
de ejercicios focalizados de justicia.

Con respecto a la estructura de este apartado, se dividirá en 
dos momentos: el primero relacionado con la dinámica armada 
y delictual más amplia, la cual fungirá como contexto, mientras 
que el segundo momento se enfocará en analizar las particula-
ridades de cada polígono de estudio.

Cuarto momento (2003). Nueva diáspora y 

reorganización

Luego de la desmovilización de los paramilitares y de la extra-
dición de Diego Fernando Murillo, alias don Berna, en el 2008, 
se da, por una parte “el fin del gran narcotráfico” y por otra, 
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una profunda reestructuración del fenómeno criminal que se 
manifiesta en las disputas de mandos medios que intentan tomar 
el poder que había dejado don Berna: Antonio López, alias Job; 
Leonardo Muñoz Martínez, alias Douglas; Mauricio Cardona, 
alias Yiyo; Félix Alberto Isaza, alias Beto; Maximiliano Bonilla, 
alias Valenciano; y Eric Vargas, alias Sebastián. Estas disputas 
por el poder llevan a una guerra entre el 2008 y el 2012 entre 
alias Valenciano y alias Sebastián, marcada por la cooptación 
de bandas y combos de distintas partes de la ciudad (Jaramillo 
& Gil, 2014).

De todas maneras, el 2008 hay que marcarlo como 
año hito porque ese comportamiento usted no solo lo 
ve para el Valle de Aburrá, sino para toda la región an-
tioqueña, donde hay un proceso de reacomodación de 
lo que se ha denominado “grupos posdesmovilización 
de las AUC”. Entonces ese mismo patrón lo encontrás 
en el Bajo Cauca y en el Nordeste antioqueño. ¿Qué 
hay en el 2008, en mayo?, la extradición de los grandes 
jefes de los bloques paramilitares, entonces ahí qué es 
lo que hay: un proceso de reacomodamiento, lo que 
ellos llamaron acá el fin de la “donbernabilidad”. (En-
trevista A4, 2015)

Posteriormente a este momento convulsivo y fuertemen-
te marcado por la violencia homicida y las vendettas entre 
grupos, se da en febrero del 2010 una tregua que fracasa 
meses después y genera nuevos reacomodos en las estructuras 
armadas presentes en la ciudad, teniendo en cuenta que alias 
Sebastián establece alianzas con la banda Los rastrojos y alias 
Valenciano con Los urabeños. Con este movimiento, las ca-
bezas del crimen organizado que otrora aglutinaban en parte 
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a los actores primarios del conf licto en la ciudad —claro 
está, bajo el férreo direccionamiento de don Berna— sufren 
nuevamente una mutación, no solo de división de poderes, 
sino también de técnicas de control social y enfrentamiento 
contra sus enemigos.

Sin embargo, la detención de este último, Valenciano, en 
noviembre del 2011 en Venezuela, ahonda y genera nuevas diná-
micas a la disputa por el control de la ciudad y al lugar ocupado 
por la oficina de Envigado, pues desde ese momento las disputas 
comienzan a darse entre los grupos vinculados a esta oficina, 
con Sebastián como cabeza visible,6 y los grupos articulados 
alrededor de Los urabeños, “organización que para el momento 
había establecido alianzas con bandas históricas de la ciudad y 
había cooptado combos localizados en zonas estratégicas para 
el tráfico de armas y de drogas hacia el occidente” (Alcaldía de 
Medellín, 2015, p. 31).

Sumado a esto, el panorama para este periodo se comple-
jiza si se considera la participación de cuatro grandes actores 
ilegales armados en el panorama: la oficina de Envigado, Los 
urabeños, Los pesebreros y Los rastrojos. Por tanto, lo que 
muestra esta interacción violenta de los actores armados es 
que posteriormente al tercer periodo de análisis, se rompen 
los equilibrios logrados por la incursión de actores armados 
a nivel nacional —fundamentalmente paramilitares— y 
ahora, ninguno de los intervinientes en la confrontación ha 
logrado erigirse como un claro supraordenador de la violen-

6  Alias Sebastián fue detenido en agosto del 2012 en Girardota, y eso representa 
un nuevo escenario para la ciudad y para la oficina de Envigado.
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cia y las justicias en la ciudad. Empero, debe aclararse: “Los 
enfrentamientos constantes entre Los urabeños y la oficina 
de Envigado tuvieron un cese al fuego luego del denominado 
‘pacto de fusiles’ de julio de 2013, en el cual ambas partes 
acordaron parar los enfrentamientos, distribuirse las zonas de 
inf luencias, el monto de las extorsiones y el control de plazas 
de vicio” (Alcaldía de Medellín, 2015, p. 31).

En síntesis, este cuarto momento presenta, por un lado, 
la agudización de la confrontación armada y la capacidad 
de operación de los actores armados para buscar la caída de 
los grandes grupos narcotraficantes, y por otra, el ingreso 
de nuevos actores armados —si así se puede llamar— a la 
dinámica urbana, como Los rastrojos y Los urabeños, los 
cuales, al igual que la oficina de Envigado, encuentran en 
los actores primarios del conf licto —las bandas y combos—, 
aliados principales por su capacidad operativa y accionares 
claramente territorializados, insertándolos e imprimiéndo-
les así mayor potencia para que esas bandas operen como 
agentes centrales en la protección y regulación de nichos de 
mercado que se mueven entre lo legal e ilegal y lo formal e 
informal, y para las cuales es necesario el control social y 
espacial de los territorios, los cuales en este caso leemos en 
clave de justicias.

En la tabla 1 se presenta una síntesis de los periodos ana-
lizados anteriormente, teniendo en cuenta los cambios en la 
dinámica armada de los actores involucrados en el conflicto 
urbano y los aprendizajes que estos han desarrollado a lo largo 
de estas décadas.
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Tabla 1. Síntesis, periodo, dinámica armada y aprendizajes de 
los actores primarios del conflicto, bandas, combos y milicias

Periodos
Cambios en la dinámica 

armada
Aprendizajes

Aglutinación 
desde el 
narcotráfico 
(1980)

Consolidación del cartel de Medellín (1) vindicativa – ejemplarizante. 

Absorción de los actores primarios  Ampliación fuera de la esfera barrial.

Instrumentalización de las bandas 
Ampliación de la capacidad operativa 
de los actores. 

Atomización 
de los 
actores 
primarios 
del conflicto 
(1993)

Crecimiento descontrolado de 
actores armados (bandas, combos 
milicias)

(1) vindicativa – ejemplarizante. (2) 
merecimiento empírico - expedicionaria

Controles territorial 

Violencia homicida de carácter situado 

Cambio en la dinámica homicida 

Oferta de seguridad 

Configuración de redes 

Controles y violencias cotidianas

Urbanización 
del conflicto 
por actores 
nacionales 
(1997)

Irrupción contrainsurgente
(1) vindicativa – ejemplarizante. (2) 
merecimiento empírico - expedicionaria

Imbricación urbanización del 
conflicto armado nacional con 
conflictividades urbanas

Equilibrio inestable lógicas mafiosas y 
delincuenciales - estructura de carácter 
reticular-

Repertorio de violencias acumulado

Nueva 
diáspora y 
reorganiza-
ción (2003)

Reestructuración del fenómeno 
criminal –facciones paramilitares, 
oficinas y bandas-

(1) vindicativa – ejemplarizante. (2) 
merecimiento empírico - expedicionaria

Redefinición de redes Lógica de control barrial y en red

Ninguno logra erigirse como su-
praordenador de la violencia y las 
justicias.

Ampliación y especialización de econo-
mías criminales

Equilibrios inestables
Controles sociales difusos sin preten-
siones hegemónicas 

Fuente: elaboración propia.
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Particularidades del periodo

Justicia se relaciona con venganza, pero si voy a ir a los 
términos humanos reales, venganza es hacer lo mismo: 
matar. (Entrevista A1, 2015)

Se debe mencionar que los ejercicios de justica que estos actores 
primarios del conflicto han desarrollado en los polígonos, no se 
hacen ver directamente como tales —a no ser de un sobresalto 
mesiánico y justiciero—, sino más bien que estos pueden encon-
trarse dispersos en prácticas de control social en los territorios, es 
decir, aunque pareciese contrario a lo expuesto conceptualmente, 
aquí consideramos que tales manifestaciones son precisamente las 
constitutivas de las características de las justicias ejercidas por los 
actores armados. Sumado a esto, como se pudo observar en los tres 
periodos anteriores, los repertorios de acción son diversos y pro-
venientes de una escala de aprendizajes de hace ya varias décadas.

Por tales razones, nos enfocaremos en ocho prácticas de control so-
cial para nuestros polígonos —Barrios legales, Barrios de invasión, Ba-
rrios mixtos, Centro de la ciudad y Superplaza de vicio—, que pueden 
reconocerse o inscribirse desde la perspectiva punitiva retribucionista, 
a saber: 1. Servicio de vigilancia en el barrio, 2. Control de hurtos, 
3. Sanciones ante infracciones, 4. Ajusticiamiento privado (limpieza 
social), 5. Fronteras ilegales, 6. Regulación de riñas, 7. Control de casos 
de violencia intrafamiliar y 8. Desplazamiento intraurbano.

Una aclaración pertinente para esta sección es la relativa a 
la selección de los actores primarios del conflicto7. Para esto se 

7  Según de León Beltrán (2014, p. 219), las organizaciones están formadas por 
estructuras de menor rango como los “combos”, es decir, un pequeño grupo de 
jóvenes que trabaja para la organización; la subordinación de dos o más combos 
bajo una misma autoridad se llama “banda”, y la subordinación de dos o más 
bandas se conoce […] como “organización”. 
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realizó un procedimiento de triangulación múltiple (Denzin, 
1989), desde fuentes oficiales, prensa, literatura especializada, 
fuentes primarias y entrevistas a expertos, para localizar de la 
forma más precisa posible los actores intervinientes en los po-
lígonos mencionados. Una segunda aclaración pertenece a este 
intento de caracterización, pues el fenómeno de la criminalidad 
y las conflictividades urbanos no solo en ocasiones son difusas, 
sino también móviles, como bien se ha resaltado a lo largo de 
este capítulo, por lo cual, el ejercicio que pretendemos desarrollar 
está sujeto al debate y a la modificación.

Barrios legales

Por ejemplo, la noción de justicia acá en la policía es que a 
las 11 de la noche no esté ningún pelado en la acera, arriba, 
toda la cosa, pues van y les dicen: “Ustedes no tienen que 
estar por acá” o “Vayan acuéstense que no pueden estar en 
la calle”. La noción de justicia es que si ven un pelado con 
cierto atuendo o demás, de una vez le caen. La noción de 
justicia es hacer creer a la gente que están ahí para proteger 
al otro y la otra, mientras ellos saben quiénes son los de 
la plaza, quiénes son los que venden, quiénes son los que 
consumen, toda la cosa. Y los que requisan son otros chinos 
que no tienen nada que ver y que están para ser positivos 
de drogas y de otras cosas. Desde 2004 estamos viviendo 
el desaparecimiento en este sector. La noción de justicia 
era colaboradores de la guerrilla o de las milicias, más que 
todo de las milicias. Entonces la noción de justicia en ese 
momento era la de los colaboradores, toda la cosa, además 
a los paras con toda esa vuelta; las mujeres no minifaldas, 
que es como una lógica del conflicto paramilitar en todo 
el país. (Entrevista A2, 2015)



230    Territorio, crimen, comunidad

Esta categoría aglutina los polígonos 1, 9 y 11, los cuales 
hacen referencia a barrios legales. Como lo muestra la tabla 
2, es este el tipo de polígono que agrupa la mayor cantidad, 
tanto de organizaciones criminales (5) como de bandas (21). 
En el caso de las primeras, organizaciones tan reconocidas 
históricamente como La terraza y Picacho, las cuales referi-
mos anteriormente por ser unos de los actores que han me-
diado el agenciamiento de la violencia homicida en la ciudad 
desde ya hace varias décadas, y que además, han resistido 
los embates de los continuos procesos de reorganización del 
crimen organizado.

Tabla 2. Presencia de actores armados en los polígonos de 
barrios legales

Organi-
zaciones

Banda
Polí-
gono

Co-
muna

Nombre del 
barrio

Tipo de barrio

Robledo La Capilla 1 16 El Rincón
Popular antiguo (con 
parte pirata)

Altavista
Barrio 
Bolsa

1 16 El Rincón
Popular antiguo (con 
parte pirata)

La Terraza

La Oficina 
de Campo 
Valdés

9 4
Campo Valdés 
No.1

Planificación privada
La Arboleda 9 4

Brasilia (frontera 
con La Piñuela)

Italia 9 4 San Pedro

Los Calvos 9 4 Aranjuez

Barrio 
Chino

9 4
Campo Valdés 
No.1

Pachelly
El Plan de 
la Virgen

9 4
Bermejal-Los 
Alamos

Planificación privada

Robledo Moravia 9 4 Moravia Invasión
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Organi-
zaciones

Banda
Polí-
gono

Co-
muna

Nombre del 
barrio

Tipo de barrio

Picacho

La Oficina 
del 12 (El 
Chispero)

11 5
Doce de Octubre 
No.2

Urbanizaciones planifica-
das de carácter estatal

El Hueco de 
la María

11 5
Francisco 
Antonio Zea

Urbanizaciones planifi-
cadas de carácter estatal 
(parte de invasión)

Matecaña 11 5 Alfonso López
Urbanizaciones planifica-
das de carácter estatal

Mondon-
gueros

11 5 Castilla
Pirata (con parte de 
planificación estatal)

La Oficina 
del 12 (o el 
Chispero)

11 6
Doce de Octubre 
No.2

Urbanizaciones planifica-
das de carácter estatal

Matecaña 11 6 Kennedy
Pirata (parte planif. 
Estatal)

El Polvorín 11 6 Pedregal
Urbanizaciones planifica-
das de carácter estatal

Los Tatos 11 6
Kennedy, La 
Esperanza y 
Castilla

Pirata (parte planif. 
Estatal)

Cruz Roja 11 6 Kennedy
Pirata (parte planif. 
Estatal)

La Prefa 11 6 Castilla
Pirata (con parte de 
planificación estatal)

Robledo

Villaflora 11 7 El Diamante Pirata

Miramar o 
los negritos

11 7 Kennedy
Pirata (parte planif. 
Estatal)

Picacho

Bananeros 9 y 11 5

Tricentenario y 
Castilla Pirata 
(con parte de 
planificación 
estatal)

Urbanización estatal

Machacos 9 y 11 5
Tricentenario y La 
Esperanza 

Fuente: elaboración propia.
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Sumado a lo anterior, se encuentra que las principales fuentes 
de financiación de estos actores primarios8 en este tipo de barrios 
son diversas, pero con más acento en modalidades extorsivas 
(personas, viviendas, fundamentalmente comercio y transporte), 
hurto, pagadiario, microtráfico y sicariato. En otras palabras, 
podríamos considerar que este ejercicio de extracción de rentas 
ilegales sigue la secuencia clásica de actores criminales que han 
permanecido por un largo tiempo en el territorio y mantienen 
de manera selectiva nichos de mercado.

Pero saltará inmediatamente la duda sobre cómo se materia-
lizan y mantienen estos espacios de extracción. Para este caso, se 
encuentra que en estos tres polígonos, las expresiones de justicias 

8  Según Jorge Giraldo y Alberto Naranjo (2011, pp. 18-19), se debe realizar una 
diferenciación entre economía informal e ilegal. En palabras de los autores:

 “Economía informal. Cubre todas las actividades económicas que hacen caso 
omiso del costo que supone el cumplimiento de las leyes y las normas 
administrativas que rigen las “relaciones de propiedad, el otorgamiento de 
licencias comerciales, los contratos de trabajo, los daños, el crédito finan-
ciero y los sistemas de seguridad social” y están excluidas de la protección 
de aquellas.

 […]

 Economía criminal. Cubre las actividades económicas que, desarrolladas por 
fuera de los marcos legales, asegura los acuerdos entre agentes del mercado 
ilegal principalmente (también puede acudir a la corrupción u otros métodos) 
mediante la amenaza o el uso de la violencia por parte de grupos particulares 
[…]. Se trata de un mercado triplemente ilegal: mercancías criminalizadas, 
que forzosamente se distribuyen y consumen de forma ilícita, en un circuito 
económico protegido por grupos armados ilegales”.

 Una aclaración pertinente será que consideramos que en estos territorios se 
dan delgadas líneas de diferenciación entre ambas expresiones de la economía, 
siendo la segunda nuestro interés primario, es decir, al observarse las fuentes 
de financiación de los actores primarios del conflicto en el territorio, nos cen-
traremos en las economías criminales, por ser estas desarrolladas en marcos 
ilegales y amparadas por la amenaza de coerción. 
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y control social más determinantes giran en torno a la oferta de 
servicios de vigilancia por parte de las bandas, control de hurtos, 
sanciones ante comportamientos desviados, limpieza social y re-
gulación de riñas. Es decir, estos nichos se mantienen en frágiles 
equilibrios entre el ejercicio criminal —como el hurto— y la 
criminalización y el castigo retributivo de manera amplia por 
medio de la vigilancia y de manera concreta por medio de la 
limpieza como expresión ejemplarizante y disuasiva.

Barrios de invasión

Esta gran categoría proviene de la caracterización de barrios 
construidos de manera gradual e informal, donde se conjuntan 
iniciativas de grupos de ciudadanos por encontrar un lugar don-
de urbanizar e iniciativas desde la criminalidad en el loteo de 
terrenos sin urbanizar. Aquí se encuentran los polígonos 3, 7, 8 
y 10. Y como el caso anterior, cuenta con una amplia presencia 
de actores armados (tabla 3), 5 organizaciones y 19 bandas, en 
las cuales, nuevamente, es protagonista La terraza, pero también 
se encuentra La Sierra, San Pablo, Caicedo, etc.

Tabla 3. Presencia de actores armados en los polígonos de 
barrios de invasión.

Organiza-
ciones

Banda
Polí-
gono

Co-
muna

Nombre del 
barrio

Tipo de 
barrio

Caicedo

La Libertad 3 8 La Libertad Invasión

La Cañada de Villa 
Lilliam

3 8 Villa Lilliam Invasión 

Los BJ 3 9
Barrios de 
Jesús

Sin determi-
nar 

La Sierra 3 8 La Sierra Invasión
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La Terraza

La Viña 7 3 Las Granjas Pirata 

Balcones del Jardín 7 3 Santa Inés Invasión 

La Marina 7 3
Manrique 
Oriental

Pirata

Motores 7 3
Manrique 
Oriental

Pirata

Transmayo 7 3 El Raizal Invasión

El Pomar 7 3 El Pomar Pirata

Faraón 7 3
Campo 
Valdés No.2

Planificación 
privada

Los del Publiquito 7 3 Las Granjas Pirata

Colima 7 3 Las Granjas Pirata

Los Chorros 7 3 Las Granjas Pirata

Barrio Chino 8 3 La Salle Pirata 

San Pablo

San Pablo 8 1 San Pablo Pirata

San Pablo 8 3
La Salle y 
San José de 
la Cima No 1. 

Pirata 

La 38 10 1 Granizal

Invasión 
(Villa 
Guadalupe 
es pirata)

La Galera 10 1 Popular Invasión 

La 38 10 2 Moscú 1 Pirata

Los Triana

Los Triana 10 2
Santa Cruz y 
La Rosa. 

Pirata

Los Triana 10 2
Andalucía, 
La Francia, 
Moscú No. 1 

Pirata

La 100 10 2
Villa del 
Socorro 

urbanizado-
ra privada y 
estatal

Fuente: elaboración propia.
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En términos de economías ilegales, aquí se hallan más limitadas 
y acentuadas en torno a la extorsión al comercio y el transporte, el 
microtráfico, juegos de azar, hurto y sicariato. Esto permite intuir 
que la conformación, no solo espacial, sino socioeconómica de 
estos territorios9, determina una economía más restrictiva para los 
actores primarios del conflicto presente en estos polígonos, donde 
el control social y las justicias se sumergen con más fuerza en la 
vida privada, con prácticas como el control de casos de violencia 
intrafamiliar, regulación de riñas, desplazamiento intraurbano, 
sanciones y servicio de vigilancia. En otras palabras, lo que en-
contramos en nuestra aproximación a campo y desde las fuentes 
primarias es que las expresiones de justicia agenciadas por estos 
actores en el territorio no son solo enfocadas en la punición por 
medio de la aplicación de ajusticiamientos, sino que se dan en una 
relación de proximidad entre estos actores y la comunidad, por ser 
espacios más reducidos de la acción criminal.

Barrios mixtos

Estos barrios tienen las características de los polígonos anterio-
res, pues son una mezcla de asentamientos formales planificados, 
invasiones y loteo pirata. Aquí encontraremos los polígonos 4 y 
6, ambos en la comuna 13. Como se observa inmediatamente, 
este caso cuenta únicamente con 2 organizaciones y 12 bandas, 
lo que, cabe aclarar, no resta capacidad operativa o altos índices 
de violencia homicida (tabla 4).

9  Para ampliar este debate véase:

 Echeverría, M & A, Rincón. (2000). Ciudad de territorialidades. Polémicas de 
Medellín. Medellín: CEHAP-UNAL.

 Samper, Jaime. (2014). Physical space and its role in the production and re-
production of violence in “slum wars” in Medellin, Colombia (1970s-2013). 
Massachusetts: MIT. 
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Sin embargo, una particularidad de estos polígonos es la rela-
cionada con el énfasis de sus rentas ilegales, que se fundamentan 
en la extorsión a personas, comercio, transportes y la venta de 
estupefacientes, es decir, el nicho de mercado de estos actores 
primarios se encuentra especializada, al igual que sus prácticas de 
control territorial y uso de justicias, pues al igual que el mercado que 
abordan, se enfocan con gran potencia en el servicio de vigilancia, 
el mantenimiento de sus espacios de acción por medio de fronteras 
y el desplazamiento intraurbano, lo cual deja una suerte de “justicia 
expedicionaria”, donde se oferta un servicio de seguridad apalanca-
do por la coerción y la amenaza. En suma, aquí los actores primarios 
del conflicto pareciera que tienden a una justicia restrictiva, menos 
societal y compenetrada con valores comunitarios, y dirigida a 
mantener zonas libres para la acción delincuencial.

Tabla 4. Presencia de actores armados en los polígonos de 
barrios mixtos

Organi-
zaciones

Banda
Polí-
gono

Co-
muna

Nombre del 
barrio

Tipo de barrio

Robledo

El Salado

4 13

El Salado Popular antiguo

Los Picúas
Nuevos Conquis-
tadores

Invasión (con plani-
ficación estatal)

4 Esquinas Las Independencias Invasión

Del 1 Las Independencias Invasión

Del 2 Las Independencias Invasión

Del 3 Veinte de Julio
Pirata (con parte 
de invasión)

El 6 o el 
Hoyo

El Salado Popular antiguo

La Torre Las Independencias Invasión

Betania Betania Popular antiguo

La Sexta Las Independencias Invasión
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Organi-
zaciones

Banda
Polí-
gono

Co-
muna

Nombre del 
barrio

Tipo de barrio

SD

La Agonía

6 13

Antonio Nariño Pirata

Los 
Pirusos (o 
el Chispero 
del 20)

San Javier No.1

Barrio antiguo 
de planificación 
privada (parte 
planif. Reciente)

Fuente: elaboración propia.

Centro de la ciudad

A mí me extorsionan para tener a mi hijo en la casa, los 
del combo quieren que camelle con ellos. Él, pues no es 
tan desjuiciado como dicen. Yo pago 5 mil semanales 
para que no le hagan nada y lo dejen sano, […] uno por 
aquí ve mucha cosa que pasa con los pelaos. (Entrevista 
A3, 2015)

Este polígono podría considerase un crisol, pues al ser el 
centro un espacio de tránsito y concentración de actividades 
económicas legales e ilegales, se erige como un botín fuertemen-
te disputado por los diversos actores armados a nivel local (tabla 
5), muestra de ello es que en términos de economías criminales, 
presenta todas las modalidades de extorsión (personas, viviendas, 
comercio y transporte), hurto, contrabando, sicariato, microtrá-
fico, pagadiario, juegos de azar, etc. Es decir, para la actividad 
ilegal e irregular, el centro es un dinamizador, un espacio en 
contínua transacción y disputa.
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Tabla 5. Presencia de actores armados en los polígonos del 
centro de la ciudad

Organi-
zaciones

Banda
Polí-
gono

Co-
muna

Nombre 
del barrio

Tipo de barrio

Picacho

Alfonso 
López o el 
Setentazo o 
el Venteadero 5 10

Alfonso 
López

Urbanizaciones 
planificadas de 
carácter estatal

Convivir de la 
Minorista

San 
Benito

Barrio antiguo de 
planificación privada 

Caicedo

Convivir 
Chagualo

5 10

El 
Chagualo

Barrio antiguo con 
parte pirata

Convivir 
Guayaquil

Guayaquil
Barrio antiguo de 
planificación privada 

Convivir de 
Prado

Prado
Barrio antiguo de 
planificación privada 

Convivir 
Barrio Colón

 Barrio 
Colon

Barrio antiguo de 
planificación privada 

Fuente: elaboración propia.

Y siendo este un crisol de la actividad delictual, encontramos 
esta misma característica para los ejercicios de justicia y control 
social, es decir, se oferta el servicio de vigilancia en el barrio, se 
realiza control de hurtos, se ejercen sanciones ante infraccio-
nes por medio de castigos ejemplarizantes (“pelas”), casos de 
limpieza social contra habitantes de calle y transexuales, fron-
teras invisibles entre actores armados para delimitar los radios 
de acción, regulación de riñas y control de casos de violencia 
intrafamiliar. En síntesis, en medio de las economías ilegales 
que se pretenden abarcar por parte de estos actores, se da un 
repertorio plural y rico en coerción para las comunidades que 
habitan estos espacios.
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Superplaza de vicio

Finalmente, abordaremos el Barrio Antioquia como un ca-
so diferencial, por una parte, porque los actores primarios del 
conflicto intervinientes en este espacio son reducidos (tabla 6), 
y por otra, por las características del mercado ilegal que en este 
polígono se encuentran.

Tabla 6. Presencia de actores armados en los polígonos de 
la superplaza de vicio

Organi-
zaciones

Banda
Polí-
gono

Co-
muna

Nombre 
del barrio

Tipo de barrio

La Unión 
(itagüí)

El 5to. 
O Barrio 
Antioquia

2 15

Santa Fé
Urbanización plani-
ficada de carácter 
estatal

La 24 Trinidad
Popular antiguo (con 
parte de invasión)

Alex Pin Trinidad
Popular antiguo (con 
parte de invasión)

Fuente: elaboración propia.

En lo referente a las rentas ilegales encontramos que los actores 
primarios presentes en el polígono se especializan en extorsiones 
al comercio, y especialmente, en la venta de estupefacientes y 
zonas de consumo, es decir, aquí simplemente encontramos una 
economía criminal bien espacializada y especializada en torno 
a la venta y consumo, lo cual tiene su correlato en su accionar 
en torno a la justicia y el control social, pues desarrollan un 
repertorio basado en el servicio de vigilancia, control de hurtos, 
sanciones ante infracciones y fronteras invisibles, todas ellas 
necesarias para que el negocio funcione de manera tranquila y 
silenciosa.
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Conclusiones

• El crimen y sus actores como construcción social y penal, 
fundada y muchas veces definida de manera vertical, no se 
puede considerar como un resultado ahistórico de continuas 
emergencias de criminales aislados, sino que más bien po-
dríamos aproximarnos a estos como expresiones históricas y 
contextuales que buscan romper, contradecir o profundizar 
visiones de un orden social, donde las iniciativas —en este 
caso por medio de la violencia homicida— de los actores 
primarios del conflicto son, por un lado, parte constituti-
va de este orden como criminales señalados y funcionales 
para los procedimientos punitivos del Estado o justicieros 
comunitarios, y por otro, como sujetos y agrupaciones que 
han permanecido y mutado en los territorios, ya sea por 
intereses económicos en juego, por la defensa barrial o por 
la conservación como grupo.

• En estos territorios —polígonos—, como en las comunas 
que los incluyen, no se da una ruptura tajante de ordena-
mientos y poderes. Es decir, no se encuentra un actor con-
trahegemónico que implante un nuevo orden social como 
totalidad y fin político, sino más bien, se encuentra una 
yuxtaposición de estos órdenes, en los que se hallan diversas 
justicias —socialmente construidas o impuestas— y oferen-
tes dispuestos a ejercerlas por medios coercitivos, donde el 
castigo se emplea como método ejemplarizante, preventivo 
o disuasivo contra el delito, la desviación o confrontación, 
ya sea por sus adversarios o por la misma comunidad donde 
cohabitan. En suma, las justicias expresadas como ejercicio 
fáctico y punitivo (abreviado y arbitrario) de tramitación de 
conflictos y la violencia homicida como resultado se refle-
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jan como una acción preventiva, paradójicamente, contra la 
ocurrencia del delito en los territorios de estudio, mostrán-
dose que la justicia que proveen estos actores primarios es 
más barata, rápida y eficaz que la justicia estatal.

• Existe una profunda relación entre las expresiones de justicia 
local, castigo y violencia homicida ejercido por los actores 
primarios del conflicto en los polígonos de análisis, pues la 
funcionalidad que estos procedimientos punitivos generan, 
permiten la realización de prácticas de control social sobre 
las comunidades, como el mantenimiento de estos territo-
rios libres para la acción criminal, ya que los ejercicios de 
las justicias son a veces funcionales —de manera reactiva y 
retributiva— a órdenes sociales alternos en los que los actores 
armados irrumpen o transforman la vida cotidiana.

• Las expresiones de justicias impartidas y en ocasiones 
acordadas comunitariamente en los territorios de referencia 
por parte de los actores primarios del conflicto podrían 
considerarse que, en parte y solo en parte, contienen la 
violencia homicida de carácter espontáneo, es decir, los ejer-
cicios coercitivos, violentos y apalancados por la violencia 
homicida de estos actores armados se constituyen como un 
elemento disuasivo para que otros individuos no litiguen sus 
conflictos por medio de la eliminación del otro, pues esto 
acarrearía externalidades negativas, como por ejemplo, el 
castigo ejemplarizante, el destierro o la propia muerte. En 
suma, el actor irregular en el territorio media, en parte, la 
misma dinámica difusa del homicidio en el territorio.

• Finalmente, el cuarto momento de análisis presenta el ingre-
so de nuevos actores armados —nutridos por la desmovili-
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zación de los paramilitares y la restructuración de estos en 
redes criminales— a la dinámica urbana, como Los rastrojos 
y Los urabeños, los cuales, al igual que la oficina de Enviga-
do, encuentran en los actores primarios del conflicto —las 
bandas y combos— sus principales aliados por su capacidad 
operativa, aprendizajes, repertorios de violencia y accionar 
territorializado, insertándolos e imprimiéndoles así mayor 
potencia para que estos operen como agentes centrales en la 
protección y regulación de nichos de mercado que se mue-
ven entre lo ilegal y criminal, y para lo cual es necesario el 
control social y espacial de los territorios.

 Ya en términos específicos, esta dinámica amplia permite 
entrever cómo, por ejemplo, en los barrios legales (polígonos 
1, 9 y 11) estos actores siguen la secuencia clásica de actores 
criminales que han permanecido por un largo tiempo en el 
territorio y mantienen de manera selectiva nichos de merca-
do (Gambetta, 2010), por medio de frágiles equilibrios entre 
el ejercicio criminal —como el hurto— y la criminalización 
y el castigo retributivo de manera amplia por medio de la 
vigilancia y de manera concreta por medio de la limpieza 
como expresión ejemplarizante y disuasiva. En esta misma 
línea, puede observarse el comportamiento en los barrios 
de invasión (polígonos 3, 7, 8 y 10), donde los modelos ex-
tractivos de los actores armados señalados se acentúan en la 
extorsión al comercio y el transporte, el microtráfico, juegos 
de azar, hurto y sicariato, y donde el control social y las 
justicias se sumergen con más fuerza en la vida privada, con 
prácticas como el control de casos de violencia intrafamiliar, 
regulación de riñas, desplazamiento intraurbano, sanciones 
y servicio de vigilancia.
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 Para el caso de los barrios mixtos (polígonos 4 y 6), el 
margen de economías criminales se hace más estrecho, 
pues se fundamentan en la extorsión a personas, comercio, 
transportes y la venta de estupefacientes, y sus prácticas de 
control territorial y uso de justicias parecieran que tienden a 
un carácter restrictivo, menos societal y dirigida a mantener 
zonas libres para la acción delincuencial. Contrario a este 
tipo de barrios, el polígono 2, denominado superplaza de vi-
cio, podría considerarse como especializado por su economía 
criminal, enfocado en la venta y consumo de estupefacientes, 
y en donde las manifestaciones de justicia y control social 
tienen su correlato en un repertorio basado en el servicio de 
vigilancia, control de hurtos, sanciones ante infracciones y 
fronteras invisibles, todas ellas necesarias para que el negocio 
funcione.

 Ahora bien, el último polígono —centro de la ciudad— es 
sin duda alguna el crisol de las prácticas, conocimientos, 
aprendizajes y actores que hemos referido anteriormente, 
pues en este se encuentran todas las economías criminales, 
ya que es el centro de la ciudad un dinamizador, un espacio 
en contínua transacción y disputa, donde se oferta el servicio 
de vigilancia, se realizan controles al hurto, se ejercen sancio-
nes ante infracciones por medio de castigos ejemplarizantes, 
prácticas de limpieza social, fronteras invisibles entre actores 
armados para delimitar los radios de acción y regulación de 
riñas. En otras palabras, en medio de las economías ilegales 
que se pretenden abarcar por parte de los actores primarios 
del conflicto, se da un repertorio diverso y rico en coerción 
y violencia homicida para las comunidades que habitan y 
transitan cotidianamente en estos espacios.
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Epílogo10

La explicación de la concentración de la violencia homicida 
en los polígonos de Medellín, como resultado de la naturaleza 
extractiva de las organizaciones criminales y de su involucra-
miento en la regulación de los asuntos cotidianos de las comu-
nidades, presenta un cuestionamiento de base. La extracción y la 
regulación por criminales es un fenómeno que ocurre en muchos 
otros espacios de la ciudad, donde la incidencia del homicidio 
varía y en algunos casos es bastante baja.

¿Por qué precisamente es en estos polígonos donde las organi-
zaciones criminales acuden con mayor intensidad a la violencia 
homicida, si su control y regulación está extendido también en 
muchos otros lugares de la ciudad?

Aunque las tecnologías de control social que son utilizadas 
por criminales están bastante extendidas en la ciudad, existen 
lugares como los polígonos, donde por diversas circunstancias 
—geográficas, históricas, culturales, etc.— su control implica 
una ventaja estratégica en la competencia entre las organiza-
ciones criminales. Quien controle estos espacios obtiene una 
ventaja valiosa para someter a otras organizaciones criminales 
menos sofisticadas y poderosas. Es decir, si bien los polígonos 
muestran en primera instancia la densidad del homicidio en el 
territorio a lo largo de 10 años, este elemento es solo lo que se 
aprecia en la superficie. En los polígonos se mata más porque 
allí es donde se han configurado las conflictividades urbanas en 

10  Este epílogo fue elaborado por Gustavo Duncan, Felipe Lopera y Luis Felipe 
Dávila como transición analítica entre el debate de los aprendizajes criminales 
y el uso de reglas informales.
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virtud del continuo reacomodo de los actores armados a nivel 
local —actores primarios del conflicto como las bandas y los 
combos—, los cuales han construido los espacios de la guerra 
y dotado de sentido sus terrenos de confrontación, no solo en 
lo simbólico, sino como lugares de tránsito estratégico, de ex-
tracción de rentas legales, ilegales y criminales, y como frontera 
o radio de acción de uno u otro grupo. En otras palabras, los 
espacios de confrontación se constituyen como las cartografías 
de la acción armada, pues son realizadas conscientemente por 
los actores primarios del conflicto que encuentran en la demar-
cación del territorio un espacio propicio para realizar múltiples 
acciones, todas ellas reforzadas, ya sea por la coerción, por el 
silencio o por el reconocimiento de la funcionalidad de estos por 
parte de otros actores sociales.

Por lo tanto, la explicación de la mayor violencia homicida en 
los polígonos recae en su conversión en espacios principales de 
confrontación y control territorial. Espacios físicos en la ciudad 
como los de los polígonos se convierten en centrales para la do-
minación armada cuando ocurre la aparición y/o la conjunción 
de los siguientes atributos:

1. Son espacios en continua transacción y disputa por fuera 
de las instituciones del Estado, donde quien obtenga la 
ventaja dentro de la competencia por el liderazgo de una 
organización en particular, o del territorio histórico de esa 
organización, obtiene un reconocimiento simbólico entre la 
criminalidad de la ciudad, que va más allá de ese mismo 
espacio, pues se trata de una construcción cultural, en el 
sentido que se reconoce que desde ese lugar surgen actores 
capaces de liderar organizaciones con profunda influencia 
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sobre la criminalidad, no solo en términos operativos, sino 
también en relación con la acumulación de aprendizajes 
delictuales. Así, en lugares donde tienen su asiento dichas 
organizaciones con amplia trayectoria —como es el caso de 
la banda de Los Triana en la comuna 2, San Pablo en la 3, 
La terraza en las comunas 3 y 4, Pachelly en la 4, Picacho en 
la 5 y 6, y La Sierra en la comuna 8— se generan tensiones 
entre la recurrencia a la violencia homicida como forma de 
legitimación simbólica y la de defensa del territorio como 
substrato material de la pugna. Sumado a esto, el efecto 
también se siente desde arriba, desde las superorganizaciones 
criminales que pretendan imponerse en la ciudad. En sínte-
sis, cuando se dan enfrentamientos entre grandes facciones, 
como la guerra de Sebastián contra Valenciano, estos son los 
lugares que los criminales necesitan controlar para definir 
quién gana y quién pierde en los pulsos de fuerza.

2. Son espacios con un alto valor geoestratégico, tanto para la 
guerra como para ejercer un control cotidiano de un área 
determinada de la ciudad en tiempos de paz, verbigracia, 
cuando no están enfrentadas organizaciones —bandas y/o 
combos— que coincidan en una frontera común o cuan-
do no existe una disputa desde arriba por monopolizar el 
control de la ciudad. Desde estos espacios, quien ejerce el 
control tiene la ventaja militar para vigilar los nodos es-
tratégicos que conectan los distintos espacios de dominio 
criminal en el Valle de Aburrá, bien sea porque conectan 
corredores hacia áreas rurales o porque permiten el paso de 
las comunidades ubicadas en las zonas altas hacia el resto 
de la ciudad. Algunos ejemplos de esta dinámica se dan 
en los polígonos ubicados en la comuna 13, debido a que 
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dicho territorio se constituye en un lugar estratégico por 
estar en la ruta hacia el mar. Además, el paso del poliducto 
por su territorio presenta una ventaja posicional y una fuente 
de financiación constante. Como se evidenció en el trabajo 
de campo realizado para esta investigación, los polígonos 
en dicha comuna son un lugar de convergencia de actores 
criminales y se constituye en una plataforma para el accionar 
delictivo en otras partes de la ciudad. La naturaleza híbrida 
de su construcción arquitectónica permite una multiplicidad 
de espacios y de formas que evitan un control simple de 
las autoridades oficiales, lo cual lleva a que el espacio en sí 
mismo sea una actor determinante del trasegar delincuencial 
y de la pervivencia de prácticas al margen de la ley. 

3. Son espacios con un alto valor económico. Esto, por diversas cir-
cunstancias, como la presencia de mercados de drogas —caso 
del barrio Antioquia—, mercados de contrabando —caso de 
El Hueco—, mercados de abastos o mercados de violencia por 
las bandas que venden servicios a los narcotraficantes —caso 
de la mayoría de polígonos en cuestión— . El control de estos 
espacios genera enormes ganancias a quien ejerce el control 
desde adentro o a las grandes organizaciones que inscriben 
bajo su esfera de influencia a las bandas que controlan el 
lugar. En el primer caso, la violencia homicida responde a la 
competencia entre las organizaciones criminales del sector o 
incluso al interior de las mismas organizaciones por ejercer 
el control. En el segundo caso, son las disputas propias de 
las grandes estructuras criminales por establecer un control 
indirecto sobre las organizaciones que ejercen el control en el 
territorio de ese espacio para desviar parte de las rentas que allí 
se producen. Así por ejemplo, la banda que ejerce el control 
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sobre un mercado local de drogas monopoliza los excedentes 
de la venta al menudeo, mientras que la gran organización 
que protege a esta banda se gana los excedentes de la venta 
mayorista de drogas que provee el mercado local.

En suma, esta cartografía de las razones de la concentración 
de la violencia homicida se produce y reproduce simbólicamente 
por dos vías. La primera de estas, referente a la biografía de cada 
uno de los integrantes de los grupos, los cuales construyen estos 
espacios desde la cotidianidad, no solo como sujetos en armas, 
sino también como transeúntes y habitantes. Y en segundo 
lugar, como espacios simbólicos de dominación y explotación 
de rentas por parte de los grupos, donde el territorio ha sido 
ganado por medio de la coerción. Este último punto permite 
reabrir el debate, pues si el territorio se gana o conquista —a la 
usanza de los expedicionarios— es porque evidenciaría que el 
espacio es de naturaleza inestable, cambiante y siempre abierta 
a la confrontación, donde valga la aclaración, plantea un ele-
mento básico: la violencia homicida como resultado inmediato 
y visible de estos pequeños órdenes en disputa por múltiples 
actores armados.
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Hay mucho derecho en el no derecho y de no derecho en 
el derecho. Estas imbricaciones se deben a que el Estado y 
el derecho están, en buena medida, determinados por las 

estructuras sociales en las cuales operan.

Mauricio García Villegas

Introducción

En países como Colombia, donde el Derecho (la regla formal) 
no estructura por completo la sociedad y no brinda solución a la 
mayoría de situaciones cotidianas, las reglas informales asumen 
un papel más protagónico como herramientas de certeza, como 
vehículos de decisión. En este sentido, las reglas informales se 
presentan como la “gramática del mundo social” y como un 
producto cultural que puede ayudar a entender el porqué de 
muchos procesos sociales y políticos. Además, facilitan la vida 
en comunidad y ofrecen respuestas confiables a situaciones co-
munes.

En las reglas formales (Derecho) existen múltiples tipos de 
sanciones, que van desde las sanciones económicas hasta las pe-
nas privativas de la libertad. Los procedimientos son complejos 
y existen incluso reglas de segundo orden, normas en blanco, 
normas de reenvío, tasación de las penas, atenuantes, agravan-
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tes, concierto de conductas punibles, etc. No obstante, con las 
reglas informales (que no controvierten las reglas formales), las 
sanciones pueden llevar a la no cooperación o coordinación con 
el sujeto infractor o también pueden llevar al no reconocimiento 
del estatus determinado de una persona; en cambio, en las reglas 
informales e ilegales (que sí controvierten la reglas formales) esa 
gama amplia de sanciones y procedimientos se reduce (en los 
polígonos de Medellín) a tres tipos básicos: golpiza, exilio o 
muerte, y esta se constituye en la principal sanción. Confundir 
la sencillez de estos dispositivos con “barbarie” puede generar 
una falsa impresión del fenómeno. La simpleza de las sanciones 
puede entrañar también un grado importante de sofisticación, 
que puede llegar a posibilitar mayor certeza en el proceso social, 
lo cual no implica de ninguna manera que la criminalidad se 
comporte como un orden corporativo y burocrático. Más bien, se 
comporta como un orden espontáneo que se autoadapta (Polanyi, 
2009) y que se autorrestringe, a la par que las instituciones for-
males también le imponen restricciones.

De acuerdo con lo anterior, si bien la certeza que proporcio-
nan los grupos delincuenciales es arbitraria y vulnera los dere-
chos fundamentales, también puede llegar a ser aceptada por las 
comunidades. Todo esto, en virtud de que la certeza regulatoria 
puede llegar a ser preferible al estado de caos e impunidad. Sin 
embargo, el costo social es demasiado alto y los daños colaterales, 
excesivos. Como se menciona al final, el Estado local ha ganado 
un espacio importante en los territorios físicos de Medellín y 
en los mentales de sus habitantes, lo cual se puede evidenciar 
en la disminución sostenida del homicidio en la ciudad, y en 
la reducción de la regulación hegemónica criminal en algunos 
puntos del territorio urbano. Verbigracia, en muchos lugares de 
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Medellín, por sorprendente que parezca, la regulación legal es el 
elemento nuevo en la mezcla normativa que está en procura de 
ganar espacio dentro de los órdenes amalgamados.

Este capítulo se propone analizar la situación de las reglas en 
uso en el territorio de Medellín. Se entiende por reglas en uso al 
conjunto de normas formales e informales (informales legales e 
informales ilegales) que tienen efecto en la colectividad, en un 
espacio-tiempo determinado. Se busca describir las interacciones 
entre las reglas formales y las informales en ciertos espacios de 
la ciudad, que pueden ser llamados “nodos violentos” o “polígo-
nos”, y su incidencia en la variación del homicidio. En la primera 
parte se realiza un trabajo teórico-contextual, y posteriormente 
se soportan las afirmaciones con hallazgos empíricos que pro-
vienen en su mayoría de los trabajos realizados por el Centro de 
Análisis Político de la Universidad EAFIT (CAP) durante los 
años 2013, 2014 y 2015, y del trabajo empírico propio para esta 
investigación.

El texto plantea las siguientes conclusiones, con relación a 
las diferencias entre tipos de polígonos. Se evidenció que existe 
una relación política de centro-periferia, donde el centro no ne-
cesariamente es el centro de la ciudad (la Candelaria), sino que 
el centro son los lugares de extracción de grandes rentas ilegales, 
y la periferia se constituye a partir de los lugares de extracción 
de rentas menores. Por consiguiente, en los polígonos donde 
hay rentas cuantiosas, hay menor intromisión en los asuntos 
privados de los habitantes; en cambio, en los polígonos donde 
se proveen menos recursos a los actores ilegales, ellos se sienten 
muy atraídos por ofrecer servicios de seguridad y justicia, ya que 
las comunidades de estos polígonos carecen de la oferta estatal de 
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dichos servicios, y además, esas prácticas justifican la extracción 
de los recursos (vía vacuna). No quiere decir esto que en los 
primeros polígonos no existan dichas prácticas, lo que se quiere 
exponer es que en el segundo tipo de polígono, esa tendencia es 
más fuerte, y la intromisión en la vida íntima de los habitantes 
es mayor y, además, mucho más aceptada.

Finalmente, se argumenta en contra de la idea que considera el 
“pacto de fusiles” como el responsable directo de la disminución 
de los homicidios en la ciudad, idea que le niega por completo el 
protagonismo al Estado local y a otro tipo de iniciativas políti-
co-sociales. Para este propósito, el texto se sirve de la distinción 
de Polanyi (2009) entre orden corporativo y orden espontáneo. Se 
considera que la criminalidad de la ciudad es un orden espon-
táneo, y por consiguiente, no puede ser analizada a la luz de la 
otra clasificación. Además, puede que existan acuerdos en la 
cúspide delincuencial (aunque no existen datos empíricos que 
lo comprueben), pero más que un imperativo categórico para 
los asesinos locales, funcionaría como un principio orientador 
del accionar delictivo, como una metanorma de autorrestricción, 
derivada de las restricciones que han impuesto las instituciones 
formales. Dicha metanorma (mítica o no) permitiría la interpre-
tación de las múltiples y variadas reglas en uso en cada uno de 
los tipos de polígonos, ya que en el territorio lo que se evidencia 
son múltiples micropactos, algunos constituidos de forma es-
pontánea, tácita y de breve duración.

La metodología empleada para esta investigación fue de 
tipo cualitativa; el método, la entrevista en profundidad; y el 
método de muestreo empleado, muestras diversas o de máxi-
ma variación. Con relación a la validación de la información, 
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se realizó triangulación múltiple (de datos, investigadores 
y teórica). Se realizaron veinte entrevistas en profundidad 
(semiestructuradas) con miembros de la comunidad, que se 
mantendrán en total anonimato por motivos de seguridad 
y por petición expresa de ellos mismos. Se realizaron cinco 
conversatorios con expertos académicos internacionales espe-
cializados en el tema: Jenny Pearce (Reino Unido), Caroline 
Doyle (Australia), Lilian Bobea (República Dominicana–
Estados Unidos), Roberto Briceño-León (Venezuela) y Jota 
Samper (Colombia-Estados Unidos). Además, se participó 
en seis eventos especializados: Seminario FESCOL1 (marzo 
2015); Seminario FES Seguridad (abril 2015); Evento “No 
copio” de sensibilización frente al homicidio, organizado por 
Ciudad Frecuencia y Casa Morada (marzo 2015); Presenta-
ción de los resultados de la investigación sobre el homicidio 
de jóvenes en Medellín, organizado por Casa de las Estrate-
gias y con el apoyo de Open Society (junio 2015); Seminario 
y Workshop “Instrumentos para la medición de la seguridad y 
la convivencia: Experiencias, aprendizajes y desafíos de cara 
al posconflicto”, organizado por la Universidad EAFIT y la 
Universidad de los Andes (julio 2015); Reporte de Econo-
mía y Desarrollo 2014 “Por una América Latina más segura. 
Una nueva perspectiva para prevenir el crimen y controlar el 
delito”, organizado por el CAF y el Banco de Desarrollo de 
América Latina (agosto 2015).

Es pertinente agregar que la muestra no es representativa y 
tiene un carácter exploratorio. Todos los entrevistados asistieron 
de forma voluntaria y no se les remuneró por su tiempo. En 

1  Friedrich-Ebert-Stiftung Colombia. 
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relación con la forma como se citan las entrevistas (en la quinta 
parte del texto), por su carácter anónimo y plural, se les dio un 
tratamiento coral, todas las voces aparecen sin nombres y sin 
referencias, en algunos casos con diferencias de tono y profun-
didad.

El texto consta de seis partes. La primera realiza una bre-
ve aproximación al concepto de anomia social. La segunda 
aborda el problema de las reglas en uso en el territorio; en este 
texto se entenderá como reglas en uso, tanto las formales como 
las informales. La tercera busca generar una aproximación al 
concepto de ordenamientos normativos. La cuarta se enfoca 
en exponer la idea de menú institucional, donde los actores 
sociales toman decisiones racionales con ciertos límites en 
los territorios que constituyen los polígonos de la ciudad. La 
quinta se concentra en describir la situación de las reglas en 
uso en los polígonos de Medellín que tienen injerencia en la 
comisión o prevención de los homicidios; a diferencia de las 
cuatro partes anteriores, esta quinta se enfoca en presentar 
material empírico producto de las entrevistas en profundi-
dad. Por último, se presentan unas consideraciones finales y 
la bibliografía correspondiente.

1. Anomia social

La Real Academia Española define la palabra anomia como 
“ausencia de ley” (en su primera acepción) y como un “conjunto 
de situaciones que derivan de la carencia de normas sociales o 
de su degradación” (en su segunda acepción) (Real Academia 
Española, 2015). El teórico español Carlos Moya (1970) entien-
de el concepto de anomia como el antónimo, por excelencia, 
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de orden social. Por su parte, Ralf Dahrendorf considera así 
la anomia: “Es una situación social en la cual las normas que 
regulan el comportamiento de la gente han perdido su validez 
(…). Allí donde prevalece la impunidad, la efectividad de las 
normas está amenazada. En este sentido, anomia describe un 
estado de cosas en el que la violación de las normas queda 
impune” (1998, p. 40).

Este autor analizaba el problema especialmente para el caso 
europeo, y para periodos muy breves y transitorios. A manera 
de ejemplo, trae el asunto de la llegada del ejército ruso a los 
territorios de ocupación alemana al término de la Segunda 
Guerra Mundial. En dicho texto se menciona la experiencia de 
la anomia —como una excepcionalidad—, que podría hacer 
regresar al hombre al “estado de naturaleza”, en su versión 
Hobbesiana, donde el hombre vive en un estado de guerra 
permanente o también, de altruismo espontáneo. Dahrendorf 
(1998) menciona primero los casos de desorden y caos, donde 
la población actuaba por fuera de cualquier orden jurídico y so-
cial, generando principalmente malestar y dolor. Posteriormen-
te, señala también un caso de altruismo espontáneo. El autor 
menciona a un oficial ruso que al ver a una anciana llorando 
en la acera porque le han robado una bicicleta, sin pensarlo, se 
baja de su caballo y se lo entrega como regalo, a pesar de que la 
anciana pertenece al bando derrotado y opuesto al del oficial: 
“El ruso desmontó, le tendió las riendas y suavemente le dijo 
que se quedara con el caballo a cambio. La guerra de todos con-
tra todos era también un estado de solidaridad espontánea. Y, 
por supuesto, ninguno de ambos duró” (Dahrendorf, 1998, p. 
15). El texto en cuestión permite un acercamiento al concepto 
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de anomia, además de que reconstruye el camino teórico de 
la sociología jurídica —en este aspecto—. No obstante, no se 
enfoca en el análisis de un territorio que haya convertido la 
anomia en su estado cotidiano.

Otra definición de anomia la aporta Peter Waldmann (2002), 
quien argumenta que es necesario designar con el término ano-
mia un estado de la sociedad que se caracteriza por la ausencia de 
una estructura normativa consistente y obligatoria. Más adelante 
agrega que el concepto de anomia, tal como se lo define aquí, no 
se refiere ni a los intereses o a los recursos materiales ni a los más 
preciados valores culturales o parámetros de conducta de una 
sociedad, sino a la esfera normativa de la misma. Con este autor 
se precisa una categoría útil y exacta para explicar la realidad de 
territorios donde se ha generalizado el estado de anomia, en la 
medida que el fenómeno de anomia no está restringido a una 
condición espacio-temporal muy acotada, sino que se presenta 
como una condición generalizada y naturalizada por un por-
centaje de sus habitantes y mandatarios. El autor lo explica de 
la siguiente forma:

El caso típico, susceptible de ser caracterizado como anó-
mico, es el que encontramos en los países en vía de desa-
rrollo (…) este caso apunta a fenómenos híbridos, en los 
cuales coexisten normas de comportamientos generales y 
específicos, oficiales e informales, cuyo modo de operar no 
es claro. Estas exigencias normativas incoherentes, en parte 
contradictorias, en parte dispuestas en capas inconexas y 
superpuestas o paralelas, en parte sutilmente ligadas entre 
sí, generan problemas tan serios para el individuo como 
el de enfrentarse a una situación carente de indicaciones 
normativas. (Waldmann, 2002, p. 32)
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Este estado de cosas puede llegar a constituirse en un factor 
decisivo, o tal vez estructural, que puede estimular la violencia en 
ese microterritorio, y sin lo cual, posiblemente los actores no incu-
rrirían en las conductas criminales; es decir, la situación de anomia 
puede derivar en la consolidación de “ecosistemas transgresores” 
que establecen sanciones y estímulos favorables para la comisión 
del delito, especialmente del homicidio. Lo que Lilian Bobea (2014) 
plantea para el caso dominicano en relación con los “ecosistemas 
transgresores”, tal vez, podría iluminar la situación del resto de 
ciudades latinoamericanas. En ese sentido, la autora argumenta que:

Detrás de esta función protectora por un lado y represora por 
otro, subyace una cultura militar muy arraigada que reivin-
dica el pasado coercitivo y glorifica la lucha letal contra los 
enemigos (…) La corrupción ubicua y la impunidad a todos 
los niveles de los rangos oficiales deslegitima la presencia 
policial en las comunidades. El Estado contribuye por tanto 
a los ecosistemas transgresores en los cuales ningún actor 
llega a poseer el control monopólico de la violencia. A pesar 
de los altos niveles de violencia y la intimidación potencial de 
las pandillas y el miedo a la Policía, es claro que los residentes 
no ven a los criminales ni a los agentes del orden en términos 
de blanco y negro (Bobea, 2014, pp. 277-278).

A su vez, Carlos Nino (2011) atribuye el subdesarrollo, la falta 
de cooperación, el desorden urbanístico, la falta de salubridad 
pública, y demás dificultades de la República Argentina a la 
“Anomia boba”; así mismo, propone una causalidad entre ano-
mia y subdesarrollo. En su texto “Un país al margen de la ley”, 
Nino realiza una juiciosa descripción del estado de ilegalidad, 
evasión impositiva, corrupción, informalidad y demás formas 
de anomia social (dicha reflexión podría servir también para el 
análisis de otros países latinoamericanos). Termina afirmando 
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que las normas pueden llegar a ser instrumentos de cambio social 
y político, en la medida que contribuyen a la cooperación y a la 
coordinación. Pero no todas las normas, ni con cualquier con-
tenido. No basta con tener normas en la sociedad, es necesario 
evaluar qué tipo de reglas están implicadas, cuál es su sustrato, 
finalidad y resultados. Al respecto, el autor argentino argumenta:

No toda norma con cualquier contenido sirve para resolver 
problemas de ineficiencia en la acción colectiva promoviendo 
la cooperación. Hay normas que son generadoras de enormes 
ineficiencias. Piénsese por ejemplo, en costumbres ancestrales, 
prácticas tribales, leyes irrazonables, regulaciones económicas 
innecesarias, etcétera (…) De ninguna manera podemos su-
poner a priori que cualquier norma es buena desde el punto 
de vista de la eficiencia social, o que su existencia es condición 
suficiente de aquella eficiencia. (Nino, 2011, p. 166).

De acuerdo con lo anterior, la situación de anomia no se refie-
re solo a la ausencia de normas, también la excesiva producción 
de normas posibilita dicha situación. La situación de anomia 
puede ser transitoria, o también, una condición establecida en 
un territorio de manera más prolongada. No se trata de los más 
preciados valores culturales, sino de la esfera normativa misma 
que se ve en riesgo. Factores como la impunidad o el desprestigio 
de la institucionalidad son fundamentales para afianzar dicha 
situación. Además, a la postre estos lugares anómicos se pueden 
convertir en “ecosistemas trasgresores” que favorecen el delito, 
aunque también pueden favorecer conductas altruistas como las 
que narra Dahrendorf (1998). Allí, las comunidades terminan 
igualando lo formal y lo informal, percibiendo un “continuum 
normativo”, una gran pizarra gris; sin embargo, no todas las 
normas generan efectos positivos o deseables.
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2. Reglas en uso en Medellín

Un investigador que quisiera conocer las reglas en uso del 
Medellín actual, se enfrentaría a un problema difícil, ya que no 
sería suficiente la recopilación de las normas formales (naciona-
les, departamentales y municipales)2. La compilación de los vo-
luminosos y cambiantes códigos sustantivos y de procedimiento 
penal, civil, laboral, tributario, comercial, etcétera; el cúmulo 
de sentencias en todos sus niveles: territoriales y funcionales; 
los decretos en todas sus gamas; los acuerdos y las ordenan-
zas; incluso los contratos (que son ley entre las partes, como 
lo acentúa el Código Civil), ya que solo representan una parte 
de la realidad, todo lo anterior constituye la parte visible de la 
institución —como en el caso de los icebergs—. La parte oculta 
o sumergida estaría conformada por las reglas informales: unas 
legales (que no controvierten el ordenamiento jurídico y pueden 
llegar a ser suplementarias praeter legem, a manera de ejemplo 
se pueden señalar aquí las normas del decoro y la costumbre); 
otras ilegales (en oposición a las reglas formales contra legem; las 
que establecen los actores criminales). El investigador debería, 
por consiguiente, observar también las reglas en uso de tipo 
informal, invisibilizadas por la superproducción normativa y por 
el culto fetichista de la “ley” –institución formal–. Es decir, el 
culto a lo formal que patentiza la función mítica del derecho, que 
tiende a menospreciar algunas de las reglas que se producen en 
la base de la sociedad, sin importar su eficacia y equidad, y que 
idolatra todas las que se producen en la cúspide, sin importar 
que algunas presenten inoperancia e inequidad.

2  Es importante recalcar que me refiero a normas y no a leyes, ya que las leyes 
solo pueden ser expedidas por el Congreso Nacional. Para este texto utilizo el 
término norma en sentido amplio.
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Ciertas reglas informales son producto de las costumbres, o 
de las necesidades o características socioculturales del lugar de 
su nacimiento, pero no responden a un proceso racional de crea-
ción ni a un procedimiento formal de expedición (Mantzavinos, 
2009). Otras normas en uso en el territorio son resultado de la 
voluntad de grupos ilegales que pretenden regular prácticas por 
fuera del marco legal, prácticas con alta rentabilidad y altísimos 
riesgos de ejecución. Estas reglas informales e ilegales abarcan 
una gama extensa de actividades, que pueden ir desde la vigilan-
cia del sector, hasta el castigo de un hijo díscolo por encargo de 
sus padres, pasando por el cobro de extorsiones, regulación de 
comercios ilícitos, dádivas a sus legitimadores, mediación entre 
riñas, cobranzas extralegales, recuperación de cosas robadas, 
asuntos entre vecinos, evitar o sancionar a personas por hacer 
chismes, producir y comercializar una parte de la canasta fami-
liar3, castigar a mujeres por infidelidades, etcétera (Centro de 
Análisis Político EAFIT, 2014), (Secretaría de Seguridad, 2014). 
La Secretaría de Seguridad de Medellín encontró las siguientes 
reglas y prácticas de control social ejercidas por los actores ile-
gales (ver tabla 1):

3  Es tal la intromisión de los actores ilegales en las lógicas domésticas de Mede-
llín, que dichos actores han incursionado en prácticas alternativas y también 
bastante rentables como la producción y la comercialización de arepas y la 
distribución de huevos, entre otros productos de la canasta familiar. Todo 
esto acompañado de la coacción a los tenderos para garantizar la distribución 
al comprador final. A manera de ejemplo: “El comportamiento de ciertos 
productos como el huevo, las arepas, el pollo y la leche, los cuales a priori 
deben ser ofrecidos por muchos jugadores (competencia perfecta), no es así 
en algunas comunas de la ciudad de Medellín. Para explicar esta situación se 
cree que los combos delincuenciales pueden ejercer presión sobre los tende-
ros o distribuidores, con el fin de vender productos solo de ciertas marcas” 
(Giraldo, Rendón, & Duncan, 2014, p. 76).
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Tabla 1. Clasificación de las reglas y prácticas de control 
social ejercidas por los actores ilegales.

Clasificación de prácticas de control social
• Servicio de vigilancia en el barrio

• Control de hurtos

• Cobro cuota de vigilancia

• Sanciones ante infracciones

• Ajusticiamiento privado (limpieza social)

• Regulación del uso del espacio público

• Cobro por uso del espacio público

• Fronteras ilegales (divisiones espaciales armadas)

• Zonas de consumo

• Loteo de asentamientos informales

• Cobro cuota de construcción o asentamiento

• Control de acueductos no formales

• Despojo y procesos de repoblamiento

• Regulación de riñas

• Sanciones y castigos por comportamientos “inadecuados”

• Regulación de fiestas y ruidos en hogares

• Realización de fiestas comunitarias (Día de la madre, Halloween, 
Regalos para niños en diciembre, “kits” escolares, campeonatos 
de fútbol

• Control de casos de violencia intrafamiliar

• Ejercicio del poder de los grupos delincuenciales al interior de las I.E.

• Amenazas a docentes

• Apropiación de Proyectos Presupuesto Participativo

• Presencia en Juntas de Acción Comunal / JAL

• Injerencia/restricciones en campañas políticas

• Direccionamiento del acceso a la oferta institucional en territorio.

• Oferta de trabajo informal

• Reclutamiento forzado

• Desplazamiento intraurbano

• Trata de personas

Fuente: elaboración propia basada en la presentación de la Secretaría de Seguridad: “Ejerci-
cio de caracterización de dinámicas territoriales y control social de grupos delincuenciales”, 

Medellín, 25 de septiembre del 2014.
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Se considera que existen dos fenómenos que contribuyen a 
que se afiance esta problemática: el primero tiene que ver con la 
banalización del Derecho4 —“norma de papel”5—; el segundo, 
con el aumento de las instituciones informales y la emergencia 
de poderes ilegales que establecen nuevas reglas en los territorios 
—“normas de sangre”6—. No obstante, es menester matizar la 
afirmación, no todas las reglas formales son inoperantes, ni todas 
las reglas informales ilegales conducen a la muerte o a la sangre. 
En este sentido, un análisis de las reglas en uso debe ir más 
allá del institucionalismo clásico formalista, y dar paso a mirar 
el polémico problema del orden social desde una concepción 
más amplia, que considere el “iceberg normativo” completo. Al 
respecto, el Centro de Análisis Político de la Universidad EAFIT 
(2014) postuló el concepto de “arquitecturas institucionales”, 
que considera los diferentes tipos de reglas, el tipo de redes que 
las conforman y la posible armonía o no entre ellas. Todo esto, 
en virtud de que “no es posible pensar en el impacto de una ley 
o de una política sin tener en cuenta su conexión o desconexión 
con las normas sociales de las comunidades, las prácticas so-

4  Michael Stolleis (2010) considera con relación a la ley parlamentaria y en general 
al Derecho: “Nadie cree ya que allí se hallen las mejores soluciones posibles, 
por medio de un discurso libre e ilustrado guiado por la voz de la conciencia. 
Aquello que se reproduce en la ley no es otra cosa que el compromiso del día 
hipotecado por todas las mediocridades”, y más adelante agrega: “La moderna 
ley parlamentaria ya no presupone metafísica alguna. Es un texto regulador de 
la sociedad, un impulso normativo cuyos creadores nunca saben exactamente 
qué efecto surtirá y cómo modificará la sociedad. Por eso el ojo de la ley ha 
desaparecido para siempre como una imagen válida para el presente y de una 
fuerza persuasiva optimista” (Stolleis, 2010, pp. 75-76).

5  El término se popularizó gracias al trabajo de Mauricio García Villegas 
(García, 2009).

6  En cambio, el término “normas de sangre” lo tomo de las entrevistas realizadas 
en Medellín.
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ciales y las formas compartidas de resolución de problemas en 
el nivel local” (Centro de Análisis Político (CAP) Universidad 
EAFIT, 2014, p. 13). Por consiguiente, se considera que esta 
nueva mirada que entraña interdisciplinariedad y multiplicidad 
de métodos podría posibilitar una lectura más omnicompren-
siva del entramado social, más allá de las dicotomías clásicas: 
formal-informal, legal-ilegal, papel-sangre.

3. Ordenamientos normativos

A diferencia de la dogmática jurídica y de los doctrinantes, 
que tipifican con mucha claridad los diversos ordenamientos 
normativos, es corriente encontrar que las comunidades en los 
territorios presentan confusiones con relación al tipo de normas 
que se encuentran en uso. El Derecho como regulación formal, 
a diferencia de los otros ordenamientos, goza de características 
adicionales y fundamentales, una de las cuales es la coerción, 
entendida como un refuerzo coactivo de la norma, como una 
legitimación de la posibilidad de aplicar violencia institucional 
—fuerza, en términos de Arendt (2006)—. Este enforcement le-
gítimo posiciona al Derecho como sistema normativo prevalente 
frente a otros ordenamientos, y además le posibilita estructurar 
la sociedad y enderezarla según los principios y valores relevantes 
de dicha colectividad. Se constituye en una especie de ortopedia 
social, en un dispositivo de control hegemónico y general —sin 
que sea esta su única función—7. Carlos Nino, el reconocido tra-
tadista argentino, argumenta que “el Derecho, como el aire, está 
en todas partes” (1984, p. 10), y por consiguiente, está presente 

7  Según Luis Prieto Sanchís, las funciones del derecho son: a. Dirección de la 
conducta, b. Resolución de conflictos, c. Configuración de las condiciones de 
vida, d. Organización del poder social, y por último, e. Legitimación del poder 
social (Prieto Sanchis, 2005, pp. 31-37).
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regulando todos los aspectos de la vida, conduciendo las pulsio-
nes, regulando las actividades económicas, prohibiendo ciertas 
conductas, incitando otras; sin embargo, en nuestro contexto 
nacional y local, el Derecho (la institución formal por excelencia) 
no consigue estructurar por completo la sociedad. Algunas de sus 
normas se presentan ajenas a los receptores, los sujetos las perciben 
anacrónicas, su eficacia real se ve mermada o anulada en muchos 
casos, y pervive solo gracias a su “eficacia simbólica”8. La ley es per-
cibida como “norma de papel” (García, 2009), como “metáfora”, 
como “fetiche”, es decir, como ficción ajena a la vida del pueblo 
llano. José María Samper denunciaba que existían dos países, uno 
legal y otro real9. O como lo indica García (2014): “Cuando la 
brecha entre el derecho y la realidad es demasiado grande, como 
ocurre en la mayoría de los ordenamientos jurídicos de los países 
latinoamericanos, una salida posible es mantener el derecho como 
un ideal, sin forzar un cambio inmediato de la realidad, pero sin 
renunciar tampoco a que el ideal sea visto como derecho válido”. 
Sin embargo, los fenómenos de entrecruzamiento normativo entre 
reglas formales e informales, y la multiplicidad de actores legales 
e ilegales, genera procesos violentos, fricciones constantes en el 
“continuum normativo”, que finalmente se terminan naturalizan-

8  El autor resume su teoría en el prefacio a la segunda edición de la siguiente 
forma: “El derecho es ante todo un lenguaje con el que se hacen cosas; pero no 
todo lo que el derecho dice querer hacer, se hace; más aún, las cosas que el dere-
cho dice querer hacer son solo una parte (no siempre la más importante) de las 
cosas que el derecho realmente hace (…) Así pues, el problema de la ineficacia 
del derecho no está solamente en la ineptitud de nuestros legisladores, o en la 
desobediencia de sus ciudadanos, sino también en que buena parte de lo que 
hace el derecho es ordenar cosas que no están hechas para ser cumplidas. Con 
mucha frecuencia el derecho se hace para producir otros efectos diferentes de lo 
que proclaman sus normas. Efectos simbólicos, en la mente de los ciudadanos, 
no efectos materiales”. (García Villegas, 2014, pp. 28-29)

9  Citado por García (2009, p. 20).
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do. Estas violencias por la estabilidad del orden social se presentan 
para los sujetos como una especie de enturbiamiento del fenómeno 
o también como “ruido” en la transmisión normativa, que aunque 
puede generar incomodidad y muerte, no oculta el mensaje.

Siguiendo con la idea de Carlos Nino (1984), se podría decir 
que el aire que respiran las comunidades del Medellín actual se 
encuentra combinado con otros gases, unos tóxicos, otros no. 
Pero en ningún caso aire puro. Aire que permite la vida y el 
movimiento, pero que resta salud y eficiencia al organismo. En 
términos del mismo Nino, anomia que está relacionada con el 
subdesarrollo (Nino C. , 2011).

El Derecho, que en teoría debería ser general, impersonal y 
abstracto, además de ser exclusivo y excluyente de otros ordena-
mientos, se presenta en algunos sectores de Medellín como un 
Derecho híbrido. Adicionalmente, esta situación de hibridación 
genera en los habitantes una percepción negativa, de subvalo-
ración de los fenómenos regulatorios. Para los medellinenses, 
la sensación de anomia —entendida como multiplicidad de 
órdenes normativos, en un espacio-tiempo idéntico— genera 
una percepción de desorden, banalidad del Derecho, incum-
plimiento, etc. Esto se verifica en los trabajos sobre cultura de 
la ilegalidad y en las encuestas de percepción del cumplimiento 
de la ley. Esta conducta es justificada por los ciudadanos, en 
la mayoría de casos, por la sensación de impunidad judicial10 

10  A manera de ejemplo, con relación al homicidio doloso: “(…) los resultados de 
la persecución penal de estos crímenes son deficientes —al proferirse condenas 
en aproximadamente cinco de cada cien casos que ingresan al sistema acusato-
rio—, en muy buena medida debido a las carencias de la etapa investigativa” 
(La Rota & Bernal Uribe, 2014, p. 145). Es decir, lo que revela la investigación 
de DeJusticia es que de la muestra obtenida para el trabajo, el porcentaje de 
impunidad es de aproximadamente el 95% (La Rota & Bernal Uribe, 2014).
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y de corrupción de los funcionarios estatales (Giraldo, Casas, 
Méndez, & Eslava, 2013) (Arias, Rosada-Granados, & Saín, 
2012), (Centro de Análisis Político EAFIT, 2014), y más aún, 
en la constatación empírica de dichas premisas11. No obstante, 
este estado de cosas no sería posible sin la presencia de la regla 
formal. “El que incumple sabe que para poder hacerlo se requiere 
un cierto grado de respeto a la regla” (García, 2009, p. 37). De 
nuevo, no es el terreno del blanco y el negro; lo que se pretende 
describir es un mundo intermedio donde los actores sociales 
cumplen e incumplen de forma selectiva o reglada ciertas normas 
sociales, lo cual les puede generar sanciones graves o beneficios 
concretos. Para los actores sociales, efectuar un “test de pedigrí” 
de la norma antes de cumplirla, resulta irrelevante o al menos 
improcedente.

En los fenómenos regulatorios de Medellín se presenta 
un amalgamiento diferenciado de las reglas, por territorios y 
por actores. Esto hace que se presente incertidumbre frente al 
entramado normativo completo de la ciudad. Empero, en los 
polígonos existe mayor certeza frente a las regulaciones y las 
sanciones aplicadas. En muchos casos los sistemas normativos 
fusionados son herramientas de certeza en los territorios concre-
tos. Con división procedimental y funcional en muchos casos. 
A manera de ejemplo, en algunas entrevistas se afirmó que los 
asuntos de familia se tramitaban en la Casa de Gobierno o en la 

11  Una alta frecuencia de robos y percibir que se vende droga en el barrio se corre-
lacionan con menores niveles de confianza en la Policía, las Fuerzas Militares, 
la Alcaldía y la Gobernación. Ninguna otra variable resulta significativa para 
este delito. La misma tendencia anterior aplica para homicidios. Adicional a 
estas variables, fue significativa la edad, lo que se traduce en que está corre-
lacionado tener menos edad con decir que se presentan más homicidios en el 
barrio (Centro de Análisis Político EAFIT, 2014).
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Comisaría de Familia, mientras que los hurtos a mano armada 
o las violaciones se gestionaban con el “combo” o la “banda”. 
Este fenómeno coincide con los postulados de Boaventura de 
Sousa Santos (2000) en sus trabajos en Río de Janeiro, en los que 
afirma que el Derecho no es solo la regulación formal.

Estos órdenes amalgamados observados en los polígonos de 
Medellín son por naturaleza polémicos y modifican o erosionan 
—en la práctica— las líneas divisorias entre los diferentes orde-
namientos (formales e informales), difuminando los márgenes 
del Derecho.

4. Menú institucional, actores limitadamente 
racionales, elección

Las reglas que imponen los actores ilegales en los territorios 
se ven reforzadas por aparatos criminales altamente ofensivos y 
efectivos en el empleo de la violencia física, especialmente del 
homicidio12; sin embargo, estos grupos criminales no poseen 
un control hegemónico sobre todo el territorio de la ciudad. 
Más bien, la ciudad se presenta como un campo de batalla entre 
grupos delincuenciales contra el Estado y entre ellos mismos. 
El resultado es una multiplicidad de instituciones en un mismo 
espacio-tiempo, lo cual produce una especie de yuxtaposición 

12  Con relación a la violencia y al homicidio, la investigación concluyó: “Los datos 
y su distribución espacial permiten concluir que la violencia y ciertas formas de 
criminalidad en Medellín no son espontáneas ni aleatorias, son el resultado de 
un ejercicio organizado, selectivo y establecido en lugares, momentos, patrones 
específicos, y dirigido hacia poblaciones específicas. Teniendo en cuenta la per-
manencia de los nodos de violencia descritos, los datos sugieren la persistencia y 
la estabilización de formas de bandidaje estacionario que retan el orden social 
en el territorio y afectan la confianza y la credibilidad ciudadana” (Centro de 
Análisis Político (CAP) Universidad EAFIT, 2014, p. 27).
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normativa o de “zonas marrones” (Brinks, 2003), o —como se 
llamó en esta investigación— órdenes amalgamados, producto 
de la sumatoria de órdenes normativos de diversas naturalezas 
con posibles contradicciones, o complementariedades estratégi-
cas o aleatorias. Esta situación de multiplicidad regulatoria es 
percibida por los sujetos, en unos casos, como desorden, caos e 
inseguridad; y en otros casos, como posibilidad de obtener be-
neficio, seguridad extra y depredación de los recursos estatales.

En el tejido normativo completo de un territorio se pueden 
presentar tantas configuraciones operativas como órdenes y 
como sujetos existan. Por consiguiente, las comunidades como 
sujetos intervinientes de estos entramados normativos se ven 
obligados a elegir racionalmente entre un menú de respuestas 
institucionales —formales, informales, ilegales o mixtas— a sus 
problemas, y no siempre la respuesta racional indica la fideli-
dad con un tipo de ordenamiento y el consecuente desprecio o 
anulación del resto de ofertas regulatorias; inclusive, el sujeto 
interviniente puede llegar a optar por las dos opciones al mismo 
tiempo, en un cálculo de maximización de beneficios, donde 
una alternativa posibilita el corto plazo, y la otra el mediano, 
o el largo. Verbigracia, el Centro de Análisis Político EAFIT 
(2014) encontró que ciertos “combos delincuenciales” reforza-
ban el cumplimiento de las normas estatales en sus territorios, 
asimismo, en cierto grupo focal un participante manifestó que 
la solución para los problemas de la inseguridad en la ciudad era 
crear “más policía y más combo” al mismo tiempo (Centro de 
Análisis Político EAFIT, 2014).

Son tantos los peligros y tensiones que debe soportar el sujeto 
elector, que su respuesta adquiere tonalidades grises, en la medi-
da que debe satisfacer adecuadamente variados órdenes y sortear 
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innumerables peligros. Para los sujetos electores en los polígonos, 
la coherencia axiológica o política es secundaria; y la plasticidad 
con que los sujetos se acomodan a la exigencia del medio entraña 
un aprendizaje adaptativo y una estrategia de supervivencia.

Los sujetos electores en los polígonos también pueden ex-
traer beneficios si saben jugar adecuadamente en el entramado 
institucional. El elector como sujeto racional hace cálculos de 
maximización de beneficios, y factores como la seguridad y la 
justicia no se escapan a esta lógica utilitarista. Los trabajos de 
economía experimental realizados por el CAP durante el año 
2014, en el marco del acompañamiento a la Política Pública de 
Seguridad y Convivencia de Medellín, versaron en gran medida 
sobre la lealtad y la confianza institucional13, y mostraron que al 
incluir un incentivo económico en la elección del actor provee-
dor de la seguridad (las opciones eran Policía, Ejército, vigilante 
privado, guerrilla, paramilitar, pelao de combo), de una ronda 
a otra, algunos electores cambiaban de opción, generando una 
variación en los resultados totales, no de manera absoluta, pero 
sí con un cambio considerable. El informe lo manifiesta de la 
siguiente forma: “Los resultados del Juego de Lealtad aplicado 
en las 16 comunas y en 2 corregimientos sugieren que no se ha 
llegado a un punto de no retorno. Las preferencias y expectativas 
normativas siguen favoreciendo a la Policía, aunque al introducir 

13  El aumento en la confianza en la Policía Nacional, las Fuerzas Militares, la 
Alcaldía y la Gobernación está correlacionada con mayor edad, menores niveles 
de ingresos y educación, y menor tiempo de residencia en la ciudad. El au-
mento de la confianza en milicias urbanas, pandillas o combos se correlaciona 
únicamente con tener menos edad. Aunque es una tendencia indicativa, esto 
supondría cierto nivel de simpatía (aunque leve) de personas con menor edad 
con este tipo de grupos (Centro de Análisis Político EAFIT, 2014).



276    Territorio, crimen, comunidad

un incentivo económico esta organización no mantiene del todo 
la lealtad de los ciudadanos” (Centro de Análisis Político (CAP) 
Universidad EAFIT, 2014, p. 31).

De igual manera, el mismo informe concluyó que los miembros 
de la Policía también se comportan como sujetos limitadamente 
racionales y determinan la respuesta institucional de acuerdo 
con un cálculo de maximización de beneficios. El cumplimiento 
de su labor rara vez se ve como una opción óptima, en la medida 
que “Los policías a su vez, se perciben con pocas herramientas, 
bajos incentivos y gran vulnerabilidad frente a los criminales, lo 
cual afecta la eficiencia y la calidad del servicio que se desarrolla 
a través de alternativas ‘flojas’ en el nivel operativo” (Centro de 
Análisis Político (CAP) Universidad EAFIT, 2014, p. 27).

Asimismo, se encontró que la cultura organizacional al in-
terior de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá puede 
llegar a afectar el servicio policial, y de paso, la gobernanza de 
la seguridad y la convivencia en la ciudad de Medellín en tres 
aspectos: en el ámbito individual, entre los grupos dentro de 
una organización y entre organizaciones. Es decir, las reglas in-
formales presentes dentro de la organización policial —cultura 
organizacional— pueden llegar a obstaculizar o a menguar el 
cumplimiento de las reglas formales —Derecho— (Centro de 
Análisis Político EAFIT, 2014). Como lo mencionaba un agente 
de policía en uno de los grupos focales: “El policía está entre 
cuatro o más fuegos cruzados, siempre puede ser la víctima, 
pero nunca el héroe” (Centro de Análisis Político EAFIT, 2014, 
p. 27). Parafraseando a Malcolm Deas (2014): los policías son 
como los borradores, que se ensucian al limpiar, y continúan 
ensuciando, en procura de borrar. Los trabajos experimentales 
del CAP confirmaron esta idea, al encontrar una alta expectati-
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va normativa en los sujetos intervinientes, acompañada de una 
baja percepción favorable de los servidores legales, lo cual, según 
algunos intervinientes, desfavorece el cumplimiento legal. En 
términos del informe: “La Policía es la cara del Estado en los 
territorios para resolver problemas de seguridad y convivencia, 
pero la población la percibe como corrupta y abusiva” (Centro 
de Análisis Político (CAP) Universidad EAFIT, 2014, p. 30).

5. Reglas en uso en los polígonos de Medellín, 
que tienen injerencia en la comisión o 

evitación de los homicidios

El 32,1% de los homicidios cometidos en la ciudad de Mede-
llín en un periodo de 11 años fue realizado en 11 lugares que para 
esta investigación se denominarán polígonos. Estos 11 polígonos 
están ubicados en 9 de las 16 comunas de la ciudad, lo que equi-
vale a 53 (21,3%) de los 249 barrios que componen a Medellín. 
Los 11 polígonos cubren un área de 11,78 km2, esto es, el 12% 
del área urbana y el 3% del área total del municipio. A manera de 
ilustración, los polígonos están ubicados de la siguiente forma:

1. Belén (El Rincón, La Loma de Los Bernal).

2. Guayabal (Trinidad, Santa Fe).

3. Villa Hermosa (La Sierra, Villa Liliam, Las Estancias, Villa 
Tina, San Antonio), Buenos Aires (Alejandro Echavarría).

4. San Javier (1) (El Corazón, Las Independencias, Nuevos 
Conquistadores, El Salado, Veinte de Julio, Betania).

5. La Candelaria (Las Palmas, Barrio Colón, Calle Nueva, La 
Candelaria, Villa Nueva, Prado, Jesús Nazareno, Estación 
Villa, El Chagualo, San Benito, Guayaquil).
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6. San Javier (2) (Los Alcázares, Santa Rosa de Lima, Metro-
politano, La Pradera, Juan XXIII, La Quiebra, San Javier 
No. 2, El Socorro, Antonio Nariño, San Javier No. 1) y La 

América (Santa Lucía).

7. Manrique (1) (Manrique Oriental, El Pomar, El Raizal, 
Santa Inés, Campo Valdés No. 2).

8. Manrique (2) (La Salle) y Popular (San Pablo).

9. Aranjuez (Manrique Central No. 1., San Pedro, Campo 
Valdés No. 1, Brasilia, Miranda, Moravia, Bermejal, Los 
Álamos, Palermo, San Isidro, Aranjuez) y Santa Cruz (La 
Rosa, Santa Cruz).

10. Popular (Villa Guadalupe, Moscú No. 2, Granizal, Santo 
Domingo Savio No. 1, Popular) y Santa Cruz (La Rosa, 
Moscú No. 1, Villa del Socorro, Andalucía).

11. Castilla (Alfonso López, Francisco Antonio Zea, Castilla, 
Girardot), Doce de Octubre (Kennedy, La esperanza, San 
Martín de Porres, El Picacho, Doce de Octubre No. 2, Pe-
dregal) y Robledo (Córdoba, López de Mesa, El Diamante).

A su vez, estos once (11) polígonos se agruparon en (4) cuatro 
tipos de polígonos: I. Barrios legales, II. Barrios de invasión, III. 
Barrios mixtos, y IV. Centro de la ciudad, y una subespecie de 
polígono que es la superplaza de vicio, representada por el barrio An-
tioquia14. A continuación se presentarán los hallazgos encontrados 
en las entrevistas para cada uno de estos cuatro tipos de polígonos. 
Al final se presentan las conclusiones a manera de síntesis.

14  La explicación completa del porqué de las taxonomías se explica en detalle en 
capítulos anteriores.
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5.1. Barrios legales

Este tipo de polígono se refiere a los barrios formados entre 
1920-1930 o barrios de urbanización estatal formados entre 1930-
1970, según la caracterización de Giraldo (2014). Las muestras 
fueron tomadas en los barrios Castilla y Doce de octubre.

De acuerdo con el material empírico revisado se encontró 
que en este tipo de polígono, los actores ilegales se comportan 
como empresarios del delito y la coerción en algunos casos (la 
mayoría), siendo la obtención de dinero un factor importante 
para ellos, pero no el único. De acuerdo con las entrevistas rea-
lizadas, “Todo se puede comprar o vender” (Entrevista E1, 2015), 
“Si usted tiene plata, le compran el brinco” (Entrevista E1, 2015). 
A manera de ejemplo:

Si yo tengo un problema con usted, pero usted tiene co-
nocidos de la vuelta y yo soy una persona trabajadora, y le 
debo 50 mil pesos a usted, entonces usted esa plata se la 
tira a las liendras, para que los cobren, el “man” cobra el 
brinco. Entonces le llegan al que debe, le dan los cachazos 
porque ya están pagados. A los ocho días vuelven a ver si 
pagó y ya saben cuál es el desenlace, con el silencio basta 
(Entrevista E2, 2015).

En algunos casos el homicidio es entendido como una tran-
sacción económica, no obstante, no se podría reducir solo a esto. 
Se percibió que existen ciertos oferentes de servicios letales, con 
más o menos algunas restricciones. Por ejemplo, los oferentes de 
servicios deben pertenecer al barrio en cuestión y deben tener 
“la firma” (autorización de un mando ilegal reconocido y respe-
tado en el barrio). De otro lado, se evidenció que el homicidio 
está muy ligado a los procesos de microrregulación territorial, 
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algunos entrevistados se refirieron a procesos de control espacial 
muy sofisticados, como una especie de “panoptismo ilegal”. Por 
ejemplo, se afirmó en varias entrevistas que los grupos delincuen-
ciales están muy preocupados por tener el control territorial para 
poder manejar con más éxito sus negocios; frases como: “Ellos 
saben quién entra y sale”, “Seguramente ya saben que ustedes 
están aquí”, “Ellos vigilan” (Entrevista E3, 2015), etcétera, son 
frecuentes en estos polígonos.

Los entrevistados se refirieron a procesos de connivencia entre 
los actores legales y los ilegales, más específicamente a procesos de 
complicidad entre la Policía y los “combos delincuenciales”. En 
algunas entrevistas se refirieron a unos homicidios acaecidos en 
el barrio Doce de Octubre, que, según los entrevistados, fueron 
producto de alianzas entre un “combo” y la Policía, en desmedro 
de miembros de otro combo delincuencial del sector. El tema de 
ajuste de cuentas, vendettas y justicia por mano propia también 
ocupó un lugar importante en las entrevistas.

Fue recurrente en estas la idea de que el homicidio en este tipo 
de polígono está focalizado y reglado, lo que quiere decir que 
existen reglas informales muy precisas en cuanto a la ejecución 
letal de los sujetos, y que “no se mata a la loca”, por ejemplo: 
“Si un miembro del combo “A” mató uno del combo “B”, que 
son dos o tres cuadras más arriba, merece muerte esa persona 
y es aniquilada por la misma organización que fue agredida” 
(Entrevista E4, 2015). El homicidio se presenta más o menos 
direccionado, los medios son dispuestos con antelación (arma de 
fuego, generalmente) y en la generalidad de casos requiere de un 
“visto bueno”, “firma” o autorización del “man” o “cucho” (de 
cada barrio), aún en los casos de homicidio contractual oneroso. 
A manera de ejemplos: “Primero se le pide permiso (poniendo 
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el ejemplo de una violación) y si el man es de buen corazón, 
le dicen: ‘Dígale que se abra’, lo destierran; o si no, no vuelve 
a aparecer, desaparición forzada” (Entrevista E5, 2015). Con 
relación al duelo y a las peleas con posible terminación letal, los 
entrevistados manifestaron: “El duelo no existe, eso ahí mismo 
lo paran los pelados o cachorros, ¡no hagan gaminería, pues!; 
la venganza no se autoriza, es personal”. Y más adelante agrega 
el entrevistado: “Con tal de que no les toquen el negocio, todo 
bien” (Entrevista E5, 2015). Cuando los implicados en el pleito 
son miembros de la estructura criminal, es posible que existan 
intromisiones, autorizaciones o simplemente mediaciones en el 
ejercicio letal, en procura de la disminución del grado de vio-
lencia, es decir:

En este momento la última orden es que no se podía matar 
a nadie. Si alguien mataba, inclusive la misma organización 
lo tenía que recoger (al muerto). El permiso no está, pero es 
a través del pacto. Si usted es un aparecido y pide permiso 
para sonar a alguien, le van a decir: “Oigan a este, usted 
quién es”. Pero si es alguien que también es de la vuelta y 
que ha servido mucho a la vuelta, y ven que usted es más 
que ese otro man: “Parce, no lo mate, pero sí dele bien 
duro” (Entrevista E6, 2015).

5.2. Barrios de invasión

Este tipo de polígono está constituido por los barrios de inva-
sión y piratas, formados entre 1940-1980, 1950-1970 y 1985. Las 
entrevistas se realizaron en los barrios El popular y Manrique.

En este tipo de polígono se evidenció por parte de los actores 
ilegales cierta eficacia práctica en el territorio y legitimación del 
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cobro para “vigilancia” (protección violenta). Los “combos” son 
percibidos, de acuerdo con las entrevistas, como actores impor-
tantes en la regulación social, y en el control del homicidio y la 
violencia. Se mencionó que algunos “combos” tenían establecido 
un sistema de “justicia”, altamente violento y autoritario. Algu-
nos entrevistados enfatizaron en la importancia que tenían en el 
control de las riñas, en especial los viernes y sábados en la noche. 
Un entrevistado se refirió al tema de la siguiente forma:

Allá en el barrio se permiten las peleas, pero no armadas, 
no se puede utilizar cuchillos, solo puños. Pero si se va ya 
con cuchillos, ya lleva del bulto, lo cascan todo un com-
bo (sic). Están cuidando un territorio, entonces si dos se 
enfrentan a cuchillo hay muertos y se calienta, más bien 
ellos le dicen a la gente: “Tiene tanto tiempo para que se 
vaya”. Hace como 15 días hubo un pelado que apuñaló a 
una pelada, y lo estuvieron buscando, aunque el pelado 
se alcanzó a volar. Pero como que ya está identificado y 
solamente están esperando que aparezca para pasarlo al 
papayo (Entrevista E7, 2015).

Según el material empírico, la violencia letal está altamen-
te focalizada, en virtud de un fuerte control de las conductas 
violentas al interior del barrio, especialmente de la violencia 
producto de riñas los fines de semana, control de peleas entre bo-
rrachos que pudieran conducir al homicidio, y en algunos casos, 
control de casos de violencia intrafamiliar. Si bien estos grupos 
ilegales evitan homicidios, también los producen como sanción a 
conductas que consideran violatorias de los valores relevantes de 
la comunidad, por ejemplo; según la información suministrada, 
se han presentado casos de homicidios con violadores, ladrones 
y con aquellos que cometen acciones con un efecto negativo 
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para la colectividad (después de muertos les ponen un aviso que 
dice el delito que cometieron). Del mismo modo, se percibió 
en los entrevistados un grado alto legitimación de este tipo de 
accionar violento, con el que los “combos” buscan generar un 
efecto positivo en los barrios, a partir de la eliminación de la 
criminalidad menor o de gran impacto social. En este tipo de 
polígono es evidente la necesidad de inclusión social y la deman-
da de orden estatal. No obstante, en las entrevistas se manifestó 
poca presencia estatal (o presencia estatal percibida de forma 
negativa), y en cambio, cierta aceptación de los grupos ilegales. 
Un entrevistado afirmó:

Históricamente, la gente que ha sido abandonada dice: 
“Mire lo que está pasando”, y el Estado debería ser el foco 
de respuesta, y dice: “No, eso les pasa por invadir”. Por 
ejemplo, en ***, sube la policía dos veces al día cuando 
la gente pone quejas porque otro se les metió ahí. Ellos 
dicen (la policía): “No, nosotros no vamos a hacer nada”, y 
pregunta la gente: “¿Por qué?”. “Porque invadieron, ¡eso les 
pasa por invadir!”, y es lo mismo que pasó acá. Entonces la 
gente legitima a esos otros (actores ilegales, combos y ban-
das), todos necesitamos seguridad (Entrevista E8, 2015).

Como consecuencia o efecto de lo anterior, se presenta una 
extracción de rentas ilegales generalizadas. Se evidencia un cobro 
generalizado de vacunas o microextorsiones a la mayoría de los 
habitantes de este tipo de polígono. “Aquí a todos los vacunan”, 
“Todos tenemos que pagar la seguridad”, “Los muchachos pa-
san y cobran una vez por la semana” (Entrevista E9, 2015). Se 
observó que existen vacunas hasta de 1.000 pesos semanales 
para familias, y quien no los pague puede arriesgar su vida. No 
obstante, se evidenciaron reglas de regulación del importe y un 
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cierto rango de margen de negociación del pago, por ejemplo, 
no todos pagan lo mismo, y los negocios pagan más que las 
viviendas. Además, dependiendo del tipo de negocio, debe pagar 
más o menos.

Al igual que en el polígono de barrios legales, en este polígono 
también se ven procesos de microrregulación de las comunidades 
por parte de los actores ilegales; sin embargo, en este polígono se 
evidencia mayor aceptación social de esta regulación por parte de 
las comunidades y mayor intromisión de los actores ilegales en 
la vida íntima de los residentes. Verbigracia: “Cuando un man le 
pega a una mujer, la mujer va y les dice, y ellos intervienen. Ellos 
dicen: ‘La primera se la pasamos, a la segunda lo matamos’. El 
llamado de atención es la pela, le pegan la pela. La segunda di-
cen: ‘Lo matamos’” (Entrevista E10, 2015). Otra persona afirmó 
en la entrevista: “Los ‘combos’ son eficientes para regular, eso 
es de una, usted ponga la queja, y sabe que a las 24 horas tiene 
vigilancia privada” (Entrevista E10, 2015).

De otro lado, según las entrevistas, la Policía aparece, para 
algunos, como un factor de inseguridad de los jóvenes, ya que 
según los intervinientes, la Policía presta un servicio diferen-
ciado a los habitantes, y el hecho de ser hombre joven y estar 
vestido de una forma específica (subcultura urbana, rap, hip 
hop, metal, skate, punk, etc.) prefigura un prototipo para los 
agentes policiales, un etiquetamiento social. En las entrevistas, 
algunos jóvenes aseguraron que la Policía, más que un factor 
de protección, se configura en un factor de inseguridad (para 
este tipo de polígono). También se mencionó que la Policía da 
golpizas a ciertos jóvenes (no se tiene ninguna prueba del hecho, 
excepto los testimonios de las entrevistas), y que en los territorios 
se presenta cierta connivencia con la ilegalidad. Según un testi-
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monio de este polígono: “Si no hay homicidios, no hay policías 
en el lugar; si no hay policías en el lugar, hay tranquilidad y la 
plaza puede vender” (Entrevista E10, 2015).

De acuerdo con la información recogida, en este tipo de 
polígono el homicidio —por parte de los grupos armados ilega-
les— aparece como sanción y como ultima ratio. Es decir, que 
antes de producir la muerte se utilizan otras advertencias, como: 
advertencia oral (si es una persona conocida en el lugar o es hijo 
de alguien de valor estratégico en el sector o está en algún eslabón 
de la cadena criminal), destierro del barrio o sector (para personas 
conocidas y que no hayan hecho algo muy grave, por ejemplo, 
alguien que genere cuestionamientos a los grupos ilegales, general-
mente maestros o líderes sociales), “terapia” o golpiza (entendida 
como una sanción intermedia, y para una culpa leve), y por último 
la muerte, que generalmente se presenta con arma de fuego y en 
ciertos lugares del territorio, usualmente no se mata en cualquier 
parte, ni a cualquier hora, existe una delimitación del territorio 
que es funcional a su actividad. A manera de ejemplo: “Nosotros 
no podemos andar donde hay ciertos parches. Nosotros pregun-
tamos en qué parches están ellos, y a esos parches no vamos” 
(Entrevista E11, 2015). También en las entrevistas se mencionó 
la desaparición como una estrategia usual o el movimiento de los 
cadáveres de un lugar a otro para evitar “calentarse” y poner en 
evidencia el barrio como un lugar inseguro (no se tiene ninguna 
evidencia de estos hechos, aparte de las entrevistas). En este tipo 
de polígono se ve cierta domesticación de la violencia y un mayor 
grado de control de la vida privada de los ciudadanos. A manera 
de ejemplo: “Si usted tiene una pelea o les pega a los niños o está 
regando chismes o llamando a la policía... miramos, pilas, pues” 
(Entrevista E12, 2015).
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5.3. Barrios mixtos

Este tipo de polígono se constituye con los barrios popula-
res, formados entre 1900-1910, extendidos con invasiones entre 
1980-2000; y populares extendidos con intervenciones piratas y 
estatales entre 1940-1970. La muestra fue tomada en la comuna 
13, en dos puntos diferentes que representan los dos polígonos 
de la comuna.

De acuerdo con la información suministrada, existió mu-
cho control social en el pasado (guerrilla y paramilitares), 
hoy existen grupos criminales que expenden droga, asesinan, 
intimidan, pero su capacidad de control social ha menguado. 
Fue recurrente el hecho de que en el pasado existieron lími-
tes horarios y territoriales, pero ahora no. Los entrevistados 
manifestaron que no hay limitaciones horarias de ninguna 
clase. No obstante, fue recurrente el énfasis que hicieron los 
entrevistados en el territorio como un lugar estratégico, en 
particular el fragmento de esta entrevista puede ser de mucha 
utilidad:

La trece es una zona estratégica porque junta con el 
lado de Belén, es la salida a suroeste detrás del morro 
de Belén y salida de vía al mar, por Urabá. Entonces 
igual que la ocho, tiene una disputa y esa disputa está 
muy fuerte, tanto Policía, Ejército, pillos y personas de 
distintas índoles se quieren esas rutas y de ahí pues el 
conf licto siempre estará permanente. Este es San Javier, 
se encuentran todos, todos los actores, unos más que 
otros, pero es la zona donde se encuentran. Esta es una 
zona como franca, donde pueden estar pero desde ahí si 
está mal parchado le hacen la vuelta acá, se lo roban. En 
esta zona digamos que en esa época de 2004 la vigilancia 
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eran paramilitares, entonces la vigilancia iba a cobrarte 
la vacuna a la casa y aquí a los chicos que venían y que 
ya habían identificado se los roban, conjuntamente con 
la Policía, “entonces fue a San Javier y desapareció”. Este 
es un lugar que si bien la policía ha dicho “no se metan 
acá”, ha habido ciertos casos de homicidios altos. Pero 
esta es una zona donde pueden conf luenciar (sic), hay 
bares, donde llegan los de este combo, hay bares donde 
llegan los del otro combo, entonces ya entre ellos saben 
quién no llega. Entre los barrios también saben a qué 
bares ir, a qué bares puede llegar el de su sector, y a 
cuáles no. Es el lugar de tensión, intermedio y es el lugar 
de caza (Entrevista E13, 2015).

En relación con los procesos de extorsión se manifestó que 
existen vacunas, pero solo para los negocios, a la gente no la 
vacunan. A diferencia del polígono anterior, las vacunas en los 
polígonos mixtos es solo para los locales comerciales y el im-
porte es mucho más alto, se mencionaron vacunas de $20.000 
y $50.000 pesos. Además, se comentó que es muy remota la 
posibilidad de negociar la cuota o de flexibilizar las fechas de 
pago: “Si no puede pagar ese valor, váyase para otro barrio” 
(Entrevista E13, 2015). En este tipo de polígono los actores 
criminales no tienen tanta intromisión en los asuntos privados, 
ni tienen tanto interés en regular problemas de la comunidad. 
De igual manera, los “combos” no tienen tanto respaldo co-
munitario como en otros tipos de polígono. Además, existe un 
lugar para la venta de droga, otro para el consumo y otro para 
matar. Los actores interactúan con el espacio y la topografía, 
se podría decir que el territorio es un actor relevante en los 
procesos normativos y sociales.
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La mayoría de homicidios —según los intervinientes— se 
presentan entre los jóvenes vinculados al control de las plazas 
de vicio, entre retaliaciones, venganzas, peleas por mujeres, etc. 
Según las entrevistas: “A estos muchachos no les interesa hacer 
Estado”, “Los problemas son por bobadas”, “Se matan por ton-
terías” (Entrevista E15, 2015). No se evidenció por parte de los 
“combos” un interés por tener un control de la regulación social 
o por intervenir en la resolución de los conflictos domésticos. 
Sin embargo, sí se evidenció un interés por demostrar poder 
a su adversario, representado en las formas de ostentación del 
armamento. A manera de ejemplo: “Aquí en la trece siempre 
ha habido fierros grandes, usted a cierta hora de la noche en 
la semana escucha la M60, el fusil, o sea, son armas grandes 
lo que está funcionando acá. Que si bien en momentos de 
la noche también dispara el Ejército, el que más que todo lo 
utiliza son los grupos (sic), como también para ahuyentar al 
otro y saber qué armamento tiene” (Entrevista E16, 2015). 
De acuerdo con las entrevistas, se evidencia una tradición de 
“protección violenta”, de vigilancia armada y de intimidación 
con armas de fuego, que pasó por las milicias, luego por los 
paramilitares y ahora pasa por los combos delincuenciales (sin 
contar también los patrullajes del Ejército y la Policía). Un 
miembro de la comunidad lo expresa así:

Yo pillé desde los doce años (grupos) que ya andaban con 
los fierros, les entregaban fierros para patrullaje y para 
gaminería, ya los que estaban al mando tenían fierros 
más grandes, pero como para divisar, para que la gente 
pillara. Digamos que siempre la lógica armada que ustedes 
conocen es que los vean, para que sepan que hay (armas). 
El temor y que la gente tenga temor (Entrevista E16, 2015).
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5.4. Centro de la ciudad

El centro de la ciudad es el segundo polígono más grande 
de todos, y sus lógicas internas difieren en mucho del resto de 
tipos de polígonos. Además, presenta una particularidad en las 
modalidades y medios de cometer la conducta criminal: es allí 
donde más se comenten homicidios por arma corto-punzante. 
Un factor relevante para describir este tipo de polígono es el 
hecho de que el centro de la ciudad es en realidad dos tipos de 
polígonos diferentes: uno de día y otro de noche. De día, el ho-
micidio es controlado, focalizado, y generalmente no se comete 
allí. La víctima es transportada a otras partes. En cambio, por 
las noches y al amanecer, existen muchos homicidios difusos 
(Entrevista E17, 2015). Según los datos empíricos recolectados 
en las entrevistas, algunos homicidios corresponden a grupos 
oscuros y anónimos de limpieza social, al igual que a ajustes de 
cuentas entre pequeña criminalidad o entre habitantes de calle 
con problemas de adicción.

Con relación al factor normativo, sigue la tendencia del resto 
de tipos de polígonos en cuanto a los órdenes amalgamados (Es-
tado, ilegales, sector privado, mezclas entre legales e ilegales) y a 
la multiplicidad de actores. Se mencionó en las entrevistas que 
existen procesos de connivencia entre la Policía y los “combos”. 
Según las interpretaciones de los entrevistados, la Policía en el 
centro hace parte de la red criminal y de la amenaza letal (no 
es un dato judicial, la información disponible es solo resultado 
de las entrevistas). Sin embargo, las prensas local y nacional lo 
documentaron de la siguiente forma: “Ante un juez de control 
de garantías se realizará la audiencia de legalización de captura 
e imputación contra 19 agentes activos de la policía que fueron 
capturados por hacer parte de las redes de microtráfico en el 
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centro de Medellín” (Noticias caracol, 2014); “Pagos de 250.000 
pesos semanales recibían 19 policías de la Metropolitana de Me-
dellín por permitir la venta de drogas en seis plazas de vicio en 
esa ciudad (…) Todos los policías hacían o habían hecho parte de 
la estación Candelaria, y su función específica era el control de 
los sectores donde están las plazas de vicio” (El Tiempo, 2014); 
“Los policías omitían los controles al tráfico de drogas, a cambio 
de dinero que recibían de estructuras criminales” (Minuto 30, 
2014).

El control de lo doméstico no es relevante, lo único impor-
tante es el pago de la vacuna, o las vacunas (plural). Y el respeto 
por las normas informales del territorio, que tienen un carácter 
mercantil e informal en el día (lo importante es no impedir el 
flujo de recursos y mercaderías), y en las noches, muy ligadas a 
rentas ilegales (drogas, prostitución, entre otras).

De día el espacio está bastante delimitado, cada acera, esqui-
na o rincón pareciera estar asignado a un vendedor ambulante, 
agente ilegal, repartidor de volantes, prostituta, voceador de 
restaurante, etcétera. En entrevistas se confirmó esta idea, in-
cluso, uno de los entrevistados manifestó: “Hasta los ladrones del 
Parque de Berrío están controlados y vacunados por estructuras 
mayores” (Entrevista E19, 2015). Otro manifestó: “Yo fui ladrón 
del parque y del centro, y tenía que pagar para estar ahí. Ahora 
soy legal (vendedor ambulante), y de todas formas tengo que 
pagar”.

- Superplaza de drogas

Según la clasificación de Gustavo Duncan en la introducción 
de este informe, existe un caso que merece atención especial, y es 
el caso concreto del barrio Antioquia, polígono que él denomina 



Más allá de las normas de papel y de sangre     291

Superplaza de drogas. En relación con esta subespecie de tipo de 
polígono, se evidenció una tendencia similar a la del primer tipo 
de polígono (Barrios legales).

En dicho polígono se vio un fuerte control del territorio, 
reforzado por aparatos criminales, donde los delincuentes se 
constituyen en empresarios del delito y la coerción. La mayoría 
de cosas y servicios se pueden comprar o vender, sin embargo, 
se percibió que incluso en los lugares de venta y consumo de 
narcóticos se presentan límites y posturas prosociales.

El homicidio puede aparecer como una transacción econó-
mica en algunos casos o como resultado de una acreencia no 
pagada, pero también como resultado de una microrregulación. 
No obstante, también pueden existir reglas que evitan homi-
cidios y conducen los negocios y la vida social del sector. Es 
importante agregar que aunque los actores ilegales presentan 
un importante control social, también se evidenció respeto por 
la fuerza pública, y presencia estatal en el territorio representada 
en servicios públicos, programas del gobierno local y patrullaje 
policial.

En resumen, en este polígono se evidencia un grado alto de 
regulación y vigilancia, y según entrevistas (no se tiene evidencia 
empírica del hecho), un nivel alto de connivencia legal-ilegal. 
Algunos homicidios son producto de alianzas híbridas, ajustes 
de cuentas y de la dinámica propia del control territorial. El 
homicidio se presenta muy focalizado y muy controlado.

- En síntesis

De acuerdo con el trabajo empírico obtenido y revisado, don-
de hay grandes rentas ilegales, los actores ilegales se dedican al 
negocio sin mucha intervención en los asuntos más domésticos o 
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de control social. Donde hay escasas rentas, ellos entienden que 
los servicios de seguridad —protección violenta— y el control 
social de las poblaciones pueden reportar ganancias a partir de 
las vacunas más generalizadas. Existe una tasación del importe 
y una regularización del pago. Especialmente en los nichos de 
alta competencia delictual.

El centro y los barrios más centrales (ejemplo, la Candelaria, 
parte baja de la comuna 13, Castilla, barrio Antioquia) y de clase 
media son un buen botín, la estrategia de los actores ilegales es ser 
empresarios del delito y la coerción. En las zonas más periféricas, 
barrios más pobres (ejemplo, Popular, parte alta de Manrique), la 
estrategia de los actores ilegales es buscar la “legitimidad práctica 
en el territorio”, con mayor microrregulación y con estrategias 
más dúctiles frente a la comunidad, y más fuertes contra los que 
vulneran sus valores (ejemplos: violadores, ladrones).

De acuerdo con el material empírico, cada tipo de polígono 
presenta características diferenciales. Los factores más relevan-
tes se pueden observar en el papel que tienen los combos en los 
procesos de regulación y en el grado de penetración de la vida 
doméstica de las comunidades; también se evidencia amal-
gamiento de los ordenamientos formal-informal. Las reglas 
informales que tienen incidencia en el homicidio en cada tipo 
de polígono responden a las variables de oferta-demanda de la 
actividad delictual; esto sumado a condiciones topográficas y 
sociales.

El factor territorial es un actor clave de los procesos homicidas 
de la ciudad, y la delimitación de los polígonos no puede ser solo 
un asunto de cantidad de muertos acumulados. La topografía 
importa, y también las dinámicas sociales; más que “polígono”, 
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término de uso militar, se considera que los lugares de estudio 
son “ecosistemas transgresores” (Bobea, 2014) o “lugares de acu-
mulación de desventajas” o “nodos violentos”. Allí, el homicidio 
es solo uno de los síntomas de la problemática social.

Los polígonos con mayor control social del territorio y de las 
comunidades (“legitimidad práctica” por parte de las comuni-
dades, intromisión en los asuntos domésticos, control de nuevas 
rentas legales como las arepas, servicios de seguridad, etc.) de-
muestran menores rentas en la actividad criminal tradicional 
(drogas, vacunas a empresarios, prostitución, juegos de azar, 
hurtos). El rol de vigilancia y control de los combos en ciertos 
barrios de Medellín es una estrategia adaptativa, en virtud de 
que las clásicas prácticas criminales están muy copadas (exceso 
de oferta) o han dejado de ser tan rentables. Los barrios donde 
siguen siendo rentables tienen menos control social. De ahí que 
puedan llegar a variar las reglas informales y los homicidios en 
los diferentes polígonos.

Las reglas informales que tienen incidencia en el homi-
cidio, en cada tipo de polígono responden a las variables 
de oferta-demanda de la actividad delictual; esto sumado a 
condiciones topográficas y sociales. Además, se pudo percibir 
que existe una diferencia para los actores entre los lugares de 
habitación y los lugares de extracción. Los sujetos no sienten 
una relación igual con todo el territorio, sino una relación 
diferenciada. Igualmente, los actores han identificado que el 
homicidio les genera una publicidad negativa ante las auto-
ridades públicas, “hay que cuidar la plaza”, “hay que evitar 
calentar el parche”, lo cual ha hecho que la práctica varíe o 
se vuelva más soterrada.
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Por otro lado, existe una relación política de centro-periferia 
en los diferentes polígonos de Medellín, donde el centro no ne-
cesariamente es el centro de la ciudad (la Candelaria), sino que 
el centro son los lugares de extracción de grandes rentas ilegales, 
y la periferia se constituye a partir de los lugares de extracción 
de rentas menores. En los tipos de polígonos 1, 3, 4 y barrio 
Antioquia, hay menor intromisión en los asuntos privados de los 
habitantes; en cambio, en los segundos —polígonos 2, barrios 
de invasión o pobres excluidos—, los actores ilegales se sienten 
muy atraídos por ofrecer servicios de seguridad y justicia, ya que 
las comunidades de estos polígonos carecen de la oferta estatal 
de dichos servicios, y además, porque esas prácticas justifican 
la extracción de los recursos (vía vacuna). No quiere decir esto 
que en los primeros polígonos no existan dichas prácticas, lo 
que se quiere exponer es que en el segundo tipo de polígono, esa 
tendencia es más fuerte y la intromisión en la vida íntima de los 
habitantes es mayor, y además, mucho más aceptada.

Por consiguiente, donde los recursos son escasos y los actores 
armados pertenecen a esos mismos territorios, hay una lógica de 
control y regulación social. Es posible que exista una conciencia 
de grupo social, con ciertos vínculos de pertenencia barrial, y 
marcada también por intereses económicos. Es decir, en los 
polígonos de tipo 2 (barrios de invasión), y tal vez en parte del 
resto de polígonos, las variables necesidades básicas insatisfechas 
y pertenencia al barrio son determinantes en la consolidación de 
órdenes sociales amalgamados y en la dinámica del homicidio. 
Una política pública que busque fortalecer el liderazgo de estos 
actores sociales, a partir de estímulos concretos, que los seduzca y 
los invite a ser parte de la vida formal y legal de la ciudad, en vez 
de marginalizarlos o eliminarlos, podría llegar a ser importante 
para el futuro de Medellín.
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6. Consideraciones finales

Se podría decir que para el caso de Medellín, más que un 
vacío normativo absoluto, lo que se configura es un estado de 
anomia, representado como orden social no resuelto (Centro de 
Análisis Político (CAP) Universidad EAFIT, 2014), orden híbri-
do (Angarita & otros, 2008), gobernabilidad mutante (Dávila, 
2013) o como órdenes amalgamados15. Esta situación de amal-
gamiento normativo se presenta acompañado, por un lado, con 
altos niveles de eficacia práctica, y por otro lado, de altos niveles 
de violencia homicida (Centro de Análisis Político (CAP) Uni-
versidad EAFIT, 2014)16. Empero, como ya se ha mencionado 
en los capítulos precedentes, la ciudad reporta una importante 
reducción de las tasas de homicidios. Si bien las muertes siguen 
estando concentradas en nodos problemáticos que para esta in-
vestigación se denominaron polígonos, el total de los homicidios 
visto en el corto, mediano y largo plazo ha descendido. Además, 
esta reducción del homicidio en la ciudad está acompañada del 
aumento de la estatalidad local y el aumento regulatorio del 

15  Considero que es preferible el término amalgamada que híbrida, ya que la 
referencia a la hibridación por parte de la biología remite a resultados estériles, y 
creo que las particularidades que se describen no se presentan de manera estéril 
en todos los casos, y además, estas amalgamas normativas tienen altos niveles 
de eficacia práctica y social.

16  Es relevante mencionar que si bien las tasas de homicidios en Medellín han 
mermado en los últimos años, aún siguen siendo altas comparadas con las del 
resto del mundo, especialmente las de Europa que presentan generalmente un 
solo dígito. A manera de aclaración, Medellín alcanzó tasas de hasta casi 400 
homicidios por cada cien mil habitantes a principios de los noventa (años 1990-
1993), teniendo en ese entonces una de las tasas de homicidios más altas del 
planeta (Giraldo-Ramírez & Fortou 2014). Posteriormente, Medellín alcanzó 
una reducción en las tasas, registrando 34 en el 2007, 52 en el 2012, 38 en el 
2013 y 28,5 en el 2014; sin embargo, las tasas siguen estando por encima del 
promedio ideal y recomendable.
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Estado en los territorios, no de manera plena, pero sí de forma 
escalonada. A manera de precisión, lo que se puede encontrar 
hoy en algunos sectores de la ciudad como una especie de orden 
amalgamado, hace veinte años era un orden mafioso, y hace 
quince un orden paramilitar. La situación reclama continuidad 
en los esfuerzos y en las políticas públicas, pero también muestra 
un avance regulatorio del Estado local en el territorio, especial-
mente en los polígonos, donde las guerras urbanas siguen más 
enquistadas y las desventajas de los habitantes se concentran con 
mayor facilidad.

Si bien las reglas en uso en los diferentes tipos de polígonos 
pueden llegar a producir homicidios, también contribuyen a 
su evitación. Las reglas informales coadyuvan y obstruyen el 
sistema formal de forma coetánea; coadyuvan al encauzar las 
conductas sociales, resolver asuntos litigiosos y generar mercados 
en zonas periféricas con mínima presencia estatal; de la misma 
manera, controvierten al producir delitos (en especial el homi-
cidio), vulnerar los derechos de los habitantes, generar negocios 
ilícitos, etcétera. Estos entramados normativos amalgamados 
son duales —como el dios Jano— y no deben ser entendidos 
necesariamente como antagónicos.

De otro lado, la carga regulativa que teóricamente es potes-
tad exclusiva del poder hegemónico estatal, ahora se presenta 
erosionada, reluctante. Como si sobre un lago se presentaran 
varias manchas de aceite17. La seguridad y la justicia pasan de 
ser monopolios estatales —y razón de ser del Estado— a bienes 

17  Utilizo la metáfora que usa Torrijos (2009) para definir la gobernabilidad 
reluctante.
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club. Estas condiciones estructurales llevan a los ciudadanos (su-
jetos limitadamente racionales) a elegir dentro de las diferentes 
opciones institucionales (formales e informales) la que conside-
ran más adecuada para su caso concreto. Este aumento en las 
posibilidades de elección se presenta para algunos sujetos como 
un displacer y como una situación problemática18 y anómica, lo 
cual confirma la idea de Jon Elster: “A menudo, menos es más 
o, dicho de otro modo, que muchas veces se saca más provecho 
de tener menos opciones que de tener más” (2013, p. 10). Para 
otros, simplemente la situación se ha naturalizado.

Lo que revela el trabajo del CAP (entre el 2013 y el 2015) es 
que las instituciones informales e ilegales están copando cada vez 
más cuestiones en su afán regulatorio, especialmente en el au-
mento de su capacidad de intromisión en los asuntos domésticos 
de los habitantes, con una preocupante “legitimidad práctica” 
en los territorios. El excesivo formalismo civilista colombiano 
es evitado parcialmente, para dar paso a las soluciones fácticas, 
violentas y rápidas. Por ejemplo, en la actualidad abundan los 
casos de respuestas que desconocen la rígida palabra escrita y 
dan más valor a la dúctil palabra hablada; que ignoran el ritual 
de la escritura jurídica y acogen el ritual de la sangre y la violen-
cia. Los casos de justicia por mano propia, el linchamiento de 
ladrones, la instauración de extorsiones y su posterior aceptación 
generalizada, la aparición de oficinas de cobranzas violentas en 
descrédito de los abogados, etcétera, pueden ser síntomas de 

18  Ninguno de los participantes en los grupos focales o en las entrevistas, a lo largo 
de estos dos años, ha manifestado que se sintiera a gusto con la multiplicidad 
de regulaciones. En cambio, una gran cantidad de personas, de diferentes 
edades, géneros y condiciones económicas, manifestaron que sentían malestar 
e incertidumbre frente al fenómeno.
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esta cuestión. Un análisis que se base más en datos empíricos y 
menos en la dogmática jurídica y constitucional puede ayudar a 
entender el papel que tienen las reglas en uso en la concentración 
del homicidio en los polígonos de Medellín. Para este propósito 
puede ser relevante citar al jurista alemán Eugen Ehrlich, quien 
consideraba que “en realidad, la vida se regula y se determina a 
sí misma en primer lugar” (2005, p. 15). De acuerdo con esta 
lógica, el derecho debe aparecer después como un resultado 
cultural o como una respuesta eficiente a la necesidad debida-
mente documentada. Sin embargo, en muchas ocasiones aparece 
como una copia de sistemas extranjeros, con sustentos empíricos 
difícilmente comparables, y su traslado se presenta sin mucho 
éxito práctico, en la medida que desconocen el contexto social 
y cultural.

Otro punto que merece atención es la idea relativa al “pacto 
de fusiles”, argumento de tipo conspirativo que afirma que la 
disminución de las tasas de homicidios recae en un acuerdo 
entre dos grupos criminales con el visto bueno de la autoridad 
policial. Autoras como Abello y Pearce (2015) consideran este 
argumento para explicar la relación entre reglas y disminución 
del homicidio. No obstante, este tema amerita un detenimien-
to y algunas críticas. Es posible que existan pactos entre grupos 
criminales de la ciudad, sin embargo pareciera que su efecto 
está sobredimensionado. Considerar que la criminalidad posee 
un grado de especialización y organización tan elevado, es tan 
absurdo como minimizar en exceso el influjo político y de 
gestión de la Alcaldía, que en los últimos años ha construido 
estatalidad en la mayoría de territorios (Leyva, 2010). Los que 
sostienen la idea de que el “pacto de fusiles” es el único res-
ponsable de la disminución del homicidio en la ciudad están 
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considerando que la estructura de la criminalidad local es tan 
verticalizada, burocratizada y corporativa como un Estado, o 
al menos como una empresa multinacional. El trabajo empírico 
no nos da elementos para argumentar tal tesis absolutizadora 
del trasegar criminal de la ciudad. Es posible que en tiempos 
de Pablo Escobar o de alias don Berna pudiera existir una 
propuesta criminal-corporativa más precisa y al mismo tiempo 
más hegemónica, pero en la actualidad de la ciudad de Mede-
llín es poco creíble. Los trabajos de Jorge Giraldo (2009, 2014) 
han mostrado cómo la administración local ha avanzado en 
temas de seguridad y cómo en la última década se ha podido 
construir institucionalidad más cercana, el gobierno ha colo-
nizado espacios que otrora eran vedados, y el urbanismo social 
y los programas de prevención y apoyo han generado espacios 
de inclusión.

Si bien los criminales pueden llegar a hacer acuerdos y cum-
plirlos, dichos acuerdos deben ser entendidos a la luz de la lógica 
propia de un sistema informal, criminal y difuso. Es paradójico 
que en Colombia exista una cultura tan marcadamente incum-
plidora de las normas y que al mismo tiempo la forma de pensar 
esté tan determinada por el formalismo jurídico decimonónico 
y el pensamiento burocrático y corporativo. Michael Polanyi 
(2009) estableció una clasificación útil que permite entender 
mejor esta cuestión. El autor en mención consideró que existían 
dos tipos de órdenes, el orden corporativo y el orden espontáneo 
(Polanyi, 2009). Los órganos estatales son un ejemplo del orden 
corporativo, en la medida que tienen un cuadro de mando, y 
a su vez, ese mando tiene bajo sus órdenes a cinco súbditos, y 
cada uno de esos súbditos tiene a su vez cinco subalternos más, 
y así sucesivamente. Mientras que la criminalidad personifica 
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el orden espontáneo19, en el que no existe un cuadro de mando 
unificado que direccione todo el territorio y ordene a todos los 
sujetos como súbditos, y súbditos de súbditos.

De acuerdo con el material empírico recogido (no solo para 
esta investigación, sino en los trabajos realizados en los últimos 
tres años que se referencian al final), no se puede afirmar que 
exista en la ciudad un orden criminal corporativo, burocratizado 
y unificado. Quienes argumentan la idea del “pacto de fusiles” 
como el único determinante —o al menos uno de los funda-
mentales— de la reducción del homicidio en la ciudad están 
explicando un orden, desde la lógica y naturaleza del otro. Están 
considerando que dicho pacto se configura igual que una ley 
o decreto y que sus efectos son erga omnes, lo cual es producto 
de un análisis en exceso formalista, proveniente de una mirada 
estado-céntrica y en exceso optimista del poder contractual de 
los hombres y del cumplimiento de las regulaciones. Es decir, es 
una mirada que considera que la ciudad está gobernada por dos 
poderes verticales y hegemónicos: el Estado y el Orden Crimi-
nal-Corporativo.

Este argumento hay que reducirlo al absurdo por varias 
razones. La primera de ellas es que un Orden Criminal-Cor-
porativo no sería eficiente para el tráfico criminal, otra razón 
sería que implica estructuras de mando rígidas, con supervisión, 
con sujetos estandarizados a la espera de órdenes de un mando 
único. Además, implicaría rutinización de las conductas, zona 
de confort, proyección al mediano y largo plazo y demás reglas, 

19  Vale la pena aclarar que Polanyi no empleó la categoría de orden espontáneo a 
la criminalidad, lo usó especialmente para describir el trabajo científico. Esta 
utilización de la categoría recae exclusivamente en el autor del capítulo.
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actitudes y resultados corporativos. Lo anterior riñe profunda-
mente con el negocio criminal en sí mismo. Tal vez en lo micro sí 
se presenten algunas reglas delimitadas, pero como se mostró en 
las partes anteriores, cada tipo de polígono tiene reglas, actores 
y medios diferentes a los otros, es más, al interior de algunos 
tipos de polígonos existen diferentes actores, reglas, medios, lo 
cual se expresa como amalgamiento diferenciado por territorios 
y actores. Conjuntamente, el tipo de negocios criminales actua-
les necesita de sujetos que tomen decisiones relevantes con un 
margen más o menos importante de libertad. Por la naturaleza 
del negocio, la participación en una empresa criminal requiere 
en algunos casos de un grado mayor de autonomía y libertad, 
que el grado del cual dispone un funcionario o un empleado 
de una corporación. La sola idea de convertir a “bandidos” en 
funcionarios es en cierta medida desproporcionada, en virtud 
de que lo funcional para el crimen es el orden espontáneo, y es 
también su forma de expresión.

Dicho de otra manera, puede que exista el “pacto de fusiles” 
en la cúspide delincuencial, pero más que un imperativo ca-
tegórico para los asesinos locales, funciona como un principio 
orientador del accionar delictivo, como una metanorma que 
permite la interpretación de las reglas en uso en los territorios 
del orden amalgamado. No obstante, en el territorio lo que se 
materializa son múltiples micropactos, algunos constituidos de 
forma espontánea y de manera tácita. Así como se configuran las 
autolimitaciones y micropactos dentro de un partido de fútbol, 
en el que el guiño basta para entender cuál jugador pateará el 
balón en el tiro de esquina o dentro de una jugada a quién hay 
que pasarle el balón rápido, aunque los jugadores implicados no 
hayan hablado antes del tema.
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El que entra en la delincuencia desea tomar lo suyo y avanzar 
rápido, a partir de cálculos elementales de costo-beneficio y de 
medios-fin —como lo menciona Arendt (2006), la violencia 
renta—, pero también existe en ella una porción inmensa de 
azar y peligro, donde las decisiones se efectúan rápido y no hay 
tregua, en la mayoría de los casos, para la prudencia y el cálculo 
de planeación. Todo esto establece grandes diferencias con la 
naturaleza del orden corporativo.

Las relaciones criminales son múltiples, rápidas y ágiles. Se 
dan de forma coetánea y en un grueso importante de delitos. 
Estas circunstancias previamente señaladas imposibilitarían que 
sus miembros estuvieran pidiendo instrucciones y consultas a 
cada paso. En cambio, lo que se evidencia en el territorio es que 
los sujetos actuantes en el terreno criminal “no desean construir 
Estado”, ni una institucionalidad formal. La criminalidad fun-
ciona más como un partido de fútbol callejero e improvisado, 
que como un grupo empresarial, ya que “una entidad corporativa 
tiene un alcance de control mucho más estrecho que un sistema 
que se autoadapta” (Polanyi, 2009, p. 145).

Pero ¿qué une a los sujetos en este orden espontáneo? Hannah 
Arendt (2006), siguiendo las ideas de Fannon, argumenta que la 
violencia puede ser entendida como una ligazón social, un ins-
trumento de inclusión, una posibilidad de religar. La violencia en 
estos términos es posibilidad de cohesión, instrumento, medio y 
estímulo. No como variable absoluta y única (en los fragmentos 
anteriores se han esbozado las otras variables), pero sí como ele-
mento importante, en la medida que “todas las empresas ilegales, 
delictivas o políticas, el grupo, por su propia seguridad, exigirá 
que cada individuo realice una acción irrevocable con la que rom-
pa su unión con la sociedad respetable, antes de ser admitido 
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en una comunidad de violencia” (Arendt, 2006, pp. 90, 91). La 
autora al formular la idea de Comunidad de violencia más que 
estructura de violencia, se inserta en la idea de orden espontáneo 
y de horizontalidad del crimen, lo cual permite avanzar a otras 
preguntas: ¿Y qué puede ser más irrevocable que un homicidio?, 
si bien existen otros hechos irrevocables que se han mencionado 
en este capítulo, tal vez el homicidio es la expresión más extrema 
de dicho enunciado. Además, ¿qué tanta fuerza constructora 
existe en el hecho destructor en sí mismo?

En algunas entrevistas se mencionó que “existían pelaos que 
mataban a otros como requisito para entrar a un combo o banda”, 
sin que mediara entre ellos odio, diferencias sociales, políticas, 
religiosas, étnica, etc. La única diferencia era la posibilidad de 
ingreso a la comunidad violenta, la posibilidad de ser ungido con 
el don de lo terrible. “Pero una vez que un hombre sea admitido, 
caerá bajo el intoxicante hechizo de la práctica de la violencia 
que une a los hombres en un todo, dado que cada individuo 
constituye un eslabón de violencia en la gran cadena, una parte 
del gran organismo de la violencia que ha brotado” (Arendt, 
2006, p. 91).

A manera de cierre, la construcción de estatalidad cercana 
en la ciudad y los procesos de construcción social desde las 
comunidades han ido sustituyendo gradualmente la primitiva 
ligazón social de la violencia, poniendo en el medio de los suje-
tos algo diferente, reocupando su lugar. Este cambio no puede 
ser de inmediato, no obedece a un cambio de legislación o a 
un aumento de las penas. Es un proceso complejo, costoso y 
gradual; sin embargo, la disminución del homicidio en la ciudad 
y en los polígonos, acompañada de la disminución de la regu-
lación hegemónica criminal en el territorio, puede dar pistas 
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en clave de políticas públicas y de política criminal. La idea de 
órdenes amalgamados no debe ser motivo de pesimismo, sino 
de optimismo crítico, en la medida que en muchos territorios 
de Medellín, por muy extravagante que parezca, la regulación 
formal es el elemento nuevo en la mezcla normativa, que si bien 
no se encuentra en sus términos ideales, sí está en procura de 
domeñar los territorios, tanto físicos como mentales.
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Glosario de Parlache
A la loca: De forma desorganizada, al garete, con improvisación.

Brinco: Sinónimo de vuelta, realizar una actividad que puede ser o no, ilegal.

Cachorros: Hombres jóvenes que hacen parte de una estructura criminal.

Cascan: Golpean.

Cucho: Persona mayor, adulto, también puede ser una persona con cierto 
respeto dentro del lugar.

El man: Persona, hombre.

Fierros: Armas de fuego

Gaminería: Cometer actos delincuenciales de poca monta.

La firma: Autorización de un mando ilegal

Liendras: Actores ilegales, maleantes

Parce: Amigo, persona cercana y de afecto. También se puede usar como 
expresión que denota confianza, y se usa especialmente para enfatizar 
algo, o mostrar asombro o sorpresa.

Parche: Grupo de amigos o socios, pero también puede ser el lugar de 
reunión.

Pasarlo al papayo: Asesinar

Pela: Golpear.

Pelados: Jóvenes.

Pelao: Joven

Que se abra: Cuando se le ordena a alguien que se retire de un lugar es-
pecifico.

Sonar: Golpear

Terapia: Golpear o someter a una persona a un castigo físico.

Vacuna: Extorsión.

Vuelta: Actividad o negocio a realizarse, que puede o no, ser de índole 
criminal.
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El eje central de la seguridad urbana es la construcción de 
comunidad.

(Cívico, 2015)

La pregunta de investigación que ha orientado muchos es-
tudios acerca de la violencia en la ciudad se puede formular en 
estos términos: ¿Por qué nos matamos en Medellín? Los resul-
tados han mostrado la clave explicativa en la fuerte presencia de 
los criminales en la interacción social de los habitantes en los 
territorios. La propuesta que se hace con este capítulo es hacer 
un giro hacia la pregunta contraria: ¿Por qué no nos matamos? 
Si el crimen es ley —los capos mandan, las bandas delinquen 
y la fuerza pública es insuficiente— y si la vida no es llevadera 
—no hay oportunidades, somos violentos y la convivencia es 
incierta—, ¿por qué nos empeñamos en sobrevivir? La respuesta 
que se presenta a continuación señala que a pesar de la adversi-
dad, las comunidades se las arreglan para resolver sus problemas 
colectivos.

A menudo, la discusión sobre la seguridad en general y sobre 
la violencia homicida en particular se aborda desde una dico-
tomía entre regla formal y regla criminal, entre lo que dicta la 



312    Territorio, crimen, comunidad

institucionalidad y lo que dicta la criminalidad. Aquí se arguye 
que la informalidad encierra un conjunto de factores que la dico-
tomía desperdicia, por cuanto esa mirada dual oculta una tercera 
dimensión que exige mayor análisis. De hecho, informalidad 
se suele asociar a criminalidad y, de esa manera, el potencial 
informal queda reducido a su faceta ilegal. Por el contrario, es 
necesario emprender el proceso de identificación, valoración y 
comprensión de las informalidades que hacen posible la vida 
cotidiana de las comunidades.

Vetas para comprender la informalidad de la 

violencia urbana

En el pasado reciente, Medellín ha sido catalogada como la 
ciudad más violenta del mundo. Los años noventa en particular 
fueron testigos de la página más trágica de la historia de la ciudad 
debido al protagonismo de narcotraficantes, milicianos y demás 
criminales organizados alrededor del terror.

En el primer lustro del siglo XXI, la conjunción de varia-
bles —sociedad civil organizada, liderazgo político local, apoyo 
nacional e internacional y buen desempeño económico— recreó 
las condiciones necesarias para que tuviera lugar un proceso de 
transformación. Aunque la dinámica renovada de la ciudad 
estuvo acompañada de reducciones notorias en la violencia ho-
micida, también es necesario advertir que en vastas extensiones 
del territorio se mantienen o se fortalecen prácticas de violencia 
no letal relacionadas con tráfico de estupefacientes, extorsión y 
control social.

Con el fin de abordar esta realidad marcada por huellas y 
presencias de la violencia urbana, esta ponencia propone una 
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reflexión conceptual que incursiona en la informalidad que rige 
la creación y evolución de las instituciones de arraigo comunita-
rio. Esto, buscando descifrar insumos que permitan enriquecer 
el análisis convencional de políticas públicas.

A continuación se explica la idea de comprender las institucio-
nes como modelos mentales cristalizados alrededor de creencias 
ancladas en el honor, la proeza y el trofeo. Para el caso de estudio 
que nos ocupa, el joven que porta un arma como sustento de la 
amenaza creíble de su uso ante el incumplimiento de arreglos 
es la piedra angular sobre la que se edifican informalidades de 
la violencia urbana. Pero también, el lugareño que además de 
cumplir con sus obligaciones familiares, académicas y laborales 
saca tiempo para pensar, discutir y hacer cosas por el barrio es el 
rasgo informal congénito de las comunidades que logran resistir 
los embates de los violentos.

Estas informalidades, de hondo arraigo en el quehacer coti-
diano de la vida en comunidad, son un insumo de enorme valía 
para los procesos de políticas públicas que pretenden ajustar o 
modificar el diseño institucional vigente en los territorios.

El análisis institucionalista hasta aquí descrito pretende, en-
tonces, abrir la puerta de las políticas públicas a la informalidad 
propia de la vida comunitaria. Por ello, vale la pena hacer una 
breve digresión acerca de la cuestión informal.

La informalidad se suele interpretar a partir de características 
y resultados de procesos colectivos. En materia económica, por 
ejemplo, surgen transacciones sin contratos ni mediaciones, ne-
gociaciones espontáneas, mercancías de contrabando, y todo ello 
ocurre en un escenario en donde tienen lugar la racionalidad y 
el orden, pero en plural. De nuevo, el contexto urbano comple-
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jo con presencia de actores violentos le imprime diversidad de 
racionalidades y múltiples órdenes a esta dinámica económica 
endógena.

La mirada facilista de la informalidad como antítesis de la 
regla formal se detiene en detalles superfluos y renuncia a la 
profundidad que opera en el trasfondo del arreglo colectivo. Lo 
esencial de la informalidad permanece incomprendido, toda vez 
que no se abordan las preguntas respecto a las motivaciones y 
razones que justifican la conducta al margen del dictado formal.

La economía informal ha sido objeto de muchos estudios 
que enfatizan en esos rasgos generales del proceso productivo: 
tamaño de la empresa, grado de organización de sus procesos 
productivos, condiciones del vínculo laboral, así como precarie-
dad en materia de aseguramiento, solvencia financiera y pago de 
impuestos. No obstante, esas descripciones y mediciones de la 
informalidad económica arrojan un orden de magnitud de los 
síntomas que permiten evidenciar la existencia del fenómeno sin 
lograr explicar su esencia (Guha-Khasnobis, Kanbur, & Ostrom, 
2006): ¿qué obliga a un ciudadano optar por actividades infor-
males?, ¿qué lo motiva?, ¿qué lo justifica?

Si la teoría y el análisis de políticas públicas no incursiona 
con determinación en las cuestiones que fundamentan la exis-
tencia y permanencia de la informalidad, los debates alrededor 
de lo formal y lo informal seguirán reducidos a metáforas que 
describen con acierto las categorías que existen en la mente de 
los investigadores, pero que se alejan de la vida cotidiana de las 
interacciones sociales. En consecuencia, la informalidad seguirá 
contradiciendo pronósticos técnicos y sorprendiendo a los toma-
dores de decisiones.
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Por ende, resulta preciso insistir en que no se pueden asumir 
las instituciones como la nueva fórmula con capacidad para 
entender la complejidad de la interacción social. De hecho, la 
apuesta en las instituciones formales para resolver problemas 
asociados con ausencia del Estado y fallas del mercado ha de-
mostrado con creces su incapacidad. Por supuesto, los arreglos 
legales permiten construir algunos cimientos del orden social, 
pero la vida cotidiana de las comunidades, en especial en con-
textos urbanos complejos con la violencia como factor agravante, 
se caracteriza por la coexistencia de múltiples órdenes sociales. 
Al respecto, un estudio reciente asegura: “Los datos confirman 
la expectativa normativa de las comunidades frente al Estado y 
la Ley, pero muestran una expectativa empírica que traslada la 
lealtad y la legitimidad hacia actores y mecanismos informales 
para la resolución de problemas de seguridad y convivencia” 
(Giraldo & Casas, 2014, p. 32).

También es importante señalar que la ciudad de Medellín 
en particular ha registrado reducciones en la violencia homicida 
que se le suelen atribuir a dos fuerzas: la estatal y la criminal. La 
primera por intermedio de inversión social, así como mayor pie 
de fuerza, más capacidad tecnológica y aumento en la eficacia de 
procesos de captura y judicialización de delincuentes; la segunda 
obedece a procesos de aprendizaje criminal —que persiguen 
menor notoriedad, reducir animadversión comunitaria y bajar 
el riesgo de aniquilamiento entre bandas— y se basan en acuer-
dos entre los actores armados que ejercen control territorial. Las 
autoridades civiles y militares destacan el poder persuasivo que 
tienen los logros oficiales en materia de seguridad, mientras que 
fuerzas vivas de diferentes sectores sociales denuncian pactos 
criminales.
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En consecuencia, en particular, el contexto de violencia ur-
bana construye un escenario en donde el apego a la regla formal 
es arbitrario, al tiempo que la regla ilegal también se tiene que 
acatar. En ese continuum entre ley y crimen, las personas se las 
ingenian para resolver problemáticas comunes y encuentran 
en la informalidad su arena de acción para acordar formas de 
actuación conjunta. Por ejemplo, entre las ofertas de crédito 
de la banca comercial para libre inversión, pero con requisitos 
imposibles de cumplir, y las ofertas leoninas de los criminales 
como el pagadiario, las personas diseñan soluciones ingeniosas 
de préstamo mutual. De esa forma, ni los incentivos estatales o 
mercantiles ni las prácticas ilegales logran cooptar a las personas 
unidas alrededor de una causa común. Por el contrario, aspectos 
poco abordados en los procesos de políticas públicas como la 
confianza y la cooperación se convierten en factores explica-
tivos del arreglo crediticio comunitario. Expresiones artísticas, 
atención a poblaciones vulnerables —niños, jóvenes y adultos 
mayores—, conquista de espacios políticos locales, iniciativas 
deportivas y soluciones habitacionales, entre muchos otros asun-
tos, también ofrecen experiencias de trabajo colectivo basadas en 
motivaciones que toman en cuenta la suerte de los demás. Este 
tipo de arreglos tiene lugar en una mezcla entre normas formales 
e informales: la informalidad identifica los intersticios formales 
para diseñar, supervisar y hacer cumplir acuerdos comunitarios.

La propuesta central de esta reflexión es que ni la formali-
dad de la intervención pública o de la eficiencia mercantil ni la 
ilegalidad de los pactos criminales son respuestas suficientes a 
los interrogantes alrededor de la muerte violenta en las urbes. 
La informalidad de la vida comunitaria constituye un criterio 
explicativo adicional a través de un conjunto de atributos y 
capacidades conformado por coraje, confianza, reciprocidad, 
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reputación, cooperación, acción colectiva, resistencia, legitimi-
dad y sobrevivencia. En lugares estigmatizados por políticos y 
técnicos, estar vivo es el mejor indicador para demostrar que 
aquellos no son tierra de nadie.

Gobernanza comunitaria de la seguridad 

ciudadana

Allí donde crece el peligro también crece lo que nos salva. 
Cuando hablamos de qué es lo que nos salva, [sic] es la 
capacidad de esos jóvenes por buscar otros caminos distin-
tos a la violencia; por apostarle a los sueños, pero sueños 
que ellos puedan gobernar y no que se los gobiernen otros. 
(Comunicación personal, agosto 18, 2015)1.

La seguridad ciudadana puede ser definida como un estado en el 
que es poco probable que los individuos vean afectados sus valores 
a la vida, la integridad y la propiedad. Este estado es por lo general 
un punto de llegada; el resultado de un proceso de disminución del 
riesgo de afectación a los mencionados valores, que supone la incor-
poración —para dicho fin— de distintos medios y la focalización 
de estos en determinadas amenazas (Mesa, en prensa).

Los actores de la construcción de seguridad

En el marco de este proceso, y más específicamente en el mar-
co de la disposición de los mencionados medios, el Estado es en 
el mundo contemporáneo el actor central. A él le corresponde 

1  Este es un extracto de una de las entrevistas en profundidad no estructuradas, 
realizadas en el marco del trabajo de campo del proyecto de investigación. El 
entrevistado es un líder comunitario, miembro de la Corporación Casa Mía 
del barrio Santander en la comuna 6 de Medellín. 
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disponer lo necesario para proteger los valores de los individuos 
frente a las amenazas que supone el entorno. Esta centralidad se 
explica por el hecho de que la seguridad puede ser considerada 
un bien público. Desde un punto de vista económico, varios de 
los servicios mediante los cuales ella se garantiza presentan las 
características de no rivalidad o bajo potencia de sustracción de 
uso e imposibilidad de exclusión o alta dificultad para excluir a 
beneficiarios potenciales (Ostrom, 2013). Por ejemplo, el beneficio 
que un individuo obtiene de la disuasión que para un posible 
delincuente representa el patrullaje de un policía o la existencia de 
lugares abiertos e iluminados (prevención situacional), no impide 
que otro individuo se beneficie de lo mismo ni disminuye el grado 
en el que este último puede aprovecharse de ello. De otro lado, 
desde un punto de vista jurídico, la seguridad se encuentra en el 
centro de los valores del Estado moderno, como fundamento del 
contrato social íntimamente ligado al concepto de soberanía.

La centralidad del Estado en el proceso de construcción de la 
seguridad ciudadana no excluye la participación de otros actores. 
Como lo plantea Velásquez (2005), la seguridad ciudadana de las 
urbes es un escenario en el que además del Estado, tienen parti-
cipación nuevos actores como las empresas de seguridad privada 
(cada vez más difundidas), la ciudadanía y las agencias sociales, 
económicas o de desarrollo (tanto de índole nacional como inter-
nacional). Cada uno de estos actores participa del proceso apor-
tando capacidades distintas en momentos diferentes. Todo esto 
supone un mapa de múltiples y diversos actores cuyas relaciones 
no quedan suficientemente bien expresadas en un eje horizontal 
con el Estado a la cabeza. Respecto de la seguridad ciudadana, se 
consolida cada vez más un escenario de gobernanza en el que la 
organización y la acción pública se desplaza desde las jerarquías y 
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las burocracias hacia el mercado y las redes (Bevir, 2011). Si bien 
el legítimo uso de la violencia se mantiene como exclusivo del 
Estado, la construcción (y de forma más general, la gestión) de la 
seguridad en las ciudades, y en particular en Medellín, involucra 
de manera progresiva debido a su complejidad, distintos actores 
públicos y privados que dispersan el poder en el marco de es-
quemas con dimensiones horizontales. En la ciudad, el problema 
de la seguridad es una situación “(…) fragmentada en cuanto 
a responsabilidades y actores, diferenciada funcionalmente en 
relación con las responsabilidades organizacionales…, y dividida 
entre el ámbito público y privado” (EAFIT & Programa de las 
Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos, 2011, p. 
68). En estos escenarios de gobernanza, el rol de los gobiernos 
locales es menos dominante (aunque no necesariamente menos 
importante) y en ocasiones se orienta más hacia la coordinación 
y la dirección de los distintos actores participantes, que aportan 
distintas capacidades y se complementan entre sí (Orr & Vince, 
2009).

Comunidades: grandes ausentes de la construcción de la 
seguridad

Una comunidad puede definirse como un grupo de personas 
que se caracteriza por la existencia de interacciones sociales in-
tensas entre ellas (Aoki & Hayami, 2014), que se dan de forma 
directa, frecuente y de múltiples maneras. En este sentido, las 
comunidades se definen, no por la existencia de vínculos afecti-
vos entre los miembros de un grupo, sino por la existencia entre 
ellas de conexiones como las que usualmente existen entre la 
gente que trabaja junta, los amigos, las ligas deportivas, las redes 
profesionales, etc. (Bowles & Gintis, 1998).
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En el escenario de gobernanza que existe respecto del proceso 
de construcción de la seguridad, las comunidades no suelen tener 
un lugar. Por lo menos en el caso de la ciudad de Medellín, 
cuando las comunidades aparecen en los discursos y las prácticas 
de la seguridad ciudadana, lo hacen principalmente en tanto que 
víctimas de la inseguridad o beneficiarias de los programas de 
atención del Estado. El rol que les suele ser adjudicado es ante 
todo pasivo y poco tiene que ver con los procesos que tienden a 
la construcción de la seguridad.

Esta característica de los mencionados procesos, que es a su vez 
una característica de las políticas públicas sobre el tema, puede 
considerarse como un desperdicio. Como plantea la bibliografía 
sobre capital social y más específicamente la bibliografía sobre 
gobernanza comunitaria, las comunidades pueden entenderse 
como estructuras complementarias al Estado y el mercado (las 
dos tradicionales estructuras de regulación social), que en ciertos 
escenarios solucionan satisfactoriamente problemas sociales con 
los que aquellos son incapaces de lidiar.

Como plantean Bowles y Gintis (2013), Estado, mercado y 
comunidad son estructuras que solucionan problemas sociales y 
cuya utilidad varía en función del tipo de asuntos de los que se 
trate. Cada una de las anteriores supone habilidades y capacida-
des diferentes que funcionan de forma más adecuada en unos 
contextos que en otros. Los mercados son atractivos por su capa-
cidad para inducir a los agentes a revelar información privada (la 
información relativa a las preferencias que se revelan al momento 
de las compras) y funcionan adecuadamente en contextos en los 
que es posible establecer contratos comprensivos y reforzarlos 
a bajos costos. El Estado, por su parte, es atractivo por su ca-
pacidad para crear y reforzar las reglas de juego por sí mismo, 
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y se adecúa a contextos en los que la solución de los problemas 
depende de amplios o completos niveles de participación (este es 
el caso de los sistemas de seguridad social, por ejemplo). Por su 
parte, las comunidades son comparativamente más eficaces que 
el Estado y el mercado en la solución de problemas alrededor de 
los cuales, dada la naturaleza de las interacciones sociales o de 
los bienes y servicios transados, el establecimiento de contratos 
es incompleto o costoso.

La gobernanza comunitaria

De la complementariedad que las comunidades representan 
frente al Estado y el mercado como consecuencia de su utilidad 
diferencial para la solución de problemas sociales (respecto de 
los cuales los anteriores se quedan cortos), surge el concepto de 
gobernanza comunitaria. Este, ubicado en medio de la obsoleta 
visión dicotómica de mercado y Estado como las dos estructuras 
que gobiernan el mundo social, hace referencia a la participa-
ción, el compromiso y la toma de decisiones de las comunidades 
en asuntos públicos (Totikidis, Armstrong & Francis, 2005) e 
implica un cambio de énfasis de las autoridades locales, desde la 
administración pública hacia el liderazgo político en la sociedad 
civil (Banner, 2002 citado por Halsall, 2012). Para Bowles y 
Gintis (2013), autores canónicos del concepto, la “gobernanza 
comunitaria es el conjunto de pequeñas interacciones grupales 
que, con el mercado y el Estado, determinan los resultados eco-
nómicos”2 (p. 419). Así entendido, el concepto de gobernanza 
comunitaria es utilizado por los señalados autores como un sus-
tituto del concepto de capital social, que en el mismo sentido de 

2  Traducción propia.
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la literatura acerca de este, describe relaciones entre la gente a 
las que se asocia la existencia de aspectos de buena gobernanza.

En el centro del concepto de gobernanza comunitaria se 
encuentra, pues, una opción por las comunidades para la reso-
lución de problemas sociales. Esta opción se explica y justifica 
por distintas características de las comunidades, tales como la 
posibilidad de generar de forma endógena, instituciones infor-
males que guíen a los miembros de las mismas hacia el logro de la 
cooperación voluntaria (Aoki & Hayami, 2014) y la de reforzar 
dichas instituciones mediante el uso de incentivos como la con-
fianza, la solidaridad, la reciprocidad o la reputación (Bowles & 
Gintis, 2013). Así mismo, la explicación y la justificación de la 
gobernanza comunitaria tiene que ver con el hecho (transversal 
a las anteriores características) de que las comunidades (como 
ningún otro actor) poseen información crucial sobre las capaci-
dades, los comportamientos y las necesidades de sus miembros.

Otras características de las comunidades (ilustración 1), que 
tienen que ver con sus capacidades diferenciales para la solución 
de problemas sociales, son, siguiendo a Bowles y Gintis (2013), 
las siguientes:

· La alta probabilidad de que dentro de una comunidad los 
miembros que interactúan en el presente lo hagan también 
en el futuro. Esto se constituye en un fuerte incentivo para 
comportarse de manera prosocial, evitando con ello retalia-
ciones en el futuro.

· La frecuente interacción entre los miembros de la comu-
nidad. Esto disminuye los costos y aumenta los beneficios 
de descubrir más sobre las características, comportamientos 
recientes y posibles futuras acciones de los demás miembros. 
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Esta característica es un incentivo para actuar de forma que 
se generen resultados benéficos para el grupo.

· Las posibilidades para superar los problemas asociados a 
los gorrones, a través del monitoreo y el castigo directo de 
acciones antisociales de sus miembros.

Ilustración 1. Características de las comunidades 
relacionadas con sus capacidades diferenciales para 

resolver problemas sociales

Interacciones con horizonte de largo plazo 

Interacciones frecuentes 

Monitoreo y castigo directo de gorrones 

Disponibilidad de información privilegiada sobre sus 
miembros 

Fuente: elaboración propia con base en Bowles & Gintis (2013).

En un plano general son múltiples los ejemplos de gobernanza 
comunitaria. Algunos de los más populares son las experiencias 
de manejo de recursos de uso común, como las de la tenencia 
comunal de praderas y bosques en Suiza y Japón, y las de los 
sistemas de irrigación en España y Filipinas, todas estudiadas 
por Ostrom (2011). Estos casos “(…) muestran claramente la 
viabilidad (pero obviamente no la probabilidad) de instituciones 
sólidas de autogobierno para administrar situaciones complejas 
de RUC [Recursos de Uso Común] (…)” (p. 186) y se constituyen 
en ejemplos de comunidades que ofrecen salidas satisfactorias a 
problemas sociales.
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De forma más específicamente relacionada con el área de 
la seguridad, aunque los ejemplos son más reducidos, también 
existen. Entre estos se incluye la experiencia de los barrios de 
Chicago estudiada por Sampson, Raudenbush y Earls (1997), 
en donde la eficacia colectiva (entendida como una medida 
de control social informal por un lado y de cohesión social 
y confianza por el otro) se relaciona de forma negativa con 
la violencia. Por otro lado, si bien —como se anotará más 
adelante— el capital social es considerado aquí un insumo 
para la gobernanza comunitaria y no lo mismo que esta, Alda, 
Lamas y Cuesta (2007) encuentran para la ciudad de Cali 
evidencia de que fortalecer el capital social (específicamente la 
confianza interpersonal) es una forma de combatir la victimi-
zación. Aunque los autores no se concentran en el mecanismo 
mediante el cual las dos variables se vinculan, aportan argu-
mentos para sostener la importancia de atributos comunitarios 
prosociales como aquellos que están en el centro del concepto 
de gobernanza comunitaria (en este caso, la confianza), de cara 
al mejoramiento de las condiciones de seguridad (en este caso, 
mediante la reducción de la victimización).

¿Gobernanza comunitaria y seguridad?

Los hallazgos de este y otros trabajos (entre los que se inclu-
yen los anteriormente señalados) sugieren que las capacidades 
diferenciales de las comunidades de cara a la solución comple-
mentaria de problemas sociales pueden ser útiles a propósito de 
algunos aspectos de la construcción de la seguridad ciudadana. 
Para el caso de la ciudad de Medellín (que es el que nos ocupa 
en este trabajo), lo anterior implica la existencia de indicios de la 
viabilidad de un esquema general de gobernanza de la seguridad 
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en la ciudad, en el que las comunidades participen de manera 
activa. Esta viabilidad se puede rastrear teniendo en cuenta 
varias cosas.

Por un lado, y como se detallará en el apartado titulado “Es-
pacios, oportunidades y coraje”, el trabajo de campo realizado 
en el marco de la investigación de la que hace parte este capítulo 
sugiere la existencia alrededor de los polígonos del homicidio en 
Medellín, de una serie de experiencias construidas en torno a 
actores y procesos comunitarios marginalizados del Estado y el 
mercado (como los de las organizaciones Casamía, Puerta Abier-
ta, etc.), que, con un alto protagonismo de las mujeres, ofrecen 
salidas satisfactorias (aunque por lo general parciales) a algunos 
problemas sociales asociados a la construcción de la seguridad. 
Por otro lado, como se desprende del apartado “Resultados de los 
juegos experimentales”, la aplicación de los experimentos econó-
micos de la Confianza y el Mecanismo de Contribución Volun-
taria en los polígonos del homicidio da cuenta de la existencia, 
en medio de la destrucción que implica la violencia homicida, de 
capital social expresado en niveles de confianza, reciprocidad y 
disposición a la cooperación. Este, entendido como un conjunto 
de prescripciones, valores y relaciones (creado por individuos) 
que facilita la superación de dilemas sociales (Ahn & Ostrom, 
2008) o, de forma más general, como un conjunto de atributos 
de los individuos y sus relaciones que, dadas sus características, 
aumenta la habilidad de aquellos para solucionar problemas de 
acción colectiva o facilita dicho tipo de acción (Ahn & Ostrom, 
2003); se constituye como un insumo indispensable para la go-
bernanza comunitaria. Su disponibilidad entre los participantes 
de los experimentos económicos realizados sugiere la existencia 
de la materia prima necesaria para pensar en la posibilidad de 



326    Territorio, crimen, comunidad

comunidades que desplieguen de cara a la solución de proble-
mas, las capacidades que las hacen diferentes y complementarias 
como estructuras de gobernanza.

A propósito de la construcción de la seguridad ciudadana 
en la ciudad de Medellín, lo anterior permite retomar (a modo 
de intuiciones y no de aseveraciones) algunos de los plantea-
mientos de Ostrom (2011) que tienen que ver con los recursos 
de uso común. Si bien estos son distintos a los bienes públicos 
(de los que hace parte la seguridad) y por lo tanto es necesario 
guardar distancias, se puede plantear, siguiendo a la autora, 
que los hallazgos de este trabajo sugieren la posibilidad de abrir 
espacios de autogobierno como soluciones alternativas que vayan 
más allá del Estado. Las decisiones políticas deben moverse del 
supuesto según el cual los individuos no pueden organizarse a sí 
mismos y requieren siempre para ello autoridades externas. Este 
movimiento puede dirigirse hacia la consideración de arreglos 
institucionales del tipo en el que los mismos implicados en los 
problemas participan del diseño y la vigilancia de sus propios 
contratos, utilizando incentivos (a los que difícilmente tienen 
acceso actores por fuera de la comunidad) tales como la con-
fianza, la solidaridad, la reciprocidad, la reputación, el orgullo 
personal, el respeto, la retribución, etc. (Bowles & Gintis, 1998). 
Si bien esto no supone el abandono de las soluciones externas 
ofrecidas por el Estado o el mercado (entre otras cosas, porque 
las comunidades, como aquellos, tienen fallas), es un llamado de 
atención en el sentido de que “un objetivo central de las políticas 
públicas debería ser el de facilitar el desarrollo de instituciones 
que saquen a relucir lo mejor de las personas” (Ostrom, 2013, 
p. 52), en términos de sus capacidades para resolver dilemas 
sociales.
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Desde esta perspectiva, las políticas públicas de seguridad 
de la ciudad deben ser particularmente sensibles a los atributos 
comunitarios existentes en las zonas a intervenir, de cara a poner 
a prueba su utilidad para contribuir a esquemas de gobernanza 
comunitaria. Específicamente, el capital social existente en los 
polígonos del homicidio debe ser potenciado por el Estado y asu-
mido como un insumo que puede ser importante para avanzar 
en esquemas de gobernanza comunitaria que complementen, 
mas no sustituyan, la provisión de seguridad que ofrece el Es-
tado. Se trata así de políticas públicas que no se conciban a 
sí mismas como campos exclusivos de conocimiento y poder, 
y que eviten un efecto crowding out en el que las intervencio-
nes externas desplazan los comportamientos prosociales de las 
comunidades intervenidas (Eslava, 2015). También, se trata de 
políticas públicas que asuman a las comunidades desde un enfo-
que de corresponsabilidad en la construcción de la seguridad, en 
el que se aprovechen las capacidades de aquellas anteriormente 
señaladas.

Para finalizar, es necesario enfatizar en que lo planteado a 
propósito de las posibilidades de esquemas de gobernanza co-
munitaria en el escenario de la seguridad ciudadana de Medellín 
son intuiciones que requieren futuros desarrollos investigativos. 
Las comunidades no son una panacea y el capital social puede 
propiciar una acción colectiva violatoria de reglas y principios 
de distinta índole. Además es necesario aclarar que de entre los 
múltiples factores que propician la concreción de las amenazas 
que son importantes desde el enfoque de la seguridad ciudadana 
(Mesa, en prensa), solo algunos deberían poder ser objeto de la 
gobernanza comunitaria. Así, si bien factores relacionados con 
la convivencia, la cultura ciudadana o la prevención situacional 
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del delito podrían ser objeto del involucramiento de las comuni-
dades, otros relacionados con el uso de la violencia y la coerción 
deberían en principio ser responsabilidad exclusiva del Estado. 
Siguiendo esta última aclaración, cualquier esquema de gober-
nanza comunitaria de la seguridad ciudadana debería seguir las 
siguientes pautas:

· No descargar en los ciudadanos y las comunidades la res-
ponsabilidad frente a la construcción de la seguridad. Esta, 
por cuanto es bien público, es y debe seguir siendo una 
responsabilidad del Estado en sus distintos niveles.

· No privatizar la seguridad. El involucramiento de las comu-
nidades no debe suponer la creación de formas organizacio-
nales comunitarias de autodefensa ni empresas privadas de 
seguridad.

· No involucrar a las comunidades en el despliegue de medios 
para la seguridad que impliquen el uso racionalizado de la 
violencia o la coerción. El Estado deber ser el único actor del 
ejercicio de estas.

· No instrumentalizar las comunidades. La solución de los 
problemas de seguridad de las comunidades debe ser el fin, 
y el involucramiento de las comunidades a propósito de la 
seguridad no debe responder a fines distintos a este.

Confianza, reciprocidad, cooperación

Confianza, reciprocidad y cooperación pueden ser entendi-
dos como atributos del capital social. Este concepto da cuenta 
de un recurso inmaterial que se desprende de las interacciones 
y vínculos entre los individuos. Con esto en mente, se entiende 
como un entramado de reglas, normas y atributos que posibi-
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litan la solución de dilemas colectivos (Ahn y Ostrom, 2008). 
En palabras de Putnam (2002), el capital social hace referencia 
a un modo de relación virtuoso dentro de la comunidad, donde 
se hacen evidentes tanto características como vínculos socia-
les. Asimismo, este autor menciona que el capital social es en 
sí mismo un recurso que genera identidades y solidaridad que 
facilitan la solución de dilemas colectivos, de ahí la relevancia 
de denominarlo “capital”, lo que lo reconoce como mecanismo 
cuyo uso constante3 incrementa el bienestar dentro de la socie-
dad (Ahn y Ostrom, 2008).

Teniendo en cuenta lo anterior, la confianza, la reciproci-
dad y la cooperación son elementos fundamentales a la hora de 
comprender lo que es el capital social. Individualmente, dichas 
nociones han sido ampliamente definidas; diversas ciencias lo 
han hecho de acuerdo con su enfoque y necesidad, por eso es 
menester precisar que para efectos del presente texto se presen-
tará una exposición del concepto, que resalta su vínculo con el 
capital social.

La confianza (Gambetta, 2000, citado por Ahn y Ostrom, 
2008) es “[…] la probabilidad subjetiva con la que un agente 
evalúa que otro agente o grupo de agentes realizarán una acción 
específica”, lo que implica que aquel quien confía, actúa a riesgo 
de pérdida si en quien confía, actúa de forma inesperada. De 
ese modo, dirán los autores, la confianza se presenta como una 
oportunidad para incrementar el bienestar de los jugadores.

Por su parte, la reciprocidad es definida como una “relación 
continuada de intercambio que en un momento dado puede 

3  Afirman Ostrom y Ahn (Ahn & Ostrom, 2013) que el desuso del capital causa 
su deterioro. 
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ser o no correspondida o desequilibrarse, pero que involucra 
expectativas mutuas de que un beneficio concedido hoy, será 
devuelto en el futuro” (Putnam, 2002, citado por Ahn y Os-
trom, 2008). Lo anterior da cuenta de una pauta recurrente de 
interacción entre los jugadores, quienes procurarán lograr un 
“equilibrio eficiente de juegos de dilemas sociales repetidos” 
(Ahn y Ostrom, 2008).

Finalmente, está la noción de cooperación. Según la Real 
Academia de la Lengua Española, cooperar es “obrar junta-
mente con otro y otros para un mismo fin”. Dicha definición 
permite tener ciertos básicos respecto al concepto: la acción 
conjunta y un fin compartido. Por su parte, Anthony y Cam-
pbell (2011) a partir de El Gobierno de los Bienes Comunes, 
definen cooperación como el actuar en concordancia con lo 
pactado para la consecución de un bien común o la solución 
de un dilema colectivo. De ahí que Bowles (2010) se detenga 
en explicar el vínculo existente entre la cooperación y las 
comunidades. Dirá el autor que a las comunidades las defi-
nen las conexiones más que el afecto y que es en parte por 
la constante interacción social dentro de las mismas, que se 
presentan atributos de comunidad o capital social, incluida 
la acción de cooperar.

Resultados descriptivos de los experimentos

Cada individuo toma decisiones a diario sobre múltiples 
asuntos tales como el cumplimiento de una norma social, 
la compra de una casa, la ayuda a un ser amado en peligro 
y otros más cotidianos como encender una bombilla o la 
selección de la camisa adecuada para ir al trabajo. Todas 
estas decisiones representan algún grado de incertidumbre 
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para el individuo, pues no siempre dispone de información 
completa para elegir la alternativa que más le conviene. 
Bajo estas condiciones, el individuo busca ponderar los 
costos y beneficios de cada alternativa con el propósito 
de seleccionar aquella que le genere una mayor utilidad 
(Caplan, 2007).

Sin embargo, no todas las decisiones se toman de manera 
racional, algunas son reflejos inconscientes o hábitos que el 
individuo realiza atendiendo a la “irracionalidad” de las emo-
ciones. De este modo, cuando el individuo opta por la misma 
opción una y otra vez, durante un largo periodo de tiempo, no 
cambiará de parecer fácilmente aunque cuente con alternativas 
mejores, dado que el hábito genera certeza y reducción de los 
costos de información (Aldrich & Montgomery, 2011). Así 
mismo, cuando la elección no supone grandes consecuencias o 
las alternativas le son indiferentes (misma utilidad), puede dejar 
de lado la racionalidad y obrar acorde con un sesgo emocional 
(Caplan, 2007). Otra situación en la que la emoción influye 
sobre la decisión del individuo es cuando este superpone un 
conjunto de principios frente a todo lo demás, por lo que su 
elección siempre atenderá a estos principios sin importar los 
resultados o las consecuencias.

En ese sentido, el individuo actúa racionalmente solo en 
ocasiones, otras veces prefiere dejarse llevar por la emoción y 
conformarse con un resultado subóptimo; de ahí que la racio-
nalidad de su decisión dependa del grado de incertidumbre, 
la disposición al riesgo y, por supuesto, la trascendencia de la 
decisión. Naturalmente, si el individuo se juega buena parte de 
su utilidad en una elección (y no sea un devoto de la moral), 
tendrá incentivos para informarse y valorar el beneficio esperado 
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de cada opción. En síntesis, entre más tenga que perder, más 
racional será su elección.

Lo anterior es un marco aplicable a contextos de acción co-
lectiva donde el individuo interactúa con sus semejantes y sus 
decisiones repercuten en el bienestar de los demás. Esta es una 
situación compleja, dado que si el individuo toma una decisión 
“egoísta”, los demás harán lo mismo y el resultado será un nivel 
de bienestar inferior al que hubiesen podido obtener coope-
rando. En efecto, toda comunidad necesita crear estrategias de 
cooperación si quiere percibir una mayor utilidad agregada (e 
individual); sin embargo, ninguno de los cooperantes tiene la 
certeza de que los demás respetarán los acuerdos, existe la posi-
bilidad de que varios individuos del grupo decidan no cooperar 
(por motivos racionales o irracionales). Entonces, ¿cómo velar 
por el respeto de esos acuerdos?

En algunos casos existe una autoridad que vigila el cum-
plimiento de los acuerdos (Ostrom, 2011) y posee la facultad 
de castigar a quienes los incumplan, por lo que cada individuo 
tendrá incentivos para cooperar (siempre que el castigo sea ma-
yor a la utilidad percibida por no cooperar).

Esta es una solución que aplica para los escenarios en los 
que la autoridad, dígase el Estado, funciona relativamente bien, 
es decir, es eficaz y eficiente para dirimir conflictos e imponer 
penas. No obstante, en los barrios donde no impone la ley ni 
garantiza el orden público, los habitantes deben acudir a meca-
nismos alternos para la resolución de conflictos. Uno de estos 
mecanismos es la confianza, que facilita la interacción y coope-
ración al interior del grupo.
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Juego confianza y reciprocidad

Al principio del juego a cada uno de los participantes se le entrega un ficho 
con un número (que va desde el 1 hasta el número de participantes). El 
juego, que se desarrolla entre parejas, comienza con una división entre 
números pares e impares. Así, quienes quedan en el grupo 1 (impares) 
serán J1, y quienes quedan en el grupo 2 (pares) serán J2.

La decisión que tanto jugadores 1 como 2 tienen que tomar, se realiza 
simultáneamente. Ahora bien, la decisión que toma cada uno es distinta. 
Por el hecho de participar, a cada jugador se le otorgan $12.000, con los 
cuales jugarán. J1 toma la decisión de cuánto de esos $12.000 le envía 
al otro jugador ($0, $3.000, $6.000, $9.000 o $12.000), esto teniendo en 
cuenta que la cantidad elegida se le triplica al otro jugador. Así pues, 
J1 toma una única decisión. Por su parte, al J2 le compete tomar una 
decisión por cada opción de envío de J1. Es decir, J2 tiene que decidir 
cuánto le devuelve a J1 en cada uno de los casos ($0, $3.000, $6.000, 
$9.000 o $12.000).

Elaboración propia con base en Cárdenas, Chong & Nopo (2009).

Juego cooperación (Mecanismo de Contribución Voluntaria)

Este juego es individual, la decisión de todos los jugadores se toma de 
forma simultánea.

La ficha del juego tiene dos opciones de elección: la de invertir a la cuenta 
privada o invertir a la cuenta de grupo. La cuenta privada tiene dos tipos de 
ingreso, $15.000 por el hecho de haber invertido en esta cuenta, sumado 
a $1.500 por cada jugador que decida aportar a la cuenta grupal. Por 
su parte, la cuenta grupal tiene un ingreso: $1.500 por cada jugador que 
decida invertir en cuenta de grupo.

Elaboración propia con base en Cárdenas, Chong & Nopo (2009).

Condiciones sociodemográficas

La encuesta posjuego arrojó que participantes de los experi-
mentos cubren diversas condiciones sociodemográficas. En lo 
que respecta a la edad, si bien los participantes fueron en su ma-
yoría adultos, también se contó con una buena participación de 
jóvenes. Así mismo, hubo casi la misma cantidad de participan-
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tes hombres que de mujeres, hubo un 1% más de hombres. En 
lo que tiene que ver con el grado de escolaridad, los participantes 
en su mayoría alcanzaron a llegar a secundaria, un 58%; sin 
embargo, de ese porcentaje solo el 28% la culminó. Finalmente, 
la autopercepción de pobreza arrojó resultados interesantes. 
En el total de los cuatro polígonos se obtuvo una calificación 
promedio de 4,1. Por orden de calificación se tiene que fue Los 
Alcázares el territorio con mayor percepción de riqueza, con 4,7; 
seguido por Santa Cecilia II, Castilla, con 3,9; y finalmente La 
Candelaria, con 3,4. Respectivamente, el estrato de cada uno de 
estos territorios es: Los Alcázares, 3; Santa Cecilia II, 2; Castilla, 
3; y La Candelaria, 4. Lo anterior da cuenta de que no necesa-
riamente el estrato se encuentra relacionado con la percepción 
de pobreza, como se evidencia para el caso de La Candelaria, 
que si bien es el territorio de estrato más alto, es el que más se 
percibe como pobre.

Tabla 1. Variables Demográficas Experimentos

 
La 

Candelaria
Los 

Alcázares
Santa 

Cecilia II
Castilla Total

Edad      

14-27 años 9% 36% 50% 52% 38%

28-38 años 27% 9% 32% 11% 20%

39-59 años 50% 18% 14% 22% 25%

60-80 años 14% 36% 4% 15% 16%

Género      

Hombres 50% 52% 61% 42% 51%

Mujeres 50% 48% 39% 58% 49%

Escolaridad      
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Ninguna 5% 0% 4% 0% 2%

Primaria incom-
pleta

14% 17% 7% 15% 13%

Primaria com-
pleta

23% 4% 0% 0% 6%

Secundaria 
incompleta

27% 17% 37% 37% 30%

Secundaria 
completa

23% 22% 33% 33% 28%

Técnica incom-
pleta

9% 9% 7% 4% 7%

Técnica completa 0% 17% 7% 11% 9%

Universidad 0% 13% 4% 0% 4%

Autopercepción de pobreza

 Promedio (escala 
1-10 [muy po-
bre-muy rico])

3,4 4,7 4,4 3,9 4,1

Fuente: elaboración propia con base en los ejercicios experimentales

Resultados de los juegos

Los resultados de la aplicación del Juego de la confianza 
muestran que, de forma agregada, los participantes de la activi-
dad tienen una confianza interpersonal promedio del 44%. Al 
comparar este resultado con los resultados de otras mediciones 
de confianza, se evidencian algunas diferencias. La confianza de 
los participantes de los experimentos llevados a cabo en los polí-
gonos es menor que el promedio mundial y que la confianza de 
los participantes de experimentos llevados a cabo en Medellín, el 
Oriente de Antioquia, Antioquia y Colombia. De otro lado, es 
mayor que el promedio de América Latina, que la confianza de 
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participantes de experimentos llevados a cabo en Bogotá y entre 
las víctimas de la masacre de El Salado en Bolívar.

Vistos de forma desagregada, los resultados muestran que la 
confianza fue del 33% entre los participantes del polígono 10 
(Santa Cecilia II), del 40% entre los habitantes del polígono 11 
(Castilla), del 45% entre los habitantes del polígono 5 (La Cande-
laria) y del 58% entre los habitantes del polígono 6 (Los Alcázares).

Los resultados del Juego de la confianza muestran una reci-
procidad promedio del 28% entre los 104 participantes de los 
experimentos realizados en los polígonos. Esto significa que en 
promedio, los jugadores 2 devolvieron el 29% del total de dinero 
con el que quedaron luego del envío de los jugadores 1. Al compa-
rar estos resultados con los obtenidos en experimentos realizados 
en Medellín y en Antioquia, se encuentra que la reciprocidad de 
los participantes de los polígonos es inferior, aunque muy cercana 
a la de los participantes de los señalados experimentos.

Al desagregar los resultados sobre reciprocidad por polígonos, 
se observa que la mayor reciprocidad estuvo entre los participan-
tes de Santa Cecilia II (35%) y la menor entre los participantes 
de La Candelaria (15%). Con una reciprocidad del 24% para 
Castilla y del 32% para Los Alcázares, se ubicaron respectiva-
mente en el segundo y tercer lugar con menos reciprocidad.

Los resultados de la aplicación del Juego del Mecanismo de 
Contribución Voluntaria (MCV) muestran que la acción co-
lectiva promedio para los 4 polígonos en los que se hicieron 
los ejercicios fue del 33%, lo que equivale a decir que de los 
participantes, en promedio, un 33% invirtieron su ficha en la 
cuenta de grupo. Estos resultados comparados con los obtenidos 
de la aplicación de este mismo juego en otros lugares, muestran 
que la disposición a la acción colectiva de los participantes de los 
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polígonos es inferior al promedio nacional de Colombia (61%), 
el promedio mundial (50%) y a las mediciones de experimentos 
realizados en Medellín (32%), Antioquia (40%) y el Oriente 
antioqueño (63%). De otro lado, los resultados señalan que la 
disposición a la acción colectiva medida en los experimentos 
llevados a cabo en los polígonos es mayor a la del promedio de 
América Latina (22%) y a la de participantes de experimentos 
realizados en Bogotá (12%).

Vistos de forma desagregada, los datos muestran que entre los 
participantes del polígono 5 (La Candelaria) se verificó el más 
alto nivel de disposición a la acción colectiva (50%) y entre los 
habitantes del polígono 10 (Santa Cecilia II), el más bajo (21%). 
El polígono 11 (Castilla) y el polígono 6 (Los Alcázares) con 
niveles del 30 y el 33%, respectivamente, fueron el segundo y el 
tercer polígono con mayores niveles de disposición a la acción 
colectiva.

Tabla 2. Comparativos Experimentos

Lugar experimento Confianza
Acción 

colectiva
Recipro-

cidad

Promedio mundial 50% 50% -

Promedio América Latina 43% 22% -

Promedio Colombia - 61% -

Antioquia 51% 40% 30%

Promedio Oriente antioqueño - 63% -

Bogotá 34% 12% -

Medellín 48% 32% 29%

Polígonos 44% 33% 28%

Fuente: elaboración propia con base en Cárdenas & Carpenter (2008), Cárdenas, Chong & 
Ñopo (2009), Giraldo, J., Casas, A., Méndez, N., & Eslava, A. (2013) y ejercicios experimentales.
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Tabla 3. Resultados Experimentos

Polígono Confianza
Acción 

colectiva
Reciprocidad

La Candelaria 45% 50% 15%

Los Alcázares 58% 33% 32%

Santa Cecilia II 32% 21% 35%

Castilla 40% 30% 24%

Total promedio 44% 34% 27%

Fuente: elaboración propia con base en los ejercicios experimentales

Es menester en primer lugar resaltar que en la encuesta 
se pregunta por victimización en el barrio y en la ciudad. 
Teniendo en cuenta esto, el dato sobre victimización arroja 
resultados interesantes.

En lo que concierne a la ciudad, el 56% de los parti-
cipantes afirmó no haber sido víctima de delito. Sin em-
bargo, visto de forma desagregada se obtiene que son Los 
Alcázares y Santa Cecilia los lugares donde mayor número 
afirmó no haber sido víctima de ningún delito, 74% para 
ambos casos. Por su parte, el 50% de los participantes de 
Santa Cecilia afirmó haber sido víctima. Finalmente, en 
La Candelaria, más de un 70% de los participantes fueron 
víctimas, lo que va de la mano con la hipótesis de que es 
un territorio en constante disputa y que los participantes 
de este lugar son venteros que se encuentran gran parte 
de sus días en el territorio. Así pues, en lo que respecta a 
víctimas dentro de la ciudad, reportaron el robo como el 
delito más cotidiano.
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Gráfico 1. Victimización Ciudad
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Fuente: elaboración propia con base en los ejercicios experimentales

El panorama de victimización cambia en el momento que se 
les pregunta a los participantes por el barrio. De ese modo, el 
promedio de no víctimas para los cuatro sitios baja a 43%, un 
14% menos respecto a la de victimización en la ciudad. Como 
para el caso anterior, sigue siendo La Candelaria el territorio que 
reporta en mayor medida haber sido víctima de algún delito, 
el 55% de robo, seguido por desplazamiento y robo. En Los 
Alcázares también se presenta una considerable cantidad de 
víctimas de robo, un 22%, los otros delitos no reportaron gran 
cantidad. Por su parte, Santa Cecilia es el territorio que presenta 
el mayor porcentaje de víctimas de desplazamiento y homicidio, 
36% para ambos casos. Finalmente, Castilla presenta resultados 
similares; aunque en menor medida, los participantes también 
fueron víctimas de desplazamiento y homicidio, con 19% para 
ambos casos.
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Gráfico 2 Victimización Barrio
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Fuente: elaboración propia con base en los ejercicios experimentales

Análisis econométrico

Los resultados obtenidos mediante el análisis descriptivo de 
los experimentos deben complementarse con un modelo eco-
nométrico que permita establecer su significancia estadística. 
Para ello, se toma como base la información recabada en los 
juegos realizados en los barrios Los Alcázares, La Candelaria, 
Santa Cecilia 2 y La Esperanza, y se emplea un modelo Logit 
ordenado para estimar las variables asociadas a la disposición a 
confiar.4

4  Cameron & Trivedi (2010) sugieren usar estos modelos cuando la variable 
dependiente se encuentra ordenada en una secuencia.
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Tabla 4. Regresión Logit ordenada

Ordered logistic regression Number of obs = 49

LR chi2(20) = 30.14

Prob > chi2 = 0.0676

Log likelihood = -45.557189 Pseudo R2 = 0.2486

p1confianza Coef. Std. Err. P>z

Sexo 1.9558 .8328875 0.019

Edad .0016898 .0271061 0.950

Nivel educativo .0725008 .2603826 0.781

Estrato -.2858648 .2262786 0.206

ICBF proteg .1986892 .3329447 0.551

Fiscalía proteg .1912233 .3537245 0.589

Comisaría fam proteg -.1616082 .3532272 0.647

Insp policía proteg -.1086929 .450059 0.809

Policía nal proteg -.6481814 .3252455 0.046

Alcaldía -.1023992 .353341 0.772

Ejército .1890833 .3488965 0.588

Guerrilla .4971751 .3846474 0.196

PCombo -.0778115 .4083325 0.849

Vrobo barrio 1939049 .9636605 0.044

Vdesplaz barrio -2255408 207.969 0.278

Vhomicidio barrio .2785617 .9712145 0.774

Vagresión barrio -1.038281 1.397.821 0.458

Vprop barrio 1.033194 1.431.383 0.470
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Vextorsión barrio 1.756058 1.662.119 0.291

Votro 5.431693 2.167.625 0.012

/Cut1 -5.370.681 2.254.074

/Cut2 -.251605 1.844.695

/Cut3 2.304.293 1.880.963

/Cut4 3.575.676 1.884.722

Fuente: elaboración propia con base en los ejercicios experimentales

Los resultados del modelo muestran una asociación positiva 
y significativa entre la variable Sexo (0.019) y Pconfianza1; de 
la que se infiere que los hombres tienen una mayor disposición 
a confiar en los demás que las mujeres. En lo concerniente al 
estrato, se evidencia un comportamiento conforme a lo espe-
rado, dado que cuando se incrementa, la disposición a confiar 
disminuye; sin embargo, no es una asociación estadísticamente 
significativa. Así mismo, la variable Nivel educativo presenta 
una relación positiva con la dependiente, pero no significativa.

De las variables que aluden al sentimiento de protección de 
las instituciones, la confianza en la Policía Nacional incide nega-
tivamente y de manera significativa en la disposición a confiar en 
los demás (-.64818). Del mismo modo, Victimización por robo 
(1.9390) y Victimización por otro acto (5.431693), son también 
significativas, pero con una relación positiva.

Lo anterior va acorde con el marco teórico propuesto y puede 
explicarse de la siguiente manera. Considérese un juego de dos 
jugadores en el que el Estado es J1 y los habitantes del barrio son 
J2. Si J1 hace presencia en los barrios, entonces J2 confiará en él, 
en sus instituciones y tendrá incentivos para cooperar; por ejem-
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plo, pagará los impuestos para que J1 pueda seguir realizando su 
trabajo. Sin embargo, cuando J1 pierde la capacidad de ejercer la 
autoridad en el barrio, J2 no cooperará con J1, dado que el costo 
de hacerlo será mayor a la utilidad esperada.

Ahora bien, si el juego se limita a una interacción, J1 no tendrá 
oportunidad de recuperar la confianza de J2, quien lo castigará 
de una vez y por todas; pero si el juego tiende a repetirse, J1 
podrá resarcir su reputación frente a J2 en la ronda siguiente. 
Indudablemente, si el abandono de J1 persiste o se profundiza 
ronda tras ronda, la probabilidad de que J2 vuelva a confiar en 
él será cada vez menor.

Lo mismo sucede en los barrios contemplados en el estudio, 
ya que altos niveles de homicidio, robo y otros delitos denotan 
la incapacidad del Estado de garantizar el orden público, lo que 
debilita la confianza de los individuos frente a instituciones tales 
como la Policía Nacional, pero incrementa su disposición a con-
fiar y a cooperar con sus semejantes: fortalecer los mecanismos 
de interacción entre los individuos supone un mayor flujo de 
información, experiencias y aprendizajes, que contribuyen a 
reducir la incertidumbre y los niveles de riesgo en el proceso de-
cisorio. De ahí que el debilitamiento de las instituciones públicas 
genere incentivos para la activación de mecanismos alternos de 
resolución de conflictos por parte de la comunidad.

Esta condición de incertidumbre y anomia puede ser, a su vez, 
una oportunidad para que un actor ilegal ejerza la autoridad en 
el barrio e imponga sus propias instituciones, caso en el que tam-
bién habría cooperación “vertical” inducida, la mayoría de las 
veces, por la imposición de elevados costos a la no cooperación. 
Sin embargo, para los habitantes será menos costoso establecer 
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mecanismos “horizontales” de resolución de conflictos que acu-
dir a una autoridad ilegal, puesto que las sanciones impuestas 
por esta última son casi siempre desproporcionadas. Por tanto, 
en ausencia del Estado los individuos buscarán solucionar la 
mayor cantidad de conflictos mediante el uso de mecanismos 
informales diseñados por ellos mismos.

De lo anterior, puede concluirse que entre más tarde el Estado 
en fortalecer las instituciones públicas en los barrios, particular-
mente en aquellos que concentran el homicidio, más difícil será 
recuperar la confianza de sus habitantes. De igual manera, el 
proceso de “reestatalización” no debe desconocer los diferentes 
mecanismos informales (que no ilegales) adoptados para la solu-
ción de conflictos, ya que son aprendizajes valiosos que, en cuanto 
son estrategias que reducen los costos de decisión, pueden servir 
incluso para el fortalecimiento de la cooperación “vertical”.

Espacios, oportunidades y coraje

Es mejor que digan «por aquí pasó» y no «aquí cayó».

Refrán popular

El aforismo consignado en el epígrafe de este apartado pre-
tende destacar tres aspectos: el aquí, el pasar y el pasar hacia 
dónde. El aquí es el lugar en donde tiene lugar la muerte violenta 
o donde operan los violentos, el pasar hace alusión al coraje nece-
sario para huir de ese lugar y el hacia dónde remite a la necesidad 
de tener un lugar a dónde ir, una alternativa, una oportunidad.

El aquí. Uno de los ejercicios experimentales implementados 
en esta investigación se realizó en el barrio Los Alcázares, ubicado 
en el polígono 6, que, a su vez, comprende zonas disímiles de la 
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comuna 13. La locación en la que tuvo lugar el juego económico 
fue la sede de la Junta de Acción Comunal. Se trata de un espacio 
digno cuyos alrededores fueron escenario de violencia homicida 
años atrás. La construcción de la sede, esto es, la inversión en 
infraestructura física, fue crucial, pero el hecho más significativo 
sucede cuando la comunidad decide tomarse el espacio, visitarlo 
regularmente y convertirlo en lugar de encuentro. Así, el otrora 
lugar caracterizado por la oscuridad y el miedo es ahora fuente 
de confianza en donde no solo opera la acción comunal, sino que 
también se ofrecen alternativas de aprovechamiento del tiempo 
libre para personas de todas las edades.

De esta forma, la teoría de las ventanas rotas (Kelling & 
Wilson, 1982) requiere el matiz que traslade el énfasis desde los 
criminales hacia las comunidades, no se trata de política criminal, 
se trata de política comunitaria; la fuerza pública es importante, 
mas el punto de partida es la inversión social, comenzando por 
equipamientos públicos de calidad, pero cuyo funcionamiento 
recae en el modo como las comunidades conciben la pertenencia, 
uso y disfrute de los espacios. De allí la necesidad de recuperar 
el monopolio de lugares emblemáticos para intervenirlos y de-
volverlos a la comunidad.

El pasar. Ante la oportunidad de hacer carrera en una or-
ganización criminal en donde las habilidades tempranas en el 
ejercicio de la violencia, hacer parte de subculturas criminales 
y estar dispuesto a arriesgar la vida constituyen medios de in-
clusión en el poder y en el mercado, resulta preciso fijar nuevos 
referentes que permitan hacer factible el coraje de ser cobarde: 
factibilidad que se juega en el terreno de las oportunidades que 
garantizan los arreglos sociales.
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El filósofo Carlos Pereda asegura que las relaciones basadas en 
la confianza son promotoras de comunidad, en contraposición 
con las relaciones sancionadas por ley, que se postulan como 
conductoras de comunidad. En los términos que han orientado 
esta investigación, las relaciones informales constituyen co-
munidad que confía y coopera, mientras que las disposiciones 
formales o criminales restringen las relaciones comunitarias a su 
faceta dominada por el miedo y la desconfianza generalizada. 
Ahora bien, la consolidación de esas relaciones sociales propias 
de las prácticas comunitarias respaldadas en confianza directa 
y orientadas a fines comunes “pone de manifiesto el ejercicio 
de virtudes prácticas como la benevolencia, la generosidad, la 
honestidad o el coraje”.

Justamente, es importante destacar esas virtudes prácti-
cas y advertir un peligro en el que suele incurrir el proceso 
de políticas públicas, que consiste en la posibilidad de que 
las relaciones sociales terminen siendo intervenidas por la 
regulación formal, erosionando esa capacidad que tienen 
las comunidades para resolver sus dilemas colectivos. Si se 
presta la suficiente atención al coraje como virtud práctica, 
es posible identificar un antídoto a esa erosión en que incurre 
la política pública.

El coraje “representa la capacidad de la persona de actuar 
desde y por sí misma, de resistirse a la inf luencia del miedo 
y apelar a razones que amparen sus decisiones”. Se trata de 
un asunto central, puesto que en el coraje coincide la impor-
tancia de la argumentación, de la resistencia, de la confianza 
en sí mismo y de la capacidad de agencia. En breve, el coraje 
remite a la capacidad de razonar, de dar y darse argumentos, 
para decidirse a actuar.
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El hacia dónde. Aquí conviene acudir a la noción de ciclos 
de oportunidad que ubica su inicio en la generación, pero luego 
propone lectura, inscripción, permanencia y por último multi-
plicación de las oportunidades.

Los ciclos de oportunidad son procesos mediante los 
cuales los diversos actores participan recíprocamente de 
la continuidad y multiplicación de las oportunidades que, 
encadenadas, generan desarrollo local y ponen en el pensa-
miento nuevas formas de comprensión de la participación 
de las personas en los diferentes escenarios del desarrollo. 
(Araque, 2012, p. 19)

El detonante de procesos de transformación se ubica en las 
lecturas que hacen de las políticas para el desarrollo los políti-
cos y los públicos. Una vez se avance en el desafío que implica 
a los tomadores de decisiones comprender las necesidades de 
los habitantes de un territorio, también es importante que los 
beneficiarios de la intervención se involucren, tanto en la toma 
de decisiones como en la implementación y evaluación de las 
acciones públicas.

En consecuencia, de forma paralela a la intervención estatal 
que ofrece oportunidades sociales, también se requiere la deci-
sión personal de ampliar el inventario de opciones de vida. El 
Estado actúa y la persona decide, de allí que las políticas públicas 
tienen el doble propósito de hacer partícipes a sus públicos con 
el fin de hacer creíbles las oportunidades sociales generadas con 
su implementación.

En conjunto, el aquí, el pasar y el hacia dónde, o bien, espa-
cio, coraje y oportunidades, remiten a la necesidad de pensar en 
la comunidad, en lo que hace posible la cooperación. Richard 
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Sennett (2012) propone tres aspectos para comprender la comu-
nidad: el estado de ánimo que permite mantener la moral alta en 
circunstancias difíciles, la convicción como práctica de compro-
miso personal fiable y la cooperación como un fin en sí misma 
que contribuye a la autorrealización de las personas que la ponen 
en práctica. Este sociólogo estadounidense asegura también que 
las comunidades pueden reforzar sus lazos a partir de la fe, la 
identidad y la sociabilidad informal; de allí se desprende que no 
es posible restringir la comunidad a lazos anclados en creencias 
religiosas o en historias comunes de vida, tampoco se trata de 
imaginar una comunidad política ideal en la que la participación 
de todos los actores la exime de conflicto. Por el contrario, se 
trata de buscar criterios de comprensión de la cooperación en 
su dimensión local, su práctica informal y en su impacto en la 
calidad de la vida social.

En breve, la cooperación es local, construida desde abajo y 
aunque no ignora los límites de la realidad, no se deja definir 
por ellos. Por eso tiene lugar en la informalidad, “porque cuanta 
más experiencia adquiriera la gente en arreglárselas sin reglas ni 
gobernantes tanto más llegaría a valorarse unos a otros” (Sen-
nett, 2012, p. 379).

Se trata de un arreglo institucional en construcción en el que 
la familia, la institución educativa, los amigos, la comunidad 
y la ciudad en general valoren a las personas como su recurso 
más importante; en consecuencia, sin desconocer la presencia 
del fenómeno violento, es necesario desmitificar la importancia 
de las minorías criminales para darles paso a los estudiantes, los 
maestros, los trabajadores y a todos los auténticos protagonistas 
de los epifenómenos que acompañan la vida cotidiana.
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El apartado siguiente se enfoca precisamente en el común 
denominador de estos protagonismos silentes de la supervivencia 
en Medellín, a saber, la presencia de las mujeres como condición 
esencial de las acciones colectivas organizadas para hacer frente 
a la adversidad. En la ciudad, las mujeres ejercen un liderazgo 
dotado de legitimidad, soportado en la confianza y orientado a 
la cooperación.

Las señoras de la paz

Los señores de la guerra pueden ser las personas ubicadas 
en lo más alto de la estructura militar que, con apego a la ley 
y dotados de autoridad, ejercen un papel importante en la vida 
cotidiana de territorios que les han confiado el monopolio del 
uso de la violencia. No obstante, dada la precariedad estatal para 
cubrir la periferia, ellos son también actores armados ilegalmente 
que ejercen control en muchos escenarios de la vida cotidiana 
local. En no pocos lugares, los señores de la guerra se asocian a 
agentes del Estado, pero al mismo tiempo provienen de bandos 
subversivos, paramilitares y criminales.

Esta faceta de los hechos violentos que golpean la historia 
reciente del país suele recibir mucha atención por parte de los 
medios de comunicación, las organizaciones de la sociedad civil 
y la academia, en consecuencia, los señores de la guerra también 
son protagonistas del manido discurso político alrededor del 
fortalecimiento institucional. Por el contrario, el propósito de 
este apartado es mostrar que en paralelo a esa realidad cruel y 
dolorosa de las confrontaciones bélicas entre señores de la guerra, 
también existe reacción civil permanente para enfrentar, sobre-
llevar y superar las consecuencias nefastas del accionar violento.
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En 1956, C. Wright Mills publicó el libro La élite del poder. 
Allí se demuestra que las decisiones más importantes para el 
devenir de las ciudades están circunscritas a los pocos actores 
que pertenecen a los altos círculos. Los medios de información 
y poder hacen que algunos individuos ocupen posiciones de 
privilegio desde las cuales protagonizan los grandes cambios 
e influyen la conducta cotidiana y los puntos de vista de los 
hombres y mujeres corrientes; en esencia, estos privilegiados 
pertenecen a los dominios económico, político y militar, esto 
es, directivos empresariales, dirigentes políticos y cúpula militar, 
respectivamente. La ciudadanía comprende a la minoría pode-
rosa con la resignación de esta frase: “Son todo lo que nosotros 
no somos” (Mills, 1956).

En el mismo estudio acerca del elitismo, Mills llama la 
atención respecto al papel de los señores de la guerra; se trata 
de la jerarquía militar que ha llegado a ocupar posiciones de 
gran responsabilidad y ha llegado a poseer una autonomía con-
siderable. A pesar de que la instrucción militar inculca tomar 
distancia de todo lo que parezca una decisión política, “el poder 
de naturaleza esencialmente política les puede ser y les ha sido 
confiado por deficiencia de los civiles” (Mills, 1956, p. 192). 
De esta forma, la pugna convencional entre protagonistas del 
mercado y del Estado por la riqueza y el poder encuentra una 
dimensión empírica que le otorga protagonismo a lo militar en 
el escenario de la toma de decisiones.

En el caso colombiano, el profesor Gustavo Duncan propone 
la categoría señores de la guerra destacando la hegemonía políti-
co-militar, la cooptación del Estado local, la administración de 
justicia en las comunidades, la explotación de economías lícitas 
e ilícitas y el manejo del derecho a ejercer la ciudadanía. En 
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conjunto, estos elementos se refieren a la capacidad del actor 
armado para llevar a cabo procesos de control territorial en la 
periferia. “Lo que significa que existe un ejército que está en ca-
pacidad de imponer la naturaleza de las relaciones políticas entre 
los diferentes grupos sociales en una comunidad de acuerdo con 
los intereses y la conveniencia de su jefe o dueño individual” 
(Duncan, 2006, p. 32).

Estas lecturas son valiosas para comprender aspectos relevan-
tes de los asuntos públicos en el escenario urbano norteameri-
cano que estudia Mills, así como en el contexto de los mafiosos 
colombianos que estudia Duncan. Sin embargo, los hallazgos 
empíricos de este trabajo investigativo constituyen una invita-
ción a darle la vuelta a este tipo de indagaciones y brindarles un 
papel protagónico a las mayorías que componen la sociedad de 
masas supeditada a las decisiones tomadas en los pináculos de 
las jerarquías o las comunidades enteras sometidas al control 
violento.

Es cierto que la importancia de los señores de la guerra obede-
ce a la deficiencia de los hombres políticos civiles, pero también 
es cierto que las realidades locales ofrecen testimonio de la sufi-
ciencia de muchos otros civiles, en especial, de las mujeres que 
han jugado un papel esencial en la expresión auténtica de coraje, 
solidaridad y movilización social. Ellas son las señoras de la paz.

Medellín en particular ha sido una escuela de democracia en 
la que florecen escenarios de encuentro comunitario para consti-
tuir arenas de acción conjunta encaminadas a resolver problemas 
colectivos. La historia reciente de la ciudad muestra testimonios 
de acción colectiva intencional que se enfrentan a los señores de la 
guerra. Iniciativas relacionadas con la educación infantil, el uso 



352    Territorio, crimen, comunidad

del tiempo libre en espacios deportivos, recreativos y artísticos, 
la formación en temas de ciudadanía, soluciones asociativas para 
la generación de ingresos y un sinnúmero de prácticas de la vida 
cotidiana hacen uso de atributos y capacidades de comunidad 
para lograr resolver los asuntos colectivos de la supervivencia y 
de la convivencia. Todo ello constituye un inventario invalua-
ble a la espera de ser estudiado, comprendido y valorado como 
insumo central del debate público que la ciudad necesita para 
entender el sentido cívico latente que permanece en el sustrato 
de las relaciones sociales de las comunidades.

Es posible asegurar que la cercanía de la muerte violenta fue 
el detonante para que las expresiones individuales se tornaran en 
acción colectiva para sobreponerse a la tragedia. De acuerdo con 
Gerard Martin, al comenzar la década de los noventa

La ciudad comenzó a abrirse a debates, a analizar el carác-
ter de la crisis, a plantear alternativas sobre cómo frenar la 
violencia y el terrorismo, y a discutir sobre cómo sacudir sus 
estigmas. En reacción contra la destrucción, la violencia y el 
terror, comenzaron a multiplicarse esfuerzos por formular 
propuestas y llevar a cabo iniciativas audaces y concretas en 
busca de reorientar su rumbo. (Martin G. , 2014, p. 249).

Por entonces, se consolida esta escuela de democracia. Por 
ejemplo, en las afueras de Medellín, en 1990, tuvo lugar un em-
blemático evento liderado por la Corporación Región acerca de 
la violencia juvenil, desde entonces se reclama: “Es preciso por lo 
tanto elevar el nivel de las organizaciones naturales para una par-
ticipación efectiva en el cambio; reconocerlas en la importancia del 
papel que pueden desempeñar en sus comunidades y respetarlas 
en su autonomía” (Orozco & Morales, 1990, p. 186).
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Pocos años después, Jorge Orlando Melo diagnostica que, du-
rante el siglo XX, Medellín se caracterizó por un progreso ambiguo 
que mezclaba optimismo cívico provinciano y regla cívica de conve-
niencia personal; esto daba lugar a la paradoja entre facilidades para 
crear solidaridad, pero también agresividades para vivir siempre 
al borde del conflicto. No obstante, al final del siglo y en medio 
del apogeo violento se avizora un cambio: “Un núcleo creciente 
de ciudadanos participa en los barrios en los asuntos locales, en 
forma mucho más autónoma, independiente y seria que antes… 
todo esto muestra la necesidad de encontrar una estrategia que lleva 
a una mayor participación, tanto cívico comunitaria como política, 
porque apenas se está comenzando” (Melo, 1994, p. 13).

Dicho progreso ambiguo sigue caracterizando la vida pública 
de la ciudad. Por ejemplo, la participación política de las or-
ganizaciones de la sociedad civil ha sido exitosa en su tarea de 
consolidación, de tal modo que han hecho parte de las alianzas 
ciudadanas que presentaron candidatos a las elecciones popula-
res desde el año 2000. En particular, en los comicios del 2003 
y 2007, por encima de los candidatos que representaban a los 
partidos políticos tradicionales, fueron elegidos los candidatos 
que recogían muchas de las fuerzas vivas de la ciudad. Iniciativas 
de orden oficial como el presupuesto participativo con sus res-
pectivas modalidades de elección y decisión son manifestación 
de avances y retos del goce efectivo de libertades políticas. La 
ambigüedad reside en que a la par de este proceso de consolida-
ción de organizaciones sociales, muchas otras iniciativas valiosas 
de naturaleza comunitaria no reciben la atención que merecen 
y aunque constituyen alternativas de acción colectiva, su fun-
cionamiento queda reducido a las posibilidades de los recursos 
escasos de origen privado.
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Cuadro 1. Señoras de la paz

“A pesar de [las] adversidades, las mujeres no han sido sujetos pasivos ante 
las circunstancias que rodean sus vidas”

Doña Graciela. Dentro del polígono 6, cercano a San Javier, se llevó a cabo 
el experimento en la Sede Social de Los Alcázares, ubicada en el barrio que 
comparte su mismo nombre. El ejercicio fluyó con normalidad y al final de 
este, miembros del equipo sostuvieron una discusión con doña Graciela. 
Esta líder habita en un barrio aún más cercano a San Javier (la parte más 
alta de la comuna 13) con unas condiciones físicas y sociales muy distintas a 
Los Alcázares, lo que da cuenta de lo mixto de este polígono donde existen 
barrio legales (como los Alcázares) y de invasión (como aquellos de “más 
arriba”). Doña Graciela es una líder de su territorio que se ha esforzado 
por presentar actividades culturales a jóvenes y niños para que estos se 
alejen de decisiones violentas. De ese modo, doña Graciela manifiesta una 
convicción de servir a los grupos más vulnerables de su territorio por medio 
de un repertorio de actividades para realizar en su tiempo libre. Esta mujer 
propone y trabaja por darles a estos grupos (jóvenes y niños) un escenario 
alterno al combo o a la delincuencia.

Doña Flor. En el polígono 9, dentro de la comuna Aranjuez en el barrio Santa 
Cecilia II, se llevó a cabo sin contratiempos uno de los cuatro ejercicios ex-
perimentales. Al terminarse, miembros del equipo discutieron los resultados 
de los experimentos con los participantes, quienes además hablaron de 
doña Flor, la líder del territorio que los convocó. “A doña Flor nadie la toca”, 
fue una de las frases que surgió en la discusión, y es que esta mujer no 
solo ha sido un apoyo para las mujeres del barrio, sino que además se ha 
enfrentado en diversas ocasiones a los muchachos del combo. Doña Flor, 
que dejó a un lado su interés de sobrevivir individualmente en un territorio 
hostil, se ha encargado de dar apoyo, tanto a mujeres como a jóvenes que 
le han dicho no al combo, con las implicaciones que esto trae.

Señoras de Aranjuez. Otro caso de señoras de la paz en el polígono 9 
tiene que ver con el colectivo de mujeres que se reúnen a prestarse dinero. 
Esto trae a la luz un tema fundamental y es que contrario a lo que se ha 
creído en la academia y en la administración (por mencionar solo algunas), 
en estos territorios no viven en el imaginario de “sálvese quien pueda”. Si bien 
estas mujeres pueden vivir en solitario sus propios problemas económicos 
buscando soluciones en su propio círculo, han constituido un espacio común 
en el cual entre ellas mismas se proporcionan los medios necesarios para 
enfrentar un problema. En este punto se resalta que los actores toman de-
cisiones teniendo en cuenta a los demás, convierten un problema individual 
en un colectivo y como grupo responden de la mejor manera a este.
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Yeici. Arriba de la estación del metrocable en Santo Domingo, casi en el 
límite con Bello, está el barrio La Torre. En ese territorio complejo permeado 
con la violencia surgen tanto iniciativas sociales como líderes que le dicen 
no a la violencia. Yeici es una joven atemorizada por la cámara, pero con 
una iniciativa clara para acompañar los niños de la zona. Según ella, el 
acompañamiento que recibió en su niñez, la motiva a hacer lo mismo por 
otros niños. Con frases como “Yo quiero ser esa voz que los alienta a no 
hacer lo malo”, Yeici se establece como un pilar fundamental en el territorio, 
mostrando que la reciprocidad en el territorio existe y que los imaginarios 
comunes (como tener cierto trabajo, juntarse con ciertos jóvenes) pueden 
ser reemplazados con nuevas iniciativas de autorrealización a partir de 
los otros.

“En el mundo existen diversas formas de conocer el camino de resistencia” 
(Grupo de Memoria Histórica, 2011, p. 21).

La relevancia que tiene la mujer en estos entornos sociales complejos da 
cuenta de la necesidad de un nuevo debate en la construcción de políticas 
públicas. Estas líderes constituyen un pilar fundamental en el fortalecimiento 
de los lazos comunitarios y operan como foco de resistencia a la violencia. 
Así, en vez de huir de esta, se organizan para resistir en comunidad, con 
los otros. A modo de conclusión se resalta que al hablar de violencia en los 
territorios, la figura masculina es prescindible y son las mujeres un eje que 
debe centrarse en la discusión de las políticas públicas para las comunidades 
y no para los pillos. 

Elaboración propia con base en trabajo de campo

La profesora María Teresa Uribe en sus notas preliminares 
sobre resistencias de la sociedad civil en un contexto de guerras y 
transacciones logra mostrar al mismo tiempo el potencial del re-
pertorio y el riesgo del pragmatismo. Por un lado, destaca que las 
variadas formas de resistencia organizada constituyen estrategias 
de acción colectiva cuyo eje común reside en micronegociaciones 
para lograr acuerdos contingentes y transitorios fundamentados 
en diálogos cara a cara entre los diversos actores sociales y los 
operadores de violencia. A pesar de las limitaciones de estas ac-
ciones conjuntas, se logra develar escapes a controles autoritarios 
y formas de manifestar descontento e inconformidad, todo lo 
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cual motiva a otros actores a generar réplicas de movilización: 
“La retórica pacifista y las acciones colectivas desplegadas a partir 
de la escenificación de la disputa entre operadores de violencia, 
expresan formas de resistencia puestas en público que a veces 
logran abrir fisuras y grietas, tanto en el aparato institucional, 
como en las estructuras de dominación de los operadores de 
violencia” (Uribe, 2015, pp. 133-4).

La profesora Uribe reconoce por tanto que los grupos 
subordinados —los que no son la élite, diría Mills— de 
manera magistral han logrado combinar discurso cívico 
con espacios de infrapolítica que permiten llegar a los mi-
croacuerdos que preservan la vida. No obstante, la combi-
nación de estrategias no siempre se ubica en los linderos que 
fija la moral pública y el apego a la ley, por el contrario, en 
muchas ocasiones obedece a criterios de economía moral y 
de una noción propia de justicia que deviene en acuerdos 
microinstitucionales de índole pactista y transaccional, po-
co ortodoxos y desafiantes.

Justamente, la reflexión de ciudad requiere este tipo de mati-
ces. Además de comprender y discutir las dinámicas que imponen 
los señores de la guerra, también es necesario redoblar esfuerzos 
hacia la comprensión de los arreglos informales que promueven 
las señoras de la paz, que son legítimos, pero en ocasiones, no 
legalizados. No se trata de descubrir el modo como las estrate-
gias comunitarias pueden ser formalizadas, por el contrario, la 
tarea pendiente es el acompañamiento por parte de los actores 
que no habitan los territorios para hacer que las estrategias que 
combinan lenguaje pacifista con acciones colectivas dotadas de 
intencionalidad constituyan aprendizajes para construir mejores 
acuerdos microinstitucionales.
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Conclusiones

Para terminar esta exhortación a mirar los potenciales de 
las instituciones informales, a continuación se exponen cuatro 
hallazgos preliminares relacionados con la riqueza que suele 
desperdiciar el analista de políticas públicas que se encuentra 
anclado en soluciones formales. Cabe enfatizar también que una 
política pública de seguridad ciudadana requiere pensar mejor 
su territorialización y las realidades cotidianas de sus habitantes.

· Del patrón a la matrona. Referentes alternativos en lo as-
piracional. El sociólogo holandés Gerard Martin recopila 
varios testimonios alrededor de la actividad sicarial y asegura 
que la motivación juvenil gira en torno a una movilidad 
social a imagen y semejanza del capo, un patrón poderoso, 
guerrero e invencible. Esta, agrega, es no obstante, “(…) 
una idealización mal informada, [que sin embargo] que les 
servía de racionalización para su propia deriva” (Martin 
G. , 2014[2012], p. 154). Como ya se mencionó arriba, la 
emulación vebleniana habita en la mente de muchos jóvenes 
de nuestras ciudades latinoamericanas. El reto de política 
pública consiste en proponer y acompañar otro tipo de 
referentes que abundan en la vida cotidiana: madres comu-
nitarias, maestros de escuela, párrocos, deportistas, artistas y 
un montón de líderes y lideresas que protagonizan el devenir 
social de los barrios.

· Del pillo al parcero. Revaloración desde pares. En lugar de 
estigmas y “No futuros”, los jóvenes del barrio tienen la ca-
pacidad de reconocer el potencial latente en sus coetáneos. 
Existe mucha literatura y producción académica que ha hecho 
investigación periodística y científica rigurosa alrededor de 
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los jóvenes violentos — Salazar (1991) y y Perea (2007) cons-
tituyen un par de ejemplos ilustrativos—. Sin embargo, una 
consecuencia no intencionada de tales objetos de estudio es el 
alto riesgo de incurrir en generalizaciones y estigmatizaciones 
que condenan a todos los jóvenes. El proceso de revaloración 
consiste justamente en hacer frente a esta imagen despectiva 
del joven, y en su lugar, enaltecer las iniciativas juveniles que 
trabajan con y para los jóvenes. Por ejemplo, la Corporación 
Casamía y la Fundación Huellas —ubicadas respectivamente 
en el noroccidente y nororiente de la ciudad— constituyen la 
antítesis de lo que la mayoría de foráneos imagina respecto a 
los jóvenes del norte de Medellín.

· Del parche al parque. Referentes alternativos en lo simbóli-
co. El arquitecto colombiano Jota Samper en su disertación 
doctoral concluye que existen espacios hereditarios (Legacy 
spaces) en los que la violencia se recicla: “Son lugares de 
control territorial. Crimen y violencia ocurren debido a 
la presencia prolongada de actores perversos. Y porque es 
espacio predecible para recibir ataques enemigos pero no 
necesariamente porque sea un lugar donde las víctimas son 
atacadas” (Samper, 2014, p. 188). Estos lugares son el tro-
feo que las comunidades junto con las autoridades deben 
arrebatarles a los violentos. Más que el uso de la fuerza, la 
intervención urbanística acompañada de actividades comu-
nitarias permanentes para el uso del espacio es la piedra de 
toque para erradicar las prácticas de ostentación y control 
ejercidas en dichos lugares.

· De la precariedad al desarrollo. Los barrios precarios son 
el resultado de un proceso de desarrollo. A pesar de la 
complejidad, las informalidades de la vivienda urbana, de 
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la economía endógena y de la convivencia habitual obede-
cen a un patrón que entreteje innovaciones y aprendizajes 
sociales para hacer frente a las restricciones que fija la regla 
formal. En lugar de observar los territorios como recipien-
tes de condiciones adversas, es necesario repensarlos como 
escenarios en los que se obtienen a diario logros de desa-
rrollo a pesar de las dificultades. En breve, la informalidad 
no es sinónimo de pobreza, ilegalidad y crimen, más bien 
es el lugar que aloja atributos y capacidades de comunidad 
por doquier.

Por último, es posible asegurar que ya se cuenta con las 
construcciones conceptuales, los desarrollos metodológicos y los 
hallazgos empíricos para implementar un enfoque renovado de 
las políticas públicas en las que los técnicos y los políticos cedan 
protagonismo y se lo otorguen a las comunidades.
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Este capítulo tiene como propósito sistematizar los resultados 
del libro, así como dar un paso adicional hacia el terreno de 
lo propositivo. Los integrantes del Centro de Análisis Político 
(CAP) consideran que los hallazgos investigativos no deben ser 
pensados solo para un grupo específico de habitantes, sino que 
deben ser libres, democráticos y en procura de transformar la 
sociedad. Por consiguiente, las recomendaciones que se exponen 
a continuación están expresadas en forma sencilla y clara –tal 
vez coloquial–. No en vano, cada recomendación se titula a 
manera de refrán o comentario popular. Es el deseo del CAP 
que estas recomendaciones puedan llegar a la sociedad civil, a la 
comunidad académica y a los decisores políticos, como pretex-
tos y medios para la discusión y el análisis. De igual forma, se 
espera que puedan servir al próximo Alcalde de la ciudad como 
herramienta para la toma de decisiones informadas.
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1. Escoba nueva barre bien. En el 2013, Medellín fue elegida 
como la ciudad más innovadora del mundo en el marco 
del concurso City of the Year, que organiza The Wall Street 
Journal Citigroup. Para la ciudad, este premio se constituye 
en un estímulo, pero al mismo tiempo impone nuevos retos 
y estrategias. Por ejemplo, la ciudad debe continuar su pro-
ceso de innovación en el campo de la seguridad, hacia una 
versión más técnica, pero al mismo tiempo más humana y 
comunitaria. No se trata solo de aumentar el número de 
policías, de cámaras o de comprar drones; se trata de generar 
procesos creativos en uno de los campos más conservadores 
de la agenda pública. Pensar en nuevas estrategias –integra-
les–, sin desconocer el camino trazado hasta el momento.

2. No solo hay que ser, sino también parecer. En el trabajo de 
campo que ha realizado el CAP de la Universidad EAFIT, se 
ha evidenciado que las comunidades desconocen gran parte 
de lo que hace la administración local por la seguridad. Por 
consiguiente, mejorar la comunicación política de la Alcal-
día y de la Policía en cuanto a seguridad, puede constituirse 
en una herramienta de apoyo importante para la ciudad y en 
parte de la solución. Crear una campaña publicitaria sobre 
las estrategias de seguridad, focalizada en los barrios, por 
ejemplo: la Política Pública de Seguridad, el PISC, y el Plan 
Nacional de Cuadrantes de la Policía, etc.

3. Menos militarización y más administración. Un cambio 
importante en la construcción de la seguridad debe ser el de 
pasar de la militarización de la seguridad a la administración 
de la seguridad. Uno de los enfoques más clásicos es el de 
seguridad pública. Este enfoque es derivado de las visiones 
realistas y militaristas, donde lo fundamental es la conserva-
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ción del orden, la soberanía y el status quo; las comunidades 
y los ciudadanos son irrelevantes para este enfoque, incluso 
pueden llegar a ser vistos como medios al servicio de un 
determinado proyecto político. En cambio, en el enfoque 
de seguridad ciudadana los seres humanos son el centro de 
la propuesta, y son además su fin último.

4. Son como los dedos de mis manos (microterritorialización). 
La heterogeneidad del homicidio supone intervenciones di-
ferenciadas acordes con los contextos barriales y sectoriales, 
de ahí que se sugiera la implementación de micropolíticas 
en vez de una gran solución. Si bien todas las comunas ha-
cen parte de una misma urbe, cada nodo tiene sus propias 
particularidades.

5. Hay que ir a la candela. Las intervenciones dirigidas a me-
jorar la seguridad y la convivencia de Medellín deben incluir 
como criterio de focalización, la concentración espacial del 
homicidio de la que informan los 11 polígonos estudiados. 
Esto se debe, por un lado, al hecho de que el homicidio sigue 
siendo en la ciudad un fenómeno de importantes proporcio-
nes, así como de altos costos sociales. Por otro, al hecho de 
que, como se muestra a lo largo de este trabajo, existe un 
fuerte vínculo entre la violencia homicida y el espacio físico 
de la ciudad. Atendiendo al mencionado criterio, es urgente, 
pues, focalizar esfuerzos de la gobernanza de la seguridad 
en los 11 polígonos de concentración del homicidio. Las 
dinámicas violentas de estos espacios dan cuenta de una 
violencia enraizada que aporta mucho a las problemáticas de 
la ciudad. Con intervenciones en un área de casi una décima 
parte de Medellín, se estaría apuntando a la reducción de 
poco más de 1 de cada 3 homicidios cometidos. En sínte-
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sis, intervenciones de reducida cobertura espacial podrían 
generar grandes réditos en la disminución de la tasa de ho-
micidios. Es importante aclarar que esta focalización debe 
impedir la estigmatización de la población que habita en los 
polígonos. Así mismo, es importante evitar la adopción de 
intervenciones de enfoque militarista.

6. Más allá de barrios y comunas. La dimensión espacial de 
los fenómenos asociados a la seguridad y la convivencia de 
Medellín debe ser pensada como no siempre circunscrita 
a barrios y comunas. Si bien el enfoque barrial y comunal 
es útil y debe continuar siendo usado, las actividades de 
los distintos actores que tienen que ver con la seguridad 
y la convivencia de la ciudad deben tener en cuenta que 
las lógicas asociadas a dichas áreas desbordan, integran 
o modifican los límites espaciales de barrios y comunas. 
Así, independientemente de si se trata de las actividades 
de intervención del gobierno local de la ciudad, los es-
tudios de la academia o las acciones de las organizacio-
nes sociales, los fenómenos asociados a la seguridad y la 
convivencia deben ser abordados desde un enfoque que 
piense su dimensión espacial, no solo a partir de categorías 
preexistentes como la del barrio y la comuna, sino también 
a partir de categorías adecuadas que respondan a las diná-
micas particulares de aquellos. Un ejemplo de lo anterior 
es precisamente la apuesta de este trabajo, por pensar la 
dimensión espacial del homicidio en la ciudad a partir de 
polígonos de concentración. Otros fenómenos pueden ser 
abordados desde enfoques que como este, tienen la ventaja 
de iluminar características y patrones que bajo el enfoque 
comunal y barrial podrían quedar ocultos. Se trata, en 
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síntesis, de pensar los fenómenos asociados a la seguridad y 
la convivencia, también por fuera del marco de la división 
administrativa de la ciudad.

7. Hay muchos caciques y pocos indios. Una prioridad del 
próximo Alcalde de la ciudad debe ser la búsqueda de la 
coordinación y cooperación entre las diferentes instancias 
públicas en procura del bien común. La falta de coordinación 
entre los entes públicos genera problemas de gobernanza de 
la seguridad en la ciudad, lo cual se evidencia en que la 
relación entre la administración municipal y las diferentes 
organizaciones estatales (CTI, Ejército, Medicina Legal, 
Fiscalía, Policía) no es totalmente fluida. Se evidencian re-
laciones conflictivas entre las diferentes organizaciones, lo 
cual puede generar problemas de gobernanza de la seguridad 
y la convivencia en la ciudad de Medellín (Centro de Análisis 
Político EAFIT, 2014).

8. Se cazan más moscas con miel que con vinagre. Acer-
camiento del Estado local como mediador en las conflic-
tividades barriales. Cada uno de los polígonos analizados 
presenta necesidades específicas y territorializadas en torno 
a la justicia, donde se debe transitar de la injerencia de los 
actores armados por medio de la coerción y el uso de la 
violencia homicida, al acercamiento situacional, preventivo y 
eficaz por parte no solo de la Policía nacional, sino también 
de otros organismos del Estado local que hacen presencia en 
estos espacios. Es decir, la cara del Estado que llega al terri-
torio por medio de educación, salud, convivencia, seguridad, 
etc. debe constituirse como un mediador de los conflictos 
barriales, teniendo presente que estas microintervenciones 
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son constitutivas de un orden social que privilegia la me-
diación y los mecanismos resolutivos de conflictos, que se 
vierten en expresiones de justicias localizadas y eficientes.

9. No todas las leyes de la calle son malas. Entender y apro-
vechar algunas reglas informales dentro de los barrios de 
la ciudad, podría contribuir a mermar la incidencia de la 
violencia y, además, podría posibilitar procesos de resilien-
cia y construcción del orden social. En Medellín, más que 
un vacío normativo, lo que se configura es un estado de 
multiplicidad normativa, donde el Derecho es solo la punta 
de este iceberg normativo. Muchas normas informales que 
se usan en los barrios de Medellín han sido invisibilizadas 
por la regla formal (estatal), que si bien debe ser cumplida 
y respetada, no compite con algunas reglas informales a las 
cuales debería dárseles realce. Estas reglas son producto de 
las mismas condiciones sociales y económicas, representan 
gran parte del poder regulatorio de las comunidades pa-
ra cooperar, conciliar y mediar en un conflicto; además, 
pueden tener un anclaje social más vivo en los territorios. 
Una mirada más dúctil a los fenómenos regulatorios de las 
comunidades –en especial en sectores donde se acumulan 
desventajas–, acompañada de una respuesta más cercana y 
amable, en vez de una visión formalista y legalista, puede 
contribuir a generar confianza en el Estado.

10. ¿Y si la sal se corrompe? o Es mejor la seguridad que la 

Policía. La Policía se configura como uno de los actores 
fundamentales de la seguridad en la ciudad; no obstante, 
es percibida por algunos habitantes como corrupta y menos 
eficiente de lo que se esperaría. Si bien una estrategia de 
depuración parece una medida adecuada al corto plazo, 
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puede no ser tan conveniente en el mediano y en el largo 
plazo. Como recomendación, se considera que es necesario 
mejorar los estímulos (no necesariamente tienen que ser 
económicos) de los policías para evitar que las alternativas 
con relación a la lucha contra los “combos” delincuenciales 
sean flojas, pobres o inciertas, es decir, algunos miembros 
del Estado consideran que contrarrestar la criminalidad 
no paga (Centro de Análisis Político (CAP) Universidad 
EAFIT, 2014). Y en muchos casos, la alternativa elegida es 
permitir la connivencia con sectores ilegales, en virtud de la 
sensación de desprotección del agente en su propio barrio.

11. Lo que es legal, es legal. Es tal la intromisión de los actores 
ilegales en las lógicas domésticas de Medellín, que han 
incursionado en prácticas alternativas y también bastante 
rentables como la producción y la comercialización de are-
pas, y la distribución de huevos, entre otros productos de 
la canasta familiar. Todo esto acompañado de la coacción 
a los tenderos para garantizar la distribución al comprador 
final. A manera de ejemplo: “El comportamiento de ciertos 
productos como el huevo, las arepas, el pollo y la leche, los 
cuales a priori deben ser ofrecidos por muchos jugadores 
(competencia perfecta), no es así en algunas comunas de la 
ciudad de Medellín. Para explicar esta situación se cree que 
los combos delincuenciales pueden ejercer presión sobre los 
tenderos o distribuidores, con el fin de vender productos 
solo de ciertas marcas” (Giraldo, Rendón, & Duncan, 
2014). Una política pública de seguridad para Medellín 
debe propender a que lo legal siga siendo legal, y a que los 
actores criminales retrocedan en su intento de criminalizar 
la canasta familiar.
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12. Juventud, divino tesoro (a propósito de los jóvenes como 
víctimas y victimarios). Las confrontaciones armadas ex-
traordinarias incrementan el número de jóvenes muertos, 
debido a que son ellos el elemento más visible del conflicto y 
también el más vulnerable. Una política pública que busque 
fortalecer el liderazgo de estos actores sociales, a partir de 
estímulos concretos, que los seduzca y los invite a ser parte 
de la vida formal y legal de la ciudad, en vez de marginali-
zarlos o estigmatizarlos, podría llegar a ser importante para 
el futuro de Medellín.

13. Del pillo al parcero. Revaloración desde pares. En lugar 
de estigmas y “No futuros”, los jóvenes del barrio tienen la 
capacidad de reconocer el potencial latente en sus coetáneos. 
Existe mucha literatura y producción académica que ha hecho 
investigación periodística y científica rigurosa alrededor de 
los jóvenes. Sin embargo, una consecuencia no intencionada 
de tales objetos de estudio es el alto riesgo de incurrir en 
generalizaciones y estigmatizaciones que condenan a todos 
los jóvenes. El proceso de revaloración consiste justamente 
en hacer frente a esta imagen despectiva del joven, y en su 
lugar, enaltecer las iniciativas juveniles que trabajan con y 
para los jóvenes. Ciertas organizaciones sociales constituyen 
la antítesis de lo que la mayoría de foráneos imagina respecto 
a los jóvenes del norte de Medellín.

14. A la mujer no se le toca ni con el pétalo de una rosa. Apo-
yar y reconocer el valor de las mujeres en la construcción de 
lo público y en la gestión de lo social, y construir esquemas 
de protección especiales para ellas. Para las mujeres de Me-
dellín, su propia casa se constituye en el lugar más peligroso 



El que no oye consejos, no llega a viejo. Recomendaciones de política pública     373

de la ciudad. Las múltiples violencias contra las mujeres 
se presentan allí: violencia intrafamiliar, violencia sexual, 
violencia homicida, etcétera. Ellas son las que más inseguras 
se perciben, y las que menos creen en la Policía y en las 
instancias públicas. De otro lado, son la mujeres policías las 
que menos satisfechas se encuentran con su organización y 
con el trato que se les da (Centro de Análisis Político EAFIT, 
2014). Sin embargo, también se ha constatado que ciertas 
mujeres que ostentan las condiciones de madre y líder al 
mismo tiempo, se constituyen en ejemplos virtuosos para sus 
comunidades y en eficientes constructoras del orden social. 
Por consiguiente, es urgente apoyar más sus iniciativas socia-
les y económicas, lo mismo que buscar medios y estrategias 
para transformar un lugar adverso –el hogar, la ciudad–, en 
un lugar de protección.

15. Del patrón a la matrona. Referentes alternativos en lo 
aspiracional. El sociólogo holandés Gerard Martin recopila 
varios testimonios alrededor de la actividad sicarial y asegu-
ra que la motivación juvenil gira en torno a una movilidad 
social a imagen y semejanza del capo, un patrón poderoso, 
guerrero e invencible, no obstante, “era una idealización 
mal informada, pero que les servía de racionalización para 
su propia deriva” (Martin, 2014[2012], p. 154). La emu-
lación habita en la mente de muchos jóvenes de nuestras 
ciudades latinoamericanas. El reto de política pública 
consiste en proponer y acompañar otro tipo de referentes 
que abundan en la vida cotidiana: madres comunitarias, 
maestros de escuela, párrocos, deportistas, artistas y un 
montón de líderes y lideresas que protagonizan el devenir 
social de los barrios.
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16. Tierra de todos, tierra de nadie. La recuperación del 
centro de la ciudad por parte de la administración local se 
constituye en un reto indiscutible y perentorio. El centro 
de la ciudad es el segundo polígono más grande de todos, 
y sus lógicas internas difieren en mucho del resto de tipos 
de polígonos. Además se presenta particularidad en las mo-
dalidades y medios de cometer la conducta criminal. Por 
ejemplo, es en el centro donde más se comenten homicidios 
por arma corto-punzante. Además, es el más claro ejemplo 
de lo que sería un estado de anomia social, al constituirse en 
una tierra de nadie.

17. Del parche al parque. Referentes alternativos en lo sim-
bólico. El arquitecto colombiano Jota Samper en su diser-
tación doctoral concluye que existen espacios hereditarios 
(Legacy spaces) en los que la violencia se recicla: “Son lugares 
de control territorial. Crimen y violencia ocurren debido a 
la presencia prolongada de actores perversos. Y porque es 
espacio predecible para recibir ataques enemigos pero no 
necesariamente porque sea un lugar donde las víctimas son 
atacadas” (Samper, 2014, p. 188). Estos lugares son el tro-
feo que las comunidades junto con las autoridades deben 
arrebatarles a los violentos. Más que el uso de la fuerza, la 
intervención urbanística acompañada de actividades comu-
nitarias permanentes para el uso del espacio son la piedra de 
toque para erradicar las prácticas de ostentación y control 
ejercidas en dichos lugares.

18. De la adversidad al desarrollo o Ver el vaso medio lle-

no. Los barrios precarios son el resultado de un proceso de 
desarrollo. A pesar de la complejidad, las informalidades 
de la vivienda urbana, de la economía endógena y de la 
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convivencia habitual obedecen a un patrón que entreteje 
innovaciones y aprendizajes sociales para hacer frente a las 
restricciones que fija la regla formal. En lugar de observar 
los territorios como recipientes de condiciones adversas, es 
necesario repensarlos como escenarios en los que se obtienen 
a diario logros de desarrollo a pesar de las dificultades. En 
breve, la informalidad no es sinónimo de pobreza, ilegalidad 
y crimen, más bien es el lugar que aloja por doquier atributos 
y capacidades de comunidad.

19. Hay que tomar medidas en el asunto. En este estudio se 
propone un conjunto de medidas como parte de la estrategia 
de Garantías de No Repetición para Medellín. Allí se evi-
dencia que la Cualificación efectiva de la administración de 
justicia y la policía es la medida señalada por los expertos con 
mayor determinación para evitar la vulneración de los De-
rechos Humanos en la ciudad. Así mismo, se pueden tomar 
otras medidas en el asunto, como las Estrategias de prevención 
de violencias a nivel poblacional y barrial, el Fortalecimiento 
de procesos de planeación local de seguridad, la Prohibición del 
porte de armas y programas de desarme y el Fortalecimiento 
del programa de cuadrantes en comunas y corregimientos, cons-
tituyen. Por consiguiente, se requiere que las medidas sean 
operativizadas mediante ejercicios de planeación estratégica 
en los que se tomen decisiones concretas de disposición de 
recursos a partir de las prioridades encontradas, así como 
identificar planes, programas y proyectos que articulen estas 
medidas a los niveles locales de la ciudad.
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Frente a una problemática tan compleja y prolongada como la 
vulneración del derecho a la vida, el análisis y comprensión de la 
ocurrencia de homicidios en Medellín requiere múltiples mira-
das. De esta manera, la exploración puede enfocarse en aspectos 
cuantitativos, cualitativos y geográficos, o incluso combinarse 
de acuerdo al objetivo de la indagación y a la metodología que 
se quiera implementar.

En esta ocasión se hace uso de la perspectiva espacial para 
rastrear su comportamiento geográfico-temporal, tomando como 
punto de referencia que si bien estos hechos violentos se producen en 
diferentes sitios de la ciudad, la experiencia investigativa del SISC1 
muestra que la continuidad en el tiempo se condensa en algunas 
áreas, es allí donde se ubica el principal nodo del análisis. Los estu-

1  El Sistema de Información para Seguridad y la Convivencia (SISC), de la Secreta-
ría de Seguridad de la Alcaldía de Medellín, tiene el propósito de servir de soporte 
para el diseño y ejecución de las decisiones de política pública para la ciudad en 
materia de seguridad y convivencia. Entre sus diversas labores realiza análisis 
cuantitativos y cualitativos de un grupo de indicadores, con el fin de identificar 
dinámicas, transformaciones, escenarios de riesgos y oportunidades de interven-
ción, que facilitan planear, implementar, evaluar y ajustar el direccionamiento 
estratégico y acciones de política pública en temas de seguridad en Medellín.

Introducción



380    Territorio, crimen, comunidad

dios del comportamiento espacial evidencian entonces la existencia 
de polígonos de concentración histórica de la violencia homicida.

Esta variabilidad hace referencia, por su puesto, a los incre-
mentos y descensos en las cifras, sin embargo la persistencia de 
la mayor concentración espacial de los mismos sugiere la con-
fluencia, también histórica, de diversas condiciones y factores 
que propenden a la comisión de este delito.

En consecuencia, este apartado expone el método utilizado para la 
definición de once polígonos de mayor densidad de homicidios. Para 
alcanzar este panorama se hace uso de datos geográficos a través de 
herramientas informáticas para el análisis espacial, que conducen a 
delimitar en la ciudad las áreas de mayor ocurrencia de homicidios.

Proceso para la definición de los polígonos

El abordaje de los homicidios en Medellín tiene tantos puntos 
de vista como ojos espectadores alrededor de un tema. La utili-
zación de una metodología geográfica para apreciar la magnitud 
de hechos delictivos pone de manifiesto otra realidad, aunque 
los asesinatos se cometen en múltiples sitios, bien sea en zonas 
urbanas o rurales, el análisis de la concentración espacial de las 
cifras de este delito revela cuáles sectores son los más afectados. 
Esta clase de mirada aporta elementos de análisis admisibles.

Así las cosas, este enfoque geográfico aporta un punto de par-
tida válido, es decir, áreas con la más alta confluencia numérica 
de homicidios. Estas áreas trascienden las divisiones político-ad-
ministrativas de la ciudad, toda vez que no son territorios con 
fronteras perfectamente delimitadas. Como tal, no responden a 
límites precisos sino a formas irregulares que pueden desplegarse 
entre barrios e incluso entre comunas.
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En lo sustancial, la definición de polígonos tiene como base 
un ejercicio de exploración de datos. Partiendo de la premisa de 
la existencia de una concentración de hechos en áreas específicas 
de la ciudad, se analiza para el periodo comprendido entre los 
años 2003 y 20132 el lugar que representa de forma histórica 
cada uno de los hechos delictivos relacionados a un conjunto 
determinado de homicidios referenciados espacialmente.

Para esto se utiliza el programa ArcGIS, con una extensión de 
análisis espacial y se plantean una serie de pasos para el desarro-
llo de mapas de resultado que sintetizan el territorio en las áreas 
de mayor incidencia del homicidio. A continuación se describe 
el proceso técnico a través del cual se construyen los polígonos.

En primer lugar se tiene la georreferenciación de los homici-
dios, dada la variable dirección, contenida en la base de datos que 
se consolida a partir de datos históricos del Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses (IMNL-CF), del Cuerpo 
Técnico de Investigación (CTI) de la Fiscalía General de la Na-
ción, la Seccional de Investigación Criminal (SIJIN) de la Policía 
Nacional y las labores técnicas del SISC a través del comité de 
revisión de homicidios de Medellín y el Área Metropolitana.

Seguidamente se hace la carga espacial de hechos de homici-
dios a la herramienta de análisis espacial ArcGIS, a partir de la 
tabla de resultados de la georreferenciación que incluye variables 
de posicionamiento espacial (X, Y), y referencias como el código 
de la comuna y el barrio de cada hecho contenido.

2  A partir de 2003 el SISC cuenta con microdatos suficientes para la construcción 
de una base de datos sobre homicidios, lo que permite -entre otros aspectos- la 
ubicación espacial de estos hechos en la ciudad. En el transcurso de 2014 se 
realiza el ejercicio de definición de polígonos, por ello el marco temporal del 
estudio se delimita en 2013.
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Mapa con la carga total de puntos según el lugar de 
ocurrencia de homicidios en Medellín 2003-2013
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Elaborado por el SISC

Sintetizando el proceso, tenemos que a partir de este punto se 
generan capas de densidad con los homicidios en los años referidos, 
de modo que se depuran las densidades y los límites de amplias 
áreas de la ciudad hasta alcanzar delimitaciones cada vez más 
precisas donde se encuentran la mayor ocurrencia de homicidios.

En consecuencia, el tercer proceso es la generación de diez 
capas de densidad Kernel, con los homicidios de los años de 
evaluación 2003-2013, separando cada año en un mapa de den-
sificación diferente, con el fin de observar y afirmar la similitud 
de los resultados de altas concentraciones en los mismos lugares 
en cada uno de los años, arrojando como resultado una carto-
grafía con depuración de densidades de homicidios.



Método para la definición de polígonos de concentración de homicidios en Medellín     383

Histórico de mapas de densidad de homicidios año a año 
2003 a 2013

HOMICIDIOS 2003
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2004
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2005
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2006
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2007
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2008
Densidad de hechos

©
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HOMICIDIOS 2009
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2010
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2011
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2012
Densidad de hechos

HOMICIDIOS 2013
Densidad de hechos

©

Elaborado por el SISC

Para explicar más detalladamente los mapas anteriores, se 
tiene que la densidad de Kernel ajusta una superficie curva 
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uniforme sobre cada homicidio. El valor de superficie es más 
alto en la ubicación del homicidio y disminuye a medida que 
aumenta la distancia desde el punto y alcanza cero en la distancia 
radio de búsqueda (500 metros para este caso). El método Kernel 
calcula entonces la densidad de observaciones alrededor de un 
homicidio siguiendo la función cuadrática tipo Kernel.

El cuarto paso consiste en normalizar los valores de la den-
sidad de cada año en intervalos de valores elegidos de 0 a 1, y 
luego generar una capa de resultado con el promedio raster de la 
concentración de homicidios, calculada a partir de las 10 capas 
de densidad y clasificada por el promedio raster en deciles.

Mapa consolidado de concentración de homicidios 2003-2013
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Avanzando con la definición de los polígonos, ahora se genera una 
capa vectorial de contornos, se toma como referencia el valor del últi-
mo decil del promedio anual, según el conjunto de años analizados.

Mapa de contornos de polígonos
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De manera seguida, una nueva labor de mayor acabado se 
desarrolla con la generación de una capa completa con las áreas 
con los 11 polígonos obtenidos, cuyo proceso parte de la capa 
vectorial descrita anteriormente.
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Área de mayor densificación según el último decil de la 
densidad
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Por último, para efectos del análisis se realiza un join espacial 
(esto es, una relación espacial), entre la ubicación de cada uno 
de los hechos y las áreas de los polígonos resultantes, para cuan-
tificar los homicidios contenidos en cada una de estas figuras. 
Dicho de otro modo, se toman los puntos donde ocurrieron los 
homicidios, que se ubican dentro de las áreas de los polígonos; 
este es el resultado definitivo de la definición cuantitativa de 
concentración de homicidios en Medellín en el transcurso 2003 
a 2013.
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Delimitación final de polígonos con mayor concentración de 
homicidios
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Ventajas y riesgos de la utilización de la 

metodología de polígonos

La metodología implementada es pertinente toda vez que 
toma la generalidad del territorio y extrae los hechos ocurridos 
en sectores particulares, agrupando la ocurrencia de estos delitos 
en un tiempo estimado y en una delimitación geográfica precisa, 
revelando las áreas neurálgicas con mayor grado y persistencia 
de estas acciones violentas.
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Aquí emergen casos específicos de estudio que se sustraen de la 
totalidad de la ciudad. Estos polígonos contienen generalidades, 
pero a su vez particularidades propias de los territorios que son 
objeto de observación. Por tanto, a mayor diversidad de puntos 
de vista sobre la ocurrencia de homicidios, habrá mayores posi-
bilidades de comprender integralmente este fenómeno, tanto en 
un modo territorial como en uno histórico.

A este efecto, la metodología de polígonos pone en evidencia 
y en discusión una de varias problemáticas de los homicidios en 
Medellín, en este caso su concentración histórica, ya que es claro 
y concluyente que si bien hay un suceso delictivo, éste contie-
ne unas propiedades intrínsecas que efectivamente aquejan en 
mayor grado a unas comunidades que a otras; indagar por estas 
cualidades es uno de los propósitos de esta investigación. Desde 
esta lógica se pueden analizar los homicidios como una cuestión 
y una manifestación de ciudad que se hace aún más palpable en 
los polígonos identificados.

Sin embargo, los polígonos conllevan algunos riesgos me-
todológicos en tanto muestran concentración de ocurrencia de 
hechos pero no ponen al descubierto todos los factores que con-
fluyen para que los homicidios se sostengan allí. Los polígonos 
no permiten observar y explicar los responsables, los autores de 
los homicidios y las interrelaciones, así como tampoco las inten-
ciones y los mecanismos desarrollados para alcanzar estos fines; 
al mismo tiempo, los polígonos son heterogéneos entre sí, tanto 
en el grado de concentración de hechos como en la temporalidad 
de los mismos. No obstante, los riesgosos se convierten en retos 
para la investigación; frente estas situaciones, los métodos de 
investigación cualitativa contribuyen con nuevos elementos de 
análisis que nutren la comprensión del problema.
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En este punto emergen preguntas nodales buscando descu-
brir por qué los asesinatos en Medellín se concentran en ciertas 
zonas, no menos importante es la inquietud respecto a qué 
factores explican la presencia y persistencia de los polígonos de 
violencia homicida en unos territorios, y por qué hay zonas en las 
que los mismos no tienen esa expresión o arraigo. Estas son, por 
supuesto, preguntas a responder a lo largo de la investigación.

En suma, la definición de polígonos aporta elementos sustan-
ciales para comprender la ocurrencia constante de homicidios 
y su concentración en territorios determinados. Esta mirada se 
robustece con enfoques complementarios que en conjunto brin-
dan un panorama más integral para explicar por qué la violencia 
homicida tiene mayor arraigo en lugares preferentes de Medellín.
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